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Presentación 

 
A lo largo de los años se ha detectado un auge significativo de la 

problemática relacionada al tema de migración, principalmente de niños, 

niñas y adolescentes migrantes no acompañados que transitan por el 

territorio de Guatemala y México, hacia Estados Unidos. 

 
La niñez y adolescencia, en los últimos años, ha sido protagonista en los 

flujos migratorios, se suma a los diversos grupos de personas que deciden 

dejar su país de origen. Los motivos son diversos: reunificación familiar, 

explotación laboral infantil, reclutamientos de las pandillas, violencia física, 

pobreza, cambio climático y la inseguridad. 

 
La migración en niñez, adolescencia y personas adultas sucede a nivel 

interno, transfronterizo, regional e internacional. Toda esta población, al 

no encontrar respuesta a sus necesidades esenciales de subsistencia, 

ante la falta de oportunidades de desarrollo personal y familiar, sobrevivir 

en medio de entorno de violencia criminal, por el desplazamiento de 

las familias o desplazamientos forzados por la violencia, por conflictos 

sociales, por desastres naturales, son migrantes potenciales hacia otros 

países. 

 
La condición de vulnerabilidad de estos grupos de niños, niñas y 

adolescentes migrantes no acompañados requiere de una atención 

especial por parte del Estado y la sociedad, buscando procurar el respeto, 

la protección, y la garantía de sujeto de derechos, 

 
Por lo anterior, Pastoral de Movilidad Humana ha preparado el siguiente 

compendio de leyes, que busca contribuir en los procesos de análisis 

jurídico, y que a partir de esto se garantice la atención y protección 

integral, durante la ruta migratoria o la deportación, para asegurar las 

medidas adecuadas, desde el enfoque de derechos Humanos. El trabajo 

de la Pastoral de movilidad humana se centra principalmente en la 

atención integral, protección de personas migrantes, solicitantes de asilo y 

refugio, parte de estos grupos de atención lo integran niños y adolescente 

con necesidad de protección internacional. Es necesario aplicar los 

instrumentos nacionales e internacionales en materia de protección a 

estos grupos vulnerables. 

 
 

 

Compendio de Leyes en  7 
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DECRETO  NÚMERO  44-2016 
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE GUATEMALA 
CONSIDERANDO: 

 
Que el Estado de Guatemala reconoce y garantiza la libertad de toda persona de entrar, transitar 

y salir del territorio nacional y cambiar de domicilio o residencia sin más limitaciones que las que 

se establezcan en las leyes. Asimismo, que es su deber garantizarle a los habitantes de la 

República la vida, la libertad, la justicia, la seguridad, la paz y el desarrollo integral de la persona, 

razón por la cual el Estado se organiza para proteger a la persona y la familia siendo su fin 

supremo el bien común. 

 

CONSIDERANDO: 

Que el derecho internacional de los derechos humanos, así como el derecho internacional 

específico en materia de asilo, refugio y el humanitario disponen de un marco normativo de 

obligaciones y responsabilidades para los Estados en materia de atención, asistencia, seguridad 

y protección de las personas migrantes. Y que Guatemala siendo Estado Parte de este marco 

normativo internacional tiene la responsabilidad de incorporar de forma armónica las disposiciones 

especiales, con lo cual se debe desarrollar y adoptar medidas legislativas que garanticen el pleno 

goce de los derechos humanos de las personas. 

 

CONSIDERANDO: 

Que los instrumentos internacionales en materia de trabajadores migrantes, entre los cuales 

destaca la Convención Internacional Sobre la Protección de los Derechos de Todos los 

Trabajadores Migratorios y sus Familiares, ratificada por el Estado de Guatemala, requiere de ser 

armonizada mediante disposiciones legislativas a lo interno del Estado de forma que se garantice 

el acceso, goce y disfrute pleno del derecho a trabajar y el derecho laboral bajo la protección del 

Estado sin importar la nacionalidad de las personas. 

 

CONSIDERANDO: 

Que Guatemala es un país cuya situación social y económica ha generado un alto número de 

personas migrantes, asimismo, que por ubicación geográfica es un país de tránsito y destino de 

personas de distintas nacionalidades y que ambas situaciones requieren de adoptar modelos 

propios de gestión de la migración, así como de políticas nacionales orientadas a la atención, 

asistencia, seguridad y protección de las personas migrantes. De igual forma busca que la función 

migratoria nacional, que se desarrolla en el territorio nacional, coadyuven en el fortalecimiento de 

la seguridad pública, a través de procedimientos migratorios balanceados, entre el respeto de los 

derechos humanos y acciones que fortalezcan la seguridad pública. 
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CONSIDERANDO: 

Que existe la necesidad de un sistema nacional de migraciones que dé plena vigencia al derecho 

a migrar como base y fundamento de la institucionalidad y el derecho migratorio en el marco del 

respeto a los derechos fundamentales de las personas. Y que el Estado de Guatemala requiere 

de una institucionalidad migratoria renovada, única, independiente, con capacidad de formular y 

configurar la política migratoria del país, con lo cual su modelo de gestión incorpore una visión de 

servicio, mecanismos políticos de coordinación que permitan una respuesta y atención efectiva, 

así como principios de actuación que le permitan la adaptación a los entornos nacionales e 

internacionales. 

 

CONSIDERANDO: 

Que debe mantenerse la unidad del marco jurídico que regula la migración, con lo cual se 

garantice la seguridad jurídica a las personas y se permita pleno acceso al conocimiento de las 

normas vigentes del país, a la vez que se incorporen los estándares internacionales de protección 

y asistencia de personas migrantes y sus familiares en el marco del tránsito, destino y retorno. 

 

POR TANTO: 

En uso de las facultades que le otorga el artículo 171 literal a) de la Constitución Política de la 

República de Guatemala, 
 

 

El siguiente: 

DECRETA: 
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CÓDIGO DE MIGRACIÓN 

Libro I Derechos en General 

Título I 

Derecho a migrar y los derechos de las personas migrantes 

 
Capítulo I 

Derechos 

 

ARTICULO 1. Derecho a migrar. El Estado de 

Guatemala reconoce el derecho de toda persona a 

emigrar o inmigrar, por lo cual el migrante puede 

entrar, permanecer, transitar, salir y retornar al 

territorio nacional conforme la legislación nacional. 

 
ARTICULO 2. Acceso a dependencias del Estado. El 

Estado garantiza a toda persona que se encuentre 

en el territorio nacional, en plena igualdad de 

condiciones, acceder a los servicios públicos de 

seguridad, salud, educación, trabajo, vivienda y todos 

aquellos que sean necesarios para el desarrollo de 

sus vidas, de conformidad con lo establecido en la 

Constitución Política de la República, el presente 

Código y otras normas aplicables. 

 

Los extranjeros podrán acceder a las dependencias del Estado para ejercer sus acciones y hacer 

valer sus derechos de conformidad con la ley. Ningún funcionario público puede negarles la 

asistencia y atención por el hecho de no ser guatemaltecos. 

 
ARTICULO 3. Derecho a la nacionalidad guatemalteca. 

Se reconoce el derecho de las personas extranjeras a obtener la nacionalidad guatemalteca. Para 

ello deberá observar la Ley de Nacionalidad vigente. 
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ARTICULO 4. Derecho a la familia. Se 

reconoce el derecho de las personas 

extranjeras a establecerse en el país 

con sus familias, o bien con el ánimo 

de formarla o reunificarla dentro del 

territorio nacional, conforme a lo 

estipulado en la Constitución Política 

de la República, el presente Código y 

otras normas aplicables. 

 

ARTICULO 5. Derecho a la propiedad e inversión. Cualquier persona extranjera, salvo las 

limitaciones establecidas en la Constitución Política de la República y otras leyes, tiene derecho 

a obtener propiedades en el territorio nacional, así como de invertir en las empresas, comercios 

o entidades lícitas, de conformidad con la legislación nacional. 

 
 
 

ARTICULO 6. Derecho al trabajo. Toda 

persona extranjera tiene derecho al trabajo 

conforme lo establece este Código, la 

legislación nacional vigente y el derecho 

internacional. 

 
 
 

 
ARTICULO 7. Derecho a la educación. 

Toda persona extranjera tiene derecho a la 

educación dentro del sistema educativo 

nacional y el sistema de educación superior, 

conforme las disposiciones de este Código 

y las disposiciones legislativas específicas 

en educación. 

 

ARTICULO 8. Derechos inherentes a la persona. 

Los derechos y garantías que otorgan las leyes del país y los convenios y tratados internacionales 

ratificados por Guatemala, aunque no figuren de forma expresa en el presente Código, se 

consideran incorporados. 
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ARTICULO 9. No discriminación. Las 

personas migrantes deben ser tratadas 

igualitariamente y no podrán ser 

discriminadas por motivos de sexo, 

orientación sexual, raza, color, idioma, 

religión o convicción, opinión política o de 

otra índole, origen étnico o social, 

nacionalidad, edad, situación económica, 

patrimonio, estado civil, nacimiento o 

cualquier característica personal. 

 
 

 
Capítulo II 

Derechos y condiciones especiales 

 
ARTICULO 10. Derecho de protección del Estado. 

El Estado de Guatemala, sin discriminación alguna, tiene la obligación de proteger la integridad 

personal, la vida y la libertad de toda persona nacional y extranjera que se encuentre en territorio 

nacional. 

 
Las instituciones del Estado no deberán exigir documentos de identificación o cualquier otro 

requisito, para brindar la protección requerida por una persona extranjera. En todo caso, se 

deberán utilizar los medios necesarios y disponibles para darle una atención inmediata. 

 
Las personas tienen el derecho de decidir libremente donde establecerse dentro del territorio 

nacional. 

 

ARTICULO 11. Derecho de los niños, 

niñas o adolescentes migrantes no 

acompañados o separados de sus familias. 

Los niños, niñas y adolescentes migrantes 

de otras nacionalidades no acompañados 

o separados de sus familias, niñas y 

adolescentes embarazadas o con hijos, 

parejas casadas de menores de edad 

con o sin hijos que se encuentren en el 

territorio nacional tienen derecho a ser 

atendidos en programas especializados y 
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diferenciados ambulatorios o abrigados en casas especiales que sean dispuestas 

o autorizadas por el Estado para el efecto, conforme los principios específicos 

que se definen en el presente Código. 

 

Las autoridades competentes deben contemplar una respuesta diferenciada de protección hacia 

los niños y niñas refugiados, en especial aquellos no acompañados o que han sido separados de 

sus padres o tutores, con el propósito de atender adecuadamente sus necesidades de protección 

y asistencia específicas. En ningún supuesto podrá rechazarse el ingreso en frontera a niños, 

niñas o adolescentes no acompañados o separados de su familia. 

 
No se puede deportar a los niños, niñas o adolescentes de no ser en su interés superior. 

Las diligencias y procedimientos específicos se realizarán de acuerdo al presente Código y su 

reglamento. 

 
Se entiende por niños, niñas o adolescentes no acompañados o separados de su familia, aquellos 

que no se encuentran bajo el cuidado y protección de su padre, madre o de un adulto que de 

acuerdo a la ley o costumbre sea su cuidador habitual, aunque estén siendo acompañados por 

otras personas. 

 

ARTICULO 12. Protección contra violencia, 

torturas, tratos crueles, inhumanos o 

degradantes. El Estado garantiza la dignidad 

y los derechos de las personas migrantes en 

territorio nacional, velando porque no sean 

sometidas a ninguna forma de violencia, ni 

a torturas, tratos crueles, inhumanos o 

degradantes. 

 

Las personas migrantes que denuncien ser víctimas de violencia, 

violencia sexual o laboral, torturas, tratos crueles, inhumanos o 

degradantes, por una o por más personas, con fines de lucro o no, 

deberán ser inmediatamente atendidas conforme las medidas que 

pongan a salvo su integridad, salud y vida. 

 

ARTICULO 13. Maternidad y salud sexual. La mujer 

migrante con o sin documento de identificación para estar 

en el país, tiene derecho en plena igualdad a los 

guatemaltecos, a acceder a servicios públicos de salud 
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sexual y reproductiva, que incluyen servicios ginecológicos, de maternidad 

durante el tiempo necesario para preservar su vida y la del nonato, así como 

servicios de planificación familiar. 

 

Toda madre migrante y su hijo o hija tienen derecho en plena igualdad a los guatemaltecos, a 

recibir la vacunación de inmunización contra las principales enfermedades infecciosas que tienen 

lugar en la comunidad, así como las ordinarias de acuerdo a la política nacional de salud. 

 

ARTICULO 14. Personas adultas mayores. Todas 

las personas adultas mayores migrantes, en 

situación de vulnerabilidad, que se encuentren en 

el territorio nacional, tienen derecho a ser 

atendidas y abrigadas, así como a darles las 

atenciones especiales necesarias en razón de su 

edad. 

 
ARTICULO 15. Familia. Las personas migrantes y 

sus familias tienen derecho a permanecer juntas 

en todo momento. Si por razones administrativas 

y de manera estrictamente excepcional, deben 

ser separadas, esto deberá ser únicamente por el 

tiempo que dure la gestión, debiendo informar a la 

familia el lugar donde se encontrará, la gestión que 

debe realizarse y la autoridad que ha requerido y 

por la cual se le separará temporalmente. En el 

caso de niños, niñas y adolescentes, podrán ser 

separados de su familia, también de manera 

estrictamente excepcional y exclusivamente en 

razón de su interés superior. 

 

Los miembros de la familia tienen derecho a presentar recursos de exhibición personal 

ante autoridad competente, por lo cual siempre se les deberá facilitar el acceso. 

 
El funcionario que no cumpla con lo previsto en este artículo, será sancionado conforme la 

legislación penal del país. 

 
ARTICULO 16. Derecho al abrigo y cuidado temporal. 

Es facultad exclusiva del Instituto Guatemalteco de Migración, autorizar a entidades que prestarán 
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abrigo y cuidado temporal a migrantes, los cuales deberán cumplir con las disposiciones 

reglamentarias para su ubicación y funcionamiento. 

 
Los guatemaltecos retornados de otros países podrán solicitar a la autoridad guatemalteca les dé 

albergue para abrigo y cuidado temporal, el cual tiene como fin brindar un lugar para pernoctar 

durante cuarenta y ocho horas y retornar a su lugar de origen. Las autoridades velarán que las 

condiciones de habitabilidad de los centros sean dignas y apropiadas. 

 

ARTICULO 17. Derecho a la información y 

documentación. Toda persona extranjera o 

guatemalteca retornada tiene derecho a recibir 

la información necesaria sobre su situación, 

las gestiones que deben desarrollarse y toda 

aquella que tenga relación con su estatus o 

su persona. 

 

Está prohibido a las autoridades confiscar, retener, destruir, cambiar, alterar, ocultar, hacer por 

perdidos los documentos de identidad, viaje o personales de las personas migrantes. Asimismo, se 

prohíbe alterar o de cualquier forma incorporar información falsa sobre los documentos personales 

de identificación o viaje de las personas migrantes extranjeras o guatemaltecas retornadas. 

 
ARTICULO 18. Esclavitud o servidumbre. 

Ninguna persona migrante que se encuentre en territorio nacional puede ser sometida a 

condiciones de esclavitud o servidumbre, ni a trabajos forzados. 

 

ARTICULO 19. Derecho a la comunicación y 

contacto familiar. Las personas migrantes en casas 

especiales de abrigo, centros de abrigo y centros de 

cuidado temporal, autorizados por el Instituto 

Guatemalteco de Migración, pueden solicitar, 

conforme a las posibilidades disponibles, apoyo en 

comunicación al extranjero para el contacto familiar y 

auxilio consular. 

 

En el caso de las niñas, niños y adolescentes no acompañados y/o separados se promoverá 

la comunicación las veces que sean necesarias, atendiendo a su interés superior. Asimismo, 

pueden comunicarse en cualquier momento con sus autoridades consulares. Se exceptúan los 

casos de los solicitantes de refugio o de cualquier otro sistema de protección internacional. 

INFO 
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ARTICULO 20. Derecho a ser retornado al país de origen o de procedencia. 

Las personas migrantes tienen derecho a solicitar a las autoridades guatemaltecas ser retornadas 

a sus países de origen o procedencia. Para el efecto, cuando las personas migrantes no puedan 

asumir los costos de su retorno, se debe comunicar a las autoridades consulares de su país 

de origen, o al país de origen o de procedencia y se establecerá el mecanismo idóneo para su 

retorno. Las autoridades guatemaltecas verificarán el efectivo embarque a tales países. 

 
 
 

Capítulo III 

Derecho de los trabajadores migrantes y sus familias 

 
ARTICULO 21. Reconocimiento. 

El Estado de Guatemala garantiza a toda persona trabajadora migrante y sus familias los derechos 

reconocidos en la Constitución Política de la República, la legislación nacional y el derecho 

internacional debidamente reconocido en nuestro país. 

 
ARTICULO 22. Indubio Pro Operario. 

Toda interpretación o alcance de las disposiciones legales, reglamentarias o contractuales en 

materia de trabajadores migrantes, de igual forma que los guatemaltecos, se interpretará en el 

sentido más favorable para el trabajador. 

 
Son nulas de pleno derecho y no obligan a las personas trabajadoras migrantes las estipulaciones 

que impliquen renuncias, disminución, tergiversación o limitación de los derechos reconocidos en 

la legislación nacional, internacional y en cualquier disposición de índole pública o privada. 

 

ARTICULO 23. Derechos sociales mínimos. 

Son derechos sociales mínimos que fundamentan la legislación laboral específica para los 

trabajadores migrantes y la actuación de las entidades administrativas del Estado y de los 

tribunales: 

 
a.) La libertad en la elección de trabajo y de las condiciones económicas satisfactorias que 

garanticen al trabajador y a su familia una existencia digna. 

b.) La remuneración equitativa, no menor al salario mínimo vigente y en moneda de curso 

legal; puede pactar con el patrono remuneración en moneda legal y vigente de otro país. 

c.) Inembargabilidaddelsalarioenloscasosquehadeterminado el derecho laboralnacional 

vigente; de igual forma los equipos o implementos personales de trabajo. 
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d.) El respeto a las jornadas de trabajo, vacaciones, licencias, indemnización y demás 

derechos reconocidos en la legislación nacional del trabajo. 

e.) El pago de prestaciones extraordinarias conforme la legislación nacional vigente o bien 

conforme lo pactado con el patrono. 

f.) El derecho de las mujeres trabajadoras migrantes a la protección especial para su 

condición de maternidad. 

g.) La prohibición de ocupar niños, niñas o adolescentes en trabajos, salvo lo establecido 

como excepción conforme el derecho nacional e internacional. 

h.) Otorgamiento de beneficios económicos para la familia cuando suceda la muerte, de 

acuerdo a lo establecido para cada caso conforme la legislación nacional e interna de la 

entidad en donde desempeñaba su trabajo. 

 
ARTICULO 24. Seguro social. 

Las personas migrantes trabajadoras y sus familiares beneficiarios tienen derecho a obtener los 

servicios y beneficios del Instituto Guatemalteco de Seguridad Social. Para el efecto, deben ser 

inscritos y deben aportar las cuotas de forma correspondiente con las normas emitidas por el 

Instituto. 

 
El Instituto Guatemalteco de Seguridad Social debe emitir las disposiciones administrativas para 

el registro de personas migrantes trabajadoras y los beneficiarios de estas. 

 
ARTICULO 25. Clases pasivas. 

Las personas migrantes trabajadoras que desarrollen sus trabajos para las dependencias del 

Estado de Guatemala, incluyendo las autónomas o descentralizadas, tienen derecho a realizar 

aportaciones conforme la ley específica de clases pasivas. 

 
Las personas migrantes trabajadoras que han cumplido con los requisitos de ley tienen derecho 

a recibir las pensiones correspondientes por sus servicios y aportaciones. 

 
ARTICULO 26. Categorías de trabajador migratorio. 

Para efectos de aplicación del presente Código, se entiende por trabajador migratorio toda persona 

extranjera que realice actividades remuneradas en territorio nacional y se clasifica dentro de las 

siguientes categorías: 

 
a) Trabajadores transfronterizos e itinerantes: El trabajador transfronterizo es aquella persona que 

reside en territorio de un Estado vecino al que regresa al final de su jornada diaria de trabajo, o 

por lo menos una vez a la semana; asimismo los trabajadores itinerantes son los que realizan la 

misma actividad y que transitan entre Guatemala y Belice, hasta que el Diferendo Territorial, 
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Insular y Marítimo sea resuelto por la Corte Internacional de Justicia. 

b) Trabajadores de temporada: Persona cuyas actividades dependen de las condiciones de 

la estación propia del año, o por la naturaleza del trabajo solo se realiza durante un tiempo 

determinado del año. 

c) Trabajador consultor, asesor o técnico especializado: Persona que realiza sus actividades por 

un período no mayor a trescientos sesenta y cinco días y que sean requeridos por el contratante 

específicamente como consultor, asesor o técnico especializado y que no requieren de solicitar 

una residencia permanente. 

d) Trabajador por cuenta propia: Todo trabajador que realiza actividades comerciales e industriales 

por su propia cuenta o con sus familias y que tiene autorización para realizar actividades 

remuneradas dentro del territorio nacional. 

e) El Instituto Guatemalteco de Migración podrá sugerir la ampliación de las categorías y proponer 

la reglamentación de las condiciones cuando las circunstancias lo ameriten. 

 
ARTICULO 27. Familiares o acompañantes. 

Los familiares consanguíneos, dentro de los grados de ley, que dependan del trabajador migrante 

pueden establecerse en el país durante el tiempo que duren las actividades laborales del trabajador 

migrante. Asimismo, el cónyuge o la persona conviviente del trabajador migrante. En todos los 

casos se extenderán las autorizaciones correspondientes y se gestionará conforme este Código 

y la legislación nacional. 

 
Los familiares o acompañantes a cargo del trabajador migrante pueden desempeñar actividades 

de trabajo, obteniendo por tanto una categoría de trabajador migrante, así como actividades de 

educación en el sistema nacional de educación y en el sistema de salud. 

 
ARTICULO 28. Información con sus representantes de país. 

Por ningún motivo puede prohibirse o negarse a los trabajadores migratorios y sus familias o 

acompañantes la comunicación con los representantes consulares o diplomáticos de sus países. 

En casos de muerte, accidente o cualquier situación que requiera de comunicación con su país, 

se facilitará la comunicación inmediata con el cónsul o representante diplomático respectivo. 

 
ARTICULO 29. Identidad cultural y religiosa. 

Las representaciones diplomáticas con sedes en Guatemala pueden promover entre sus 

connacionales trabajadores en el país, las actividades culturales y religiosas propias de sus 

países. Este derecho debe ejercerse dentro del marco del respeto a las leyes del país y de las 

culturas, idiomas, religiones, creencias y hábitos de las personas que habitan el territorio nacional. 

 
ARTICULO 30. Ingresos y egresos. 

Los trabajadores migrantes y sus familias o acompañantes, durante su estadía como trabajadores 

pueden ingresar y egresar del país las veces que sean necesarias cumpliendo con las normas 

establecidas en el presente Código y su reglamento. 
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ARTICULO 31. Bienes y propiedades. 

Los trabajadores migratorios o sus familias o acompañantes que adquieran bienes o propiedades 

en el país serán propietarios de los mismos aún cuando ya no realicen actividades remuneradas 

en el país y pueden disponer de ellos conforme sus intereses y en el marco de la legislación 

nacional vigente. 

 
Cuando un trabajador migratorio sea detenido o condenado por la comisión de delito o falta no 

pierde los derechos sobre sus bienes o propiedades adquiridas legal y legítimamente; salvo que 

conforme a nuestra legislación se encuentren sujetos a extinción de dominio o decomiso. 

 
ARTICULO 32. Transferencia de bienes y dineros. 

Los trabajadores migratorios y sus familias, cuando hayan terminado el período de estancia 

en Guatemala, tienen derecho a llevarse con ellos los títulos o bienes de su propiedad legal y 

legítimamente adquiridos y a realizar las transferencias de dinero conforme los procedimientos 

bancarios autorizados. 

De igual forma pueden ingresar al país sus bienes y transferir el dinero de cuentas de otros países 

para cuentas debidamente acreditadas en el sistema bancario guatemalteco. 

 
Las limitaciones a este derecho son en relación a la salud, la existencia de procesos judiciales 

que impidan el egreso de dichos bienes o dineros o por procedimientos de extinción de dominio. 

Ningún funcionario puede gravar o limitar este derecho por fuera de lo que previamente se ha 

establecido por disposiciones legislativas, administrativas o por orden judicial. 

 
ARTICULO 33. Solicitudes para ejercicio de derecho de votación. 

Las sedes diplomáticas acreditadas en Guatemala, cuyos países reconozcan el derecho de voto 

de sus connacionales fuera de su territorio, pueden solicitar mediante las autoridades de Gobierno, 

o por medio del Ministerio de Relaciones Exteriores, colaboración al Instituto Guatemalteco 

de Migración y el apoyo necesario para contar con el listado de personas residentes de su 

nacionalidad. 

 
ARTICULO 34. Derecho a cooperativas. 

Los trabajadores migrantes o sus familiares o acompañantes podrán ser miembros de cooperativas. 

Al efecto, las cooperativas dispondrán de sus normas propias para establecer sus formas y niveles 

de participación. 

 
ARTICULO 35. Impuestos. 

Los trabajadores migrantes están sujetos al pago de impuestos, tasas, arbitrios y multas 

establecidas de forma general y específica en la legislación nacional. Asimismo, deberán cumplir 

con los requisitos administrativos que establezca la Superintendencia de Administración Tributaria 

para cada caso. 

 
Las exoneraciones, exenciones o cualquier otro beneficio tributario serán conforme a las 
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disposiciones legislativas o administrativas que para cada caso y en momentos determinados 

puedan emitirse. 

 
ARTICULO 36. Renuncias o despidos. 

Los empleadores de trabajadores migrantes con autorización vigente en el país deberán informar al 

Instituto Guatemalteco de Migración en los casos que sus empleados extranjeros sean despedidos 

o hayan renunciado, pudiendo exigir el trabajador migrante el pago de sus prestaciones conforme 

el derecho laboral guatemalteco. 

 
ARTICULO 37. Justicia laboral. 

Todos los trabajadores migrantes tienen el derecho de acceder a las autoridades administrativas 

y a los tribunales laborales del país y accionar conforme las leyes nacionales vigentes. 

 
 
 

Capítulo IV 

Derecho de las personas víctimas de trata 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 38. Derechos. 

Son derechos de las personas migrantes víctimas de trata de personas, además de los regulados 

en el artículo 11 de la Ley Contra la Violencia Sexual, Explotación y Trata de Personas, Decreto 

Número 9-2009 del Congreso de la República, los siguientes: 

a.) Acceder a los recursos de asistencia disponibles. En el caso de niños, niñas y 

adolescentes, se garantizará que los procedimientos reconozcan sus necesidades 

especiales que implican la condición de ser un sujeto en pleno desarrollo de la 

personalidad. 

b.) A no ser sometidos a careos. 
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c.) A que las medidas de protección de derechos aplicables no impliquen la privación de 

su libertad. 

d.) A prestar testimonio en condiciones especiales de protección y cuidado. 

 
Los derechos enunciados en este artículo son integrales, irrenunciables e indivisibles. 

 
 

ARTICULO 39. Hogar de protección y abrigo. 

Los hogares de protección y abrigo y los programas 

especializados en atención integral 

para personas migrantes víctimas adultas de 

violencia sexual, explotación y trata de personas, 

están a cargo de la Secretaría de Violencia Sexual, 

Explotación y Trata, y los servicios de asistencia 

están a cargo del Ministerio de Salud Pública y 

Asistencia Social, el Ministerio de Trabajo y Previsión 

Social, así como del Ministerio de Desarrollo Social, 

conforme sus competencias. Atenderán en coordinación con la Subdirección de Atención y 

Protección de Derechos Fundamentales de los Migrantes y las demás entidades del Estado, 

conforme las políticas y legislación vigente. 

 
Las niñas, niños y adolescentes víctimas de violencia sexual, explotación y trata de personas, 

que incluya a niñez guatemalteca o migrantes de otras nacionalidades, gozarán de atención 

especializada y diferenciada a través de los programas, que estarán a cargo de la Secretaría de 

Bienestar Social de la Presidencia, como ente rector de los servicios esenciales de protección 

especial de la niñez y adolescencia amenazada o violada en sus derechos. Esta coordinará sus 

acciones a través del Consejo de Atención y Protección del cual forma parte, así como con otras 

instituciones del Estado y prestará sus servicios a través de sus sedes departamentales. 

 
Las instituciones del Estado identificadas en este artículo deben establecer estándares para los 

distintos servicios y programas de atención en hogares de protección y abrigo. 

 
ARTICULO 40. Controles migratorios. 

Para el efectivo control migratorio, de acuerdo a lo establecido en el artículo 14 de la Ley Contra 

la Violencia Sexual, Explotación y Trata de Personas, Decreto Número 9-2009 del Congreso de 

la República, el Instituto Guatemalteco de Migración, el Ministerio de Gobernación y el Ministerio 

Público deberán emitir los protocolos y disposiciones conjuntas sobre la actuación en cada 

circunstancia. 

 
Todas las disposiciones que sean emitidas deben ser conforme al respeto de los derechos 
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humanos. Asimismo se dispondrá el informar a la víctima sobre el sistema de protección y atención 

que se le puede brindar, y si fuere niño, niña o adolescente se le comunicará a la Procuraduría 

General de la Nación para el inicio del proceso de protección. 

 

ARTICULO 41. Repatriación de migrantes víctimas. Las víctimas de trata de 

personas migrantes serán repatriadas conforme lo establecen los artículos 

16, 17 y 18 de la Ley Contra la Violencia Sexual, Explotación y Trata de 

Personas, Decreto Número 9-2009 del Congreso de la República. 

 

Dentro de los procedimientos previos, se debe considerar el derecho de las víctimas a no ser 

repatriadas por violencia o temor a la violencia, sin perjuicio de las solicitudes de asilo, refugio, 

permanencia por razones humanitarias o cualquiera de las reguladas en el presente Código o 

conforme la práctica internacional. 

 
Se debe considerar la no repatriación de la persona por encontrarse en el territorio nacional su 

familia consanguínea dentro de los grados de ley o por temores fundados de que el retorno a su 

país de origen pone en grave riesgo su vida o su integridad personal. 

 
ARTICULO 42. Protocolos. 

Los protocolos interinstitucionales regulados en la literal b. del artículo 19 de la Ley Contra la 

Violencia Sexual, Explotación y Trata de Personas, Decreto Número 9-2009 del Congreso de la 

República, además de las instituciones referidas en el mismo texto del artículo citado, se incluirá 

al Instituto Guatemalteco de Migración. 

 
 
 

Capítulo V 

Derechos al reconocimiento del estatuto de refugiado, asilo político y 
la asistencia humanitaria 

 
 

ARTICULO 43. Refugio. Las personas extranjeras 

pueden solicitar refugio al Estado de Guatemala 

al momento de su ingreso al país en un puesto 

migratorio oficial. 

 

El procedimiento para el reconocimiento del estatuto de 

refugiado será dispuesto en el reglamento respectivo, de 

conformidad con la legislación vigente y los instrumentos 
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internacionales de los que Guatemala es parte. 

 
 

ARTICULO 44. Asilo. Guatemala podrá otorgar asilo, siendo su otorgamiento 

de carácter discrecional por parte del Estado de Guatemala, de conformidad 

con la Constitución Política de la República de Guatemala. 

 

ARTICULO 45. Refugio. El reconocimiento del 

estatuto de refugiado conlleva para la persona 

refugiada el ejercicio de los derechos y el 

cumplimiento de los deberes previstos en la 

Constitución Política de la República, 

instrumentos internacionales y demás leyes del 

país, quedando sometidos a la jurisdicción y 

competencia del Estado guatemalteco. 

 

 
CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LA 

REPÚBLICA 
DE GUATEMALA 

 

 

El procedimiento para solicitar, obtener o denegar el estatuto de refugiado será establecido en el 

reglamento de conformidad con la legislación vigente y los estándares internacionales. 

 

ARTICULO 46. No devolución. Si se deniega el reconocimiento de estatuto de 

refugiado o asilado, la persona no podrá ser devuelta al país donde exista 

razón fundada de poner en grave peligro su vida, su integridad física y su 

libertad. El Estado de Guatemala, previo a la devolución, garantizará que la 

Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados 

(ACNUR) ha sido puesta en conocimiento de la situación de la persona. 

 

ARTICULO 47. No otorgamiento del estatuto de refugiado. No puede otorgarse el estatuto de 

refugiado a la persona: 

a.) Que ha cometido un delito contra la paz, un delito de guerra o un delito contra la 

humanidad, de los definidos en los instrumentos internacionales elaborados para adoptar 

disposiciones respecto de tales delitos; 

b.) Que ha cometido un delito particularmente grave fuera del país de refugio, antes 

de ser admitida en él como refugiada o cuando la solicitud ha sido presentada para 

sustraerse de la justicia de otro país; 

c.) Que sea culpable de actos contrarios a las finalidades y los principios de las Naciones 

Unidas, plasmados en los tratados y convenios internacionales. 
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ARTICULO 48. Estatus de residente temporal a niños, niñas, adolescentes y adultos 

reconocidos con el estatuto de refugiado o asilado político. Los niños, las niñas, las 

personas adolescentes, los hombres y mujeres 

 
reconocidos con el estatuto de refugiado, o asilado 

político bajo la figura del asilo territorial, serán 

puestos inmediatamente bajo el estatuto de 

residente temporal y recibirán la documentación 

adecuada, medida con la cual antes de la emisión 

de una resolución definitiva garantizará el acceso a 

derechos básicos de estas personas como la 

libertad de circulación, el acceso a los servicios de 

salud, educación, información y orientación legal, el 

acceso a la justicia, 

entre otros derechos fundamentales establecidos en la legislación nacional y el derecho 

internacional. 

 
ARTICULO 49. Protección especial a migrantes por violencia sexual. Cuando las razones de 

solicitud de refugio o asilo sean el grave sufrimiento de violencia sexual o la amenaza de sufrir 

esa violencia, los migrantes que son niños, niñas, adolescentes y adultos, serán protegidos y se 

adoptarán medidas particulares de protección adecuadas a su situación, brindando la atención 

integral, especialmente en salud. 

 
ARTICULO 50. Sanción. 

El no contar con documentos de identidad y de viaje, o no haber cumplido los requisitos 

administrativos de ingreso, estancia o tránsito dentro del país no justifica la imposición de sanción 

penal, pero está obligado a pagar los gastos administrativos ocasionados de conformidad con lo 

que establezca el reglamento y serán retornados al país de procedencia. 

 
ARTICULO 51. Igualdad. 

El solicitante del reconocimiento del estatuto de refugiado, el solicitante de asilo político y el asilado 

político bajo la figura de asilo territorial que ha ingresado al territorio de forma regular, gozará de 

todos los derechos y obligaciones enunciados en la legislación guatemalteca, en especial de la 

Constitución Política de la República y de este Código, así como los reconocidos y garantizados 

en los tratados y convenios internacionales ratificados por el Estado de Guatemala. 

 

ARTICULO 52. Confidencialidad. La presencia de las personas solicitantes del 

reconocimiento del estatuto de refugiado, refugiados, solicitantes de asilo 

político o asilados políticos en el territorio de la República así como los 

respectivos trámites y solicitudes para el reconocimiento de su condición o 
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estatuto respetarán el principio de confidencialidad con el fin de proteger su 

vida, integridad y libertad. 

 
ARTICULO 53. Identidad. Las personas 

solicitantes del reconocimiento del 

estatuto de refugiado o asilo político bajo 

la figura de asilo territorial, en tanto se 

resuelve su solicitud, tienen derecho a 

contar con documento personal de 

identidad especial con el fin de poder 

acceder a los servicios de educación y 

salud, asimismo el documento será 

considerado válido para obtener trabajo 

remunerado conforme la legislación 

vigente. 

 

De igual forma las personas refugiadas y asiladas políticas contarán con documento personal de 

identidad especial. 

 
 

ARTICULO 54. Asistencia humanitaria. El 

Estado de Guatemala puede facilitar a las 

entidades nacionales e internacionales que 

provean asistencia humanitaria, legalmente 

establecidas, todas las facilidades para que 

puedan desarrollar sus actividades dentro 

del territorio del país. Los migrantes tienen el 

derecho de solicitar a esas entidades 

asistencia por razones humanitarias. 

 

ARTICULO 55. Registro unificado de entidades de asistencia humanitaria. 

El Estado de Guatemala, mediante sus autoridades migratorias, deberá registrar las entidades de 

asistencia humanitaria para personas migrantes. 

 
Los organismos internacionales mandatados podrán ejercer actividades de protección y asistencia 

en favor de personas migrantes. 
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Título II Derecho migratorio 

 

Capítulo I 

Disposiciones generales 

 
ARTICULO 56. Derecho migratorio. 

El derecho migratorio guatemalteco regula la libertad de las personas de entrar, permanecer, 

transitar y salir del territorio nacional, de acuerdo con los derechos fundamentales de las personas 

reconocidos en la Constitución Política de la República, la legislación nacional y los instrumentos 

internacionales. 

 
ARTICULO 57. Finalidad. 

El derecho migratorio tiene como finalidad garantizar el derecho a migrar mediante las disposiciones 

que se emiten en el presente Código y sus reglamentos, así como todas aquellas reglamentarias 

o administrativas que sean emitidas por el Instituto Guatemalteco de Migración. 

 
ARTICULO 58. Interpretación. 

Las normas migratorias se interpretan en favor de los derechos de las personas migrantes. 

 
ARTICULO 59. Limitación. 

Se limita el derecho a migrar únicamente en los casos que dispongan el presente Código y sus 

reglamentos, de igual forma cuando medien disposiciones de salud, seguridad u orden público, 

seguridad de las personas y por orden o sentencia judicial. 

 
ARTICULO 60. Principios. 

Son principios que rigen la actuación del Instituto Guatemalteco de Migración: la legalidad, 

integridad, probidad, no discriminación, debida diligencia, protección de la persona, reunificación 

familiar, confidencialidad, profesionalización y debido proceso. 

 
 
 

Capítulo II 

Obligaciones y prohibiciones de las personas migrantes 

 
ARTICULO 61. Obligaciones de las personas guatemaltecas. 

Para que las personas guatemaltecas puedan viajar al extranjero, es necesario: 

1. Tener pasaporte guatemalteco vigente o su documento de identidad de acuerdo a lo solicitado 

por el Estado destino y los acuerdos de Guatemala para con ese Estado. 

2. En el caso de niños, niñas y adolescentes, para viajar solos o en compañía de un tercero, deben 

portar la autorización escrita de ambos padres, o de quien ejerza la patria potestad, guarda y 



30 Compendio de Leyes en materia de niñez y adolescencia en contexto migratorio  

Código de Migración 
 

 

 
custodia o tutela. El no cumplimiento de esta obligación autoriza a negar el egreso del país. En 

el caso de que uno de los padres o ambos, se encuentren en el extranjero, dicha autorización 

escrita podrá darse ante cónsul guatemalteco, acreditado en el exterior. 

3. De acuerdo al país donde se dirija debe cumplir con los requisitos que las autoridades migratorias 

les requieran como obligatorios para poder ingresar y permanecer en sus territorios nacionales. 

4. Cumplir con las declaraciones y pagos de impuestos que la Superintendencia de Administración 

Tributaria disponga sobre los bienes que se deseen ingresar o egresar del país. 

Ninguna autoridad del país puede negar a las personas de nacionalidad guatemalteca su ingreso 

a territorio nacional. 
 
 

ARTICULO 62. Obligaciones. Son obligaciones 

de las personas extranjeras en Guatemala, 

respetar la Constitución Política de la República 

de Guatemala, las leyes vigentes del país 

y las distintas cosmovisiones e identidades 

culturales y religiosas que conviven en el 

territorio nacional, en consonancia por ser un 

país multiétnico, plurilingüe y multicultural. 

 
 
 
 

 
CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LA 

REPÚBLICA 
DE GUATEMALA 

 

 

ARTICULO 63. Observancia obligatoria. 

Lo establecido en el Decreto Número 10-2015 del Congreso de la República de Guatemala es de 

observancia obligatoria. 

 

ARTICULO 64. Reglas generales. El incumplimiento de las obligaciones de las 

personas extranjeras en Guatemala genera responsabilidad administrativa 

y permite solicitar el abandono inmediato del país, o en caso justificado 

determinar su expulsión. Sin embargo, cuando hayan cometido delito, la 

autoridad procederá conforme las leyes penales vigentes. 

 

Los criterios que deben aplicarse para prohibir el ingreso, la suspensión de permanencia y el 

rechazo de solicitudes de ingreso serán regulados en el reglamento del presente Código. 

 
Los puestos migratorios en los puertos marítimos, aeropuertos y fronteras terrestres dispondrán de 

espacios en donde se difundan las obligaciones previstas en el presente Código y las prohibiciones 

generales contenidas en la legislación nacional aplicables al tema migratorio. Asimismo, se deberá 

dotar a las empresas de transporte de personas y de mercadería internacional, tanto marítimas, 

terrestres y aéreas, de boletas de control migratorio que deben ser repartidas entre los pasajeros 

que viajen con destino a Guatemala. 
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Capítulo III 

Ingreso de personas extranjeras a Guatemala 

 
ARTICULO 65. Ingreso ordinario de personas extranjeras al territorio nacional. 

Las personas extranjeras que deseen ingresar a Guatemala por vía área, terrestre o marítima 

deberán cumplir con los requisitos que para su nacionalidad se establezca en el reglamento 

respectivo. 

 
Se exceptúan aquellas personas que ingresan legalmente al territorio de la República por razones 

humanitarias o en necesidad de protección internacional, como es el caso de los solicitantes del 

reconocimiento del estatuto de refugiado, de asilo político bajo la figura del asilo territorial. 

 
Las personas que se presenten a los puestos migratorios de puertos marítimos, aeropuertos y 

fronteras terrestres sin los documentos oficiales requeridos les podrá ser negado el acceso al 

territorio nacional. 

 

ARTICULO 66. Impedimentos para el ingreso. Además de las disposiciones 

administrativas que se dispongan por el Instituto Guatemalteco de Migración, son 

impedimentos para ingresar al país: 

 
a.) Por razones de orden y seguridad pública. 

b.) Ser señalado de la comisión de delitos contenidos en el Estatuto de Roma de la Corte 

Penal Internacional. 

c.) Ser perseguido penalmente por delitos de orden común contra la vida, la propiedad y la 

libertad. 

d.) Tener orden de captura internacional. 

 
 

 
ARTICULO 67. Ingreso de centroamericanos. Los centroamericanos pueden 

ingresar al país como turistas portando su documento de identidad nacional en 

original, o bien su pasaporte vigente, atendiendo al principio de reciprocidad, 

hasta por noventa días de permanencia, prorrogable por una única vez. 

 

Guatemala puede ser parte de las reglas y acuerdos que entre las naciones centroamericanas se 

emitan conjuntamente para facilitar el ingreso y egreso de sus ciudadanos en la región. 
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ARTICULO 68. Ingreso de personas por razones humanitarias. Las personas 

extranjeras podrán ingresar al país por las siguientes razones humanitarias: 

 
a.) Por catástrofe natural en los países vecinos, que obliga a las personas o grupo de 

personas a salvar sus vidas. 

b.) Por emergencias médicas o para poner a salvo la vida de las personas, las aeronaves 

o embarcaciones marítimas. 

c.) Por razones de conflictos armados, de acuerdo al derecho internacional. 

d.) Por solicitud de cooperación de otro Estado u órganos creados por el Derecho 

Internacional para ingresar equipo, naves o personas cuyo fin es médico, de auxilio o 

socorro. 

e.) Para repatriación de restos de familiares muertos en Guatemala. 

La permanencia de estas personas o naves se regirán conforme lo establecido en el presente 

Código y su reglamento. 

 
ARTICULO 69. Ingresos a solicitud de autoridad competente. 

Los extranjeros que sean requeridos para declarar como testigos, víctimas o como peritos dentro 

de procesos del sistema de justicia guatemalteco, y aquellos que sean requeridos por autoridad 

judicial o del ejecutivo para gestiones personales, pueden obtener permiso especial de ingreso. 

El formulario correspondiente será el definido en el reglamento. 

 
ARTICULO 70. Ingresos temporales por razones de transporte. 

Por razones de transporte marítimo, aéreo o terrestre, puede darse una autorización de ingreso al 

personal y tripulación de personas jurídicas o personas individuales cuya carga sea lícita y dentro 

del comercio normal de cosas. 

 
Dichas autorizaciones pueden ser expedidas por el jefe del puesto de control migratorio en 

coordinación con la Capitanía Portuaria, la Dirección General de Aeronáutica Civil o la Dirección 

de Transportes, siempre que se observen los requisitos correspondientes y se pague la tarifa 

autorizada y establecida en el reglamento correspondiente. La autorización tiene una duración de 

cuarenta y ocho horas en caso aéreo o terrestre y de setenta y dos horas en caso de naves 

marítimas. 

 
Cuando sea una persona jurídica o individual cuyo giro comercial sea el transporte de personas 

o cosas y requiera de permiso permanente deberá sujetarse al derecho civil y mercantil y a las 

disposiciones de este Código. 

 
ARTICULO 71. Situaciones no previstas. 

Cuando en las instalaciones del Instituto Guatemalteco de Migración o sus sedes, se presente 
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una persona solicitando el ingreso oficial a Guatemala sin estar previsto en las regulaciones del 

presente Código o en las demás disposiciones legales que se emitan, deberá ser enviada a las 

instituciones previamente autorizadas por el Instituto que presten abrigo temporal y el funcionario 

o empleado deberá observar los siguientes criterios: 

a) Si la persona manifiesta estar siendo perseguida en su país de origen, ser víctima de amenazas 

de violencia o ser víctima de violencia, requerir solicitud del reconocimiento del estatuto de 

refugiado o asilo político territorial, ingreso por razón humanitaria, la persona tendrá disponible 

abrigo y cuidado temporal. 

b) Si se trata de un niño, niña o persona adolescente deberán ser atendidos conforme las 

disposiciones legales vigentes y lo dispuesto en este Código. 

c) Si son mujeres migrantes que declaran ser víctimas de violencia sexual o estar siendo 

perseguidas con esos fines, o víctimas de violencia intrafamiliar, se les otorgará asistencia en 

salud y se procederá de conformidad a lo estipulado en la ley específica. Prima el derecho a 

no ser retornada al país de origen o procedencia existiendo grave amenaza de ser víctima de 

violencia sexual en cualquiera de sus formas. 

d) Si es una familia, se estará a lo dispuesto del presente Código y será el Subdirector de Atención 

y Protección de Derechos Fundamentales de los Migrantes quien debe brindar la atención y 

seguimiento al caso para la reunificación familiar, protección y asistencia de niños, niñas o 

adolescentes de conformidad con su interés superior, o conforme los principios que rigen la 

actuación según sea el caso. 

 
 

Capítulo IV 

Permanencia de personas extranjeras y su estatus ordinario 
migratorio 

 
ARTICULO 72. Permanencia. 

Las personas extranjeras pueden permanecer en el país en razón del tiempo autorizado de 

acuerdo al estatus ordinario o extraordinario que le sea otorgado por disposición de este Código. 

 
Pueden permanecer en el país personas con estatus migratorio especial de acuerdo al presente 

Código. 

 
ARTICULO 73. Estatus ordinario migratorio. 

El estatus ordinario migratorio es la categoría migratoria que se les otorga a las personas 

extranjeras en razón de su ingreso y permanencia en el territorio nacional de acuerdo a la siguiente 

clasificación: 

a.) Turista o viajero. 

b.) Residente temporal. 

c.) Residente permanente. 
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ARTICULO 74. Turistas o viajeros. Son turistas 

o viajeros las personas extranjeras que han 

ingresado de forma regular con fines lícitos, sin 

propósito de obtener una residencia temporal o 

permanente, cuyo plazo no podrá ser mayor de 

noventa días, prorrogable por una sola vez. 

 

Las personas técnicas, profesionales, 

científicas, culturales, deportistas o religiosas, 

que por razones de sus conocimientos son 

requeridas por instituciones públicas o privadas, 

para permanecer y desarrollar una actividad de 

consulta o asesoría remunerada por un período 

que no supera los ciento ochenta días. 

 
ARTICULO 75. Residentes temporales. 

Cuentan con el estatus de residente temporal, las personas que el Instituto Guatemalteco de 

Migración les extienda un documento que los reconoce como residentes temporales, identificados 

a continuación: 

a) Trabajadores migrantes: Las personas extranjeras que han sido autorizadas a permanecer 

en el país para dedicarse al ejercicio de alguna actividad lícita, remunerada, bajo la dependencia 

y dirección de un patrono. Los trabajadores migrantes podrán solicitar residencia temporal por el 

plazo de uno a cinco años. 

b) Estudiantes: Las personas extranjeras autorizadas para residir en el país por razones de 

estudio en cualquiera de los niveles educativos. Se les autorizará el estatus de residencia 

temporal de estudiante por el período correspondiente al ciclo educativo o la duración de los 

cursos universitarios correspondientes de acuerdo a lo regulado por este Código. 

c) Deportistas y artistas: Las personas extranjeras contratadas por personas jurídicas o individuales 

que presten sus servicios especializados como deportistas o artistas, se les autorizará el estatus 

de residencia temporal de acuerdo al período de duración del contrato específico o hasta por un 

período máximo de cinco años, observando lo establecido en la legislación nacional vigente 

aplicable. 

d) Inversionistas: Las personas extranjeras que realicen inversiones en el país, se les autorizará 

por un plazo no mayor de cinco años. 

e) Intelectuales, investigadores y científicos: Las personas que se dedican a actividades 

científicas, de investigación y académicas que sean contratadas por entidades para la realización 

de trabajos propios de sus conocimientos, se les autorizará el estatus de residencia temporal por 

un plazo no mayor de cinco años. 

f) Ministros de culto o religiosos: Los ministros de culto o religiosos extranjeros con pertenencia 

a una entidad religiosa reconocida oficialmente por el Estado, se les autorizará el estatus de 

residente temporal por un plazo no mayor de cinco años. 
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La descripción de los requisitos para el cumplimiento de reconocimiento del estatus de residente 

temporal, serán establecidos en el reglamento del presente Código. 

 
ARTICULO 76. Reglas generales del estatus de residente temporal. 

Las personas que deseen obtener el estatus de residente temporal pueden iniciar el trámite ante 

las misiones consulares guatemaltecas o bien encontrándose en condiciones migratorias 

regulares en Guatemala ante el Instituto Guatemalteco de Migración. 

 
Todos los plazos establecidos en el artículo anterior serán prorrogables a consideración del 

Instituto Guatemalteco de Migración. El estatus puede ser revocado por solicitud del interesado o 

bien por falta administrativa que implique la revocación de dicho estatus. 

 
El estatus de residente temporal no priva a la persona de su derecho de egresar e ingresar al país 

ilimitadamente, teniendo como restricciones únicamente las que impone este Código y otras que 

sean definidas en la legislación vigente nacional. 

 
El reglamento deberá emitir el procedimiento correspondiente para otorgar el estatus de residencia 

temporal. 

 
ARTICULO 77. Regla especial para el estatus de residente temporal de estudio. 

Los hijos de las personas que han solicitado estatus de residente temporal en cualquiera de las 

categorías descritas en este Código, podrán adquirir los estatus de estudiante en cualquiera de 

los niveles del sistema de educación nacional con la declaración del padre o madre, carta de 

aceptación del centro educativo en donde serán inscritos y el señalamiento de los grados que 

cursará de acuerdo a lo previsto por el centro educativo correspondiente. 

 
Mientras se obtiene el estatus, los niños, niñas y adolescentes podrán asistir al centro educativo 

correspondiente con documento expedido por el Instituto Guatemalteco de Migración que indica 

que su estatus migratorio se encuentra en trámite. 

 
Las personas extranjeras que soliciten dicho estatus, para el nivel de estudios superiores 

y que han cursado sus estudios de diversificado en el país, deberán realizar una solicitud de 

prórroga. Las personas extranjeras que requieren el estatus por primera vez, para estudios del 

nivel universitario, deberán acompañar la carta en original de aceptación de la universidad y la 

constancia de inscripción a la casa de estudios superiores. 

 
ARTICULO 78. Residentes permanentes. 

Son residentes permanentes las personas que además de cumplir con los otros requisitos legales, 

desean adquirir domicilio en el país, los cuales serán establecidos en el reglamento 

correspondiente y que se encuentran dentro de los siguientes criterios: 

a) Han sido residentes temporales por un período igual o mayor de cinco años. 
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b) Tener un año o más de haber contraído matrimonio o declarado la unión de hecho con persona 

guatemalteca. 

c) Los familiares, dentro de los grados de ley, de persona guatemalteca que tienen otra nacionalidad. 

d) Los nacidos en otros países de Centro América cuando han sido residentes temporales por un 

período de un año. 

e) Los rentistas o pensionados, que son las personas que han sido autorizadas para residir en el 

país y que cuentan con ingresos permanentes lícitos provenientes del extranjero. 

Se entiende, como regla especial para el estatus de residente permanente rentista o pensionado, 

todos los beneficios y exoneraciones que sean regulados en el reglamento específico para estos 

casos, serán aplicables a las personas guatemaltecas de origen que se hayan naturalizado en 

otros países y que regresen pensionados o jubilados por gobiernos o entidades privadas. 

 
ARTICULO 79. Disposiciones administrativas. 

El Instituto Guatemalteco de Migración deberá emitir el reglamento correspondiente desarrollando 

los procedimientos, formas y tasas que deben ser cumplidas y pagadas para el otorgamiento, 

revocación, prórroga y demás efectos que los estatus ordinarios migratorios requieran. 

 
ARTICULO 80. Registros. 

El Instituto Guatemalteco de Migración deberá mantener el registro actualizado de las personas 

a las que se les ha otorgado los estatus de residentes temporales y permanentes, podrá emitir 

constancias y certificaciones a las personas interesadas. 

 
La base de datos del registro de personas con estatus ordinario migratorio permanente debe ser 

socializada con el Registro Nacional de las Personas para la emisión de documentos de identidad 

que se extienden a los extranjeros domiciliados. Los procedimientos para realizar dichas gestiones, 

la coordinación entre ambas instituciones y demás temas de procedimiento y definición de 

requisitos deberá ser contenido en el reglamento específico que para el efecto deba emitirse. 

 
 
 

Capítulo V 

Estatus extraordinario migratorio 

 
ARTICULO 81. Estatus extraordinario de permanencia. 

Distinto de los estatus ordinarios migratorios que se definen en este Código, se reconocen 

circunstancias extraordinarias de permanencia que permiten a una persona extranjera estar en 

territorio nacional, siendo las siguientes: 

a) Estatus de permanencia provisional. 

b) Estatus de permanencia de atención especial. 

c) Estatus de permanencia por razón humanitaria. 



Compendio de Leyes en materia de niñez y adolescencia en contexto migratorio 37  

Código de Migración 
 

 

 
ARTICULO 82. Estatus de permanencia provisional. 

La permanencia provisional es la estadía de una persona o personas extranjeras en el territorio 

nacional y se otorga en los siguientes casos: 

a) Por orden judicial para que pueda comparecer como testigo, perito o víctima, por el tiempo 

estrictamente necesario. 

b) Por solicitud de autoridad guatemalteca para gestiones que requieren su presencia física, por 

el tiempo estrictamente necesario. 

c) Por solicitud de refugio, por el plazo de treinta días prorrogables. 

 
ARTICULO 83. Categorías de estatus de permanencia de atención especial. 

Pueden obtener este estatus las personas extranjeras que son víctimas de tortura, víctimas 

de trata, víctimas de violencia sexual, mujeres en circunstancias particulares, niños, niñas no 

acompañados o separados de sus familiares, personas mayores, personas perturbadas 

psicológicamente y otros. 

El Instituto Guatemalteco de Migración y el Registro Nacional de las Personas en el caso que se 

les otorgue el estatuto de refugiado deberán emitir las disposiciones para la obtención del 

documento de identidad que dispone el artículo 53 y 104 del presente Código. 

 
ARTICULO 84. Residencia temporal para solicitantes de la condición de refugiado. 

Se otorgará el estatus de residente temporal a los niños, niñas y adolescentes que han solicitado 

el estatuto de refugiado de acuerdo al artículo 48 del presente Código. 

 
El Instituto Guatemalteco de Migración y el Registro Nacional de las Personas deberán emitir las 

disposiciones para la obtención del documento de identidad que dispone el artículo 104 del 

presente Código. 

 
ARTICULO 85. Estatus de permanencia por razón humanitaria. Cuando las personas 

extranjeras ingresan a Guatemala por las razones definidas en el artículo 68 del presente Código, 

se les otorgará el estatus de permanencia por razón humanitaria comprobada. 

Al respecto, 

las personas deberán ser identificadas 

mediante boletas especiales que deben 

portar en todo momento y las cuales deben 

contener los datos de identificación personal, 

si han ingresado acompañados de su familia o 

cualquier familiar consanguíneo, las razones 

que le otorgan el estatus, la firma y el sello del 

Subdirector para la Atención, Asistencia y 

Protección de Derechos Fundamentales de 

los Migrantes y el Director General del 

Instituto Guatemalteco de Migración. 
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El Subdirector de Atención y Protección de Derechos Fundamentales de los Migrantes llevará un 

registro único y actualizado con la información de todas las personas que se les ha otorgado este 

estatus. 

 
ARTICULO 86. Órganos internacionales. 

En los casos de ser otorgado el estatus de permanencia por razón humanitaria, el Director General 

puede solicitar a los órganos de Naciones Unidas y al Comité Internacional de la Cruz Roja su 

colaboración, apoyo y fortalecimiento en relación a la experiencia en ayuda humanitaria. 

 
 
 

Capítulo VI 

Estatus migratorio especial 

 
ARTICULO 87. Estatus especial. 

Obtienen el estatus especial aquellas personas que por su actividad o situación no se encuentran 

dentro de las definidas como ordinarias o extraordinarias. 

Se les denominará con estatus especial a las siguientes: 

Trabajadores transfronterizos e itinerantes. 

Trabajadores conforme la literal b) del artículo 13 del Código de Trabajo. En estos casos, el 

Ministerio de Trabajo y Previsión Social deberá comunicar lo correspondiente. 

Los funcionarios diplomáticos, consulares o de organismos internacionales que se regirán por las 

disposiciones de los convenios internacionales correspondientes de los que Guatemala es parte. 

Invitados especiales de los Organismos del Estado y sus dependencias o de los órganos 

autónomos y descentralizados quienes comunicarán de las gestiones que deban realizarse para 

las comitivas que acompañen a sus invitados. 

Grupos artísticos, culturales, religiosos, deportivos o educativos que viajan juntos bajo la 

responsabilidad de una persona determinada. La Subdirección de Control Migratorio será la 

encargada de calificar y otorgar dicho estatus en el caso de que las personas no encuadren en 

ninguna de las categorías ordinarias o extraordinarias. Se exceptúan los funcionarios indicados en 

la literal c), por ser estos sujetos de tratamiento exclusivo del Ministerio de Relaciones Exteriores. 

 
 
 

Capítulo VII 

Egreso de personas extranjeras de Guatemala 

 
ARTICULO 88. Egreso ordinario de personas extranjeras de Guatemala. 

El egreso de Guatemala debe realizarse vía los puestos migratorios oficiales del país, cumpliendo 

con la documentación correspondiente, los requisitos y formalidades de seguridad que sean 
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indicados para cada situación. 

Se puede negar el egreso de personas extranjeras del país cuando no cumplen con los requisitos 

solicitados o bien cuando existan causas que requieren que a la persona le sea negado su egreso. 

 

ARTICULO 89. Impedimentos migratorios 

de egreso. No pueden egresar del país: 

 
a.) Los niños, niñas y adolescentes no 

acompañados que no porten la documentación 

oficial requerida para poder realizar viajes 

solos o en compañía de personas que no están 

autorizadas legalmente. 

b.) Las personas que estando bajo solicitud 

del estatuto de refugiado, asilado político o 

estatus de permanencia por razón humanitaria 

no hubieren realizado los avisos y 

justificaciones que sean requeridos por el 

Instituto Guatemalteco de Migración. 

c.) Las personas que por orden judicial no 

se les tiene permitido salir del país. 

El Instituto Guatemalteco de Migración emitirá las disposiciones necesarias sobre los documentos 

oficiales que deben ser portados, asimismo, sobre las coordinaciones con las entidades tributarias, 

administradoras de puertos marítimos, aeropuertos y demás que se requiera para el efectivo 

cumplimiento y control de las normas de impedimento de egreso del país. 

 
 
 

Capítulo VIII 

Documentos de identidad y de viaje 

 
Sección I 

Documentos de identidad 

 
ARTICULO 90. Documentos de viaje. 

Los documentos de viaje del migrante o viajero guatemalteco, son los expedidos por el Instituto 

Guatemalteco de Migración, para que puedan migrar o viajar de acuerdo a los estatus migratorios 

reconocidos internacionalmente. 

NO 
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Son también documentos de viaje del migrante o viajero aquellos expedidos por las 

autoridades migratorias de otros países para que sus nacionales puedan ingresar, 

permanecer y egresar de Guatemala conforme el derecho migratorio vigente en el país. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Se reconoce para las personas guatemaltecas como para personas extranjeras, el uso de otros 

documentos de identidad como documentos de viaje cuando existan acuerdos bilaterales o 

multilaterales con los países respectivos y que validen el uso de otros documentos. La única excepción 

al uso del pasaporte será cuando exista acuerdo o convenio bilateral o multilateral de poder ingresar 

a territorio de otro país mediante otro documento de identidad. 

 
El pasaporte es el documento de identidad de los guatemaltecos en el extranjero, y es expedido de 

forma exclusiva por el Instituto Guatemalteco de Migración. 

 
ARTICULO 91. Obtención del pasaporte. 

El pasaporte es extendido por el Instituto Guatemalteco de Migración y su obtención por parte de las 

personas será en las sedes que para el efecto sean establecidas. 

En caso de las personas guatemaltecas en el exterior el pasaporte podrán adquirirlo mediante las 

sedes diplomáticas o consulares del país. 

 
El Instituto Guatemalteco de Migración deberá transferir el veinticinco por ciento de los ingresos netos 

recaudados por las misiones consulares por la expedición de pasaporte en el extranjero al Ministerio 

de Relaciones Exteriores; dichos fondos serán exclusivamente utilizados para el fortalecimiento y 

ampliación de la red de protección consular y atención al migrante guatemalteco en el extranjero. 

 
Atendiendo al principio del interés superior del niño, niñas y adolescentes, para obtener pasaporte 

guatemalteco, los niños, niñas y adolescentes deberán contar con la autorización de la persona que 

ejerza la representación del menor de edad, de conformidad con el Código Civil. En el caso de que 

uno o ambos padres se encuentren en el extranjero, la autorización podrá darse ante el funcionario 

consular guatemalteco respectivo, asimismo si uno o ambos padres se encuentran en Guatemala 

y el menor de edad en el extranjero, la autorización se realizará ante el Ministerio de Relaciones 

Exteriores. 
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ARTICULO 92. Clases de pasaportes. 

Los pasaportes se clasifican en: 

a) Ordinarios: Los expedidos a las personas de nacionalidad guatemalteca sin más restricciones 

que las previstas en este Código y la legislación nacional. 

b) Oficiales: Los expedidos a funcionarios del Estado que viajen al exterior en misiones oficiales. 

c) Diplomáticos: Los expedidos al Presidente de la República, el Vicepresidente de la República, 

a los Diputados al Congreso de la República y los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 

Asimismo, a funcionarios diplomáticos que se encuentren en servicio efectivo en el exterior y a 

los funcionarios diplomáticos de carrera en servicio efectivo, en planta central del Ministerio de 

Relaciones Exteriores con rango de Ministro, Viceministro o titular de algunas de las Direcciones 

Generales del Ministerio. 

 
ARTICULO 93. Documento Especial de Viaje. 

Será emitido a las personas refugiadas reconocidas por el Estado de Guatemala, de acuerdo a 

lo establecido en el presente Código y a los convenios internacionales ratificados por Guatemala. 

En el Documento Especial de Viaje se debe indicar que no son nacionales, pero que por las 

condiciones especiales de su estatus se les ha otorgado un documento de identidad temporal 

para que puedan egresar e ingresar al país por una sola vez, habiendo una causa plenamente 

justificada. 

 
En el Documento Especial de Viaje debe incluirse la siguiente leyenda: “Este Documento Especial 

de Viaje fue emitido por el Estado de Guatemala a la persona cuyos datos de identificación son 

consignados en el mismo. Sin embargo, se ha advertido a la persona que el mismo no garantiza 

su ingreso al territorio de otro Estado, el cual está facultado para denegarle el ingreso, tránsito y 

permanencia, conforme sus leyes y disposiciones migratorias.” 

 
ARTICULO 94. Características y vigencia de los pasaportes. 

Las características de los pasaportes atenderán a lo acordado a nivel regional por los Jefes de 

Estado y de Gobierno de los países del Sistema de la Integración Centroamericana (SICA). 

 
Siempre debe observarse en su carátula la clase de pasaporte que corresponde y el nombre de 

República de Guatemala. La vigencia de los pasaportes ordinarios será de cinco o diez años y 

serán extendidos por tiempos menores, cuando expresamente el presente Código o su reglamento 

así lo regule. 

 
Los pasaportes oficiales y diplomáticos tendrán vigencia en razón de la compatibilidad con el 

período de gobierno en el que fue extendido o bien en razón de cesar en el cargo público el 

funcionario. Las instituciones del Estado que hayan solicitado pasaportes oficiales o diplomáticos, 

deberán informar al Instituto Guatemalteco de Migración en un período no mayor de treinta días 

del cese de los funcionarios en sus cargos. 
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El reglamento del presente Código debe definir las demás características de los pasaportes, así 

como las condiciones especiales que faciliten la obtención de las renovaciones o reposiciones, la 

Subdirección de Documentos de Identidad Internacional y de Viaje debe emitir las reglas de 

seguridad y autenticidad de los mismos de acuerdo a los avances que permanentemente se 

realicen y a las recomendaciones de la Organización de Aviación Civil Internacional. 

 
ARTICULO 95. Nulidad y anulabilidad. 

Los pasaportes son nulos cuando no son emitidos por el Instituto Guatemalteco de Migración, no 

cumplen con las características definidas en el presente Código o su reglamento y cuando se les 

ha incorporado visas falsas de otros países. 

 
Son anulables cuando por hurto, robo, extravío, deterioro y otros, son declarados anulados 

mediante el procedimiento de denuncia o reporte correspondiente. Cuando es alterada la 

información que de acuerdo al presente Código y su reglamento es obligatorio que posea, se ha 

alterado la información de la persona a quien identifica, se ha alterado sus formas y cuando ha 

expirado por cumplirse su plazo de vigencia. 

 
ARTICULO 96. Denuncias y reportes. 

Cuando un pasaporte se haya extraviado, robado o hurtado, la persona debe acompañar constancia 

de denuncia expedida por la autoridad que corresponda para la obtención del nuevo pasaporte. 

 
Cuando el pasaporte se ha deteriorado o destruido, es suficiente con carta firmada por el titular 

del mismo y presentación del documento original. 

 
El procedimiento a seguir será regulado en el reglamento correspondiente. 

 
En el caso de guatemaltecos fuera del país, si las condiciones lo permiten debe acompañar 

denuncia presentada ante la autoridad competente del país en donde se encuentre. En todo caso, 

el cónsul deberá extenderle un documento de viaje con vigencia de noventa días. 

 
ARTICULO 97. Verificación en razón de protección. 

Cuando fuera del país sea solicitado el documento de viaje para un niño, niña o adolescente no 

acompañado, el cónsul guatemalteco verificará en comunicación con la Procuraduría General de 

la Nación que el niño, niña o adolescente no se encuentra reportado como desaparecido, 

secuestrado o extraviado. Para la emisión de este documento se atenderá a lo previsto en el 

artículo 91 del presente Código. 

El interés superior de la niñez y adolescencia debe regir como criterio de protección ante la 

actuación consular. 

 
ARTICULO 98. Derecho especial de pasaportes diplomáticos. 

Tiene derecho al pasaporte diplomático además de los funcionarios diplomáticos que se 
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encuentren en servicio efectivo en el exterior y de los funcionarios diplomáticos de carrera en 

servicio efectivo, en planta central del Ministerio de Relaciones Exteriores con rango de Ministro, 

Viceministro o titular de algunas de la Direcciones Generales del Ministerio, el cónyuge y los hijos 

menores de edad. 

 
ARTICULO 99. Derecho al documento de identidad fuera de Guatemala. 

Los guatemaltecos que se encuentren en otro país y su pasaporte venciera, se deteriorara, fuera 

robado, hurtado o extraviado tienen derecho a solicitar un nuevo pasaporte ante las sedes 

consulares correspondientes. 

 

ARTICULO 100. Identidad de los residentes 

temporales y permanentes. Las personas que 

han obtenido el estatus de residentes temporales 

o permanentes, deberán identificarse con el 

Documento Personal de Identificación que les 

será extendido por el Registro Nacional de las 

Personas, de conformidad con las regulaciones 

específicas que sean emitidas por este Registro. 

Para efectos del documento personal de identificación, a 

los residentes temporales se les considerará extranjeros 

domiciliados, aplicando la literal 

b) del artículo 55 del Decreto Número 90-2005 del 

Congreso de la República, Ley del Registro Nacional de 

las Personas. 

 

ARTICULO 101. Identidad de estatus extraordinario migratorio. En el caso de 

las personas con estatus de permanencia provisional sus pasaportes serán 

el documento de identidad. 

 

En el caso de las personas con estatus de permanencia de atención especial, serán los siguientes: 

a) Si portaren pasaporte del país de origen se tomará este como válido hasta su expiración; 

posteriormente, será el autorizado temporalmente por el Registro Nacional de las Personas. 

b) Si fueren personas solicitantes del reconocimiento del estatuto de refugiado el documento 

especial será el autorizado por el Registro Nacional de las Personas, en acuerdo con el Instituto 

Guatemalteco de Migración. Es válido para que puedan acceder a la obtención de empleo 

y el ejercicio de sus derechos de educación y salud en cuanto se resuelve en definitiva. 

c) Las personas con estatus de permanencia por razón humanitaria mediante la boleta 

correspondiente definida en el presente Código. 
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ARTICULO 102. Identidad de las personas con estatus migratorio especial. 

Como regla general rige la existencia del pasaporte. Para el caso de los trabajadores fronterizos, 

se emitirá la tarjeta de visitante ordinario transfronterizo, en donde se hará constar la actividad a la 

que se dedica y si fuere el caso el nombre de la persona jurídica o individual para la cual desarrolle 

sus actividades, o bien el nombre comercial o público en donde normalmente se desempeña. 

 

Sección II 

Documentos de viaje 

ARTICULO 103. Documentos de viaje. 

Son documentos de viaje los extendidos para guatemaltecos por el Instituto Guatemalteco de 

Migración y que permiten a las personas obtener las autorizaciones correspondientes, así como 

registrar los ingresos, permanencia y egresos de otros países. 

También son documentos de viaje los extendidos por autoridades migratorias de otros países y 

que le permiten a los nacionales de ese país registrar la autorización, ingreso, permanencia y 

egreso a territorio guatemalteco. 

 

ARTICULO 104. Documento de viaje para asilados o 

refugiados, refugio o por razones humanitarias. Las 

personas reconocidas como refugiadas o asiladas que 

no cuentan con documentos de viaje, podrán solicitar 

al Instituto Guatemalteco de Migración la emisión de 

un documento especial de viaje, consistente en un 

documento bajo las características enunciadas en 

el artículo que se refiere al Documento Especial de 

Viaje del presente Código. Este Documento Especial 

de Viaje tendrá validez para una sola entrada y una 

salida. 

 
ARTICULO 105. Visas. Las visas extendidas por 

Guatemala a personas extranjeras autorizan a esa 

persona a poder ingresar, transitar, permanecer y 

egresar del país por el tiempo determinado en el 

propio documento. El tiempo puede ser cambiado en 

razón de cambiar su estatus migratorio de acuerdo a 

las categorías de estatus definidas en este Código. 

La autoridad migratoria nacional debe emitir de forma periódica a qué nacionalidades se les 

requerirá visa para ingresar a territorio nacional. 
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Los procedimientos para la obtención de visa guatemalteca, así como su forma, duración y demás 

requerimientos será regulado en el reglamento específico de visas. 

 
 
 

Capítulo IX 

Planes de regularización migratoria 

 

 
ARTICULO 106. Planes de regularización. Los planes de regularización son 

aquellos mediante los cuales el Estado de Guatemala le permite a una 

persona extranjera que radica en territorio nacional en situación irregular, 

obtener un estatus migratorio ordinario, según lo regulado por el presente 

Código y sus reglamentos. 

 
ARTICULO 107. Extranjero en situación irregular. Se considera a una persona 

extranjera en situación irregular cuando ingresó o habita en el territorio 

nacional, de buena fe y de forma pacífica, pero que no cuenta con ninguno 

de los estatus ordinarios migratorios definidos por el presente Código. 

 
 

 
ARTICULO 108. Emisión de los planes de regularización. 

El Organismo Ejecutivo a solicitud de la Autoridad Migratoria Nacional debe mediante Acuerdo 

Gubernativo emitir la vigencia de los planes de regularización y desarrollar dentro del mismo los 

objetivos, el período de aplicación y el procedimiento específico a seguir. 

 
La autoridad rectora para el desarrollo de estos planes siempre debe ser el Instituto Guatemalteco 

de Migración y para el procedimiento específico se debe observar las reglas generales emitidas 

en este mismo Código. 

 
ARTICULO 109. Solicitud del plan de regularización. 

Únicamente la Autoridad Migratoria Nacional puede solicitar al Organismo Ejecutivo la emisión 

de estos planes, acompañando el estudio técnico correspondiente que debe ser avalado por el 

Instituto Guatemalteco de Migración. 

 
ARTICULO 110. Beneficiarios. 

Los planes de regularización también pueden ser emitidos en las siguientes circunstancias: 

Exista un alto número de solicitudes de guatemaltecos que soliciten la recuperación de la 

ciudadanía. 
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La presunción basada en datos estadísticos relevantes de un alto número de personas de otros 

países de Centro América radicados en Guatemala. 

Alto número de hijos e hijas de personas guatemaltecas nacidas en el extranjero que deseen 

obtener sus documentos como nacionales. 

 
ARTICULO 111. Características. 

Los planes de regularización son temporales, con plazos definidos y aplican para la regularización 

de personas que han ingresado al país a partir de un año específico y hasta un año determinado, por 

lo tanto, son procedimientos extraordinarios que deben ser ajustados a cada situación y condición, 

observando las reglas generales del presente Código, para el caso de los guatemaltecos, los 

planes de regularización serán permanentes y su procedimiento se normará por reglamento. 

Los procedimientos pueden gravarse mediante el Acuerdo Gubernativo correspondiente, pueden 

ser trámites gratuitos, los pagos de multas pueden ser reducidos y orientados a vincular a las 

personas en una relación directa con el Estado como habitante en el marco de sus derechos 

fundamentales. 

 

 

Libro II 

Sistema y Políticas Migratorias 

Título I 

Sistema Migratorio Guatemalteco 

Capítulo I 

Sistema Migratorio Guatemalteco y Política Migratoria 

 

ARTICULO 112. Sistema Migratorio Guatemalteco. Se crea el Sistema 

Migratorio Guatemalteco como el conjunto de instituciones estatales que 

velan por el migrante y la regulación apropiada y efectiva del ingreso y salida 

de guatemaltecos y extranjeros al territorio de Guatemala y el tránsito y la 

estancia de los extranjeros en el mismo, 

en un marco de respeto, protección y salvaguarda de los derechos humanos, de contribución al 

desarrollo nacional y protección de los habitantes. 

El Sistema Migratorio Guatemalteco actuará con debida diligencia en todas sus actuaciones, 

observando los siguientes principios: 

a) Oficiosidad: Los funcionarios o empleados actúan oficiosamente en el diligenciamiento de sus 

funciones. 

b) Oportunidad: Los funcionarios o empleados en todas sus actividades actuarán en procura de 

plazos razonables y de forma propositiva. 
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c) Independencia e imparcialidad: Todos los actos, resoluciones y decisiones que los funcionarios 

y empleados del Sistema Migratorio Guatemalteco realicen, emitan o tomen serán basadas en 

derecho, apegadas a legalidad y respeto a los derechos humanos. 

d) Transparencia: La actuación migratoria garantizará el acceso a la información pública bajo los 

parámetros establecidos por la legislación nacional. 

 
 

ARTICULO 113. Conformación. El Sistema Migratorio Guatemalteco se conforma 

por: 

 
a.) La Autoridad Migratoria Nacional. 

b.) El Instituto Guatemalteco de Migración. 

c.) El Consejo Nacional de Atención al Migrante de Guatemala. 

Las entidades que conforman el Sistema Migratorio Guatemalteco deberán reunirse, como 

mínimo, una vez al año o de acuerdo a las necesidades que puedan presentarse, para 

compartir información, buenas prácticas o cualquier asunto relacionado con los migrantes. 

 

ARTICULO 114. Política Migratoria. La Política Migratoria es el conjunto de 

normas, instituciones, procedimientos, programas, planes, presupuestos y 

acciones que el Estado de Guatemala destina con exclusividad para atender 

el derecho a migrar de las personas. 

 

La Política Migratoria será emitida por la Autoridad Migratoria Nacional y ejecutada por el Instituto 

Guatemalteco de Migración en conjunto con sus subdirecciones. Además coordinará con el resto 

de instituciones del Estado las acciones de política según su mandato y competencias. 

 
Las instituciones que sean mencionadas en el presente Código y en la legislación nacional del 

país y que por lo tanto tengan una vinculación directa con la ejecución de la política migratoria, 

deben desarrollar dentro de sus funciones la de atender los asuntos para los cuales la política y 

la legislación nacional les requiera. 

 

ARTICULO 115. Principios de la Política Migratoria. 

Los principios sobre los cuales debe ser diseñada y conformada la Política Migratoria son: 

a.) Respeto a los derechos humanos de las personas. 

b.) Garantía del derecho a migrar, los derechos de los migrantes y el derecho migratorio 

como categorías distintas pero complementarias. 

c.) Exclusiva competencia en materia del Instituto Guatemalteco de Migración. 
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d.) IntegracióndeloscompromisosmigratoriosadquiridosporGuatemalaantelaComunidad 

Internacional. 

e.) La seguridad de las personas migrantes durante el origen, tránsito, destino y retorno. 

f.) La preservación del territorio nacional. 

 
 

 
Capítulo II 

Autoridad Migratoria Nacional 

 
ARTICULO 116. Autoridad Migratoria Nacional. 

Se crea la Autoridad Migratoria Nacional, la cual tiene a su cargo la formulación, creación y 

supervisión de la Política Migratoria y de la seguridad en materia de migración. 

 
ARTICULO 117. Integración. 

La Autoridad Migratoria Nacional está conformada por el Vicepresidente de la República, el 

Ministro de Relaciones Exteriores, el Ministro de Desarrollo Social, el Ministro de Trabajo y 

Previsión Social, el Ministro de Gobernación, el Director del Instituto Guatemalteco de Migración 

y el Secretario Ejecutivo del Consejo Nacional de Atención al Migrante de Guatemala. 

 
El Vicepresidente de la República es quien tiene a su cargo la dirección de la Autoridad Migratoria 

Nacional. El Director del Instituto Guatemalteco de Migración fungirá como Secretario Técnico de 

la Autoridad Migratoria Nacional, el cual tendrá voz pero no voto en las sesiones que realicen, el 

funcionamiento será regulado por el reglamento específico. 

 
La Autoridad Migratoria Nacional debe reunirse por lo menos una vez cada tres meses en sesiones 

ordinarias, y en sesiones extraordinarias cuando sea necesario. 

 
ARTICULO 118. Funciones. 

Son funciones de la Autoridad Migratoria Nacional: 

a) Emitir la Política Migratoria. 

b) Supervisar el cumplimiento de la política. 

c) Modificar la política de acuerdo a los requerimientos del Presidente de la República, de los 

propios integrantes de la Autoridad, del Congreso de la República o de cualquier otra instancia de 

Gobierno que justifique la modificación. 

d) Solicitar al Presidente de la República, en Consejo de Ministros, la aprobación de los planes de 

regularización migratoria a que hace referencia este Código. 

e) Aprobar el proyecto de presupuesto del Instituto Guatemalteco de Migración. 

f) Aprobar los reglamentos emitidos por el Instituto Guatemalteco de Migración. 

g) Requerir informes técnicos al Instituto Guatemalteco de Migración. 
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h) Requerir los informes de ejecución e implementación de la Política Migratoria. 

i) Aprobar el plan estratégico y anual del Instituto Guatemalteco de Migración. 

j) Promover la firma y ratificación de convenios, tratados y acuerdos internacionales. 

k) Solicitar estudios técnicos, estadísticos, académicos o los que se consideren necesarios para 

el abordaje adecuado de las necesidades de las personas en el ejercicio del derecho a migrar. 

l) Delegar en algunos de sus integrantes, comisiones especiales, de acuerdo a sus funciones. 

m) Requerir a las entidades estatales los informes que considere necesarios para garantizar el 

derecho a migrar. 

n) Todas aquellas que se señalen en este Código y en la legislación nacional. 

 
ARTICULO 119. Rectoría política internacional. 

En cuestiones relacionadas con la política migratoria exterior o internacional, la Autoridad 

Migratoria Nacional, debe actuar en coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores y en 

concordancia con la política internacional definida por el Presidente de la República. 

 
 
 

Capítulo III Instituto 

Guatemalteco de Migración 

 
ARTICULO 120. Creación y descentralización. 

Se crea el Instituto Guatemalteco de Migración como una dependencia descentralizada del 

Organismo Ejecutivo. 

El Instituto Guatemalteco de Migración tiene competencia exclusiva para la ejecución de la Política 

Migratoria, la administración directa e indirecta de las disposiciones estatales orientadas a la 

gestión del derecho a migrar, la ejecución presupuestaria aprobada para el efecto y las demás 

disposiciones que sean consideradas dentro de la legislación nacional del país. 

 
Para el cumplimiento de sus fines y la ejecución de sus funciones el Instituto Guatemalteco 

de Migración, tiene competencia en todo el territorio nacional, con capacidad suficiente para 

administrar sus recursos financieros, técnicos, humanos y administrativos, así como adquirir 

derechos y obligaciones. 

 

ARTICULO 121. Misión. 

El Instituto Guatemalteco de Migración tiene como misión el velar por el respeto al derecho 

humano de migrar, garantizarlo mediante la administración adecuada del derecho 

migratorio y la asistencia y protección oportuna de aquellas personas migrantes extranjeras 

o nacionales que lo requieran. Asimismo, constituirse como un órgano descentralizado en la 

prestación de los servicios públicos migratorios, orientando su acción al respeto de los derechos 

humanos de las personas. 
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ARTICULO 122. Funciones. 

Son funciones del Instituto Guatemalteco de Migración, además de las que se regulen en el 

reglamento del presente Código y la legislación nacional, las siguientes: 

a.) Velar por los derechos de las personas migrantes. 

b.) Establecer las oficinas administrativas necesarias para la atención de las personas 

migrantes en el territorio nacional y en el extranjero. 

c.) Ejecutar la Política Migratoria emitida por la Autoridad Migratoria Nacional. 

d.) Integrar la Autoridad Migratoria Nacional mediante el Director General. 

e.) Realizar los informes técnicos, estadísticos y de cualquier índole para la constante 

actualización de las disposiciones administrativas, asimismo para cuando sea requerido 

por la Autoridad Migratoria Nacional o por el Presidente de la República. 

f.) Coordinar con las Secretarías y Ministerios de Estado las acciones específicas para 

la atención, asistencia y protección de las personas migrantes y dar seguimiento al 

cumplimiento de los resultados y metas de la Política Migratoria. 

g) Coordinar con las Secretarías y Ministerios de Estado la administración del servicio migratorio. 

h) Integrar las subdirecciones específicas creadas para la atención de situaciones especiales. 

i) Proponer a la Autoridad Migratoria Nacional la creación de comisiones temporales de alto nivel 

para el abordaje de coyunturas específicas. 

j) Proponer a la Autoridad Migratoria Nacional se solicite la emisión de planes de regularización, 

de acuerdo a lo establecido en el presente Código. 

k) Disponer de subdirecciones para la atención, asistencia y protección de personas migrantes 

solicitantes de asilo, refugio y asistencia humanitaria. 

l) Dirigir y controlar la aplicación de las disposiciones para el ingreso de personas extranjeras al 

territorio nacional, así como su permanencia y egreso. 

m) Dirigir y controlar la aplicación de las disposiciones para los estatus ordinarios, extraordinarios 

y especiales migratorios de acuerdo al presente Código, la Política Migratoria, las prácticas 

internacionales y la legislación nacional. 

n) Dirigir, controlar y administrar la emisión y otorgamiento de los documentos de identidad 

internacional y de viaje, de conformidad con el presente Código y las demás disposiciones 

administrativas que se emitan para el efecto. 

o) Aplicar y garantizar el respeto de los procedimientos administrativos regulados en el presente 

Código. 

p) Garantizar el respeto a los derechos laborales y promover la profesionalización del recurso 

humano del Instituto Guatemalteco de Migración. 

q) Administrar exclusivamente y bajo su responsabilidad las bases de datos que se especifican en 

el presente Código, sin embargo, dichas bases de datos son propiedad del Estado. 



Compendio de Leyes en materia de niñez y adolescencia en contexto migratorio 51  

Código de Migración 
 

 

 
ARTICULO 123. Recursos financieros. 

El Instituto Guatemalteco de Migración contará con los recursos financieros que tenga asignados 

en el Presupuesto General de Ingresos y Egresos del Estado y los que provengan de las siguientes 

fuentes: 

1. Multas impuestas por faltas conforme a lo que regula el presente Código; 

2. El cobro del valor de los documentos de viaje solicitados en territorio nacional y en el extranjero, 

y que sean expedidos y autorizados por el Instituto Guatemalteco de Migración; 

3. El cobro por el otorgamiento de visa guatemalteca a persona originaria del Estado al que se le 

solicite visa; 

4. El cobro del valor por la obtención, prórroga o cambio de las diferentes categorías y estatus 

migratorios; 

5. Los ingresos provenientes de los cobros por trámite en planes de regularización; 

6. Los ingresos provenientes del cobro de egresos del territorio nacional de los extranjeros. Las 

disposiciones y el monto correspondiente serán regulados en el reglamento; 

7. Aportaciones de entidades públicas y privadas; y, 

8. Cualquier otro ingreso que obtenga por cualquier título lícito. 

Los recursos financieros provenientes de las fuentes enumeradas anteriormente tienen carácter 

de privativos a favor del Instituto Guatemalteco de Migración, por lo tanto, los mismos deberán 

ser destinados exclusivamente para la carrera profesional del personal, infraestructura, equipo, 

mantenimiento, gastos de operación y atención al migrante. 

 
Sección I 

Director General 

ARTICULO 124. Director General. 

El Instituto Guatemalteco de Migración es dirigido por el Director General, el cual ejerce sus 

funciones con absoluta independencia de criterio y bajo su entera responsabilidad de conformidad 

con la legislación nacional, sin perjuicio de las directrices y lineamientos que se determinen por la 

Autoridad Migratoria Nacional para la efectiva ejecución de la política nacional migratoria. 

 
El Director General es responsable de los daños y perjuicios que cause por los actos y omisiones 

en que incurra en el ejercicio de su cargo. 

 
El Director General puede suscribir convenios en materia migratoria con los entes nacionales e 

internacionales que correspondan; así como instituciones similares y de seguridad extranjeras 

con la finalidad de compartir y consultar información. 

 
ARTICULO 125. Selección. 

El Presidente de la República es responsable de nombrar a la persona que ocupará el puesto de 

Director del Instituto Guatemalteco de Migración, de acuerdo a las calidades dispuestas en el 

presente Código, quién le dará nombramiento para un período de cinco años, prorrogables. 



52 Compendio de Leyes en materia de niñez y adolescencia en contexto migratorio  

Código de Migración 
 

 

 
Si se produce la vacante definitiva del Director, la persona a nombrar inicia un nuevo período de 

cinco años, prorrogables. 

 
ARTICULO 126. Calidades para ser Director General. 

Para el cargo de Director General del Instituto Guatemalteco de Migración se requieren las mismas 

calidades que para ser Ministro de Estado. 

 
ARTICULO 127. Prohibiciones para ser Director General. 

No puede ser nombrado Director General del Instituto Guatemalteco de Migración, quien se 

encuentre dentro de las siguientes circunstancias: 

a) Ser proveedor, representante del proveedor, director o empleado de confianza del proveedor de 

servicios o bienes contratados por el Estado en cualquiera de sus dependencias. 

b) Ser ministro de culto o líder religioso. 

c) Tener proceso penal pendiente por cualquier delito de los previstos en la legislación nacional. 

d) Haber sido condenado por delitos contra la administración pública, la vida, la libertad, la 

indemnidad sexual o la integridad personal. Asimismo, haber sido declarado que violó o amenazó 

derechos humanos de la niñez y adolescencia. 

 
ARTICULO 128. Suspensión de funciones. 

El Director General se suspende en sus funciones cuando por situaciones temporales, debidamente 

justificadas, solicita a la Autoridad Migratoria Nacional permiso por un tiempo determinado. 

 
ARTICULO 129. Remoción del cargo. 

El Director General puede ser removido por el Presidente de la República a solicitud de la Autoridad 

Migratoria Nacional si incurre en las siguientes causales: 

a) Cometer actos fraudulentos, ilegales o evidentemente opuestos a las funciones o intereses del 

Instituto Guatemalteco de Migración o el Estado en general. 

b) Ser condenado en sentencia firme por la comisión de delitos dolosos. 

c) Pronunciarse a favor de partido político o postularse como candidato para un cargo de elección 

popular. 

 
ARTICULO 130. Sustitución. 

El Subdirector General sustituirá al Director General del Instituto Guatemalteco de Migración en 

los siguientes casos: 

a) Ausencia temporal o enfermedad; 

b) Suspensión de funciones; 

c) Declaratoria por autoridad competente de incapacidad física o mental para el ejercicio del cargo; 

d) Remoción; 

e) Renuncia; 

f) Fallecimiento; y, 

g) Abandono. 
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Para los casos de las literales de la c) a la g) el Subdirector General sustituirá temporalmente 

al Director General en tanto se nombra al nuevo Director. 

 
ARTICULO 131. Funciones generales. 

Son funciones generales del Director General, además de aquellas que sean dispuestas en otros 

instrumentos jurídicos, las siguientes: 

1. Procurar en todo momento el libre acceso al derecho de migrar de toda persona y no 

imponer más límites que los establecidos en la legislación nacional, así como en los tratados 

y convenios aprobados y ratificados por Guatemala en materia de derechos humanos, 

derecho de refugiados, derecho humanitario y derecho penal internacional. 

2. Dirigir el Instituto Guatemalteco de Migración de conformidad con la política nacional 

migratoria, este Código y la legislación nacional. 

3. Ejecutar la Política Migratoria Nacional y establecer las disposiciones administrativas 

para el efecto. 

4. Representar legalmente al Instituto Guatemalteco de Migración. 

5. Someter a consideración y aprobación de la Autoridad Migratoria el plan estratégico y 

anual del Instituto Guatemalteco de Migración. De igual forma el proyecto de presupuesto anual. 

6. Emitir el reglamento general y específico para aprobación de la Autoridad Migratoria Nacional. 

7. Adquirir bienes y servicios para el Instituto Guatemalteco de Migración. 

8. Firmar contratos para el cumplimiento de los fines del Instituto Guatemalteco de Migración. 

9. Suscribir acuerdos, cartas de entendimiento y convenios con instituciones civiles de 

cooperación, nacionales o internacionales. 

10. Nombrar y remover a los subdirectores de migración. 

11.Integrar la Autoridad Migratoria Nacional. 

 
ARTICULO 132. Funciones específicas. 

Son funciones específicas del Director General, además de aquellas que sean dispuestas 

en otros instrumentos jurídicos, las siguientes: 

1. Emitir la política interna de recursos humanos y su administración mediante el ente interno 

correspondiente, incluyendo la carrera profesional de migración. 

2. Aprobar los programas, proyectos y planes de cada subdirección y de las unidades 

administrativas del Instituto Guatemalteco de Migración. 

3. Supervisar la ejecución presupuestaria y aprobar sus ajustes internos de acuerdo a los 

programas, proyectos y planes correspondientes. 

4. Impartir las instrucciones convenientes al servicio y al ejercicio de las funciones, tanto de 

carácter general como relativas a sus asuntos específicos. 

5. Integrar al Instituto Nacional de Estadística en las disposiciones de recopilación estadística. 

6. Coordinar con el Subdirector General, las instancias de procedimientos administrativos 

regulados en este Código y los reglamentos. 
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ARTICULO 133. Representación. 

La representación legal que ejerce el Director General se puede delegar de forma expresa, para 

actuar en nombre del Director General en los procesos administrativos o judiciales 

correspondientes en que se ejerciten funciones atribuidas al Instituto Guatemalteco de Migración 

por este Código, sus reglamentos y la legislación nacional. 

 

Sección II 

Subdirector General 

ARTICULO 134. Subdirector General. 

Para ser nombrado Subdirector General se debe reunir las mismas calidades establecidas en 

este Código para el Director General. El Subdirector General será nombrado por el Director 

General. 

 
ARTICULO 135. Funciones del Subdirector General. 

El Subdirector General suple al Director General en los casos previstos en el artículo 130 de este 

Código. Tendrá las funciones que le sean asignadas por los reglamentos y disposiciones internas 

del Instituto Guatemalteco de Migración, además de las siguientes: 

1. Dirigir y coordinar la elaboración, diseño, implementación y evaluación de proyectos de 

modernización y fortalecimiento institucional que persigan eficiencia y eficacia, los cuales deberá 

someter a aprobación del Director General. 

2. Ser el ente interno central de coordinación con los subdirectores de migración en cuanto a los 

procedimientos administrativos regulados en este Código y los reglamentos. 

3. Representar al Instituto Guatemalteco de Migración ante las autoridades nacionales o ante 

entidades internacionales cuando se lo solicite el Director General. 

4. Dirigir la unidad de estudios de profesionalización migratoria de acuerdo a las disposiciones 

emitidas por el Director General y en coordinación con las unidades internas correspondientes. 

5. Integrar el Consejo de Atención y Protección y ejecutar en coordinación con las subdirecciones 

de migración y en acuerdo con el Director General las disposiciones que dentro del consejo sean 

tomadas. 

6. Las demás funciones que le asigne el Director General del Instituto Guatemalteco de Migración. 

 
 
 

Capítulo IV 

Subdirecciones 

 
ARTICULO 136. Subdirecciones. 

Las Subdirecciones se estructuran y organizan bajo los criterios de eficacia y eficiencia, conforme 

las competencias, funciones y atribuciones que se dispongan dentro del presente Código y los 

reglamentos internos del Instituto Guatemalteco de Migración. 
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Las funciones que sean competencia de las subdirecciones pueden delegarse en las unidades 

que el Instituto Guatemalteco de Migración establezca en las regiones o departamentos de la 

República para el cumplimiento de sus fines. 

 
ARTICULO 137. Autoridad y jerarquía de las subdirecciones. 

Las subdirecciones serán dirigidas por un Subdirector, quien es la autoridad máxima a nivel 

jerárquico dentro de cada subdirección. 

 
Tiene como responsabilidad el cumplimiento de las funciones y atribuciones asignadas a sus 

respectivas subdirecciones de conformidad con este Código, los reglamentos, las disposiciones 

emanadas del Director General y las demás provenientes de la legislación nacional. 

 
ARTICULO 138. Nombramientos. 

Los subdirectores son nombrados por el Director General de acuerdo a las calidades y requisitos 

que se establezcan dentro del reglamento. 

Sin embargo, debe observar que las personas sean profesionales universitarios, colegiados 

activos, mayores de treinta años, dando mayor mérito a aquellos que cuenten con carrera dentro 

del ámbito migratorio estatal. 

 
ARTICULO 139. Estructura orgánica de las subdirecciones. 

El Instituto Guatemalteco de Migración tiene como ente jerárquico superior al Director General, 

función que puede ser desarrollada por el Subdirector General de acuerdo a lo establecido en el 

presente Código. Sin embargo, para el funcionamiento eficiente y efectivo de las atribuciones se 

dispone de la siguiente estructura orgánica de las subdirecciones: 

1. Estructura Sustantiva y Operativa 

a) Subdirección de Atención y Protección de Derechos Fundamentales de los Migrantes. 

b) Subdirección de Extranjería. 

c) Subdirección de Control Migratorio. 

d) Subdirección de Documentos de Identidad Personal y de Viaje. 

e) Subdirección de Política Migratoria. 

2.Estructura de Apoyo Técnico 

a) Subdirección de Planificación. 

b) Subdirección de Asuntos Jurídicos. 

c) Subdirección de Responsabilidad Profesional. 

d) Subdirección de Relaciones Migratorias Internacionales. 

e) Subdirección de Atención al Usuario. 

3.Estructura Administrativa 

a) Subdirección de Asuntos Financieros. 

b) Subdirección de Recursos Humanos y Profesionalización de Personal. 

c) Subdirección de Apoyo Administrativo y Logístico. 

d) Subdirección de Recursos Tecnológicos, Comunicaciones e Informática. 
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ARTICULO 140. Definición de las estructuras administrativas y operativas. 

La estructura administrativa y operativa del Instituto Guatemalteco de Migración es compuesta 

por cinco subdirecciones, las cuales se definen de la siguiente forma: 

 
a) Subdirección de Atención y Protección de Derechos Fundamentales de los Migrantes. Tendrá 

las siguientes responsabilidades: 

a.1 Disponer de las acciones necesarias para la asistencia y protección de las personas 

migrantes por parte del Estado de Guatemala, en especial de los niños, niñas y adolescentes no 

acompañados, familias y mujeres migrantes embarazadas. 

 
a.2 Asistir a los solicitantes del reconocimiento del estatuto de refugiado, a los refugiados, 

solicitantes de asilo político bajo la figura del asilo territorial o diplomático y a los asilados políticos 

bajo la figura del asilo territorial o diplomático, y del estatus extraordinario migratorio regulado por 

este Código. 

 
a.3 Apoyar los procedimientos para el abrigo y cuidado temporal, comunicación y contacto familiar 

y solicitudes de extranjeros para ser retornados a su país de origen o procedencia. 

 
a.4 Disponer, regular y autorizar el funcionamiento, las características y condiciones de dignidad, 

seguridad, confiabilidad y supervisión de las casas especiales de protección, abrigo y cuidado de 

los migrantes extranjeros, así como de los nacionales retornados. 

 
Las disposiciones internas o regulatorias serán normadas en el reglamento del presente Código. 

 
b) Subdirección de Extranjería: Es la responsable de la emisión, registro y control de las visas y 

residencias, luego de verificar la veracidad y validez de la información y documentos requeridos 

de acuerdo a las categorías definidas en este Código y lo establecido en el reglamento. También 

tiene las siguientes responsabilidades: 

 
b.1 En el proceso de evaluación, análisis y aprobación de las solicitudes y renovaciones de visas 

y residencias, recogerá la información biográfica y biométrica de las personas que las solicitan, 

las cuales serán verificadas con las bases de datos de seguridad pública. Para el caso de las 

solicitudes de visa de las personas cuyo país en donde Guatemala no cuente con representación 

consular, la información biográfica y biométrica se verificará en el momento que la persona se 

presente en el puesto de control migratorio en Guatemala. Los requisitos para el otorgamiento de 

las visas y residencias se desarrollarán en el reglamento del presente Código. 

 
b.2 Notificar a los residentes extranjeros en Guatemala sobre el vencimiento de las residencias 

otorgadas, así como la gestión de las modificaciones al registro de extranjeros. 

 
b.3 Sugerir al Director General la necesidad de planes de regularización migratoria de extranjeros. 
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La Subdirección de Extranjería contará con una unidad de verificación migratoria de campo. El 

personal que labore en esta unidad deberá ser evaluado periódicamente a través de pruebas de 

confiabilidad. 

 
c) Subdirección de Control Migratorio: Es la responsable de controlar y registrar el ingreso y egreso 

de nacionales y extranjeros del territorio nacional, conforme a las disposiciones del presente 

Código y la legislación nacional vigente, a través de los puestos fronterizos nacionales, en las 

vías aéreas, terrestres o marítimas. Para los extranjeros implica la vigilancia del cumplimiento de 

las disposiciones legales respecto a su ingreso, egreso, permanencia y actividades en el país. 

Con excepción de los puestos fronterizos entre países con los que se haya suscrito o se suscriba 

tratados o convenios de libre tránsito. Esta Subdirección, a través de una unidad de verificación de 

campo, tiene la función de verificar en cualquier lugar del territorio nacional la situación migratoria 

de las personas que ostentan el estatus migratorio conforme a las categorías definidas en este 

Código y lo establecido en el reglamento. 

 
El control migratorio fronterizo de entrada y salida recogerá la información biográfica y biométrica 

de los usuarios en los puntos fronterizos, con excepción de los puestos fronterizos terrestres, en 

los casos regulados por convenios de libre tránsito. 

 
La Subdirección de Control Migratorio también contará con una unidad de verificación de campo, 

que comprobará que todas las personas individuales o jurídicas, que presten servicios de 

transporte, entreguen la Información Anticipada Sobre los Pasajeros (APIS, por sus siglas en 

ingles), encargándose además de verificar dicha información. Al no presentar esta información, 

por parte de los transportistas, estarán sujetos a las sanciones correspondientes que se regularán 

en el reglamento de este Código. 

 
El personal que labora en las unidades previstas en la presente literal, será evaluado periódicamente 

a través de pruebas de confiabilidad, y en el cumplimiento de sus funciones coadyuvará 

permanentemente con la dependencia de la Policía Nacional Civil responsable de la seguridad 

ciudadana en puertos, aeropuertos y puestos fronterizos aéreos, terrestres y marítimos. 

 
d) Subdirección de Documentos de Identidad Personal y de Viaje: Es la responsable de establecer 

los procesos y sistemas necesarios para emitir en forma segura, eficiente, diligente y consistente 

los documentos de identidad y de viaje de guatemaltecos y extranjeros que estipula el presente 

Código, así como de las personas en estatus extraordinario y especial migratorio. 

 
e) Subdirección de Política Migratoria: La creciente migración y su problemática, demanda la 

generación y sistematización de estadísticas que puedan dar cuenta de los flujos de migrantes de 

origen, destino, transito y retorno al territorio. 

 
En correspondencia con sus atribuciones, la Subdirección de Política Migratoria del Instituto 
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Guatemalteco de Migración, deberá producir información, contando con la colaboración de las 

instituciones que considere pertinentes, sobre las tendencias, magnitudes y características de los 

flujos migratorios, a partir de los registros administrativos generados en los diversos puntos de 

ingreso, estaciones migratorias, oficinas del Instituto Guatemalteco de Migración o cualquier otra 

que considere pertinente. 

 
Asimismo, la Subdirección impulsará el levantamiento continuo de encuestas sobre migración en 

las fronteras, lo que contribuirá a generar las políticas en la materia para un mayor conocimiento 

social sobre el fenómeno migratorio. 

 
El Director General del Instituto y cada uno de los subdirectores, serán solidariamente responsables 

de la integridad y el resguardo de las bases de datos respectivas. 

 
ARTICULO 141. Definición de la estructura de apoyo técnico. 

La estructura de apoyo técnico está integrada por cinco subdirecciones, las cuales se definen de 

la siguiente forma: 

 
a) Subdirección de Planificación: Es la responsable de coordinar el proceso de planificación, 

programación y evaluación de los planes estratégicos y anuales para lograr la ejecución de la 

política migratoria nacional y el presupuesto asignado. 

b) Subdirección de Asuntos Jurídicos: Es la responsable de conocer y sugerir al Director General 

las decisiones en los casos de solicitudes de asilo, refugio y en aquellas de estatus extraordinario 

migratorio. De igual forma, debe dar acompañamiento permanente a toda la estructura orgánica 

del Instituto Guatemalteco de Migración. 

c) Subdirección de Responsabilidad Profesional: Es la responsable de diligenciar la recepción de 

denuncias contra empleados y funcionarios, investigarlos y determinar la necesidad de apertura 

de procedimiento administrativo disciplinario. En caso de que se determine la existencia de delitos 

debe comunicar al Director General para la realización de la denuncia ante el Ministerio Público. 

d) Subdirección de Relaciones Migratorias Internacionales: Es la responsable en coordinación 

con el Consejo Nacional de Atención al Migrante de Guatemala en asesorar en materia migratoria 

de relaciones internacionales, a las demás subdirecciones, para atender los derechos de las 

personas guatemaltecas en el exterior. 

e) Subdirección de Atención al Usuario: Es la responsable de mantener el control y registro de todas 

las solicitudes presentadas ante el Instituto Guatemalteco de Migración y sus Subdirecciones con 

el objeto de centralizar el sistema de recepción de solicitudes, documentación y notificación de las 

resoluciones. Debe recibir, recopilar, administrar, clasificar y distribuir las solicitudes y expedientes 

correspondientemente. Asimismo, es la responsable de proporcionar la información, requisitos de 

ley, tiempos de gestión y todo lo relacionado con los trámites a las personas usuarias. Debe 

instituir la oficina de acceso a la información pública conforme la legislación nacional. 
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ARTICULO 142. Definición de la estructura administrativa. 

La estructura administrativa está integrada por cuatro subdirecciones las cuales se definen de la 

siguiente forma: 

a) Subdirección de Asuntos Financieros: Es la responsable de la administración de los recursos 

financieros conforme los principios de transparencia, eficiencia, efectividad y administración 

óptima, así como de las operaciones presupuestarias y contables. Tiene a su cargo la coordinación 

de la supervisión de la ejecución presupuestaria y la planificación anual con la Subdirección de 

Planificación. 

b) Subdirección de Recursos Humanos y Profesionalización de Personal: Es la responsable 

de ejecutar la política de recursos humanos conforme los lineamientos del Director General y 

administrar el recurso humano del Instituto Guatemalteco de Migración, conforme los objetivos 

de lograr el pleno goce de los derechos laborales, la integración del personal y el desarrollo 

profesional mediante una carrera cuyo objetivo sea el desarrollo institucional de servicio. 

c) Subdirección de Apoyo Administrativo y Logístico: Es la responsable de brindar apoyo al Director 

General, Subdirector General, Subdirecciones, Departamentos, Unidades, Centros Migratorios y 

cualquier otra entidad institucional para que puedan contar con los equipos, bienes, suministros, 

servicios necesarios y coordinación de procesos de logística para cumplir con sus funciones. 

d) Subdirección de Recursos Tecnológicos, Comunicaciones e Informática: Es la responsable de 

administrar todo lo relacionado con bases de datos, redes, equipos de cómputo, telecomunicaciones 

y sistemas informáticos necesarios para el adecuado, moderno y óptimo funcionamiento de los 

sistemas y componentes automatizados del Instituto Guatemalteco de Migración. 

Las bases de datos deberán ser en formato uniforme y estandarizado para el uso de consultas 

internas que podrán ser compartidas con instituciones de seguridad nacional, con la excepción 

de la información sensible que establece la ley. 

 
ARTICULO 143. Ampliación, creación, modificación y fusión. 

El Director General puede ampliar, crear, modificar o fusionar el número de subdirecciones de 

conformidad con las necesidades del Instituto, sin embargo, la ampliación, creación, modificación 

y fusión de estas estructuras deberá estar justificada y será autorizada por la Autoridad Migratoria 

Nacional. 

 
Para su regulación jurídica no será necesaria la reforma al presente Código, sino mediante el 

reglamento específico que debe emitirse. 

 
ARTICULO 144. Subdirección de Auditoría Interna. 

La Subdirección de Auditoría Interna, es la responsable de efectuar exámenes objetivos y 

sistemáticos de las operaciones financieras, administrativas, técnicas y operacionales de todas 

las dependencias que integran el Instituto Guatemalteco de Migración, con el propósito de evaluar 

los procedimientos, controles internos y registros, así como velar por el cumplimiento de las leyes, 
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reglamentos, normas y manuales que rigen al mismo, sugiriendo medidas tanto preventivas com 

correctivas a efecto de optimizar la utilización de los recursos. 

 
 
 

Capítulo V 

Órganos asesores de la Dirección General del Instituto 

 
ARTICULO 145. Órganos asesores. 

El Instituto Guatemalteco de Migración tiene los órganos asesores que serán denominados 

departamentos, siendo los siguientes: 

a) Comunicación Social; 

b) Estudios y Políticas Migratorias; y, 

c) De Estadística y Archivos. 

 
ARTICULO 146. Nombramiento y autoridad de los departamentos. 

Los departamentos serán dirigidos por jefaturas que serán nombrados por el Director General y 

son la autoridad máxima jerárquica dentro de cada departamento. 

 
ARTICULO 147. Función. 

Los jefes de los órganos asesores tienen la función especial de asesorar al Director General, al 

Subdirector General y a las estructuras orgánicas definidas en el presente Código. Se estructuran 

y organizan bajo los criterios de eficacia y eficiencia, conforme las competencias, funciones y 

atribuciones que se dispongan dentro de los reglamentos internos del Instituto Guatemalteco de 

Migración. 

 
ARTICULO                   148.                   Ampliación. 

El Director General puede ampliar el número de departamentos de conformidad con las necesidades 

del Instituto, sin embargo, la creación de esta estructura deberá estar justificada y será autorizada 

por la Autoridad Migratoria Nacional. Para su regulación jurídica no será necesaria la reforma al 

presente Código, sino mediante el reglamento específico que debe emitirse. 

 
 
 

Capítulo VI 

Carrera migratoria 

 
ARTICULO 149. Carrera migratoria. 

Se crea la carrera migratoria, la cual constituye una profesión reconocida por el Estado, que 

comprenderá el proceso de selección, formación, capacitación, profesionalización, evaluación, 
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promoción, suspensión y remoción, a través del cual, la administración migratoria se garantiza un 

personal debidamente calificado, con vocación de servicio y ética en el desempeño de sus 

funciones. 

 
El Instituto Guatemalteco de Migración para los efectos de la creación y fortalecimiento de la 

carrera migratoria y la profesión migratoria, promoverá la creación de la carrera universitaria 

migratoria con universidades del país o instituciones en general. 

 
Todo personal de nuevo ingreso laboral o de ascenso al Instituto Guatemalteco de Migración 

se debe someter previo a fijar su relación laboral o contractual, a las pruebas de confiabilidad 

periódica que se regularán en el reglamento del presente Código. 

 
ARTICULO 150. Manual. 

El personal está sujeto a un manual de clasificación de puestos y salarios, en donde debe 

desarrollarse las condiciones para los ascensos, traslados y remociones, considerando las 

calificaciones de mérito y evaluaciones permanentes del desempeño. 

 
Este manual, además, debe contener como mínimo: la denominación, especializaciones, 

funciones, responsabilidades y los requisitos de cada puesto, su escala jerárquica y el salario 

correspondiente. 

 
ARTICULO 151. Oposición. 

Se establece el sistema de oposición para los ascensos y nombramientos a puestos de trabajo, lo 

cual debe ser reglamentado correspondientemente y desarrollado en el manual específico. 

 
ARTICULO 152. Dirección. 

El Subdirector General tiene a su cargo aprobar y dirigir la ejecución de los planes de la carrera 

profesional que sean presentados por la Unidad de Estudios de Profesionalización para el personal 

migratorio. La unidad estará adscrita a la Subdirección de Recursos Humanos y Profesionalización 

de Personal. 

 
 
 

Capítulo VII 

Relación interinstitucional 

 
ARTICULO 153. Relación con órganos de derechos humanos. Para el efectivo 

cumplimiento de sus funciones, el Instituto Guatemalteco de Migración 

puede establecer en cualquier momento acuerdos, convenios, mecanismos y 

proyectos de cooperación interinstitucional con el Procurador de los Derechos 
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Humanos y con la Oficina Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos 

o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 154. Relación con la Comisión de Migrantes del Congreso de la República. 

El Instituto Guatemalteco de Migración, debe establecer una estrecha relación de cooperación con 

la Comisión de Migrantes del Congreso de la República, con el fin de mantener un permanente 

diálogo sobre las necesidades de la población migrante y las medidas legislativas necesarias. 

 
Asimismo, el Instituto Guatemalteco de Migración debe obligatoriamente presentar informe anual 

de labores por escrito a la Comisión de Migrantes del Congreso de la República, en los últimos 

quince días del mes de enero de cada año. 

 
ARTICULO 155. Relación con instancias internacionales. 

El Instituto Guatemalteco de Migración con sus homólogos puede desarrollar relaciones de 

cooperación, asistencia y trabajo conjunto. 

 
En ningún momento puede el Instituto Guatemalteco de Migración actuar en representación del 

Estado ante instancias internacionales en materia de política internacional, para el efecto debe 

acudir a la autoridad competente. 

 
 
 

ARTICULO 156. Relación con entidades de la sociedad civil. El Instituto 

Guatemalteco de Migración puede desarrollar relaciones de cooperación, 

asistencia y trabajo conjunto con entidades de la sociedad civil, pudiendo 

suscribir acuerdos o convenios. 

 

En ningún caso puede acordar la transferencia de fondos del Instituto Guatemalteco de Migración 

a organizaciones civiles no lucrativas, lucrativas, empresariales o comerciales. 
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Las funciones del Instituto Guatemalteco de Migración son indelegables. 

 
ARTICULO 157. Relación con otras dependencias del Estado. 

El Instituto Guatemalteco de Migración debe guardar estrecha relación con otras dependencias del 

Estado, descentralizadas o autónomas, en relación a sus competencias, funciones y prerrogativas 

de ley. 

 
 
 

Capítulo VIII 

Instituto Guatemalteco de Migración y 

el Consejo Nacional de Atención al Migrante de Guatemala 

 

ARTICULO 158. Complementariedad. El Instituto Guatemalteco de Migración 

mantendrá relaciones complementarias con el Consejo Nacional de Atención 

al Migrante de Guatemala. La complementariedad será entendida como la 

cooperación e integración de acciones tendientes a la atención y protección 

de los derechos humanos y garantías individuales de los guatemaltecos en 

el extranjero. 

 

ARTICULO 159. Fortalecimiento mutuo. 

Con la finalidad de no duplicar presupuestos y acciones estatales, ambas instituciones deben 

revisar conjuntamente sus planes estratégicos y anuales, observando el respeto a sus funciones 

específicas, determinando las acciones de cooperación y estableciendo los aspectos en donde 

deben fortalecerse mutuamente. 

 
ARTICULO 160. Acciones conjuntas. 

Además de las acciones de cooperación que sean definidas como resultado del fortalecimiento 

mutuo y dentro de la legislación nacional, ambas instituciones deberán cooperar con el Ministerio 

de Relaciones Exteriores en: 

 
a) Asistencia necesaria a los guatemaltecos en el extranjero para la obtención de documentos 

oficiales de migración, de identidad personal o bien de aquellos que por disposición de las leyes 

del país deban ser gestionados mediante los consulados. 

b) El diálogo permanente con autoridades de países extranjeros sobre las condiciones, trato, 

higiene y salud de guatemaltecos en centros de migración o bien durante la deportación o retorno. 
 

c) Coordinar con albergues para el abrigo y protección temporal a guatemaltecos que solicitan 
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auxilio para retornar al país. 

 

d) Gestionar las solicitudes de auxilio de retorno de guatemaltecos al país. 

 
 
 

Capítulo IX 

Consejo de Atención y Protección 

 
ARTICULO 161. Consejo de Atención y Protección. 

Se crea el Consejo de Atención y Protección como el ente de la Autoridad Migratoria Nacional 

responsable de las acciones siguientes: 

a) Generar campañas de prevención e información sobre los riesgos de la migración y los derechos 

de las personas migrantes. 

b) Generar programas de sensibilización al sector educativo para atender el tema de las 

migraciones, especialmente con niñas, niños y adolescentes. 

c) Promover la denuncia de violaciones a derechos humanos. 

d) Crear los programas de atención en salud a personas deportadas o retornadas. 

e) Atender a las familias de personas migrantes consideradas desaparecidas durante la migración, 

generando mecanismos de contacto con autoridades extranjeras. 

f) Desarrollar todas aquellas que sean necesarias para prevenir a las personas sobre los riesgos 

de la migración, la atención de las personas deportadas o retornadas y el alivio de las necesidades 

de búsqueda e identificación de las familias. 

 
El Director del Instituto Guatemalteco de Migración, mediante el Consejo de Atención y Protección, 

en coordinación con el Consejo Nacional de Atención al Migrante de Guatemala, podrá crear 

enlaces de coordinación y gestionar con asociaciones de personas retornadas y asociaciones de 

migrantes en el extranjero y en Guatemala, la creación de mecanismos sobre el aprovechamiento 

de remesas y la inversión adecuada de las mismas. A su vez, la promoción y participación de 

la iniciativa privada, de comunidades, cooperativas locales y asociaciones civiles no lucrativas 

para la creación de programas de empleabilidad y de productividad de personas retornadas, 

familiares y de comunidades migrantes. Siempre podrá promover que estas actividades prioricen 

comunidades, municipios y departamentos con mayores índices de subdesarrollo y migración. 

 
ARTICULO 162. Conformación. 

El Consejo de Atención y Protección estará conformado por las siguientes instituciones: 

1. El Director General del Instituto Guatemalteco de Migración, quien lo preside. 

2. El Secretario Ejecutivo del Consejo Nacional de Atención al Migrante de Guatemala. 

3. Un Viceministro del Ministerio de Educación. 

4. Un Viceministro del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social. 

5. Un Viceministro del Ministerio de Trabajo y Previsión Social. 
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6. Un Viceministro del Ministerio de Gobernación. 

7. Un Viceministro del Ministerio de Relaciones Exteriores. 

8. Un Viceministro del Ministerio de Economía. 

9. Un Viceministro del Ministerio de Desarrollo Social. 

10. El Representante delegado por el Procurador General de la Nación. 

11. El Subsecretario de la Subsecretaría de Protección y Acogimiento a la Niñez y Adolescencia, 

de la Secretaría de Bienestar Social de la Presidencia de la República. 

12. El Representante delegado por la Procuraduría de los Derechos Humanos. 

 
El Consejo de Atención y Protección, para el cumplimiento de sus fines puede invitar a las 

reuniones ordinarias y extraordinarias a las entidades estatales u organismos internacionales que 

considere oportunas, por razón de su especialidad, para la definición de planes o programas 

específicos. 

 
ARTICULO 163. Integración. 

Durante los primeros seis meses de entrada en vigencia del presente Código, el Consejo de 

Atención y Protección debe sesionar a efecto de establecer una agenda de trabajo que le permita 

tener en un año, reuniéndose cuantas veces sea necesario, una definición de los procedimientos 

a seguir para los casos señalados dentro de las acciones que le han sido encomendadas por este 

Código. 

 
Dicha definición de procedimientos debe ser presentada a la Autoridad Nacional Migratoria para 

su validación e integración dentro de la Política Nacional Migratoria. 

 
ARTICULO 164. Sesiones ordinarias y extraordinarias. 

El Consejo de Atención y Protección debe reunirse, luego de la definición de los procedimientos, 

de forma ordinaria una vez cada semestre y de forma extraordinaria cuantas veces sea necesario. 

 
ARTICULO 165. Distribución de responsabilidades. 

El Director General estará a cargo de la coordinación y ejecución de los procedimientos, con el 

apoyo de las instituciones estatales integrantes del Consejo, para el efecto dentro de la misma 

definición de procedimientos se establecerán responsabilidades de acuerdo a la materia exclusiva 

de cada institución. 

 
 

Capítulo X 

Seguridad en puestos migratorios 

 
 

ARTICULO 166. Seguridad. La seguridad en puestos migratorios siempre debe ser 
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orientada a la protección de la persona y sus derechos. 

 
Cuando se requiera la intervención de la Policía Nacional Civil, siempre debe observarse 

la mínima afectación de la persona, estableciendo mecanismos de uso de la fuerza y de 

las armas de forma proporcional y necesaria, conforme los procedimientos especiales. 

El Director del Instituto Guatemalteco de Migración debe promover ante el Ministerio 

de Gobernación, que la Policía Nacional Civil, cuente en su pensum de estudios con 

formación especial para la atención de los derechos de las personas migrantes, así como 

el conocimiento del derecho internacional de los derechos humanos y humanitarios. 

A su vez, promover que los agentes y oficiales de la Policía Nacional Civil que sean 

designados para la seguridad en centros y puestos migratorios cuenten con las más altas 

calidades humanas y se mantengan en constante formación sobre las disposiciones 

para garantizar el contenido del artículo 167 de este Código. 

 

 
ARTICULO 167. Coordinación. El Instituto Guatemalteco de Migración debe 

coordinar con el Ministerio de Gobernación las acciones en materia de seguridad 

dentro de los puestos migratorios. Estas acciones estarán destinadas a: 

 
1. Garantizar la seguridad de las personas dentro de los puestos migratorios, de tal 

forma que no sean víctimas de actos de violencia contra su integridad o sus bienes. 

2. Establecer mecanismos para detener personas que intentan salir del país y que tienen 

previa orden judicial de detención. 

3. Establecer los mecanismos para detención de personas en flagrancia. 

4. La competencia en situaciones de alteración del orden dentro de los puestos 

migratorios. 

5. Todos aquellos que sean necesarios para resguardar la seguridad de las personas. 

 
 

 
ARTICULO 168. Detención. La Policía 

Nacional Civil es la autoridad facultada 

para detener a las personas, el funcionario 

o empleado del puesto migratorio debe 

informar inmediatamente o alertar a la 

Policía Nacional Civil para que esta 

proceda conforme su protocolo. 
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Las personas detenidas no pueden permanecer privadas de libertad dentro de los 

puestos migratorios. 

 
 

Título II 

Procedimientos 

Capítulo I 

Procedimiento para la protección de niños, niñas y adolescentes no 
acompañados y separados de sus familias 

 
ARTICULO 169. Niñez migrante no acompañada y separada de sus familias. 

Se considera niñez migrante no acompañada y separada de sus familias a los niños, niñas y 

adolescentes que están separados de su mamá, papá o ambos, o de otros parientes y no están 

al cuidado de una persona mayor de edad que, por ley o costumbre asuma esa responsabilidad. 

 

ARTICULO 170. Principios. El procedimiento para la atención y protección de 

los niños, niñas y adolescentes no acompañados se rige por los principios 

de: 

 

1. Interés superior del niño. Las decisiones deben garantizar el cumplimiento estricto de este 

principio. Es necesario que la autoridad realice una determinación del interés superior del niño, 

niña o adolescente, lo cual exige una evaluación clara y a fondo de la identidad del niño, niña o 

adolescente migrante no acompañado o separado de su familia, en particular de su nacionalidad, 

crianza, antecedentes étnicos, culturales y lingüísticos y en efecto determine las vulnerabilidades 

y necesidades especiales de protección. En caso de imposibilidad de establecer la minoría de 

edad o exista duda razonable sobre su edad o de la veracidad de sus documentos se presumirá 

la minoría de edad. 

 
2. No discriminación. Los niños, niñas y adolescentes no acompañados o separados de sus 

familias no deben ser discriminados por su situación de no acompañados o separados de su 

familia, por su estatuto de refugiados, solicitantes del estatuto de refugiado, asilado político o 

condición migratoria, su nacionalidad, su pertenencia a un grupo étnico o condición sexual. Este 

principio incluye la diferenciación fundada en la diversidad de necesidades de protección, como 

la asociada a la edad, la diversidad sexual y el género. 

 
3. Unidad familiar y derecho a la reunificación familiar. Las autoridades deben procurar por todos 

los medios que el niño, niña o adolescente migrante no acompañado o separado de su familia se 

reúna con su mamá o papá, ambos padres, o tutor o quien ejerce la guarda y custodia, ya sea en 
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el país receptor, el de origen o procedencia, salvo cuando el interés superior requiera prolongar la 

separación. Por este principio se favorece la no separación de hermanos o parientes. 

 
4. Comunicación y preservación de relaciones personales y contactos directos entre los niños y 

padres. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a conocer el paradero de sus parientes, 

en especial de la madre, padre y hermanos. Este principio incluye el derecho de localización de 

padre, madre o familiares y facilitar su comunicación, en el país de origen o en el país receptor. 

 
5. No violencia y trato digno. Se debe proteger la dignidad de los niños, niñas y adolescentes 

migrantes, en especial de los no acompañados, velando porque no sean sometidos a condiciones 

contrarias a su integridad personal como las torturas, tratos crueles, inhumanos o degradantes. 

 
6. Protección y seguridad. Ninguna decisión administrativa, así como ninguna disposición de la 

autoridad puede poner en riesgo la seguridad de los niños, niñas y adolescentes. Para el efecto, 

se debe procurar su protección en los mecanismos diversos que se consideren apropiados, así 

como la coordinación con autoridades de otros Estados para una repatriación digna y segura de 

la niñez y adolescencia migrante. Los lugares donde sean dispuestos para su cuidado y abrigo 

deben ser ambientes agradables, seguros y amistosos. 

 
7. Legalidad y debido proceso. Toda decisión que se tome sobre el estatus de los niños, niñas y 

adolescentes, en especial los no acompañados y separados, debe ser en pleno respeto del 

derecho de defensa y debido proceso. 

 
8. Confidencialidad de los registros y protección de la vida privada. Se debe procurar no poner 

en peligro la información sensible y la identidad del niño, niña o adolescente, ni la de su familia. 

Su difusión por medios está restringida, salvo cuando prevalezca el interés superior del niño, niña 

o adolescente para encontrar a sus familiares y procurar la reunificación familiar. Las autoridades 

deben proteger el carácter confidencial de la información de las niñas, niños y adolescentes no 

acompañados y sus familias. Se garantizará que la información recabada e intercambiada con la 

finalidad de protección de la niñez no será utilizada para otros fines. 

 
9. Especialización del personal y funcionarios a cargo de la gestión migratoria, protección, 

repatriación, entrega y reunificación familiar y social de la niñez migrante no acompañada. Los 

profesionales designados a estos procedimientos y a la atención de los niños, niñas y adolescentes 

deben contar con formación especializada en derechos humanos de la niñez y adolescencia, que 

permita brindar una atención multidisciplinaria en las ramas de la psicología, trabajo social, salud 

y legal. 

 
10. Principio de no devolución cuando está en riesgo la integridad personal. No se trasladará 

a ningún niño, niña o adolescente a otro país si existiera un riesgo de sufrir graves violaciones de 

sus derechos humanos, en particular la violación del derecho a la vida, a la libertad y a la 

integridad física. 
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11. Derecho a la vida, supervivencia y desarrollo. Los niños, niñas y adolescentes, especialmente 

los separados o no acompañados deben ser protegidos contra la violencia y la explotación. 

 
12. Derecho a expresar su opinión de forma libre. Respecto de los niños, niñas o adolescentes 

no acompañados o separados, se recabarán y tendrán debidamente en cuenta los deseos y las 

opiniones de estos. De cara a la expresión informada de tales deseos y opiniones, es imperativo 

que se les brinde toda la información de sus derechos, servicios existentes, en especial medios de 

comunicación, el procedimiento para solicitar la condición de refugiado o asilo, la localización de 

la familia y la situación en el país de origen. En lo que concierne a la tutela, custodia, alojamiento y 

representación legal, deben tenerse también en cuenta las opiniones del niño, niña o adolescente. 

La información antes mencionada se proporcionará en forma que sea acorde con la madurez y el 

nivel de comprensión. Dado que la participación está en función de una comunicación fiable, se 

proveerá en su caso interpretación en todas las fases del procedimiento. 

 

 
ARTICULO 171. Unidad de Oficiales de Protección de la Infancia. 

El Instituto Guatemalteco de Migración mediante la Subdirección de Atención y Protección de 

Derechos Fundamentales de los Migrantes, debe crear la unidad especializada de atención y 

protección de la niñez migrante, que reunirá los equipos multidisciplinarios profesionales en 

atención, asistencia, protección y gestión de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. A 

los profesionales de la Unidad se les denominará oficiales de protección de la infancia. 

 
La unidad especializada de atención y protección de la niñez migrante, debe guardar estrecha 

coordinación con la Procuraduría General de la Nación en el ámbito de su competencia, así como 

con las instancias que conforman el Sistema Nacional de Protección de la Niñez y Adolescencia. 

 
ARTICULO 172. Apoyo y asistencia a cónsules. 

Los oficiales de protección de la infancia actúan en el territorio nacional y pueden ser comisionados 

para brindar asistencia y apoyo a los cónsules cuando estos lo requieran. 

 
En todo momento deben interactuar y coordinar para la protección efectiva de los niños, niñas o 

adolescentes guatemaltecos en el exterior. 

 
 

ARTICULO 173. Niñez y adolescencia migrante no acompañada y separada de 

su familia que se encuentra en Guatemala fuera de su país de nacionalidad. 

De acuerdo a lo establecido en este Código, los niños, niñas y adolescentes migrantes 

extranjeros no acompañados o separados de su familia tienen derecho a ser atendidos por 

personal especializado. La autoridad debe de prever la adopción de medidas particulares 

de protección, adecuadas a la situación de vulnerabilidad en que puedan encontrarse. 
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No deberá privarse de libertad, por regla general, a las niñas, niños y adolescentes no 

acompañados o separados de su familia. 

La Secretaría de Bienestar Social de la Presidencia 

de la República durante el procedimiento migratorio 

implementará los programas de protección del niño, niña 

o adolescentes, priorizando: 

a.) Acogimiento con un pariente que se encuentre 

en el país, sin considerar su situación migratoria, 

que garantice su cuidado; 

b.) El acogimiento familiar temporal; y, 

c.) Otras formas de alojamiento de carácter abierto, 

orientadas a la protección de la niñez y la familia, 

 
estas medidas podrá adoptarlas conforme al procedimiento administrativo que se desarrollará en 

el reglamento respectivo. En forma excepcional, y por el menor tiempo posible, podrá ser alojado 

bajo la modalidad de abrigo residencial. 

 
En el caso que la Secretaría de Bienestar Social de la Presidencia identifique, mediante una 

evaluación inicial, a niñas, niños y adolescentes migrantes extranjeros que sean susceptibles de 

reconocimiento de refugiado o de asilo, o de otra medida de protección internacional, o 

reunificación familiar, lo comunicará inmediatamente a la Subdirección de Atención y Protección 

de Derechos Fundamentales de los Migrantes del Instituto Guatemalteco de Migración a fin de 

seguir los procedimientos para la adopción de medidas de protección especial. 

 
La Subdirección de Atención y Protección de Derechos Fundamentales de los Migrantes, mediante 

la unidad especializada de atención y protección de la niñez migrante le compete y debe, para el 

efecto, seguir el siguiente procedimiento: 

De forma inmediata comunicar al Director General el caso para el otorgamiento de estatus de 

residencia temporal, para garantizar la protección de sus derechos fundamentales y establecer la 

no devolución al país de origen hasta que no se determine su situación. 

Realizar los procedimientos de identificación e información de sus derechos, garantizando que 

sean en su idioma y conforme a su madurez y edad. 

Comunicar a la Procuraduría General de la Nación los casos donde se detecte la necesidad de 

medidas de protección especial a la niñez y adolescencia quién iniciará el procedimiento según 

su reglamentación. 

Mantener estrecha relación con la Secretaría de Bienestar Social de la Presidencia y con el 

Ministerio de Relaciones Exteriores a través de su red consular. 

 
En todo el procedimiento, debe garantizar el contacto o comunicación familiar de acuerdo al 
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interés superior del niño. Asimismo, si el niño, niña o adolescente solicita auxilio para retornar a su 

país de origen, deberá observar que este no corra riesgos de ser menoscabado en sus derechos 

fundamentales. En el caso de reunificación familiar, el Instituto Guatemalteco de Migración velará 

para que el niño, niña o adolescente y su familia tengan un estatus migratorio que facilite su 

regularización migratoria en Guatemala. 

 
De tal situación y de lo actuado podrá ser comunicado al Alto Comisionado de las Naciones 

Unidas para Refugiados u otros Organismos Internacionales cuyo mandato esté orientado a la 

asistencia y protección. 

 
ARTICULO 174. Niñez y adolescencia guatemalteca migrante no acompañada. 

Es de interés nacional el atender y proteger los derechos fundamentales de los niños, niñas y 

adolescentes guatemaltecos migrantes no acompañados que se encuentren en países extranjeros. 

Los consulados, son las autoridades responsables de ejercitar las acciones necesarias para 

atender y proteger los derechos fundamentales de los niños, niñas y adolescentes guatemaltecos 

en el extranjero. 

 
El cónsul puede solicitar el apoyo de oficiales de protección de la infancia o del representante del 

Consejo Nacional para la Atención del Migrante de Guatemala. 

Las instituciones que conforman el Consejo de Atención y Protección deberán diseñar y 

administrar las bases de datos de niñas, niños y adolescentes migrantes extranjeros o nacionales 

no acompañados, cuyos datos serán reservados y únicamente podrán utilizarse para desarrollar 

políticas migratorias protectoras de derechos. 

 

ARTICULO 175. Proceso de recepción del niño, niña o adolescente. El Consejo 

de Atención y Protección en la definición de los procedimientos respectivos, 

debe observar los siguientes lineamientos para la recepción de niños, niñas 

o adolescentes que son repatriados, retornados o deportados al país: 

 
a.) La  recepción  del  niño,  niña 

o adolescente está a cargo de la  

Subdirección  de  Atención y 

Protección de Derechos 

Fundamentales de los Migrantes del 

Instituto Guatemalteco de Migración. 

b.) En el proceso de recepción, las 

instituciones que conforman el 

Consejo de Atención y Protección 

participarán de forma gradual. 
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c.) En todo momento estará presente el representante del Procurador General de la 

Nación, para el seguimiento al proceso de reunificación familiar o la judicialización de 

los casos. 

d.) El niño, niña o adolescente es recibido e inmediatamente puesto en abrigo y cuidado 

temporal. 

e.) Un portavoz del Instituto Guatemalteco de Migración puede informar y dar detalles 

sobre el retorno de los niños, niñas o adolescentes, pero en ningún momento serán 

exhibidos ante los medios de comunicación durante la recepción. Ni podrá darse a 

conocer el nombre o identidad. 

f.) Puede ser de conocimiento de los medios de comunicación luego de un período de 

tiempo en donde se ha determinado que dicho mecanismo puede ayudar a la localización 

de los familiares. 

g.) La reunificación familiar procede luego de determinar que no existen amenazas o 

violación de los derechos humanos del niño por parte de su familia, tutor, o responsable. 

h.) El proceso de atención social debe establecer un programa de apoyo para la inserción 

social, que dé seguimiento en educación, educación técnica, inserción laboral conforme 

la legislación nacional y demás situaciones específicas. El objetivo de los programas de 

seguimiento es garantizar una reunificación familiar permanente. 

 
Con la información compartida por los cónsules o equipos psicosociales, la autoridad en Guatemala 

deberá prever la adopción de medidas particulares de protección, adecuadas a la situación de 

vulnerabilidad en que puede encontrarse la niña, niño o adolescente migrante no acompañado, 

para el efecto la autoridad promoverá programas orientados a la protección de la niñez y la familia, 

así como programas de protección social, lo cual coordinará con otras instituciones del Estado y 

sociedad civil. Mientras se culmina la investigación que permita la reunificación familiar, el niño, 

niña o adolescente, por el menor tiempo posible, podrá ser alojado en forma temporal. 

 

ARTICULO 176. Proceso judicial de 

protección. De conformidad con el interés 

superior del niño, si existe una amenaza 

o violación de derechos al niño, niña o 

adolescente que impide la reunificación 

familiar, el Procurador General de la 

Nación debe iniciar un proceso judicial 

de protección ante el sistema de justicia 

de niñez y adolescencia. 
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Capítulo II 

Procedimiento para la protección y determinación del Estatuto de 
Refugiado en el Estado de Guatemala 

 
ARTICULO 177. Autoridad competente. 

La Autoridad Migratoria Nacional será la competente de resolver todas las solicitudes de estatuto 

de refugiados. 

 
La Autoridad Migratoria Nacional creará la Comisión Nacional para Refugiados, la cual estará 

conformada por un representante técnico de los Ministerios de Relaciones Exteriores, de Trabajo 

y Previsión Social, de Gobernación y del Instituto Guatemalteco de Migración. 

 
La Comisión Nacional para Refugiados, funge como el ente asesor y sus funciones principales 

serán las de examinar la fundamentación de las solicitudes del estatuto de refugiado, emitir 

recomendaciones, opiniones y sugerencias. 

 
El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados o su representante, de acuerdo 

a su mandato y sus funciones, podrá participar como asesor en dicha Comisión. 

 

ARTICULO 178. Solicitud. La solicitud 

para obtener el estatuto de refugiado, se 

podrá formular por escrito o verbalmente 

ante el Instituto Guatemalteco de 

Migración, o en los puestos de control 

migratorio fronterizo del país, de acuerdo 

a los procedimientos establecidos en el 

reglamento del presente Código. 

 
 

 
ARTICULO 179. Solicitud especial. El extranjero que se encuentre legalmente 

en el territorio guatemalteco también podrá solicitar el reconocimiento del 

estatuto de refugiado ante el Instituto Guatemalteco de Migración, cuando 

sobrevengan causas que lo motiven en su país de origen. 

 
ARTICULO 180. Representación legal e intérprete. Se reconoce el derecho 

de las personas solicitantes de contar con la debida asistencia letrada 

y de intérprete o traductor en todas las fases del procedimiento para la 

determinación de la condición de refugiado. 
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ARTICULO 181. Confidencialidad. Se garantiza la confidencialidad de la 

solicitud, el trámite e información personal de la persona solicitante de 

reconocimiento de estatuto de refugiado, para evitar cualquier riesgo a la 

vida, integridad, libertad, o cualquier otro derecho de la persona solicitante. 

 
ARTICULO 182. Recursos. El solicitante del reconocimiento de estatuto de 

refugiado podrá interponer, dentro del plazo de diez días contados a partir del 

día siguiente al de la notificación de la resolución denegatoria, el recurso de 

reposición ante la Autoridad Migratoria Nacional, la que deberá resolver en 

un plazo no mayor de cinco días, quedando firme con esta resolución. 

 
ARTICULO 183. Denegación definitiva. Al quedar firme la resolución que 

deniega la solicitud del reconocimiento de la condición de refugiado, la oficina 

del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, podrá 

solicitar si lo considera procedente de conformidad con su mandato, un plazo 

razonable de permanencia en el territorio nacional para el solicitante, en tanto 

obtiene su admisión en otro país. 

 

El plazo de permanencia será acordado, en cada caso, por la Autoridad Migratoria Nacional y 

será comunicado a la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados 

(ACNUR) y al Instituto Guatemalteco de Migración. 

 

ARTICULO 184. Cesación del estatuto de refugiado. La Autoridad Migratoria 

Nacional declarará la cesación del estatuto de refugiado, si la persona se 

encuentra en alguna de las situaciones siguientes: 

 

a.) Si renuncia voluntariamente a su condición del estatuto de refugiado; 

b.) Si se ha acogido de nuevo, voluntariamente, a la protección del país de su nacionalidad; 

c.) Si habiendo perdido su nacionalidad, la recobra voluntariamente; 

d.) Si ha adquirido una nueva nacionalidad o un nuevo estatuto de refugiado y cuenta con la 

protección del país de su nueva nacionalidad o del nuevo estatuto de refugiado; 

e.) Si voluntariamente se ha establecido de nuevo en el país que había abandonado o fuera 

del cual había permanecido por temor de ser perseguida; y, 

f.) Si por haber desaparecido las circunstancias en virtud de las cuales fue reconocida 

como refugiada, no puede continuar negándose a acogerse a la protección del país de 

su nacionalidad. 

En el caso de la literal f. del presente artículo, la Comisión Nacional para Refugiados, previo a 
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emitir la resolución, deberá correr audiencia por diez días al interesado, a fin de que pueda ejercer 

su derecho a la defensa en la evaluación sobre la prevalencia de los motivos que ameriten el 

continuar acogiéndose a la protección internacional como refugiados. Con su contestación o sin 

ella, la Comisión resolverá sobre la procedencia o no de la cesación del estatuto de refugiado, la 

cual será considerada una resolución definitiva. El Estado tendrá la carga de la prueba para 

demostrar que existe una causal de cesación válida del estatuto de refugiado. 

 
La Autoridad Migratoria Nacional tendrá la facultad de resolver las situaciones o casos no previstos 

en el presente artículo, para la cesación del estatuto de refugiado. 

 

ARTICULO 185. Opción a la residencia. La 

persona a la que se refiere la literal d) del 

artículo 78 de este Código, puede solicitar 

la residencia permanente de conformidad 

con lo establecido para el efecto. 

 

No se pierde la condición de refugiado por la 

obtención de la residencia temporal o permanente, 

ni la protección internacional a la que la persona 

pueda estar sujeta. 

 
ARTICULO 186. Agilización del procedimiento. 

La Comisión Nacional para Refugiados atendiendo a circunstancias muy especiales, como las de 

niños, niñas, adolescentes, personas víctimas de violencia sexual, entre otras, puede tomar las 

medidas de orden administrativo tendientes a agilizar el procedimiento para la emisión de la 

resolución que otorgue el estatuto de refugiado. 

 
ARTICULO 187. Reglamentación. 

Debe emitirse el reglamento correspondiente que regulará los procedimientos sobre el estatuto 

de refugiado. 

 
 
 

Capítulo III 

Criterios generales para los procedimientos de regularización de 
personas extranjeras 

 
ARTICULO 188. Procedimiento general. 

El proceso de regularización dará inicio con la presentación de la solicitud ante el Instituto Guatemalteco 

de Migración, con excepción de lo dispuesto en los artículos 181 y 182 del presente Código, cumpliendo 
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con los requisitos y adjuntando los documentos que se establezcan en cada caso. 

 
ARTICULO 189. Plazos. El procedimiento de 

regularización debe contemplar una duración 

máxima de noventa días a partir de la presentación 

de la solicitud. 

Si existieren previos, el Instituto Guatemalteco de 

Migración fijará un plazo de treinta días para la 

subsanación de los mismos en cualquier momento 

dentro de los noventa días ordinarios. La 

subsanación puede ser prorrogada por treinta días. 

 

 
ARTICULO 190. Recursos. Contra las resoluciones emitidas en esta materia, 

el solicitante podrá interponer el recurso de reposición indicado en el artículo 

182 del presente Código. 

 

ARTICULO 191. Reglamentación. 

Cuando se emita el plan de regularización conforme lo dispuesto en este Código, se deberá emitir 

un reglamento específico que estará en concordancia con las disposiciones especiales que rigen 

para el caso concreto por el cual se ha emitido dicho plan. 

 
 
 

Capítulo IV 

Faltas y sanciones del migrante 

 
 

ARTICULO 192. Potestad sancionatoria. El Instituto Guatemalteco de 

Migración, tiene potestad para imponer sanciones conforme lo regulado en 

el presente capítulo y en el ámbito exclusivo de su competencia. 

 

 
ARTICULO 193. Faltas. Se consideran faltas administrativas que pueden ser 

cometidas por las personas extranjeras: 

 
a.) No presentar ante la autoridad guatemalteca su documento de identidad internacional 

de viaje. Debe observarse el principio de no sanción a los solicitantes del reconocimiento 

del estatuto de refugiado o asilado político por no portar documento de identidad personal. 
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b.) Permanecer en el país por más tiempo del que le ha sido autorizado sin tener 

pendiente resolución de ampliación. 

c.) No informar de los cambios de dirección de residencia o de domicilio cuando sea el 

caso. 

d.) En los casos de residente temporal no presentar la certificación de solvencia tributaria 

al Instituto Guatemalteco de Migración. 

e.) Ser sorprendido realizando actividades comerciales sin estar autorizado para el efecto 

conforme la legislación nacional. 

f.) Ingresar al país por puestos o lugares no autorizados o no tener prueba de que ingresó 

regularmente. 

 

 
ARTICULO 194. Sanciones. A las faltas reguladas les son aplicables las siguientes 

sanciones pecuniarias: 

 
1. Por no presentar su documento de identidad internacional y de viaje, multa de doscientos 

Quetzales. 

2. Por permanecer más tiempo del que les ha sido autorizado, sin tener pendiente gestión 

de ampliación, multa de quince Quetzales por día de exceso de permanencia. 

3. En los casos de no presentar la certificación de solvencia tributaria, multa de dos mil 

Quetzales. 

4. El ser sorprendido en actividades comerciales sin estar autorizado, multa de cinco mil 

Quetzales y orden de cesación de actividades. 

 
Todas las multas pueden ser canceladas en Dólares de los Estados Unidos de América, utilizando 

el cambio de referencia vigente al día de pago calculado por el Banco de Guatemala. 

 

ARTICULO 195. Sanción de abandono inmediato del país. En los casos de 

incumplimiento de las obligaciones de personas extranjeras determinados en 

el presente Código, se puede imponer, además de las sanciones pecuniarias 

la orden de abandono del país en un plazo no mayor de diez días. 

 
Esta sanción de tipo administrativa es impuesta por el Instituto Guatemalteco 

de Migración, mediante su órgano competente. 
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ARTICULO 196. Recursos. 

Las personas sancionadas tienen derecho a recurrir la decisión mediante el recurso de reposición 

indicado en el artículo 182 del presente Código. 

 
ARTICULO 197. Procedimiento independiente. 

Las sanciones administrativas son distintas a las sanciones administrativas que impongan la 

Superintendencia de Administración Tributaria. 

 
La sanción administrativa es distinta a la sanción penal, la cual será aplicable en los casos de 

comisión de delitos y como resultado del proceso penal establecido en la legislación del país por 

las autoridades correspondientes. 

 
 

Capítulo V 

Procedimiento para la atención de familias de personas reportadas 
como desaparecidas a causa de la migración 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
ARTICULO 198. Reporte de desaparición. Los familiares o cualquier persona 

que no tenga conocimiento sobre el paradero o destino de una persona, de 

la cual se conoce que migró hacia otro país de forma regular o irregular, tiene 

derecho a reportar a esta persona como desaparecida. 

 
ARTICULO 199. Atención institucional. El reporte de desaparición se realizará 

ante el Instituto Guatemalteco de Migración quien lo hará de conocimiento 

del Consejo de Atención y Protección, para que se realicen las gestiones 

correspondientes conforme el procedimiento determinado para el efecto por 

el mismo Consejo. 
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ARTICULO 200. Mecanismo de búsqueda. El Consejo de Atención y Protección 

debe establecer un procedimiento que facilite el contacto e intercambio de 

información con las autoridades de los países en donde se presume la 

persona pudo encontrarse en razón de tránsito o bien de destino. 

 
Este procedimiento debe establecerse para obtener información sobre personas 

fallecidas inhumadas como no identificadas en esos países, personas privadas 

de libertad y personas que puedan encontrarse en centros de salud, hospitalarios, 

forenses o en lugares que el Estado de tránsito o recepción disponga para el cuido y 

abrigo de personas migrantes. Esta función será coordinada a través de las misiones 

consulares de Guatemala. 

 
La misión consular de Guatemala deberá solicitar apoyo a las autoridades locales 

del país en donde se reportó la desaparición de un connacional para que se inicien 

los mecanismos de búsqueda que traten de dar con el paradero del guatemalteco 

presuntamente desaparecido. Asimismo, deberá solicitar información de los lugares 

donde se tenga conocimiento que operan estructuras criminales dedicadas a la 

explotación sexual y trata de personas para que se investigue la posibilidad de que se 

encuentren guatemaltecos siendo víctimas de dichos delitos o de algún otro conexo. 

 

 
ARTICULO 201. Facilitación de traslados. 

En caso de ser necesario por haberse 

encontrado a la persona reportada como 

desaparecida, el Consejo de Atención y 

Protección puede apoyar a un familiar 

consanguíneo de preferencia la mamá, 

papá o hermanos, para que visite el país 

en donde se encuentre la persona 

reportada como desaparecida. 

 

En estos casos se debe disponer de los apoyos logísticos, legales y de trabajo social necesarios 

para la situación que deba enfrentar el familiar en coordinación con otras dependencias. 

 

ARTICULO 202. Repatriación de cadáveres. Corresponde al Ministerio de 

Relaciones Exteriores garantizar la repatriación digna de personas que, habiendo 

sido reportadas como desaparecidas o no localizadas, fueran encontradas 

fallecidas en el territorio de otro Estado. 
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ARTICULO 203. Migrantes extranjeros desaparecidos de forma presunta en el 

territorio guatemalteco. El Consejo de Atención y Protección coordinará con el 

Ministerio Público, la Policía Nacional Civil, el Sistema Penitenciario, el Instituto 

Nacional de Ciencias Forenses y el Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, 

en lo que corresponde a hospitales públicos y la administración de cementerios, 

para que a través de sus funciones dispongan de mecanismos que permitan la 

búsqueda, identificación y localización de personas extranjeras reportadas como 

desaparecidas en el territorio nacional. 

 

Entre estas instituciones debe existir una base de datos que permita el intercambio 

de información en tiempo real y bajo estándares internacionales adecuados a la 

identificación de personas reportadas como desaparecidas. 

En el caso de personas fallecidas no identificadas, el Instituto Nacional de Ciencias 

Forenses y el Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, deben coordinar la 

adecuación de registros unificados que permitan tener la información exacta del 

lugar donde las personas han sido inhumadas en los distintos cementerios, así como 

la información ante mortem y post mortem que se haya obtenido del proceso forense 

correspondiente. 

 
ARTICULO 204. Prohibición de cremación. Las autoridades tienen prohibido 

autorizar la cremación de los cuerpos de las personas migrantes extranjeras para su 

repatriación al país de origen. 

 

Las autoridades guatemaltecas tienen prohibido autorizar la cremación de los 

cuerpos de los guatemaltecos fallecidos en el exterior previo a su repatriación al país. 

 
ARTICULO 205. Amparo y exhibición personal. Cualquier persona, guatemalteca 

o no, puede presentar amparo o solicitar exhibición personal a favor de personas 

migrantes extranjeras para que se les restituya su derecho o cese una violación en 

su contra, para que sean exhibidas por las autoridades en caso de encontrarse en 

sus instalaciones o bajo su guarda, abrigo, cuido o custodia. 

 
ARTICULO 206. Facilitación de mecanismos de búsqueda. El Consejo de Atención y 

Protección podrá promover ante las diversas autoridades del Estado el libre acceso a 

las dependencias del Estado de los familiares de las personas migrantes extranjeras 

reportadas como desaparecidas en el territorio nacional. 

 

Asimismo, el acceso a las fuentes de información y a ser tratados conforme su 

situación. 
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ARTICULO 207. Búsqueda de niños, niñas y adolescentes migrantes no 

acompañados reportados como desaparecidos. El Consejo de Atención y 

Protección apoyará al Procurador General de la Nación, para la búsqueda, 

localización y resguardo nacional e internacional de las niñas, niños y adolescentes 

migrantes no acompañados y separados de su familia que se encuentren 

desaparecidos. Se aplicará  la Ley del Sistema de Alerta Alba-Keneth en cuanto 

corresponde. 

 
Título III 

Medios de transporte 

Capítulo I 

Criterios y regulación general 

 
ARTICULO 208. Supervisión. 

Al ingreso y egreso, todo medio de transporte, aéreo, marítimo o terrestre internacional estará 

sujeto a las supervisiones de control migratorio sobre sus pasajeros, sus tripulantes o su personal. 

El Instituto Guatemalteco de Migración determina en qué lugares se realiza la supervisión. El 

ingreso de pasajeros, tripulantes o personal está supeditado al cumplimiento de la documentación 

prevista en la legislación nacional. 

 

ARTICULO 209. Asistencia y protección. Los empleados del Instituto 

Guatemalteco de Migración, determinarán la existencia de brindar asistencia 

y protección a personas que requieran atención médica o cualquier otro 

servicio de urgencia en los procedimientos de supervisión. 

 

ARTICULO 210. Colaboración privada. 

Las entidades privadas o de transporte privado, ya sea marítimo, aéreo o terrestre deben colaborar 

en el control del cumplimiento de los documentos de los pasajeros y su personal. Para el efecto 

se emitirán las disposiciones correspondientes. 

 
ARTICULO 211. Prohibición. 

No pueden abandonar el país las aeronaves, embarcaciones y vehículos terrestres sin que sus 

pasajeros, tripulantes y personal realicen el procedimiento de control migratorio. 

 
Por el incumplimiento de esta normativa, se sancionará al infractor con una multa equivalente a 

diez mil Dólares de los Estados Unidos de América (US$10,000.00). 

ARTICULO 212. Responsabilidad solidaria. 

El propietario, capitán, comandante, encargado o responsable de todo medio de transporte 
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internacional, y las compañías, empresas o agencias propietarias, representantes, explotadoras o 

consignatarias de medios de transporte internacional, son responsables solidarios por el traslado, 

el cuidado y la custodia de pasajeros, los tripulantes y el personal, hasta que sean admitidos 

en el país, en las condiciones determinadas por el presente Código, sus reglamentos y demás 

disposiciones migratorias. 

 
ARTICULO 213. Obligación. 

Además del traslado correspondiente, las compañías, empresas o agencias propietarias, 

representantes, explotadoras o consignatarias de medios de transporte internacional, 

indistintamente, deben sufragar toda obligación pecuniaria originada en razón del rechazo 

ordenado por autoridad competente, de los pasajeros o los tripulantes que no cumplan con los 

requisitos de ingreso y permanencia establecidos en el presente Código y sus reglamentos. 

Incluso de los gastos que deben cubrirse cuando estas personas extranjeras deben permanecer 

en el país, el tiempo estrictamente necesario para ejecutar el rechazo. 

 
El incumplimiento de esta disposición será sancionado con multa equivalente a diez mil Dólares 

de los Estados Unidos de América (US$10,000.00). 

 
ARTICULO 214. Puesto migratorio. 

Dentro de las instalaciones fronterizas, portuarias y aeroportuarias existirán puestos migratorios, 

por vía de los cuales se realizará la supervisión migratoria. 

 
ARTICULO 215. Trabajadores de los medios de transporte. 

El Instituto Guatemalteco de Migración, regulará las obligaciones y demás disposiciones que 

deben cumplirse para la documentación y supervisión migratoria de los trabajadores de medios 

de transporte internacional. 

 
 
 

Capítulo II 

Autorizaciones 

 
ARTICULO 216. Listados. 

La capitanía del puerto, la Dirección General de Aeronáutica Civil y la Dirección General de 

Transportes, no podrán autorizar el ingreso y egreso de buques, embarcaciones, aeronaves 

y vehículos terrestres al territorio nacional si no cumplen con las disposiciones de entrega de 

listados de pasajeros, personal y tripulantes. 

 
ARTICULO 217. Pasajeros en tránsito. 

Los pasajeros en tránsito son considerados turistas o viajeros. 
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Libro III 

Disposiciones finales, transitorias y derogatorias 

Título I 

Disposiciones Finales y Transitorias 

Capítulo I 

Disposiciones finales 

 
ARTICULO 218. Trabajadores guatemaltecos migrantes y reclutadores. Los trabajadores 

guatemaltecos migrantes pueden acceder a programas de trabajadores temporales en el 

extranjero, de forma individual o por vía de entidades lícitas de reclutamiento de personas, 

previamente autorizadas y debidamente registradas por el Ministerio de Trabajo y Previsión Social 

de Guatemala con la colaboración del Ministerio de Relaciones Exteriores. 

Para el efecto, además de lo dispuesto en el artículo 34 del Código de Trabajo, las empresas 

y personas reclutadoras deben especificar, en los formularios respectivos aprobados por el 

Ministerio de Trabajo y Previsión Social, las entidades públicas o privadas que requieren los 

servicios en el extranjero, así como la clase, categoría y tipo de trabajo que desarrollarán. 

 
ARTICULO 219. Auxilio y asistencia de trabajadores migrantes guatemaltecos. 

El Ministerio de Trabajo y Previsión Social debe crear el sistema de coordinación con el Ministerio 

de Relaciones Exteriores, para el auxilio y asistencia de trabajadores migrantes guatemaltecos 

en el extranjero. 

El Ministerio de Relaciones Exteriores, deberá promover relaciones diplomáticas con el país de 

acogida para que se permita la verificación del respeto a los derechos laborales y a lo establecido 

en los contratos específicos. 

 
 
 

Capítulo II 

Transición y derechos laborales 

 
ARTICULO 220. No afectación de derechos laborales. 

El proceso de transición de la Dirección General de Migración dentro del Ministerio de Gobernación, 

al Instituto Guatemalteco de Migración como dependencia descentralizada con competencia 

exclusiva, no afecta los contratos de trabajo existentes en perjuicio de los trabajadores. 

 
El Ministerio de Trabajo y Previsión Social por medio de la dependencia correspondiente tiene a 

su cargo la supervisión de que no se tergiverse, disminuya o contraríe los derechos de los 

trabajadores en el proceso de transición. 
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ARTICULO 221. Sindicatos. 

Los sindicatos de la Dirección General de Migración no serán menoscabados en sus capacidades 

como persona jurídica, durante el proceso de transición al Instituto Guatemalteco de Migración. 

 
ARTICULO 222. Pacto colectivo. 

El Pacto Colectivo de Trabajo celebrado entre el Sindicato de Trabajadores de la Dirección General 

de Migración y la Dirección General de Migración, permanece vigente ante la conformación del 

Instituto Guatemalteco de Migración. 

 
ARTICULO 223. Incorporación a carrera. 

Todos los empleados públicos de la Dirección General de Migración deben ingresar al sistema de 

carrera profesional desde el proceso de transición y con miras a consolidar la gestión administrativa 

de las funciones del Instituto Guatemalteco de Migración. 

 
Los procesos laborales que estén en proceso ante la autoridad judicial, entre la Dirección General 

de Migración y algún funcionario o empleado público, deberán continuar su proceso. 

 
ARTICULO 224. Plena vigencia de derechos. 

Los derechos a licencias, vacaciones, descansos pre y post natal, jornadas de trabajo, 

remuneraciones y demás derechos de trabajo permanecen vigentes y deben seguir su curso 

normal. 

 
ARTICULO 225. Clases pasivas. 

Los trabajadores del Instituto Guatemalteco de Migración pueden seguir aportando al régimen de 

pensiones civiles del Estado, cumpliendo con el procedimiento de incorporación voluntaria 

establecida en la ley específica. 

 
 
 

Capítulo III 

Disposiciones transitorias 

 
ARTICULO 226. Del inicio de las actividades. 

El Instituto Guatemalteco de Migración, que se crea a través del presente Código, iniciará 

funciones al momento en que el Presidente de la República nombre al Director General, conforme 

las disposiciones del presente Código. 

 
En el inicio de funciones, todas las competencias, derechos, atribuciones, funciones, 

representaciones y delegaciones, que estén reguladas en leyes, reglamentos y demás instrumentos 

normativos a favor o a cargo de la Dirección General de Migración, pasan a ser ejercidas por 

el Instituto Guatemalteco de Migración. De igual forma todos los derechos y obligaciones, que 
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consten en convenios, contratos u otros instrumentos jurídicos, nacionales o internacionales. 

 
Los bienes muebles e inmuebles, equipamiento, mobiliario y demás activos y pasivos de la 

Dirección General de Migración pasan a formar parte del patrimonio institucional del Instituto 

Guatemalteco de Migración. 

 
ARTICULO 227. De la conformación de la Autoridad Migratoria Nacional y el nombramiento del 

Director del Instituto Guatemalteco de Migración. 

La Autoridad Migratoria Nacional se deberá conformar sesenta días después de la entrada en 

vigencia del presente Código, para iniciar con la emisión de reglamentación y el plan de transición, 

los cuales deberán ser emitidos en un plazo de seis a doce meses. 

 
El Presidente de la República deberá nombrar al Director del Instituto Guatemalteco de Migración, 

una vez apruebe el plan de transición presentado por la Autoridad Migratoria Nacional. 

La persona que ocupa el puesto de Director General de Migración se mantendrá en el cargo hasta 

que sea presentado y aprobado el plan de transición. 

 
ARTICULO 228. Gradualidad de la transición. 

Aprobado el plan de transición presentado por la Autoridad Migratoria Nacional al Presidente 

de la República, este nombrará al Director del Instituto Guatemalteco de Migración para que, en 

conjunto con la Autoridad Migratoria Nacional, un representante del Ministerio de Gobernación y 

un viceministro del Ministerio de Finanzas Públicas, inicien con la ejecución de este plan, en un 

período máximo de dos años. 

 
Durante este proceso el Ministerio de Gobernación irá abandonando las funciones que desarrollaba 

hasta dejar al Instituto Guatemalteco de Migración como la dependencia descentralizada con 

competencia exclusiva. 

 
ARTICULO 229. Acompañamiento de la Contraloría General de Cuentas. 

En el marco de sus funciones la Contraloría General de Cuentas deberá acompañar el proceso de 

transición para garantizar la efectividad en traslado y manejo de los fondos públicos administrados 

por la cesada dirección. 

 
ARTICULO 230. Archivos. 

Todos los archivos deberán ser transferidos de forma técnica y conforme las reglas de archivística 

que para el efecto pueda disponer el Archivo General de Centro América. 

 
Previo a la transferencia deben emitirse las normas de valoración de archivos, las cuales permitan: 

a) Definir qué documentos deben ser transferidos al Archivo General de Centro América por su 

valor histórico o patrimonial. 

b) Definir qué documentos deben ser conservados dentro del Departamento de Estadística y 
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Archivo por su valor administrativo y de información de las personas. 

c) Definir qué documentos deben ser enviados a las bibliotecas nacionales, del Ministerio de 

Educación o de la Universidad de San Carlos de Guatemala por su contenido académico. 

d) Definir el procedimiento de conservación, tratamiento y resguardo de la información que 

permanecerá en el archivo correspondiente de migración. 

e) Establecer la secuencia de revisión de documentos, la emisión de valoraciones y la digitalización 

de los mismos. 

f) Definir qué material será desechable mediante reciclaje. 

 
Asimismo, se debe determinar todos los aspectos técnicos que sean necesarios para el correcto 

manejo de la información y su posterior puesta a disposición pública de acuerdo con la Ley de 

Acceso a la Información Pública. 

 
ARTICULO 231. Presupuesto. 

El Ministerio de Gobernación debe trasladar los fondos que le fueron asignados para la Dirección 

General de Migración al Instituto Guatemalteco de Migración. Asimismo, en el Presupuesto 

General de Ingresos y Egresos del Estado, se debe dar una asignación inicial para dar cobertura 

a los gastos iniciales de instalación, organización y operaciones. 

 
En el mismo Presupuesto General de Ingresos y Egresos del Estado, se deben crear partidas 

presupuestarias específicas a las Instituciones del Estado que prestan servicios de protección 

a las personas migrantes guatemaltecas retornadas o personas extranjeras que necesitan 

protección especializada de acuerdo a la vulneración de sus derechos. 

 
ARTICULO 232. Transferencia de bienes. 

Se transfieren al Instituto Guatemalteco de Migración todos los bienes físicos, muebles e 

inmuebles de la Dirección General de Migración que sean necesarios para su funcionamiento. 

Dicha transferencia se hará de conformidad con lo que establece la Ley de Contrataciones 

del Estado y demás disposiciones aplicables. Debe contarse con la anuencia del Ministerio de 

Finanzas Públicas. 

 
ARTICULO 233. Puestos migratorios. 

Los puestos migratorios debidamente establecidos en el momento de la entrada en vigencia 

del presente Código, se mantendrán funcionando de forma normal conforme sus funciones 

establecidas. 

 
ARTICULO 234. Plan único de regularización. 

Ciento ochenta días luego de la entrada en vigencia de este Código, se otorga un plazo de ciento 

ochenta días para las personas migrantes extranjeras que se encuentren en situación irregular 

para que soliciten su regularización migratoria. 
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ARTICULO 235. Regularización de residentes. 

Los documentos que acreditan a las personas con estatus de residente temporal o permanente 

permanecen vigentes. El Director General del Instituto debe emitir la convocatoria para el inicio 

del cambio de nominación del estatus o bien para la actualización conforme las regulaciones de 

este Código. 

 
ARTICULO 236. Vigencias de solicitudes, procedimientos y trámites. Todas las solicitudes, 

procedimientos y trámites existentes antes de la entrada en vigencia del presente Código, serán 

resueltos conforme el Decreto Número 95-98 del Congreso de la República. 

 
ARTICULO 237. Fortalecimiento de la red de protección consular. Para el fortalecimiento de la red 

de protección consular y atención al guatemalteco en el extranjero, el Ministerio de Relaciones 

Exteriores deberá incrementar las sedes consulares, en un plazo no mayor de cinco años, en 

aquellas ciudades del extranjero en donde residan una cantidad considerable de migrantes 

guatemaltecos. 

Para cumplir con lo establecido en el presente artículo, el Ministerio de Finanzas Públicas, creará 

las partidas presupuestarias necesarias dentro del Presupuesto de Ingresos y Egresos del Estado, 

anualmente, para la asignación de los fondos necesarios. 

 
ARTICULO 238. Reglamento. 

El reglamento general y los demás reglamentos que se disponen en el presente Código, serán 

aprobados durante el primer año luego de la conformación de la Autoridad Migratoria Nacional. 

 

 
Capítulo IV 

Reformas y derogación a la Legislación Nacional 

 
ARTICULO 239. 

Se reforma el primer párrafo y se derogan las literales j) y k) del artículo 36 de la Ley del Organismo 

Ejecutivo, Decreto Número 114-97 del Congreso de la República, el cual queda así: 

“Artículo 36. Ministerio de Gobernación. Al Ministerio de Gobernación le corresponde formular las 

políticas, cumplir y hacer cumplir el régimen jurídico relativo al mantenimiento de la paz y el orden 

público, la seguridad de las personas y de sus bienes, la garantía de sus derechos, la ejecución de 

las órdenes y resoluciones judiciales y refrendar los nombramientos de los Ministros de Estado, 

incluyendo el de quien lo suceda en el cargo; para ello tiene a su cargo las siguientes funciones:” 

 
ARTICULO 240. 

Se reforma el artículo 8 del Decreto Número 46-2007 del Congreso de la República, Ley del 

Consejo Nacional de Atención al Migrante de Guatemala, adicionando la literal g) con el texto 

siguiente: “g) Un representante delegado por el Director General del Instituto Guatemalteco de 

Migración.” 
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ARTICULO 241. 

Se deroga, del Decreto Número 95-98 del Congreso de la República, Ley de Migración, lo 

siguiente: 

a) El Título I, el Capítulo Único y los artículos 1 y 2. 

b) El Título II, los Capítulos I y II y los artículos del 3 al 11. 

c) El Título III, los Capítulos I, II, III, IV las Secciones Primera y Segunda y el Capítulo V y los 

artículos del 12 al 45. 

d) El Título IV, el Capítulo Único y los artículos del 46 al 48. 

e) El Título V, los Capítulos I y II Secciones de la Primera a la Cuarta y los artículos del 49 al 69. 

f) El Título VI, los Capítulos del I al III y los artículos del 70 al 86. 

g) El Título VII, los Capítulos del I al III y los artículos del 87 al 96. 

h) El Título VIII, el Capítulo Único y los artículos 97 y 98. 

i) El Título IX los artículos del 99 al 102. 

j) Del Título X el Capítulo II y los artículos del 109 al 115. 

k) El Título XI y el artículo 116. 

l) El Título XII los artículos del 117 al 120. 

 
ARTICULO 242. 

Se deroga el Acuerdo Gubernativo 383-2001, Reglamento para la Protección y Determinación 

del Estatuto de Refugiado en el territorio del Estado de Guatemala. 

 
ARTICULO 243. 

Quedan derogadas todas las disposiciones legales y reglamentarias que en la legislación nacional 

se refieran a las materias que norma este Código. Asimismo, las disposiciones contenidas en 

otros cuerpos normativos que le atribuyan funciones o deberes a la Dirección General de 

Migración, se entenderán que serán realizadas por el Instituto Guatemalteco de Migración. 

 
ARTICULO 244. 

Los epígrafes de los artículos del presente Código no tienen valor interpretativo. 

 
ARTICULO 245. Vigencia especial. 

Lo normado en el numeral 2 del artículo 61, y el último párrafo del artículo 

91 del presente Código, en tanto se completa la transición al Instituto Guatemalteco de Migración, 

serán funciones a cargo de la Dirección General de Migración, cuya vigencia empieza el mismo 

día de su publicación en el Diario Oficial. 

 
ARTICULO 246. Vigencia. 

El presente Decreto fue aprobado con el voto favorable de más de las dos terceras partes 

del número total de diputados que integran el Congreso de la República y entrará en vigencia 
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sesenta días después de su publicación en el Diario Oficial a excepción de este artículo el cual 

entra en vigencia el mi mismo día de la publicación. 

 
REMÍTASE AL ORGANISMO EJECUTIVO PARA SU SANCIÓN, PROMULGACIÓN Y 

PUBLICACIÓN. 

EMITIDO EN EL PALACIO DEL ORGANISMO LEGISLATIVO, EN LA CIUDAD DE GUATEMALA, 

EL VEINTE DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL DIECISÉIS. 

 
MARIO TARACENA DÍAZ-SOL PRESIDENTE 

LUIS ALBERTO CONTRERAS COLÍNDRES SECRETARIO 

OSCAR STUARDO CHINCHILLA GUZMÁN SECRETARIO 

PALACIO NACIONAL: Guatemala, doce de octubre del año dos mil dieciséis. 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE MORALES CABRERA 

LIC. FRANCISCO MANUEL RIVAS LARA MINISTRO DE GOBERNACIÓN 

CARLOS ADOLFO MARTÍNEZ GULARTE SECRETARIO GENERAL 

DE LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA 



 

 



 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Convención sobre 

los derechos del niño 
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Convención sobre los Derechos del Niño 

Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General en su 

resolución 44/25, de 20 de noviembre de 1989 

 
Entrada en vigor: 2 de septiembre de 1990, de conformidad con elartículo 49 

 
 

Preámbulo 

 
Los Estados Partes en la presente Convención, 

Considerando que, de conformidad con los principios proclamados en la Carta 

de las Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundose basan 

en el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechosiguales e 

inalienables de todos los miembros de la familia humana, 

 

Teniendo presente que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe en 

los derechos fundamentales del hombre y en la dignidad y el valor de la persona humana, y que 

han decidido promover elprogreso social y elevar el nivel de vida dentro de un concepto más 

amplio de la libertad, 

 
Reconociendo que las Naciones Unidas han proclamado y acordado en laDeclaración Universal 

de Derechos Humanos y en los pactos internacionales de derechos humanos, que toda persona 

tiene todos los derechos y libertades enunciados en ellos, sin distinción alguna, por motivos 

de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, 

posición económica, nacimiento o cualquier otra condición, 

 

Recordando que en la Declaración Universal de Derechos Humanos las 

Naciones Unidas proclamaron que la infancia tiene derecho a cuidados y 

asistencia especiales, 

 
Convencidos de que la familia, como grupo fundamental de la sociedad y 

medio natural para el crecimiento y el bienestar de todos sus miembros, yen 

particular de los niños, debe recibir la protección y asistencia necesarias para 

poder asumir plenamente sus responsabilidades dentro de la comunidad, 

 
Reconociendo que el niño, para el pleno y armonioso desarrollo de su 

personalidad, debe crecer en el seno de la familia, en un ambiente defelicidad, 

amor y comprensión, 
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Considerando que el niño debe estar plenamente preparado para una vida independiente 

en sociedad y ser educado en el espíritu de los ideales proclamados en la Carta de las Naciones 

Unidas y, en particular, en unespíritu de paz, dignidad, tolerancia, libertad, igualdad y solidaridad, 

 
Teniendo presente que la necesidad de proporcionar al niño una protección especial ha sido 

enunciada en la Declaración de Ginebra de 1924 sobre los Derechos del Niño y en la Declaración 

de los Derechos del Niño adoptada por la Asamblea General el 20 de noviembre de 1959, 

y reconocida en la Declaración Universal de Derechos Humanos, en el PactoInternacional de 

Derechos Civiles y Políticos (en particular, en los artículos 23 y 24), en el Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en particular, en el artículo 10) y en los estatutos e 

instrumentos pertinentes de los organismos especializados y de las organizaciones internacionales 

que se interesan en el bienestar del niño, 

 
Teniendo presente que, como se indica en la Declaración de los Derechosdel Niño, “el niño, por 

su falta de madurez física y mental, necesita protección y cuidado especiales, incluso la debida 

protección legal, tanto antes como después del nacimiento”, 

 
Recordando lo dispuesto en la Declaración sobre los principios sociales y jurídicos relativos a la 

protección y el bienestar de los niños, con particular referencia a la adopción y la colocación en 

hogares de guarda, en los planos nacional e internacional; las Reglas mínimas de las Naciones 

Unidas para la administración de la justicia de menores (Reglas de Beijing); y la Declaración sobre 

la protección de la mujer y el niño en estados de emergencia o de conflicto armado, 

 
Reconociendo que en todos los países del mundo hay niños que viven en condiciones 

excepcionalmente difíciles y que esos niños necesitan especialconsideración, 

 
Teniendo debidamente en cuenta la importancia de las tradiciones y losvalores culturales de cada 

pueblo para la protección y el desarrollo armonioso del niño, 

 
Reconociendo la importancia de la cooperación internacional para el mejoramiento de las 

condiciones de vida de los niños en todos los países,en particular en los países en desarrollo, 

 
Han convenido en lo siguiente: 

 
 

 

PARTE I 

 
Artículo 1 

Para los efectos de la presente Convención, se entiende por niño todo ser humano menor 

de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, 
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haya alcanzado antes la mayoría de edad. 

 
Artículo 2 

1. Los Estados Partes respetarán los derechos 

enunciados en la presente Convención y asegurarán 

su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin 

distinción alguna, independientemente de la raza, 

el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión 

política o de otra índole, elorigen nacional, étnico o 

social, la posición económica, los impedimentos 

físicos, el nacimiento o cualquier otra condición del 

niño, de sus padres ode sus representantes legales. 

2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas 

apropiadas para garantizar que el niño se vea 

protegido contra toda forma de discriminación o 

castigo por causa de la condición, las actividades, 

las opiniones expresadas o las creencias de sus 

padres, o sus tutores o desus familiares. 

 
Artículo 3 

1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o 

privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos 

legislativos, una consideraciónprimordial a que se atenderá será el interés superior del 

niño. 

2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que 

sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de 

sus padres, tutores u otras personas responsablesde él ante la ley y, con ese fin, 

tomarán todas las medidas legislativas y administrativas adecuadas. 

3. Los Estados Partes se asegurarán de que las instituciones, servicios y establecimientos 

encargados del cuidado o la protección de los niños cumplan las normas establecidas 

por las autoridades competentes, especialmente en materia de seguridad, sanidad, 

número y competenciade su personal, así como en relación con la existencia de una 

supervisiónadecuada. 

 
Artículo 4 

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole 
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para dar efectividad a los derechos reconocidos en la presente Convención. En lo que respecta 

a los derechoseconómicos, sociales y culturales, los Estados Partes adoptarán esas medidas 

hasta el máximo de los recursos de que dispongan y, cuando seanecesario, dentro del marco de 

la cooperación internacional. 

 
Artículo 5 

Los Estados Partes respetarán las responsabilidades, los derechos y los deberes de los padres 

o, en su caso, de los miembros de la familia ampliada o de la comunidad, según establezca la 

costumbre local, de los tutores u otras personas encargadas legalmente del niño de impartirle, en 

consonancia con la evolución de sus facultades, dirección y orientación apropiadas para que el 

niño ejerza los derechos reconocidos en la presente Convención. 

 
Artículo 6 

1. Los Estados Partes reconocen que todo niño tiene el derecho intrínsecoa la vida. 

2. Los Estados Partes garantizarán en la máxima medida posible lasupervivencia y el 

desarrollo del niño. 

 
Artículo 7 

1. El niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y tendrá derecho desde 

que nace a un nombre, a adquirir una nacionalidad y, en la medida de lo posible, a conocer 

a sus padres y a ser cuidado por ellos. 

 
2. Los Estados Partes velarán por la aplicación de estos derechos de conformidad con su legislación 

nacional y las obligaciones que hayan contraído en virtud de los instrumentos internacionales 

pertinentes en esta esfera, sobre todo cuando el niño resultara de otro modo apátrida. 

 
Artículo 8 

Los Estados Partes se comprometen a respetar el derecho 

del niño a preservar su identidad, incluidos la nacionalidad, 

el nombre y las relaciones familiares de conformidad con la 

ley sin injerencias ilícitas. 

 

Cuando un niño sea privado ilegalmente de algunos de los 

elementos de su identidad o de todos ellos, los Estados 

Partes deberán prestar la asistencia y protección apropiadas 

con miras a restablecer rápidamentesu identidad. 

 

Artículo 9 

1. Los Estados Partes velarán por que el niño no sea separado de sus padres contra 

la voluntad de éstos, excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las autoridades 
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competentes determinen, de conformidad con la ley y los procedimientos aplicables, que 

tal separación es necesaria en el interés superior del niño. Tal determinación puede ser 

necesaria en casos particulares, por ejemplo, en los casos en que el niño sea objeto de 

maltrato o descuido por parte de sus padres o cuando éstos viven separados y debe adoptarse 

una decisión acerca del lugar de residencia del niño. 

 
2. En cualquier procedimiento entablado de conformidad con el párrafo 1 del presente 

artículo, se ofrecerá a todas las partes interesadas la oportunidad de participar en él y de 

dar a conocer sus opiniones. 

 
3. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño que esté separado de uno o de ambos 

padres a mantener relaciones personales y contacto directo con ambos padres de modo 

regular, salvo si ello es contrario al interés superior del niño. 

 

4. Cuando esa separación sea resultado de una medida adoptada por un Estado Parte, como 

la detención, el encarcelamiento, el exilio, la deportación o la muerte (incluido el fallecimiento 

debido a cualquier causa mientras la persona esté bajo la custodia del Estado) de uno de 

los padres del niño, o de ambos, o del niño, el Estado Parte proporcionará, cuando 

se le pida, a los padres, al niño o, si procede, a otro familiar, información básica 

acerca del paradero del familiar o familiares ausentes, a no ser que ello resultase 

perjudicial para el bienestar del niño. Los Estados Partes se cerciorarán, además, de 

que la presentación de tal petición no entrañe por sí misma consecuencias desfavorables 

para la persona o personas interesadas. 

 

 
Artículo 10 

1. De conformidad con la obligación que incumbe a los Estados Partes a tenor de lo 

dispuesto en el párrafo 1 del artículo 9, toda solicitud hecha por un niño o por sus padres 

para entrar en un Estado Parte o para salir de él a los efectos de la reunión de la familia será 

atendida por los Estados Partes de manera positiva, humanitaria y expeditiva. Los Estados 

Partes garantizarán, además, que la presentación de tal petición no traerá consecuencias 

desfavorables para los peticionarios ni para sus familiares. 

 
2. El niño cuyos padres residan en Estados diferentes tendrá derecho a mantener 

periódicamente, salvo en circunstancias excepcionales, relaciones personales y contactos 

directos con ambos padres. Con tal fin, y de conformidad con la obligación asumida por 

los Estados Partes en virtud del párrafo 1 del artículo 9, los Estados Partes respetarán el 

derecho del niño y de sus padres a salir de cualquier país, incluido el propio, y de entrar en su 

propio país. El derecho de salir de cualquier país estará sujeto solamente a las restricciones 

estipuladas por ley y que sean necesarias para proteger la seguridad nacional, el orden 

público, la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de otras personas y que 

estén en consonancia con los demás derechos reconocidos por la presente Convención. 



98 Compendio de Leyes en materia de niñez y adolescencia en contexto migratorio  

Convención sobre los derechos del niño 
 
 

 

Artículo 11 

1. Los Estados Partes adoptarán medidas para 

luchar contra los traslados ilícitos de niños al 

extranjero y la retención ilícita de niños en el 

extranjero. 

2. Para este fin, los Estados Partes promoverán la 

concertación de acuerdos bilaterales o multilaterales 

o la adhesión a acuerdos existentes. 

 
Artículo 12 

1. Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en condiciones de formarse un juicio 

propio el derecho de expresar su opinión libremente entodos los asuntos que afectan al 

niño, teniéndose debidamente en cuentalas opiniones del niño, en función de la edad y 

madurez del niño. 

 

2. Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad de ser escuchado, en todo 

procedimiento judicial o administrativo que afecte al niño, ya sea directamente o por 

medio de un representante o de un órgano apropiado,en consonancia con las normas de 

procedimiento de la ley nacional. 

 

 
Artículo 13 

1. El niño tendrá derecho a la libertad de expresión; 

ese derecho incluirá la libertad de buscar, recibir y 

difundir informaciones e ideas de todo tipo, sin 

consideración de fronteras, ya sea oralmente, por 

escrito o impresas, en forma artística o por cualquier 

otro medio elegido por el niño. 

2. El ejercicio de tal derecho podrá estar sujeto a 

ciertas restricciones,que serán únicamente las que la 

ley prevea y sean necesarias: 

 
a) Para el respeto de los derechos o la reputación de los demás; o 

b) Para la protección de la seguridad nacional o el orden público o paraproteger la salud 

o la moral públicas. 
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Artículo 14 

1. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño a la libertad depensamiento, de 

conciencia y de religión. 

 
2. Los Estados Partes respetarán los derechos y deberes de los padres y,en su caso, 

de los representantes legales, de guiar al niño en el ejerciciode su derecho de modo 

conforme a la evolución de sus facultades. 

 

3. La libertad de profesar la propia religión o las propias creencias estarásujeta únicamente 

a las limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias para proteger la seguridad, el 

orden, la moral o la salud públicos o los derechos y libertades fundamentales de los 

demás. 

 

 
Artículo 15 

1. Los Estados Partes reconocen los derechos del niño a la libertad de asociación y a la 

libertad de celebrar reuniones pacíficas. 

 
2. No se impondrán restricciones al ejercicio de estos derechos distintasde las establecidas de 

conformidad con la ley y que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la 

seguridad nacional o pública,el orden público, la protección de la salud y la moral públicas o la 

protección de los derechos y libertades de los demás. 

 
Artículo 16 

1. Ningún niño será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vidaprivada, su familia, 

su domicilio o su correspondencia ni de ataques ilegales a su honra y a su reputación. 

 
2. El niño tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias oataques. 

 
Artículo 17 

Los Estados Partes reconocen la importante función que desempeñan los 

medios de comunicación y velarán por que el niño tenga acceso a información 

y material procedentes de diversas fuentes nacionales e internacionales, en 

especial la información y el material que tengan por finalidad promover su 

bienestar social, espiritual y moral y su salud físicay mental. Con tal objeto, los 

Estados Partes: 

 

a) Alentarán a los medios de comunicación a difundir información y materiales de interés 

social y cultural para el niño, de conformidad con elespíritu del artículo 29; 
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b) Promoverán la cooperación internacional en la producción, el intercambio y la difusión de 

esa información y esos materiales procedentes de diversas fuentes culturales, nacionales 

e internacionales; 

c) Alentarán la producción y difusión de libros para niños; 

d) Alentarán a los medios de comunicación a que tengan particularmenteen cuenta las 

necesidades lingüísticas del niño perteneciente a un grupo minoritario o que sea indígena; 

e) Promoverán la elaboración de directrices apropiadas para proteger alniño contra toda 

información y material perjudicial para su bienestar, teniendo en cuenta las disposiciones 

de los artículos 13 y 18. 

 

Artículo 18 

1. Los Estados Partes pondrán el máximo empeño en garantizar el reconocimiento del 

principio de que ambos padres tienen obligaciones 

comunes en lo que respecta a la crianza y el 

desarrollo del niño. Incumbirá a los padres o, en su 

caso, a los representantes legales la responsabilidad 

primordial de la crianza y el desarrollo del niño. Su 

preocupación fundamental será el interés superior 

del niño. 

 
1. A los efectos de garantizar y promover los 

derechos enunciados en la presente Convención, 

los Estados Partes prestarán la asistencia apropiadaa los padres y a los representantes 

legales para el desempeño de sus funciones en lo que respecta a la crianza del niño y 

velarán por la creación de instituciones, instalaciones y servicios para el cuidado de los 

niños. 

 
2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para quelos niños cuyos 

padres trabajan tengan derecho a beneficiarse de los servicios e instalaciones de guarda 

de niños para los que reúnan las condiciones requeridas. 

 

 
Artículo 19 

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, sociales 

y educativas apropiadas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso 

físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso 

sexual, mientrasel niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante 
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legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo. 

 
2. Esas medidas de protección deberían comprender, según corresponda,porcedimientos 

eficaces para el establecimiento de programas sociales con objeto de proporcionar la 

asistencia necesaria al niño y a quienes cuidan de él, así como para otras formas de 

prevención y para la identificación, notificación, remisión a una institución, investigación, 

tratamiento y observación ulterior de los casos antes descritos de malos tratos al niño y, 

según corresponda, la intervención judicial. 

 

 
Artículo 20 

1. Los niños temporal o permanentemente privados de su medio familiar,o cuyo superior 

interés exija que no permanezcan en ese medio, tendránderecho a la protección y 

asistencia especiales del Estado. 

 

2. Los Estados Partes garantizarán, de conformidad con sus leyesnacionales, otros tipos 

de cuidado para esos niños. 

 
3. Entre esos cuidados figurarán, entre otras cosas, la colocación en hogares de guarda, 

la kafala del derecho islámico, la adopción o de sernecesario, la colocación en instituciones 

adecuadas de protección de menores. Al considerar las soluciones, se prestará particular 

atención a laconveniencia de que haya continuidad en la educación del niño y a su origen étnico, 

religioso, cultural y lingüístico. 

 

 
Artículo 21 

Los Estados Partes que reconocen o permiten el sistema de adopcióncuidarán de que el interés 

superior del niño sea la consideración primordial y: 

 
a) Velarán por que la adopción del niño sólo sea autorizada por las autoridades competentes, 

las que determinarán, con arreglo a las leyes y a los procedimientos aplicables y sobre la 

base de toda la información pertinente y fidedigna, que la adopción es admisible en vista de 

la situación jurídica del niño en relación con sus padres, parientes y representantes legales 

y que, cuando así se requiera, las personas interesadas hayan dado con conocimiento de 

causa su consentimiento a laadopción sobre la base del asesoramiento que pueda ser 

necesario; 

b) Reconocerán que la adopción en otro país puede ser considerada como otro medio 

de cuidar del niño, en el caso de que éste no pueda ser colocado en un hogar de guarda 

o entregado a una familia adoptiva o no pueda ser atendido de manera adecuada en el 

país de origen; 
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c) Velarán por que el niño que haya de ser adoptado en otro país goce desalvaguardias y normas 

equivalentes a las existentes respecto de la adopción en el país de origen; 

d) Adoptarán todas las medidas apropiadas para garantizar que, en elcaso de adopción en otro 

país, la colocación no dé lugar a beneficios financieros indebidos para quienes participan en ella; 
 

e) Promoverán, cuando corresponda, los objetivos del presente artículo mediante la concertación 

de arreglos o acuerdos bilaterales o multilaterales y se esforzarán, dentro de este marco, 

por garantizar que la colocación del niño en otro país se efectúe por medio de las 

autoridades u organismos competentes. 

 

Artículo 22 

1. Los Estados Partes adoptarán medidas adecuadas para lograr que el niño que trate de 

obtener el estatuto de refugiado o que sea considerado refugiado de conformidad con el 

derecho y los procedimientos internacionales o internos aplicables reciba, tanto si está 

solo como si está acompañado de sus padres o de cualquier otra persona, la protección y la 

asistencia humanitaria adecuadas para el disfrute de los derechos pertinentes enunciados 

en la presente Convención y en otros instrumentos internacionales de derechos humanos o de 

carácterhumanitario en que dichos Estados sean partes. 

 

2. A tal efecto los Estados Partes cooperarán, en la forma que estimen apropiada, en 

todos los esfuerzos de las Naciones Unidas y demás organizaciones intergubernamentales 

competentes u organizaciones no gubernamentales que cooperen con las Naciones 

Unidas por proteger y ayudar a todo niño refugiado y localizar a sus padres o a otros 

miembros de su familia, a fin de obtener la información necesaria para que se reúnacon 

su familia. En los casos en que no se pueda localizar a ninguno de lospadres o miembros 

de la familia, se concederá al niño la misma protección que a cualquier otro niño privado 

permanente o temporalmente de su medio familiar, por cualquier motivo, como se dispone 

en la presente Convención. 

 
 

Artículo 23 

1. Los Estados Partes reconocen que el niño mental o físicamente impedido deberá 

disfrutar de una vida plena y decente en condiciones 

que aseguren su dignidad, le permitan llegar a 

bastarse a sí mismo y faciliten la participación activa 

del niño en la comunidad. 

2. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño 

impedido a recibir cuidados especiales y alentarán y 

asegurarán, con sujeción a los recursosdisponibles, 

la prestación al niño que reúna las condiciones 
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requeridas y alos responsables de su cuidado de la asistencia que se solicite y que sea 

adecuada al estado del niño y a las circunstancias de sus padres o de otras personas que 

cuiden de él. 

 
3. En atención a las necesidades especiales del niño impedido, la asistencia que se preste 

conforme al párrafo 2 del presente artículo será gratuita siempre que sea posible, habida 

cuenta de la situación económicade los padres o de las otras personas que cuiden del 

niño, y estará destinada a asegurar que el niño impedido tenga un acceso efectivo a 

la educación, la capacitación, los servicios sanitarios, los servicios de rehabilitación, la 

preparación para el empleo y las oportunidades de esparcimiento y reciba tales servicios 

con el objeto de que el niño logre laintegración social y el desarrollo individual, incluido su 

desarrollo cultural y espiritual, en la máxima medida posible. 

 
4. Los Estados Partes promoverán, con espíritu de cooperación internacional, el 

intercambio de información adecuada en la esfera de la atención sanitaria preventiva 

y del tratamiento médico, psicológico y funcional de los niños impedidos, incluida la 

difusión de información sobrelos métodos de rehabilitación y los servicios de enseñanza 

y formación profesional, así como el acceso a esa información a fin de que los Estados 

Partes puedan mejorar su capacidad y conocimientos y ampliar su experiencia en estas 

esferas. A este respecto, se tendrán especialmenteen cuenta las necesidades de los 

países en desarrollo. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Artículo 24 

 
1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute del más alto 

nivel posible de salud y a servicios para el tratamiento de las enfermedades y la 

rehabilitación de la salud. Los Estados Partes se esforzarán por asegurar que ningún 

niño sea privado de su derecho al disfrute de esos servicios sanitarios. 

2. Los Estados Partes asegurarán la plena aplicación de este derecho y, en particular, 

adoptarán las medidas apropiadas para: 
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a.) Reducir la mortalidad infantil y en la niñez; 

 
b.) Asegurarla prestación delaasistencia médica ylaatenciónsanitariaqueseannecesarias 

a todos los niños, haciendo hincapié en el desarrollode la atención primaria de salud; 

c.) Combatir las enfermedades y la malnutrición en el marco de la atención primaria de la 

salud mediante, entre otras cosas, la aplicación dela tecnología disponible y el suministro 

de alimentos nutritivos adecuados y agua potable salubre, teniendo en cuenta los 

peligros y riesgos de contaminación del medio ambiente; 

d.) Asegurar atención sanitaria prenatal y postnatal apropiada a lasmadres; 

 
e.) Asegurar que todos los sectores de la sociedad, y en particular los padres y los niños, 

conozcan los principios básicos de la salud y la nutrición de los niños, las ventajas de la 

lactancia materna, la higiene y elsaneamiento ambiental y las medidas de prevención de 

accidentes, tengan acceso a la educación pertinente y reciban apoyo en la aplicación 

de esos conocimientos; 

f.) Desarrollar la atención sanitaria preventiva, la orientación a los padresy la educación y 

servicios en materia de planificación de la familia. 

 

 
3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas eficaces y apropiadas posibles para 

abolir las prácticas tradicionales que sean perjudiciales para la salud de los niños. 

 

4. Los Estados Partes se comprometen a promover y alentar la cooperación internacional 

con miras a lograr progresivamente la plena realización del derecho reconocido en el 

presente artículo. A este respecto, se tendrán plenamente en cuenta las necesidades de 

los paísesen desarrollo. 
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Artículo 25 

Los Estados Partes reconocen el derecho del 

niño que ha sido internado en un establecimiento 

por las autoridades competentes para los fines 

de atención, protección o tratamiento de su 

salud física o mental a un examen periódico del 

tratamiento a que esté sometido y de todas las 

demás circunstancias propias de su internación. 

 
 

Artículo 26 

1. Los Estados Partes reconocerán a todos los niños el derecho a beneficiarse de la 

seguridad social, incluso del seguro social, y adoptarán las medidas necesarias para 

lograr la plena realización de este derecho deconformidad con su legislación nacional. 

 

2. Las prestaciones deberían concederse, cuando corresponda, teniendo en cuenta los 

recursos y la situación del niño y de las personas que sean responsables del mantenimiento 

del niño, así como cualquier otra consideración pertinente a una solicitud de prestaciones 

hecha por el niñoo en su nombre. 

 
 

Artículo 27 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño a un nivel de vida adecuado 

para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social. 

 
2. A los padres u otras personas encargadas del niño les incumbe la responsabilidad 

primordial de proporcionar, dentro de sus posibilidades y medios económicos, las 

condiciones de vida que sean necesarias para el desarrollo del niño. 

 
3. Los Estados Partes, de acuerdo con las condiciones nacionales y con arreglo a sus 

medios, adoptarán medidas apropiadas para ayudar a lospadres y a otras personas 

responsables por el niño a dar efectividad a este derecho y, en caso necesario, 

proporcionarán asistencia material yprogramas de apoyo, particularmente con respecto 

a la nutrición, el vestuario y la vivienda. 

 
4. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para asegurar el pago de 

la pensión alimenticia por parte de los padres u otras personas que tengan la 

responsabilidad financiera por el niño, tanto si viven en el Estado Parte como si viven en 
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el extranjero. En particular, cuando la persona que tenga la responsabilidad financiera 

por el niño resida en un Estado diferente de aquel en que resida el niño, los Estados 

Partes promoverán la adhesión a los convenios internacionales o la concertación de 

dichos convenios, así como la concertación de cualesquiera otros arreglos apropiados. 

 
 

Artículo 28 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a la educación y, a finde que se pueda 

ejercer progresivamente y en condiciones de igualdad de oportunidades ese derecho, 

deberán en particular: 

 
a.) Implantar la enseñanza primaria obligatoria y gratuita para todos; 

b.) Fomentar el desarrollo, en sus distintas formas, de la enseñanza secundaria, incluida la 

enseñanza general y profesional, hacer que todoslos niños dispongan de ella y tengan 

acceso a ella y adoptar medidas apropiadas tales como la implantación de la enseñanza 

gratuita y la concesión de asistencia financiera en caso de necesidad; 

c.) Hacer la enseñanza superior accesible a todos, sobre la base de lacapacidad, por 

cuantos medios sean apropiados; 

d.) Hacer que todos los niños dispongan de información y orientación en cuestiones 

educacionales y profesionales y tengan acceso a ellas; 

e.) Adoptar medidas para fomentar la asistencia regular a las escuelas yreducir las tasas de 

deserción escolar. 

 

2. Los Estados Partes adoptarán cuantas medidas sean adecuadas para velar por que la 

disciplina escolar se administre de modo compatible conla dignidad humana del niño y de 

conformidad con la presente Convención. 

 
3. Los Estados Partes fomentarán y alentarán la cooperación internacional en cuestiones de 

educación, en particular a fin de contribuir a eliminar la ignorancia y el analfabetismo en todo 

el mundo y de facilitar el acceso a los conocimientos técnicos y a los métodos modernos de 

enseñanza. A este respecto, se tendrán especialmente en cuenta las necesidades de lospaíses 

en desarrollo. 

 
Artículo 29 

1. Los Estados Partes convienen en que la educación del niño deberáestar encaminada a: 

 

a.) Desarrollar la personalidad, las aptitudes y la capacidad mental y físicadel niño hasta el 



Compendio de Leyes en materia de niñez y adolescencia en contexto migratorio 107  

Convención sobre los derechos del niño 
 
 

 
máximo de sus posibilidades; 

b.) Inculcar al niño el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales y 

de los principios consagrados en la Carta de las Naciones Unidas; Inculcar al niño el 

respeto de sus padres, de su propia identidad cultural, de su idioma y sus valores, de 

los valores nacionales del país enque vive, del país de que sea originario y de las 

civilizaciones distintas dela suya; 

c.) Preparar al niño para asumir una vida responsable en una sociedad libre, con espíritu 

de comprensión, paz, tolerancia, igualdad de los sexosy amistad entre todos los pueblos, 

grupos étnicos, nacionales y religiososy personas de origen indígena; 

d.) Inculcar al niño el respeto del medio ambiente natural. 

 

2.Nada de lo dispuesto en el presente artículo o en el artículo 28 se interpretará como una 

restricción de la libertad de los particulares y de lasentidades para establecer y dirigir instituciones 

de enseñanza, a condición de que se respeten los principios enunciados en el párrafo 1 del 

presente artículo y de que la educación impartida en tales instituciones se ajuste a las normas 

mínimas que prescriba el Estado. 

 
Artículo 30 

En los Estados en que existan minorías étnicas, 

religiosas o lingüísticas o personas de origen 

indígena, no se negará a un niño que pertenezca 

a tales minorías o que sea indígena el derecho que 

le corresponde, en común con los demás 

miembros de su grupo, a tener su propia vida 

cultural, a profesar y practicar su propia religión, o 

a emplear su propio idioma. 

 

Artículo 31 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al descanso y el esparcimiento, al 

juego y a las actividades recreativas propias de su edady a participar libremente en la 

vida cultural y en las artes. 

 
2. Los Estados Partes respetarán y promoverán el derecho del niño a participar 

plenamente en la vida cultural y artística y propiciarán oportunidades apropiadas, 

en condiciones de igualdad, de participar en la vida cultural, artística, recreativa y 

de esparcimiento. 
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Artículo 32 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a estar protegido contra la 

explotación económica y contra el desempeño de cualquier trabajo que pueda ser 

peligroso o entorpecer su educación, o que sea nocivo para su salud o para su desarrollo 

físico, mental, espiritual, moral o social. 

 

2. Los Estados Partes adoptarán medidas legislativas, administrativas, sociales y educacionales 

para garantizar la aplicación del presente artículo. Con ese propósito y teniendo en cuenta 

las disposiciones pertinentes de otros instrumentos internacionales, los Estados Partes, en 

particular: 

 
a) Fijarán una edad o edades mínimas para trabajar; 

 

b) Dispondrán la reglamentación apropiada de los horarios y condiciones de trabajo; 
 

c) Estipularán las penalidades u otras sanciones apropiadas para asegurar la aplicación efectiva 

del presente artículo. 

 

Artículo 33 

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas 

apropiadas, incluidas medidas legislativas, 

administrativas, sociales y educacionales, para 

proteger a los niños contra el uso ilícito de 

los estupefacientes y sustancias sicotrópicas 

enumeradas en los tratados internacionales 

pertinentes, y para impedir que se utilice a niños en 

la producción y el tráfico ilícitos de esas sustancias. 

 
 

Artículo 34 

Los Estados Partes se comprometen a proteger al niño contra todas las formas de explotación y 

abuso sexuales. Con este fin, los Estados Partes tomarán, en particular, todas las medidas de 

carácter nacional, bilateral y multilateral que sean necesarias para impedir: 

a.) La incitación o la coacción para que un niño se dedique a cualquier actividad sexual 

ilegal; 

b.) La explotación del niño en la prostitución u otras prácticas sexuales ilegales; 

c.) La explotación del niño en espectáculos o materiales pornográficos. 
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Artículo 35 

Los Estados Partes tomarán todas las medidas de carácter nacional, bilateral 

y multilateral que sean necesarias para impedir el secuestro, laventa o la trata 

de niños para cualquier fin o en cualquier forma. 

 

Artículo 36 

Los Estados Partes protegerán al niño contra todas las demás formas de 

explotación que sean perjudiciales para cualquier aspecto de su bienestar. 

 

Artículo 37 

Los Estados Partes velarán por que: 

a.) Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o 

degradantes. No se impondrá la pena capital ni la de prisiónperpetua sin posibilidad de 

excarcelación por delitos cometidos por menores de 18 años de edad; 

b.) Ningún niño sea privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La detención, el 

encarcelamiento o la prisión de un niño se llevará a cabo deconformidad con la ley y se 

utilizará tan sólo como medida de último recurso y durante el período más breve que 

proceda; 

c.) Todo niño privado de libertad sea tratado con la humanidad y el respeto que merece 

la dignidad inherente a la persona humana, y de manera que se tengan en cuenta las 

necesidades de las personas de su edad. En particular, todo niño privado de libertad 

estará separado de los adultos, a menos que ello se considere contrario al interés 

superior del niño, y tendrá derecho a mantener contacto con su familia por medio de 

correspondencia y de visitas, salvo en circunstancias excepcionales; 

d.) Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto acceso a la asistencia 

jurídica y otra asistencia adecuada, así como derecho a impugnar la legalidad de la 

privación de su libertad ante un tribunal u otraautoridad competente, independiente e 

imparcial y a una pronta decisión sobre dicha acción. 

 
Artículo 38 

1. Los Estados Partes se comprometen a respetar y velar por que se respeten las normas 

del derecho internacional humanitario que les seanaplicables en los conflictos armados 

y que sean pertinentes para el niño. 

2. Los Estados Partesadoptarántodas las medidas posibles paraasegurarque las personas 
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que aún no hayan cumplido los 15 años de edad no participen directamente en las 

hostilidades. 

3. Los Estados Partes se abstendrán de reclutar en las fuerzas armadas alas personas que 

no hayan cumplido los 15 años de edad. Si reclutan personas que hayan cumplido 15 

años, pero que sean menores de 18, losEstados Partes procurarán dar prioridad a los 

de más edad. 

4. De conformidad con las obligaciones dimanadas del derecho internacional humanitario 

de proteger a la población civil durante los conflictos armados, los Estados Partes 

adoptarán todas las medidas posibles para asegurar la protección y el cuidado de los 

niños afectadospor un conflicto armado. 

 
Artículo 39 

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para promover la recuperación 

física y psicológica y la reintegración social de todo niño víctima de: cualquier forma de 

abandono, explotación o abuso; tortura u otra forma de tratos o penas crueles, inhumanos 

o degradantes; o conflictos armados. Esa recuperación y reintegración se llevarán a cabo en 

un ambiente que fomente la salud, el respeto de sí mismo y la dignidad del niño. 

 
Artículo 40 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de quien se alegue que ha 

infringido las leyes penales o a quien se acuse o declare culpable de haber infringido 

esas leyes a ser tratado de manera acorde con el fomento de su sentido de la dignidad 

y el valor, que fortalezca el respeto del niño por los derechos humanos y las libertades 

fundamentales de terceros y en la que se tengan en cuenta la edad del niño y la 

importancia de promover la reintegración del niño y de que éste asuma una función 

constructiva en la sociedad. 

 

2. Con este fin, y habida cuenta de las disposiciones pertinentes de losinstrumentos internacionales, 

los Estados Partes garantizarán, en particular: 

 
a) Que no se alegue que ningún niño ha infringido las leyes penales, ni seacuse o declare 

culpable a ningún niño de haber infringido esas leyes, poractos u omisiones que no estaban 

prohibidos por las leyes nacionales o internacionales en el momento en que se cometieron; 

b) Que a todo niño del que se alegue que ha infringido las leyes penales oa quien se acuse 

de haber infringido esas leyes se le garantice, por lo menos, lo siguiente: 

i) Que se lo presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidadconforme a la ley; 
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ii) Que será informado sin demora y directamente o, cuando sea procedente, por 

intermedio de sus padres o sus representantes legales, de los cargos que pesan contra 

él y que dispondrá de asistencia jurídica uotra asistencia apropiada en la preparación y 

presentación de su defensa; 

iii) Que la causa será dirimida sin demora por una autoridad u órgano judicial competente, 

independiente e imparcial en una audiencia equitativa conforme a la ley, en presencia de 

un asesor jurídico u otro tipo de asesor adecuado y, a menos que se considerare que ello 

fuere contrario al interés superior del niño, teniendo en cuenta en particular suedad o 

situación y a sus padres o representantes legales; 

iv) Que no será obligado a prestar testimonio o a declararse culpable, quepodrá interrogar 

o hacer que se interrogue a testigos de cargo y obtener la participación y el interrogatorio 

de testigos de descargo en condicionesde igualdad; 

v) Si se considerare que ha infringido, en efecto, las leyes penales, queesta decisión y 

toda medida impuesta a consecuencia de ella, serán sometidas a una autoridad u órgano 

judicial superior competente, independiente e imparcial, conforme a la ley; 

vi) Que el niño contará con la asistencia gratuita de un intérprete si nocomprende o no 

habla el idioma utilizado; 

vii) Que se respetará plenamente su vida privada en todas las fases del procedimiento. 

 
 

3.Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para promover el 

establecimiento de leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicos para los 

niños de quienes se alegue que han infringido las leyes penales o a quienes se acuse o 

declare culpables dehaber infringido esas leyes, y en particular: 

 
a) El establecimiento de una edad mínima antes de la cual se presumiráque los niños no 

tienen capacidad para infringir las leyes penales; 

b) Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de medidas para tratar a esos 

niños sin recurrir a procedimientos judiciales, en el entendimiento de que se respetarán 

plenamente los derechos humanos ylas garantías legales. 

 

4.Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cuidado, las órdenes de orientación y 

supervisión, el asesoramiento, la libertad vigilada, la colocación en hogares de guarda, los 

programas de enseñanza y formación profesional, así como otras posibilidades 

alternativas a la internación en instituciones, para asegurar que los niños sean tratados de 

manera apropiada para su bienestar y que guarde proporción tanto con sus circunstancias 

como con la infracción. 
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Artículo 41 

Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a las disposiciones que sean más 

conducentes a la realización de los derechosdel niño y que puedan estar recogidas en: 

 
a) El derecho de un Estado Parte; o 

b) El derecho internacional vigente con respecto a dicho Estado. 

 
 

 
PARTE II 

 
Artículo 42 

Los Estados Partes se comprometen a dar a conocer ampliamente losprincipios 

y disposiciones de la Convención por medios eficaces y apropiados, tanto a 

los adultos como a los niños. 

 

Artículo 43 

Con la finalidad de examinar lor progresos realizados en el cumplimiento de las obligaciones 

contraídas por los Estados Partes en lapresente Convención, se establecerá un Comité 

de los Derechos del Niñoque desempeñará las funciones que a continuación se estipulan. 

 
1. El Comité estará integrado por dieciocho expertos de gran integridad moral y reconocida 

competencia en las esferas reguladas por la presente Convención.1/ Los miembros del Comité 

serán elegidos por los Estados Partes entre sus nacionales y ejercerán sus funciones a título 

personal, teniéndose debidamente en cuenta la distribución geográfica, así como losprincipales 

sistemas jurídicos. 

 
2. Los miembros del Comité serán elegidos, en votación secreta, de una lista de personas 

designadas por los Estados Partes. Cada Estado Parte podrá designar a una persona escogida 

entre sus propios nacionales. 

 
3. La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después de la entrada en vigor de la 

presente Convención y ulteriormente cada dos años. Con cuatro meses, como mínimo, de 

antelación respecto de la fechade cada elección, el Secretario General de las Naciones Unidas 

dirigirá unacarta a los Estados Partes invitándolos a que presenten sus candidaturas en un plazo 

de dos meses. El Secretario General preparará después una lista en la que figurarán por orden 

alfabético todos los candidatos propuestos, con indicación de los Estados Partes que los hayan 

designado,y la comunicará a los Estados Partes en la presente Convención. 
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4. Las elecciones se celebrarán en una reunión de los Estados Partes convocada por el Secretario 

General en la Sede de las Naciones Unidas. En esa reunión, en la que la presencia de dos tercios 

de los Estados Partes constituirá quórum, las personas seleccionadas para formar parte del 

Comité serán aquellos candidatos que obtengan el mayor número devotos y una mayoría 

absoluta de los votos de los representantes de los Estados Partes presentes y votantes. 

 
5. Los miembros del Comité serán elegidos por un período de cuatro años. Podrán ser reelegidos 

si se presenta de nuevo su candidatura. Elmandato de cinco de los miembros elegidos en la 

primera elección expirará al cabo de dos años; inmediatamente después de efectuada la 

 
6. primera elección, el presidente de la reunión en que ésta se celebreelegirá por sorteo los 

nombres de esos cinco miembros. 

 
7. Si un miembro del Comité fallece o dimite o declara que por cualquier otra causa no puede 

seguir desempeñando sus funciones en el Comité, elEstado Parte que propuso a ese miembro 

designará entre sus propios nacionales a otro experto para ejercer el mandato hasta su término, 

a reserva de la aprobación del Comité. 

 
8. El Comité adoptará su propio reglamento. 

 
9. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años. 

 
10. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede de las Naciones Unidas o en 

cualquier otro lugar conveniente que determineel Comité. El Comité se reunirá normalmente todos 

los años. La duraciónde las reuniones del Comité será determinada y revisada, si procediera, por 

una reunión de los Estados Partes en la presente Convención, a reserva de la aprobación de la 

Asamblea General. 

 
11. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los servicios 

necesarios para el desempeño eficaz de las funciones del Comité establecido en virtud de la 

presente Convención. 

 
12. Previa aprobación de la Asamblea General, los miembros del Comité establecido en virtud de 

la presente Convención recibirán emolumentos con cargo a los fondos de las Naciones Unidas, 

según las condiciones quela Asamblea pueda establecer. 

 

 
Artículo 44 

1. Los Estados Partes se comprometen a presentar al Comité, por conducto del Secretario General 

de las Naciones Unidas, informes sobre las medidas que hayan adoptado para dar efecto a los 

derechos reconocidos en la Convención y sobre el progreso que hayan realizado encuanto al 

goce de esos derechos: 
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a) En el plazo de dos años a partir de la fecha en la que para cada EstadoParte haya 

entrado en vigor la presente Convención; 

b) En lo sucesivo, cada cinco años. 

 

2. Los informes preparados en virtud del presente artículo deberán indicar las circunstancias y 

dificultades, si las hubiere, que afecten al grado de cumplimiento de las obligaciones derivadas 

de la presente Convención. Deberán asimismo, contener información suficiente para que el 

Comité tenga cabal comprensión de la aplicación de la Convención en el país de que se trate.Los 

Estados Partes que hayan presentado un informe inicial completo alComité no necesitan repetir, 

en sucesivos informes presentados de conformidad con lo dispuesto en el inciso b) del párrafo 1 

del presente artículo, la información básica presentada anteriormente. 

 
3. El Comité podrá pedir a los Estados Partes más información relativa a la aplicación de la 

Convención. 

 
4. El Comité presentará cada dos años a la Asamblea General de las Naciones Unidas, por 

conducto del Consejo Económico y Social, informessobre sus actividades. 

 
5. Los Estados Partes darán a sus informes una amplia difusión entre elpúblico de sus países 

respectivos. 

 
Artículo 45 

Con objeto de fomentar la aplicación efectiva de la Convención y deestimular la cooperación 

internacional en la esfera regulada por la Convención: 

 
a) Los organismos especializados, el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y 

demás órganos de las Naciones Unidas tendrán derecho a estar representados en 

el examen de la aplicación de aquellas disposiciones de la presente Convención 

comprendidas en el ámbito de su mandato. El Comité podrá invitar a los organismos 

especializados, al Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y a otros órganos 

competentes que considere apropiados a que proporcionen asesoramiento especializado 

sobre la aplicación de la Convención en los sectores que son de incumbencia de sus 

respectivos mandatos. El Comité podrá invitar a los organismos especializados, al Fondo 

de las Naciones Unidas para la Infancia y demás órganos de las Naciones Unidas a que 

presenten informes sobre la aplicación de aquellas disposiciones de la presente 

Convención comprendidas en el ámbito de sus actividades; 

b) El Comité transmitirá, según estime conveniente, a los organismos especializados, al 

Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y a otrosórganos competentes, los informes 

de los Estados Partes que contengan una solicitud de asesoramiento o de asistencia 

técnica, o en los que se indique esa necesidad, junto con las observaciones y sugerencias 
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del Comité, si las hubiere, acerca de esas solicitudes o indicaciones; 

c) El Comité podrá recomendar a la Asamblea General que pida al Secretario General 

que efectúe, en su nombre, estudios sobre cuestionesconcretas relativas a los derechos 

del niño; 

d) El Comité podrá formular sugerencias y recomendaciones generales basadas en la 

información recibida en virtud de los artículos 44 y 45 de lapresente Convención. Dichas 

sugerencias y recomendaciones generalesdeberán transmitirse a los Estados Partes interesados 

y notificarse a la Asamblea General, junto con los comentarios, si los hubiere, de los Estados 

Partes. 

 
 

 
PARTE III 

 
Artículo 46 

La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados. 

 
Artículo 47 

La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos deratificación se depositarán 

en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

 
Artículo 48 

La presente Convención permanecerá abierta a la adhesión de cualquierEstado. Los instrumentos 

de adhesión se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

 
Artículo 49 

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día siguiente a lafecha en que 

haya sido depositado el vigésimo instrumento de ratificacióno de adhesión en poder del 

Secretario General de las Naciones Unidas. 

 
2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de haber sido 

depositado el vigésimo instrumento de ratificacióno de adhesión, la Convención entrará en 

vigor el trigésimo día después del depósito por tal Estado de su instrumento de ratificación 

o adhesión. 

 

 
Artículo 50 

1. Todo Estado Parte podrá proponer una enmienda y depositarla en poder del Secretario General 

de las Naciones Unidas. El Secretario General comunicará la enmienda propuesta a los Estados 

Partes, pidiéndoles que les notifiquen si desean que se convoque una conferenciade Estados 
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Partes con el fin de examinar la propuesta y someterla a votación. Si dentro de los cuatro meses 

siguientes a la fecha de esa notificación un tercio, al menos, de los Estados Partes se declara en 

favorde tal conferencia, el Secretario General convocará una conferencia con elauspicio de las 

Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por la mayoríade Estados Partes, presentes y 

votantes en la conferencia, será sometida por el Secretario General a la Asamblea General de las 

Naciones Unidas para su aprobación. 

 
2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del presenteartículo entrará en vigor 

cuando haya sido aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas y aceptada por una 

mayoría de dos tercios de los Estados Partes. 

 
3. Cuando las enmiendas entren en vigor serán obligatorias para los Estados Partes que las 

hayan aceptado, en tanto que los demás Estados Partes seguirán obligados por las disposiciones 

de la presente Convencióny por las enmiendas anteriores que hayan aceptado. 

 

 
Artículo 51 

El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos los Estados 

el texto de las reservas formuladas por los Estados enel momento de la ratificación o de 

la adhesión. 

 
No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y elpropósito de la presente 

Convención. 

 
Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento por medio de una notificación 

hecha a ese efecto y dirigida al Secretario General de lasNaciones Unidas, quien informará 

a todos los Estados. Esa notificación surtirá efecto en la fecha de su recepción por el 

Secretario General. 

 
Artículo 52 

Todo Estado Parte podrá denunciar la presente Convención mediante notificación hecha por 

escrito al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después 

de la fecha en que lanotificación haya sido recibida por el Secretario General. 

 
Artículo 53 

Se desgina depositario de la presente Convención al Secretario General delas Naciones Unidas. 

 
Artículo 54 

El original de la presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y 

ruso son igualmente auténticos, se depositaráen poder del Secretario General de las Naciones 

Unidas. 
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EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los infrascritos plenipotenciarios, debidamente autorizados para 

ello por sus respectivos gobiernos, hanfirmado la presente Convención. 

 

 
1/La Asamblea General, en su resolución 50/155 de 21 de diciembre de 1995, aprobó la enmienda 

al párrafo 2 del artículo 43 de la Convención sobre los Derechos del Niño, sustituyendo la palabra 

“diez” por la palabra“dieciocho”. La enmienda entró en vigencia el 18 de noviembre de 2002, fecha 

en que quedó aceptada por dos tercios de los Estados partes (128 de 191). 
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DECRETO  NUMERO  27-2003 
EL CONGRESO DE LA REPUBLICA DE GUATEMALA 

 
CONSIDERANDO: 

Que es deber del Estado garantizar y mantener a los habitantes de la Nación en el pleno goce de 

sus derechos y de sus libertades, siendo su obligación proteger la salud física, mental y moral de 

la niñez y la adolescencia, así como regular la conducta de adolescentes que violan la ley penal. 

 

CONSIDERANDO: 
Que el Decreto Número 78- 79 del Congreso de la República, Código de Menores, ha dejado de 

responder a las necesidades de regulación jurídica en materia de la niñez y la adolescencia, y 

que es necesaria una transformación profunda de la ley para proveer alos distintos órganos 

del Estado ya la sociedad en su conjunto de un cuerpo jurídico que oriente adecuadamente el 

comportamiento y acciones en favor de tan importante sector social, conforme lo establece la 

Constitución Política de la República y los tratados, convenios, pactos internacionales en materia 

de derechos humanos aceptados yratificados por Guatemala. 

 

CONSIDERANDO: 
Que es necesario promover el desarrollo integral de la niñez y adolescencia guatemalteca, 

especialmente de aquellos con sus necesidades parciales o totalmente insatisfechas, así como 

adecuar nuestra realidad jurídica al desarrollo de la doctrina y normativa internacional sobre la 

materia. 

 

CONSIDERANDO: 
Que nuestro país suscribió el 26 de enero de 1990 la Convención sobre los Derechos del Niño, 

la cual fue aprobada por el Congreso de la República ellO de mayo del mismo año, y que dicho 

instrumento internacional proclama la necesidad de educar a la niñez y adolescencia en un 

espíritu de paz, dignidad, tolerancia, libertad, e igualdad, para que como sujetos de derechos se 

les permita ser protagonistas de su propio desarrollo, para el fortalecimiento del estado de 

derecho, la justicia, la paz y la democracia. 

 

POR TANTO: 
En ejercicio de las atribuciones que le confiere el artículo 171 literal a) de la Constitución Política 

de la República de Guatemala. 
 

 

La siguiente: 

DECRETA: 
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LEY DE PROTECCION INTEGRAL DE LA NIÑEZ 
YADOLESCENCIA 

 
LIBRO I 

DISPOSICIONES SUSTANTIVAS 

 

TITULO I 

CONSIDERACIONES BÁSICAS 

 

CAPITULO ÚNICO 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

ARTICULO 1. Objeto de la ley. La presente 

Leyes un instrumento jurídico de 

integración familiar y promoción social, 

que persigue lograr el desarrollo integral y 

sostenible de la niñez y adolescencia 

guatemalteca, dentro de un marco 

democrático e irrestricto respeto a los 

derechos humanos. 

 
ARTICULO 2. Definición de niñez y 

adolescencia. Para los efectos de esta Ley 

se considera niño o niña a toda persona 

desde su concepción hasta que cumple 

trece añosde edad, y adolescente a toda 

aquella desde los trece hasta que cumple 

dieciocho años de edad. 

 
ARTICULO 3. Sujeto de derecho y deberes. 

El Estado deberá respetar los derechos 

y deberes de los padres o en su caso de 

las personas encargadas del niño, niña o 

adolescente, de impartir en consonancia 
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con la evolución de sus facultades, dirección y orientación apropiadas para que 

el niño, niña y adolescente ejerza los derechos reconocidos en la Constitución 

Política de la República, la presente Ley y demás leyes internas, los tratados, 

convenios, pactos y demás instrumentos internacionales en materia de derechos 

humanos aceptados y ratificados por Guatemala, sin más restricciones que las 

que establece la ley, cuya interpretación no será extensiva. 

 
ARTICULO 4. Deberes del Estado. Es deber del Estado promover y adoptar las 

medidas necesarias para proteger a la familia, jurídica y socialmente, así como 

garantizarle a los padres y tutores, el cumplimiento de sus obligaciones en lo 

relativo a la vida, libertad, seguridad, paz, integridad personal, salud, alimentación, 

educación, cultura, deporte, recreación y convivencia familiar y comunitaria de 

todos los niños, niñas y adolescentes. 

 

Asimismo, es deber del Estado que la aplicación de esta Ley esté a cargo de órganos especializados, 

cuyo personal deberá tener la formación profesional y moral que exige el desarrollo integral de 

la niñez y adolescencia, según la función que desempeñe y conforme a las disposiciones 

generales de esta Ley. 

 

ARTICULO 5. Interés de la niñez y la familia. El interés superior del niño, es 

una garantía que se aplicará en toda decisión que se adopte con relación 

a la niñez y la adolescencia, que deberá asegurar el ejercicio y disfrute de 

sus derechos, respetando sus vínculos familiares, origen étnico, religioso, 

cultural y lingüístico, teniendo siempre en cuenta su opinión en función de la 

edad y madurez. En ningún caso su aplicación podrá disminuir, tergiversar 

o restringir los derechos y garantías reconocidos en la Constitución Política 

de la República, tratados y convenios en materia de derechos humanos 

aceptados y ratificados por Guatemala yen esta Ley. 

 

Se entiende por interés de la familia, a todas aquellas acciones encaminadas a favorecer la 

unidad e integridad de la misma y el respeto de las relaciones entre padres e hijos, cumplidos 

dentro del ordenamiento legal. El Estado deberá promover y adoptar !as medidas necesarias para 

el cumplimiento efectivo del interés de los niños, niñas y adolescentes y de la familia. 

 
ARTICULO 6. Tutelaridad. El derecho de la niñez y adolescencia es un derecho tutelar de los 

niños, niñas y adolescentes, otorgándoles una protección jurídica preferente. Las disposiciones 

de la presente Ley son de orden público y de carácter irrenunciable. 
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El Estado deberá velar porque los niños, niñas y adolescentes reciban entre 

otros: 

a) Protección y socorro especial en caso de desastres. 
 

b) Atención especializada en los servicios públicos o de naturaleza pública. 
 

c) Formulación y ejecución de políticas públicas específicas. 
 

d) Asignación específica de recursos públicos en las áreas relacionadas con laprotección a 

la niñez y juventud adolescencia. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
ARTICULO 7. Denuncia falsa. Si como resultado de un procedimiento judicial 

o administrativo de los contemplados en esta Ley, se determina que los 

hechosdenunciados por un adulto en contra de otro adulto con relación a la 

violación de los derechos de un niño, niña o adolescente son infundados y 

que de ser ciertos constituirían delito de los que dan persecución penal de 

oficio, la autoridad competente deberá certificar lo conducente al Ministerio 

Público por el delito de acusación o denuncia falsa. 

 

ARTICULO 8. Derechos inherentes. Los derechos y garantías que otorga la presente Ley, 

no excluye otros, que aunque no figuren expresamente en él, son inherentes a los niños, niñas y 

adolescentes. 

 
La interpretación y aplicación de las disposiciones de esta Ley deberá hacerse en armonía con 

sus principios rectores, con los principios generales del derecho, con la doctrina y normativa 

internacional en esta materia, en la forma que mejor garantice los derechos establecidos en la 

Constitución Política de la República, los tratados, convenios, pactos y demás instrumentos 

internacionales en materia de derechos humanos aceptados y ratificados por Guatemala. 
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TITULO II 

DERECHOS HUMANOS 

 

CAPITULO I 

DERECHOS INDIVIDUALES 

 
SECCION I 

DERECHO A LA VIDA 

ARTICULO 9. Vida. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho fundamental a la vida. 

Es obligación del Estado garantizar su supervivencia, seguridad y desarrollo integral. 

 
Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la protección, cuidado y asistencia necesaria 

para lograr un adecuado desarrollo físico, mental, social y espiritual. Estos derechos se reconocen 

desde su concepción. 
 

SECCION II 

DERECHO A LA IGUALDAD 

 

ARTICULO 10. Igualdad. Los derechos establecidos en esta Ley serán 

aplicables a todo niño, niña o adolescente sin discriminación alguna, por 

razones de raza, color, sexo, idioma, religión, origen nacional, étnico o social, 

posición económica, discapacidad física, mental o sensorial, nacimiento 

o cualquier otra índole o condición de éstos, de sus padres, familiares, 

tutores o personas responsables. 

 
A las niñas, niños y adolescentes que pertenezcan a grupos étnicos y/o de 

origen indígena, se les reconoce el derecho de vivir y desarrollarse bajo las 

formas de organización social que corresponden a sus tradiciones históricas 

y culturales, en tanto que éstas no sean contrarias al orden público y e 

respeto debido a la dignidad humana. 

 

El Estado garantizará a las niñas, niños y adolescentes cualquiera que sea su ascendencia, a 

tener su propia vida cultural, educativa, a profesar y practicar su propia espiritualidad, costumbres, 

a emplear su propio idioma y gozar de todos los derechos y garantías que le son inherentes, de 

acuerdo a su cosmovisión. 
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SECCION III 

DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL 

 
ARTICULO 11. Integridad. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a ser 

protegido contra toda forma de descuido, abandono o violencia, así también 

a no ser sometido a torturas, tratos crueles, inhumanos o degradantes. 

 

SECCION IV 

DERECHO A LA LIBERTAD, IDENTIDAD, RESPETO, 

DIGNIDAD Y PETICION 

 
ARTICULO 12. Libertad. Los niños, niñas y 

adolescentes tienen el derecho a la libertad 

que les confiere la Constitución Política de 

la República, tratados, convenios, pactos y 

demás instrumentos internacionales 

aceptados y ratificados por Guatemala y la 

legislación interna. 

 
ARTICULO 13. Goce y ejercicio de derechos. El 

Estado debe garantizar la protección jurídica 

de la familia. Los niños, niñas y adolescentes 

deben gozar y ejercitar sus derechos en la 

medida de su desarrollo físico, mental, moral y 

espiritual dentro del marco de las instituciones 

del derecho de familia reconocidas en la 

legislación. 

 

El Estado respetará los derechos y deberes de los padres y en su caso de los representantes 

legales, de guiar, educar y corregir al niño, niña o adolescente, empleando medios prudentes 

de disciplina que no vulneren su dignidad e integridad personal como individuos o miembros de 

una familia siendo responsables penal y civilmente de los excesos, que como resultado de sus 

acciones y omisiones, incurrierenen el ejercicio de la patria potestad o tutela. 

 

ARTICULO 14. Identidad. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a 

tener su identidad, incluidos la nacionalidad y el nombre, conocer a sus 

padres y ser cuidados por ellos, las expresiones culturales propias y su 
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idioma. Es obligación del Estado garantizar la identidad del niño, niña y 

adolescente, sancionando a los responsables dela sustitución, alteración o 

privación de ella. 

 

 
Los niños, niñas y adolescentes tienen el derecho de no ser separados de 

su familia, sino en las circunstancias especiales definidas en la ley y con la 

exclusiva finalidad de restituirle sus derechos. 

 

El Estado deberá prestar la asistencia y protección adecuada en todos aquellos casos en los que 

sea privados ilegalmente de alguno de los elementos que constituyen su identidad, con el fin de 

restablecerla. 

 

ARTICULO 15. Respeto. El derecho al respeto consiste en la inviolabilidad de 

la integridad física, psíquica, moral y espiritual del niño, niña y adolescente. 

 
ARTICULO 16. Dignidad. Es obligación del Estado y de la sociedad en su 

conjunto, velar por la dignidad de los niños, niñas y adolescentes, como 

individuos y miembros de una familia, poniéndolos a salvo de cualquier 

tratamiento inhumano, violento, aterrorizador, humillante o constrictivo. 

 
ARTICULO 17. Petición. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho 

a pedir ayuda y poner en conocimiento de cualquier autoridad en caso de 

violación o riesgo de violación de sus derechos, la que estará obligada a 

tomar las medidas pertinentes. 

 
SECCION V 

DERECHO A LA FAMILIA y A LA ADOPCION 

 
ARTICULO 18. Derecho a la familia. Todo 

niño, niña y adolescente tiene derecho a ser 

criado y educado en el seno de su familia 

y excepcionalmente, en familia sustituta, 

asegurándole la convivencia familiar y 

comunitaria, en ambiente libre de la presencia 

de personas dependientes de sustancias 

alcohólicas y psicotrópicas que produzcan 

dependencia. 



128 Compendio de Leyes en materia de niñez y adolescencia en contexto migratorio  

Ley de protección integral de la niñez y adolescencia 
 
 

 

ARTICULO 19. Estabilidad de la familia. El Estado deberá fomentar por todos los medios, la 

estabilidad y bienestar de la familia, como base de la sociedad; creando las condiciones para 

asegurarle al niño, niña y adolescente la convivencia familiar y comunitaria en un ambiente sano 

y propicio para su desarrollo integral. 

 

ARTICULO 20. Localización. El Estado deberá apoyar programas que tiendan 

a la localización de los padres o familiares de algún niño, niña y adolescente, 

a fin de obtener información que facilite el reencuentro familiar. 

 
ARTICULO 21. Carencia material. La falta o carencia de recursos materiales 

de los padres 0 de la familia no constituye motivo suficiente para la pérdida 

o la suspensión de la patria potestad. 

 

Si no existe otro motivo que por sí solo autorice que se decrete la medida, los niños, niñas o 

adolescentes serán mantenidos en su familia de origen. 

 
El Estado prestará la asistencia apropiada a los padres, familiares ya los representantes legales 

para el desempeño de sus funciones en lo que respecta a la crianza y cuidado del niño, 

promoviendo y facilitando para ello la creación de instituciones, instalaciones y servicios de apoyo 

que promuevan la unidad familiar. 

 

ARTICULO 22. Adopción. El Estado reconoce la institución de la adopción 

de los niños, niñas y adolescentes debiendo garantizar que en el ejercicio 

de ésta se atienda primordialmente a su interés superior y conforme a los 

tratados, convenios, pactos y demás instrumentos internacionales en esta 

materia aceptados y ratificados por Guatemala. 

 
ARTICULO 23. Admisibilidad de la adopción. Solamente las autoridades 

competentes deberán determinar con apego a las leyes, procedimientos 

aplicables y sobre la base de toda información pertinente y fidedigna, que la 

adopción es admisible. 

 

La ley de la materia regulará lo relativo a la adopción. 

 
 

ARTICULO 24. Igualdad de derechos. El Estado deberá velar porque los niños, 

niñas y adolescentes que hayan de ser adoptados en otro país, gocen por lo 

menos de los mismos derechos y normas equivalentes a las existentes, 
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respecto de la adopción en elpaís de origen y sujeto a los procedimientos 

establecidos en la ley de la materia. 

 
 

 
CAPITULO II 

DERECHOS SOCIALES 

 

SECCION I 

DERECHO A UN NIVEL DE VIDA ADECUADO y A LA SALUD 

 
ARTICULO 25. Nivel de vida adecuado. Los niños, niñas y adolescentes tienen 

derecho, a un nivel de vida adecuado ya la salud, mediante la realización de 

políticas sociales públicas que les permitan un nacimiento y un desarrollo 

sano y armonioso, en condiciones dignas de existencia 

ARTICULO 26. Condiciones para la lactancia materna. El Estado, las instituciones y los 

empleadores deberán proporcionar condiciones adecuadas para la lactancia materna, incluso 

para los hijos e hijas de madres sometidas a medidas privativas de la libertad. 

 
ARTICULO 27. Obligaciones de establecimientos de salud. Los hospitales, establecimientos y 

personal de atención a la salud de embarazadas, públicos y particulares están obligados a: 

 

Identificar al recién nacido mediante el registro de su impresión plantar y digital, y de la 

identificación digital de la madre, sin perjuicio de otras formas normadas por la autoridad 

administrativa competente; será el Registro Civil de cada municipalidad el que vele 

porque esta norma sea cumplida al momento de la Inscripción del niño o la niña. 

 

Proceder a exámenes con miras al diagnóstico y terapéutica de anormalidades en el metabolismo 

del recién nacido, así como dar orientación a los padres. 

 
 

ARTICULO 28. Sistema de salud. Queda asegurada la atención médica al niño, 

niña y adolescente a través del sistema de salud pública del país, garantizando 

el acceso universal e igualitario a las acciones y servicios para promoción, 

protección y recuperación de la salud. Los niños, niñas y adolescentes que 

sufran deficiencia diagnosticada recibirán atención especializada. 
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ARTICULO 29. Comunicación de casos de maltrato. Los casos de sospecha 

o confirmación de maltrato contra el niño, niña y adolescente detectados por 

personal médico o paramédico de centros de atención social, centros educativos 

y otros deberán obligatoriamente comunicarlos a la autoridad competente de la 

respectiva localidad, sin perjuicio de otras medidas legales. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

ARTICULO 30. Programas de asistencia médica y odontológica. El EstadZZo a través de las 

autoridades de salud respectivas ejecutará y facilitará el desarrollo de programas de asistencia 

médica y odontológica para la prevención de las enfermedades que comúnmente afectan a 

la población infantil y campañas de educación sanitaria y sexualidad humana para padres, 

educadores y alumnos. 

 

ARTICULO 31. Vacunación. Es obligación de las 

autoridades sanitarias realizar campañas de 

vacunación para niños, niñas y adolescentes a fin de 

prevenir las enfermedades epidémicas y endémicas. 

 
ARTICULO 32. Autorización para tratamientos médicos. 

Los centros de atención médica, públicos o privados, 

deben requerir autorización de los padres de familia, 

tutores o encargados para poder hospitalizar o aplicar 

los tratamientos que requieran los niños, niñas y 

adolescentes, salvo en casos de emergencia en los 

cuales la vida o integridad de estos se encuentre 

en riesgo. Cuando por razones de índole cultural o 

religiosa, los padres, tutores o encargados negaren 

su consentimiento para la hospitalización de sus hijos 
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o hijas que tutela esta Ley, el médico tratante queda facultado para adoptar las 

acciones inmediatas a efecto de proteger la vida o la integridad física de éstos. 

 
ARTICULO 33. Salud primaria. El Estado por medio de los organismos 

competentes deberá establecer programas dedicados ala atención integral 

del niño y niña hasta l o s seis años, así como promoverá la salud 

preventiva, procurando la activa participación de la familia y la comunidad, 

sin perjuicio de las obligaciones que el Estado tiene paratodos los niños, 

niñas o adolescentes. 

 

ARTICULO 34. Certificados de vacunaci6n. Los centros de enseñanza pre-primaria, primaria, 

básica y diversificada, los centros de cuidado diario, tanto públicos como privados, deberán 

requerir la presentación de los certificados de vacunación. En caso de no presentarse dicha 

constancia o faltase suministrar alguna dosis, cada centro educativo deberá remitir al padre de 

familia o encargado, a las autoridades de salud más cercanas, dejando constancia de esta acción. 

 
ARTICULO 35. Atenci6n a la salud. Todos los centros de atención a la salud del país, tanto 

públicos como privados, están obligados a: 

a) Posibilitar que el recién nacido tenga contacto con la madre al nacer y alojamiento conjunto 

con ella. 
 

b) Diagnosticar y hacer seguimiento médico de los niños y niñas que nacieren con problemas 

patológicos y con discapacidades físicas, sensoriales o mentales, así como orientar a los padres 

de los mismos. 

c) Crear programas especializados para la atención de niños, niñas y adolescentes que presenten 

problemas patológicos y discapacidades físicas sensoriales y mentales. 
 

d) Controlar que el crecimiento y desarrollo del niño o niña no sea inferior ala edad cronológica 

del mismo y orientar a los padres, tutores o encargados para que tomen las medidas necesarias 

remitiéndolos a donde corresponda. 

 
SECCION II 

DERECHO A LA EDUCACION, CULTURA, 

DEPORTE Y RECREACION 

ARTICULO 36. Educación integral. Los niños, niñas y 

adolescentes tienen derecho a recibir una educación 

integral de acuerdo a las opciones éticas, religiosas y 

culturales de su familia. Esta deberá ser orientada a 

desarrollar su personalidad, civismo y urbanidad, promover 
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el conocimiento y ejercicio de los derechos humanos, la importancia y necesidad de vivir en una 

sociedad democrática con paz y libertad de acuerdo a la ley ya la justicia, con el fin de prepararles 

para el ejercicio pleno y responsable de sus derechos y deberes, asegurándoles: 

 
a) Igualdad de condiciones para el acceso y permanencia en la escuela 

b) El respeto recíproco y un trato digno entre educadores y educandos. 

c) La formación de organizaciones estudiantiles y juveniles con fines culturales, deportivos, 

religiosos y otras que la ley no prohíba. 

 

ARTICULO 37. Educación pública. La educación pública deberá ser gratuita, laica y obligatoria 

hasta el último grado de diversificado. 

 
ARTICULO 38. Educación multicultural y multilingüe. El Estado a través de las autoridades 

competentes, deberá garantizar el derecho a la educación multicultural y multilingüe, especialmente 

en las zonas de población mayoritariamente maya, garífuna y xinka . 

 
ARTICULO 39. Realidad geográfica étnica y cultural. El Estado deberá desarrollar los mecanismos 

necesarios para que los niños, niñas y adolescentes del área rural tengan acceso a la educación, 

mediante programas adecuados a su realidad geográfica, étnica y cultural. 

 
Todos los niños y niñas menores de seis años, tienen derecho a gozar del servicio de centros de 

cuidado diario los cuales deberán ser provistos por los empleadores sean estos del sector público 

o privado según lo establece la Constitución Política de la República. 

 
ARTICULO 40. Participación de adultos. Es obligación de los padres, tutores o representantes, la 

educación de los niños, niñas y adolescentes. Deberán inscribirlos en centros de educación de 

su elección, velar porque asistan regularmente a clases y participar activamente en el proceso 

educativo de éstos. 

 
ARTICULO 41. Valores en la educación. La educación en Guatemala asegurará, además de 

fomentar los valores plasmados en otras normas, los siguientes: 

 
a) La promoción y difusión de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. 

b) El respeto a sí mismo, a sus padres y demás personas e instituciones. 

c) El fomento y la preservación de los valores culturales, artísticos, étnicos, lingüísticos, de género 

y aprendizaje, costumbres y tradiciones propias del contexto social eliminando todas las formas 

de discriminación y exclusión por razones de género, etnia, religión o condición económica. 

d) La preparación para una vida responsable en una sociedad libre, con espíritu de paz, tolerancia 

y amistad entre los pueblos. 
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e) El desarrollo de un pensamiento autónomo, crítico y creativo. 

f) El respeto, conservación y cuidado del ambiente. 

 
 

ARTICULO 42. Investigaciones. El Estado deberá estimular las investigaciones y tomará en cuenta 

las nuevas propuestas relativas a la pedagogía, didáctica, evaluación, curricula y metodologías 

que correspondan a las necesidades de los niños, niñas y adolescentes. 

 
ARTICULO 43. Disciplina de los centros educativos. El Estado a través de las autoridades 

educativas competentes deberá adoptar las medidas pertinentes para procurar que la disciplina 

en los centros educativos, tanto públicos como privados, se fomente respetando la integridad y 

dignidad de los niños, niñas y adolescentes, garantizándoles de igual manera la oportunidad de 

ser escuchados previamente a sufrir una sanción. 

 
Los establecimientos privados no deberán presionar psíquica, física, pedagógica o moralmente a 

los niños, niñas y adolescentes por ninguna causa; y en caso de incumplimiento de pagos 

deberán usarse los mecanismos legales para que los padres, tutores o encargados cumplan con 

las obligaciones contraídas con el establecimiento educativo. 

 
ARTICULO 44. Obligación de denuncia. Las autoridades de los establecimientos de enseñanza 

pública o privada comunicarán a la autoridad competente los casos de: 

 
a) Abuso físico, mental o sexual que involucre a sus alumnos. 

b) Reiteradas faltas injustificadas y de evasión escolar, cuando sean agotados los medios 

administrativos escolares. 

 

ARTICULO 45. Descanso, esparcimiento y juego. El Estado a través de las autoridades 

competentes, deberá respetar y promover el derecho de los niños, niñas y adolescentes al 

descanso, esparcimiento, juego ya las actividades recreativas y deportivas propias de su edad, a 

participar libre y plenamente en la vida cultural y artística de su comunidad, creando las condiciones 

propicias para el goce de este derecho en condiciones de igualdad de oportunidades. 

 
 

SECCION III 

DERECHO A LA PROTECCION DE LA NIÑEZ y ADOLESCENCIA 

CON DISCAPACIDAD 

 
ARTICULO 46. Vida digna y plena. Los niños, niñas y adolescentes con 

discapacidad física, sensorial y mental, tienen derecho a gozar de una vida 

plena y digna. 
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ARTICULO 47. Obligación estatal. El Estado deberá asegurar el derecho de los 

niños, niñas y adolescentes con discapacidad a recibir cuidados especiales 

gratuitos. 

 

Dicho derecho incluye el acceso a programas de estimulación temprana, educación, servicios de 

salud, rehabilitación, esparcimiento, así como la preparación para el trabajo, para lo cual 

promoverá, si no contara con estos servicios, su creación. Si fuera necesario y dentro de sus 

posibilidades, los referirá a centros privados, según el trámite administrativo establecido. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
ARTICULO 48. Acceso a información y comunicación. El Estado recozznoce 

el derecho del niño, niña y adolescente con discapacidad al acceso de 

información y comunicación, ala facilitación de accesos arquitectónicos para 

su integración y participación social. 

 
ARTICULO 49. Prevención. El Estado deberá promover, proveer y difundir 

programas de prevención, detección y referencias de las discapacidades, 

con los diferentes centros institucionales para su diagnóstico y tratamiento 

oportuno, tanto a nivel institucional como comunitario. 

 
SECCION IV 

DERECHO A LA PROTECCION CONTRA EL TRAFICO ILEGAL, 
SUSTRACCION, SECUESTRO, VENTA y TRATA DE NIÑOS, NIÑAS y 

ADOLESCENTES 

 
ARTICULO 50. Seguridad e integridad. Los niños, niñas y adolescentes tienen 

derecho a la protección contra el secuestro, el tráfico, la venta y trata para 

cualquier fin o en cualquier forma. El Estado deberá desarrollar actividades 

y estrategias de carácter nacional, bilateral y multilateral adecuadas para 

impedir estas acciones. 
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SECCION V 

DERECHO A LA PROTECCION CONTRA LA EXPLOTACION 

ECONOMICA 

 
ARTICULO 51. Explotación económica. Los niños, niñas y adolescentes tienen 

derecho a ser protegidos contra la explotación económica, el desempeño de 

cualquier trabajo que pueda ser peligroso para su salud física y mental o que 

impida su acceso a la educación. 

 

Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a ser protegidos por el Estado, la familia y la 

sociedad a fin de que tengan acceso a la educación, el deporte, la cultura y la recreación propia 

a su edad, en beneficio de su salud física y mental. 

 

SECCION VI 

DERECHO A LA PROTECCION POR EL USO ILICITO DE 

SUSTANCIAS QUE PRODUZCAN DEPENDENCIA 

 
ARTICULO 52. Sustancias que producen dependencia. Los niños, niñas y 

adolescentes tienen derecho a ser protegidos contra el consumo, uso y abuso de 

sustancias que produzcan dependencia, para lo cual el Estado creará y apoyará 

las condiciones apropiadas para los programas correspondientes. 

 

SECCION VII 

DERECHO ALA PROTECCION POR EL 

MALTRATO 

 
ARTICULO 53. Maltrato y agravios. Todo niño, 

niña o adolescente tiene el derecho de no 

ser objeto de cualquier forma de negligencia, 

discriminación, marginación, explotación, 

violencia, crueldad y opresión, punibles por la 

ley, ya sea por acción u omisión a sus derechos 

fundamentales. 

 

Asimismo, tienen derecho a ser protegidos contra toda forma de maltrato. El Estado estimulará 

la creación de instituciones y programas preventivos o psico-sociales necesarios, para dar 
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apoyo y orientación a la familia ya la comunidad. Deberá proporcionar la asistencia necesaria, 

tratamiento y rehabilitación a las víctimas, a quienes cuidan de ellas y al victimario. 

 

ARTICULO 54. Obligación estatal. El Estado deberá adoptar las medidas 

legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger 

a los niños, niñas y adolescentes contra toda forma de: 

 

Abuso físico: que ocurre cuando una persona que está en una relación de poder conun niño, 

niña o adolescente, le inflige daño no accidental, provocándole lesiones internas, externas o 

ambas. La relación de poder se da cuando existe una diferencia de fuerza, edad, conocimiento o 

autoridad entre la víctima y el ofensor. 

 
Abuso sexual: que ocurre cuando una persona en una relación 

de poder o confianza involucra aun niño, niña o adolescente en 

una actividad de contenido sexual que propicie su victimización 

y de la que el ofensor obtiene satisfacción incluyéndose dentro 

del mismo cualquier forma de acoso sexual. 

 
Descuidos o tratos negligentes: que ocurre cuando la persona 

o personas que tienen a su cargo el cuidado y crianza de un 

niño, niña o adolescente, no satisface sus necesidades básicas 

de alimentación, vestido, educación, atención médica, teniendo 

la posibilidad de hacerlo. 

 
Abuso emocional: que ocurre cuando una persona daña la 

autoestima o el desarrollo potencial de un niño, niña o 

adolescente. 

 
Cualquier persona que tenga conocimiento sobre un hecho de 

los descritos anteriormente deberá comunicarlo de inmediato a 

la autoridad competente más cercana, quien a su vez deberá 

realizar las diligencias pertinentes a efecto de que se sancione 

drásticamente a los que resultaren responsables de los mismos. 

ARTICULO 55. Obligación de denuncia. El personal de 

las instituciones públicas y privadas, centros educativos, 

servicios de salud y otros de atención a los niños, niñas y 

adolescentes, tienen la obligación de denunciar los casos de 

maltrato que se detecten o atiendan en sus instituciones. 
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SECCION VIII 

DERECHO A LA PROTECCION POR LA EXPLOTACION y ABUSOS 

SEXUALES 

 
ARTICULO 56. Explotación o abuso sexual. Los niños, niñas y adolescentes 

tienen derecho a ser protegidos contra toda forma de explotación o abuso 

sexual, incluyendo: 

a) La incitación o la coacción para que se dedique a cualquier actividad sexual. 

b) Su utilización en la prostitución, espectáculos o material pornográfico. 

c) Promiscuidad sexual. 

d) El acoso sexual de docentes, tutores y responsables. 

 

SECCION IX 

DERECHO A LA PROTECCION POR CONFLICTO ARMADO 

ARTICULO 57. Derecho internacional humanitario. En caso de conflicto armado, los niños, niñas 

y adolescentes tienen derecho a su no reclutamiento y que el Estado respetey vele porque se 

cumplan las normas del derecho internacional humanitario que les sean aplicables. 

 
El Estado adoptará todas las medidas posibles para asegurar que las personas que aún no hayan 

cumplido los dieciocho años de edad, no participen directamente en las hostilidades, ni sean 

reclutados para servicio militar en cualquier época. 

 

SECCION X 

DERECHO A LA PROTECCION DE LOS NIÑOS, NIÑAS Y 

ADOLESCENTES REFUGIADOS 

 
ARTICULO 58. Garantías. Los niños, niñas y adolescentes que soliciten o 

tengan el estatus de refugiado, retornado o desarraigado conforme los 

procedimientos nacionales o internacionales aplicables, tienen derecho de 

recibir, si están solos acompañados de sus padres, algún pariente o cualquier 

persona, la protección y asistencia humanitaria adecuada para el disfrute 

de los derechos plasmados en la Constitución Política de la República, la 

legislación interna y los convenios, tratados, pactos y demás instrumentos 

internacionales en materia de derechos humanos aceptados y ratificados por 

Guatemala. Esta será efectiva durante el tiempo, forma y procedimientos que 

establezcan las leyes nacionales e internacionales relativas a la materia. 
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SECCION XI 

DERECHO ALA PROTECCION CONTRA TODA INFORMACION Y 

MATERIAL PERJUDICIAL PARA EL BIENESTAR DE LA NIÑEZ 

Y LA ADOLESCENCIA 

ARTICULO 59. Protección. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a que se les proteja 

de toda información y material impreso, visual, electrónico o de audio que pueda ser perjudicial o 

nocivo para su adecuado desarrollo físico, mental y social. 

 
ARTICULO 60. Medios de comunicación. Se reconoce la importancia de la función que 

desempeñan los medios de comunicación social del Estado, como instrumentos de promoción, 

desarrollo del bienestar social, espiritual, moral, de la salud física y mentalde todos los niños, 

niñas y adolescentes. Con tal objeto deberán: 

a.) Facilitar el acceso a información. 

b.) Calificar, clasificar y supervisar toda la información, espectáculos, programas o material 

que sea puesto en su conocimiento. 

c.) Promover la participación directa en los programas o ediciones de niños, niñas o 

adolescentes. 

d.) Informar de la clasificación y contenido de los programas, antes y durante los mismos. 

e.) Los que tengan presencia en aquellos lugares de predominancia maya, garífuna o 

xinka, difundan, transmitan, publiquen y editen material y programas en esos idiomas. 

f.) Apoyar a los órganos jurisdiccionales e instituciones de bienestar social, a localizar a 

los familiares de los niños, niñas y adolescentes extraviados. 

g.) Promover la divulgación de los derechos humanos de la niñez y la adolescencia, en 

general. 

 
ARTICULO 61. Obligación estatal. Son obligaciones del Estado, a través de los órganos 

competentes: 

a.) Clasificar y supervisar los espectáculos públicos, los programas de radio, televisión y 

cable, videos, impresos y cualquier otra forma de comunicación, que sea perjudicial para 

el bienestar de los niños, niñas y adolescentes. 

b.) Regularelacceso alosespectáculospúblicos ycualquier otro medio quetengacontenido 

único para adultos. 

c.) Velar porque los medios de comunicación que tengan o establezcan franjas infantiles, 

juveniles, familiares o exclusivas para adultos, las den a conocer previamente, con el 
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objeto de que los padres de familia, tutores, parientes o cualquier persona que tenga a 

su cuidado algún niño, niña o adolescente, conozca el contenido de la programación 

y deesa manera limiten bajo su responsabilidad el acceso a programas no aptos para 

su edad. 

 

TITULO III 

DEBERES DE LOS NIÑOS, NIÑAS y ADOLESCENTES 

 

CAPITULO UNICO 

DEBERES INHERENTES 

 
ARTICULO 62. Deberes y limitaciones. En la medida de sus facultades, todo niño, niña y 

adolescente estará solamente sujeto a las limitaciones establecidas por la ley, con el único fin de 

asegurar el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás y de satisfacer 

las justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general en una sociedad 

democrática. 

 
Para su desarrollo integral, los niños, niñas y adolescentes, en la medida de suscapacidades, 

tiene los siguientes deberes: 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
a.) Desarrollar actitudes de consideración, solidaridad, tolerancia, comprensión y respeto 

con los ancianos, adultos, adolescentes y otros niños y niñas, sin distinción de vínculo 

familiar, sexo, posición económica y social, étnica y discapacidad física, mental o 

sensorial. 

b.) Respetar y obedecer a sus padres, tutores o encargados, contribuyendo ala unidad 

y lealtad familiar. 
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c.) Apoyar a sus padres en su ancianidad, discapacidad o enfermedad, en la medida de sus 

posibilidades. 

d.) Conocer la realidad nacional, cultivar la identidad cultural, los valores de la nacionalidad 

guatemalteca y el patriotismo. 

e.) Actuar con honestidad y responsabilidad en el hogar y en todas las etapas del proceso 

educativo. 

f.) Esforzarse por asimilar los conocimientos que se les brinden y tratar de desarrollar las 

habilidades necesarias para alcanzar un adecuado rendimiento escolar. 

g.) Cumplir con las disposiciones disciplinarias establecidas en el centro escolar, donde 

curse sus estudios, siempre y cuando se administren de modo compatible con su 

dignidad y no contravengan esta Ley ni las leyes del país. 

h.) Participar en las actividades escolares y de su comunidad. 

i.) Cuidar y respetar sus bienes, los de su familia, los de su centro de enseñanza y los de 

la comunidad, participando en su mantenimiento y mejoramiento. 

j.) Colaborar en las tareas del hogar, siempre que éstas sean acordes a su edad y desarrollo 

físico y no interfieran con sus actividades educativas y desarrollo integral. 

k.) Cumplir con los tratamientos médicos, sociales, psicológicos o de otra índole que sean 

necesarios para su bienestar. 

l.) Participar con respeto y honradez en las actividades culturales, deportivas o recreativas, 

que organicen las instituciones públicas o privadas. 

m.) Conocer y promover la Constitución Política de la República, la Convención sobre los 

Derechos del Niño y loS derechos humanos, en general. 

n.) Buscar protección ante sus padres o encargados o ante las autoridades competentes, 

de cualquier hecho que lesione sus derechos. 

o.) Respetar, propiciar y colaborar en la conservación del ambiente. 

p.) No abandonar la casa de sus progenitores o aquella que ellos o la autoridad les hubiese 

asignado, sin la debida autorización de ellos, salvo cuando su integridad física y mental 

esté en riesgo grave de sufrir algún tipo de daño. 

 
 

 
TITULO IV 
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ADOLESCENTES TRABAJADORES 

CAPITULO UNICO 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

SECCION I 

CONSIDERACIONES BASICAS 

ARTICULO 63. Definición. Para los efectos de esta Ley, se entiende por adolescentes 

trabajadores a los que participan directamente en una actividad generadora de ingresos a 

nivel formal, informal o familiar. Dicho trabajo de adolescentes debe ser equitativamente 

remunerado y realizado en condiciones adecuadas para su edad, capacidad, estado físico, 

desarrollo intelectual, acorde a sus valores morales, cultura les y no deberá interferir con su 

asistencia a la escuela. 

ARTICULO 64. Sector formal. Para los efectos de esta Ley, se entiende por adolescente trabajador 

del sector formal, al mayor de catorce años de edad, que tenga como patrono aun empleador 

individual o jurídico, o que labore para una empresa de acuerdo con las normas del Código de 

Comercio; en ambos casos, en virtud de una relación directa de subordinación y dependencia, 

dentro de un horario determinado y sujeto aun contrato individual de trabajo. 

 
ARTICULO 65. Sector informal. Para los efectos de esta Ley, se entiende por adolescente 

trabajador del sector informal al mayor de catorce años, que realiza actividades laborales por 

cuenta propia o para un patrono que desarrolla actividades comerciales sin sujetarse plenamente 

a la legislación tributaria y comercial del país, especialmente en lo que se refiere al registro, sede, 

contabilidad, entre otros elementos que caracterizan la formalidad del comerciante. 

 

SECCION II 
PROFESIONALIZACION Y PROTECCION 

 
ARTICULO 66. Prohibición. Es prohibido cualquier trabajo a adolescentes 

menores de catorce años de edad, salvo las excepciones establecidas en el 

Código de Trabajo, debidamente reglamentadas. 

 
ARTICULO 67. Protección. La protección a los adolescentes trabajadores 

será, además de las normas contenidas en esta Ley, la que dispone la 

Constitución Política de la República, el Código de Trabajo y los tratados, 

convenios, pactos y demás instrumentos internacionales en esa materia 

ratificados por Guatemala. 

ARTICULO 68. Aprendizaje. Se considera aprendizaje a la formación técnico- profesional 
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impartida según las pautas y bases de la legislación de educación en vigor. 

 
ARTICULO 69. Principios. La formación técnico- profesional obedecerá a los principios siguientes: 

 
a) Garantía de acceso y asistencia obligatoria ala educación regular. 

 

b) Actividad compatible con el desarrollo de los adolescentes. 
 

c) Horario especial para el ejercicio de las actividades. 

 

 
ARTICULO 70. Garantías. Al adolescente aprendiz mayor de catorce años se le aseguran los 

derechos laborales y de previsión social. 

ARTICULO 71. Discapacidad. Al adolescente con discapacidad se le asegura trabajo protegido. 

ARTICULO 72. Prohibición. Al adolescente empleado, aprendiz, en régimen familiar de trabajo, 

alumno de escuela técnica, con asistencia en entidad gubernamental o no gubernamental, le 

es vedado el trabajo: 

 
a) Nocturno, realizado entre las veinte horas de un día y las ocho horas del día siguiente. 

 

b) Peligroso, insalubre o penoso. 
 

c) Realizado en locales perjudiciales a su formación ya su desarrollo físico, psíquico, moral y 

social. 
 

d) Realizado en horarios y locales que no le permitan comparecer en la escuela. 

 

 
ARTICULO 73. Capacitaci6n. El programa social que tenga como base el trabajo educativo, bajo 

la responsabilidad de entidad gubernamental o no gubernamental sin fines lucrativos, deberá 

asegurar al adolescente que participe en él, condiciones de capacitación para el ejercicio de 

actividad regular remunerada. 

 
a) Se entiende por trabajo educativo la actividad laboral en la que las exigencias pedagógicas 

relativas al desarrollo personal y social del alumno prevalecen sobre el aspecto productivo. 

b) La remuneración que el adolescente recibe por el trabajo realizado o por la participación en 

la venta de los productos de su trabajo no desvirtúa el carácter educativo. 

ARTICULO 74. Garantías. El adolescente tiene derecho ala profesionalización y a la protección 
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en el trabajo, observándose los siguientes aspectos, entre otros: 

 
a) Respeto a la condición peculiar de persona en desarrollo. 

 

b) Capacitación profesional adecuada al mercado de trabajo. 

 
 

TITULO V 

DISPOSICIONES ESPECIALES 

 

CAPITULO I 

AMENAZA O VIOLACION DE DERECHOS A NIÑOS, NIÑAS 

Y ADOLESCENTES 

 
ARTICULO 75. Causas. Para los efectos de la presente Ley, los derechos de los niños, niñas y 

adolescentes se amenazan o se violan por: 

 
a.) Acción u omisión de cualquier miembro de la sociedad o del Estado. 

b.) Falta, omisión o abuso de los padres, tutores o responsables. 

c.) Acciones u omisiones contra sí mismos. 

 
 

 
CAPITULO II 

OBLIGACIONES DEL ESTADO, SOCIEDAD, PADRES, TUTORES O 
ENCARGADOS 

 
ARTICULO 76. Obligación estatal. Son obligaciones del Estado, a través de sus órganos 

competentes cuando exista amenaza o violación a los derechos de la niñez y la adolescencia, las 

siguientes: 

 
a.) Velar porque las instituciones públicas o privadas que atiendan a los niños, niñas y 

adolescentes a quienes sus derechos se encuentren amenazados o violados, éstos le 

sean respetados y restituidos, en especial su derecho a la vida, seguridad, identidad 

cultural, costumbres, tradiciones e idioma y les brinden tratamiento integral y digno. 

b.) Coordinar acciones e impulsar programas que fomenten la unidad y estabilidad familiar, 

el civismo, identidad nacional, los valores morales, el respeto a los derechos humanos y 
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el liderazgo para el desarrollo de la comunidad. 

c) Diseñar políticas y ejecutar programas de salud integral con participación de las instituciones 

dedicadas a la atención de la salud, que tiendan a la prevención de enfermedades, brindando los 

insumos que sean necesarios. Para ese fin, deberá fomentar al máximo la participación de los 

niños, niñas y adolescentes, la familia y la comunidad. 

d.) Impulsar y ejecutar, dentro de sus capacidades, en horarios adecuados, programas 

complementarios de educación para niños, niñas y adolescentes. 

e) Velar que se desarrollen actividades que brinden espectáculos populares, culturales y deportivos 

en las áreas urbano marginales y rurales del país y fomentar la práctica de éstos a través del 

Ministerio de Cultura y Deportes y las municipalidades. 

f.) Establecer con participación comunitaria, programas de capacitación para el trabajo 

calificado de adolescentes que viven en extrema pobreza a efecto de brindarles una 

opción de superación económica. 

g.) Velar porque los niños, niñas y adolescentes en orfandad, sean entregados 

inmediatamente a otros familiares, previa investigación, facilitándoles los trámites 

legales. 

h.) Diseñar y ejecutar programas de educación sexual, prevención de enfermedades de 

transmisión sexual, preparación para la procreación y la vida en pareja, que inculquen la 

paternidad y maternidad responsables. 

 
ARTICULO 77. Obligación de los particulares. Es deber de las personas participar en todos 

aquellos programas gubernamentales y no gubernamentales que se ejecuten a favor de la niñez 

y la adolescencia, que re encuentren amenazados o violados en sus derechos. 

 
ARTICULO 78. Obligaciones. Es obligación de los padres, tutores o personas responsables de 

niños, niñas y adolescentes para garantizarle el goce de sus derechos: 

 

a.) Brindarles afecto y dedicación. 

b.) Proveerles los recursos materiales necesarios para su desarrollo, de acuerdo a sus 

posibilidades económicas. 

c.) Orientarlespreventivamente,asícomoparticiparactivamenteenprogramascomunitarios 

de prevención y rehabilitación. 

d.) Orientar en forma justa la conducta de sus hijos e hijas, bajo su cuidado, empleando 

medios prudentes de disciplina que no vulneren su dignidad e integridad personal, así 

como denunciar toda clase de violaciones a sus derechos humanos. 
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e.) Recibir tratamiento especializado para superar las adicciones y conductas agresivas 

que presenten. 

f.) Esforzarse por identificar el talento de sus hijos, hijas y pupilos a efecto de buscar la 

ayuda especializada que el caso amerite. 

 
ARTICULO 79. Obligaci6n de informar a los padres o responsables. Los directores, maestros 

y personal de instituciones educativas o de asistencia que detecten en los niños, niñas y 

adolescentes, bajo su responsabilidad, casos de tenencia, consumo de sustancias alcohólicas 

o psicotrópicas que produzcan dependencia, deberán informar a los padres 0 personas 

responsables para que adopten las medidas de protección correspondientes, debiendo estos 

participar activamente en el proceso de rehabilitación.Si fuesen huérfanos o abandonados por 

sus padres, los referirán a instituciones especializadas para su tratamiento y rehabilitación. En 

ningún caso, quienes estén en el proceso de rehabilitación o hayan sido rehabilitados podrán ser 

privados del acceso a los establecimientos educativos o de asistencia. 

 
Los establecimientos educativos podrán aplicar las medidas preventivas y disciplinarias 

establecidas en su reglamentación interna, relativa a la conducta de sus alumnos y personal 

técnico y administrativo. Siempre que se respeten su dignidad, su integridad personal y los 

derechos y garantías del niño, niña y adolescente, especialmente el debido proceso y su 

derecho de defensa. 
 

LIBRO II 

DISPOSICIONES ORGANIZATIVAS 

 

TITULO UNICO 

ORGANISMOS DE PROTECCION INTEGRAL 

CAPITULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

 
ARTICULO 80. Protección integral. La protección integral de los niños, niñas y 

adolescentes deberá realizarse a nivel social, económico y jurídico. 

 

Las acciones administrativas que desarrolla el presente libro, con el fin de propiciar la vigencia 

efectiva de los derechos de la niñez y la adolescencia, se realizarán mediante la formulación, 

ejecución y control de las políticas públicas desarrolladas por el Estadocon participación de 

la sociedad. 
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ARTICULO 81. Definici6n de políticas. Para los efectos de la presente Ley, las políticas de 

protección integral se entenderán como el conjunto de acciones formuladas por la Comisión 

Nacional y las Comisiones Municipales de la Niñez y la Adolescencia, respectivamente, para 

garantizar a los niños, niñas y adolescentes el pleno goce de sus derechos y libertades. 

 
Los derechos que consigna esta Ley pueden ser amplia dos, pero en ningún caso variar ni 

contravenir los principios que la inspiran, y bajo la estricta premisa de fortalecer la unidad de la 

institución de la familia. 

 
ARTICULO 82. Clasificación. Para los efectos de la presente Ley, las políticas de protección 

integral de la niñez y la adolescencia, en su orden, son las siguientes: 

 
a) Políticas sociales básicas: el conjunto de acciones formuladas por el Estado y la sociedad, 

para garantizar a todos los niños, niñas y adolescentes, el pleno goce de sus derechos. 
 

b) Políticas de asistencia social: el conjunto de acciones formuladas por el Estado y la sociedad, 

para garantizar a los niños, niñas y adolescentes, en situaciones extremas de pobreza o en 

estado de emergencia, el derecho aun nivel de vida adecuado, a través de programas de apoyo 

y asistencia a la familia. 

c) Políticas de protección especial: el conjunto de acciones formuladas por el Estado y la 

sociedad, para garantizar a los niños, niñas y adolescentes amenazados o violados en sus 

derechos su recuperación física, psicológica y moral. 

d) Políticas de garantía: el conjunto de acciones formuladas por el Estado y la sociedad, para 

garantizar a los niños, niñas y adolescentes sujetos a procedimientos judiciales o administrativos, 

las garantías procesales mínimas. 

 

ARTICULO 83. Formulación de políticas. La formulación de las políticas de protección integral de 

la niñez y la adolescencia, corresponde, a nivel nacional, ala Comisión Nacional de la Niñez y la 

Adolescencia ya nivel municipal a las Comisiones Municipales de la Niñez y la Adolescencia . 

 
La ejecución de las políticas de protección integral de e niñez y la adolescencia será responsabilidad 

de los diferentes organismos a quien corresponda según la materia. 

 
ARTICULO 84. Formulación, ejecuci6n y control. La formulación, ejecución y control de políticas 

de protección integral a favor de los niños, niñas y adolescentes deberá fundamentarse en los 

principios siguientes: 

 
a) Unidad e integridad de la familia. 

 

b) Responsabilidad primaria de los padres en cuanto a los derechos y deberes inherentesa la 
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patria potestad, en el marco de principios éticos, cumplidos dentro del ordenamiento legal. 
 

c) Descentralización. 
 

d) Desconcentración. 
 

e) Participación. 
 

f) Coordinación. 
 

g) Transparencia. 
 

h) Sustentabilidad. 
 

i) Movilización. 
 

j) Respeto ala identidad cultural. 
 

k) Interés superior del niño. 

 
 
 

CAPITULO II 

COMISION NACIONAL DE LA NIÑEZ y DE LA ADOLESCENCIA 

 
ARTICULO 85. Comisión Nacional de la Niñez y de la Adolescencia. La Comisión Nacional de la 

Niñez y de la Adolescencia será responsable de la formulación de laspolíticas de protección 

integral de la niñez y la adolescencia; conforme a las disposiciones del artículo 81 de esta Ley; 

así como de trasladarlas al sistema de consejos de desarrollo urbano y rural ya los ministerios 

y dependencias del Estado para su incorporación a sus políticas de desarrollo; velar por su 

cumplimiento y adoptar las acciones pertinentes que lleven a la mayor eficiencia dicha protección. 

 
Contará con un reglamento interno y recursos provenientes de: 

 
a) Aportes de la Secretaría de Bienestar Social, para cubrir los gastos de funcionamiento que 

sean necesarios. 
 

b) Aportes o subvenciones ordinarias o extraordinarias que reciba del Estado y otros organismos 

nacionales e internacionales. 
 

c) Donaciones de personas individuales o jurídicas. 

 
 

ARTICULO 86. Naturaleza e integración. La Comisión Nacional de la Niñez y de la Adolescencia 

será deliberativa y estará integrada paritariamente por representantes del Estado y por el mismo 

número de representantes de organizaciones no gubernamentales que realicen acciones y 
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desarrollen programas a favor de la niñez y la adolescencia, así: 

 
a) Por el Estado: un representante de cada una de las áreas de educación, salud, trabajo y 

previsión social, gobernación, cultura, bienestar social, finanzas y de la Secretaría de Planificación 

y Programación de la Presidencia o la dependencia que tenga a su cargo la planificación en el 

Organismo Ejecutivo; un representante del Congreso de la República; un representante del 

Organismo Judicial. 

b) Por las organizaciones no gubernamentales destinadas al desarrollo de la niñez y la 

adolescencia, once representantes de: organizaciones de derechos humanos de la niñez y la 

adolescencia, religiosa, indígenas, juveniles, educativas y de salud. 

 

La nominación de los representantes de las organizaciones no gubernamentales se realizará de 

acuerdo al procedimiento propio de cada grupo. 

 
Los miembros de la Comisión Nacional de la Niñez y la Adolescencia actuarán ad honorem y 

ocuparán sus cargos por períodos de dos años, a partir de la fecha de toma de posesión. Elegirán 

entre sus miembros a su Junta Directiva, por un período de un añoque será coordinada por la 

Secretaría de Bienestar Social. 

El presidente de la Junta Directiva integrará el Consejo Nacional de Desarrollo Urbanoy Rural. 

Todos los períodos de los representantes ante la Comisión, así como el de su Junta Directiva, se 

computarán al treinta y uno de diciembre de cada año. 

 
La Comisión Nacional de la Niñez y la Adolescencia deberá presentar al Congreso de la República 

durante la primera quincena del mes de febrero de cada año, por conducto dela Comisión de 

la Mujer, el Menor y la Familia, informe circunstanciado de sus actividades y de la situación de la 

niñez en el país. 

 
ARTICULO 87. Decisiones de la comisión. Las decisiones de la Comisión Nacional dela Niñez 

y la Adolescencia serán autónomas y propositivas, las cuales se tomarán por mayoría; en caso 

de empate, quien presida, tendrá doble voto. 

 
ARTICULO 88. Atribuciones de la comisión. Son ,atribuciones de la Comisión Nacional de la 

Niñez y la Adolescencia, las siguientes: 

 
a) Formular y aprobar las políticas de protección integral de la niñez y la adolescencia y velar 

porque en e] Presupuesto General de Ingresos y Egresos del Estado se incluyan las asignaciones 

correspondientes. 

b) Trasladar las políticas de protección integral formuladas, al Consejo Nacional de Desarrollo 
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Urbano y Rural ya los ministerios y dependencias del Estado, para su incorporación en sus 

políticas de desarrollo. 
 

c) Promover, coordinar y fiscalizar la ejecución de las políticas de protección integral dela niñez 

y la adolescencia. 
 

d) Obtener recursos para su funcionamiento. 
 

e) Divulgar los derechos de la niñez y la adolescencia, su situación, así como las políticas que 

se formulen. 

f) Otras establecidas en el marco de la legislación nacional e internacional congruentes con la 

protección integral de la niñez y la adolescencia. 

 
 

ARTICULO 89. Secretaría Ejecutiva. Para el desarrollo de sus funciones la comisión nacional 

contará con una Secretaría Ejecutiva. Sus atribuciones se establecerán en el reglamento 

respectivo. 

 
 
 

CAPITULO III 

PROCURADOR DE LOS DERECHOS HUMANOS A TRAVES DE LA 
DEFENSORIA DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA 

 
ARTICULO 90. Creación. Se crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia, 

cuyas facultades son la defensa, protección y divulgación de los derechos de los niños, niñas y 

adolescentes, ante la sociedad en general, así como el efectivo cumplimiento de las disposiciones 

que en esta materia precisa el ordenamiento jurídico nacional, la Constitución Política de la 

República, y otros convenios, tratados, pactos y demás instrumentos internacionales en materia 

de derechos humanos aceptados y ratificados por el Estado de Guatemala. 

 

ARTICULO 91. Dependencia. La Defensoría de los Derechos de la Niñez 

y la Adolescencia depende directamente del Procurador de los Derechos 

Humanos y procuradores adjuntos. 

 

ARTICULO 92. Funciones. La Defensoría de los Derechos de la Niñez y laAdolescencia tendrá 

las siguientes funciones: 

 
a) Proteger los derechos humanos de la niñez y la adolescencia establecidos en la Constitución 

Política de la República, los convenios, tratados, pactos y demás instrumentos internacionales 

aceptados y ratificados por Guatemala, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la 
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Convención sobre los Derechos del Niño y otras disposiciones legales vigentes, mediante la 

investigación de denuncias presentadas o tramitadas de oficio en relación ala violación de tales 

derechos, a efecto de determinar las responsabilidades, ordenar la cesación de las violaciones 

ocurridas y promover las medidas o denuncias que procedan ante los órganos competentes. 

b) Velar porque las autoridades encargadas de brindar protección a los niños, niñas y adolescentes 

cumplan con sus atribuciones y que en su actuación se atienda lo dispuestos en la Convención 

sobre los Derechos del Niño. 

c) Supervisar instituciones gubernamentales y no gubernamentales que atienden a niños, niñas 

y adolescentes, para verificar las condiciones en que éstas se encuentran, a efectode que se 

adopten las medidas pertinentes en la protección de niños, niñas y adolescentes, así como darle 

seguimiento al cumplimiento de las recomendaciones formuladas. 

d) Coordinar acciones de manera interinstitucional, gubernamental y no gubernamental a nivel 

nacional e internacional, especialmente con aquellas que brindan protección a niños, niñas y 

adolescentes. 

e) Realizar acciones de prevención tendientes a proteger los derechos humanos del niño, niña y 

adolescente por medio de pláticas, conferencias, seminarios, foros, videos, cortos de televisión, 

radio y prensa escrita. 

f) Coordinar con el Director de Promoción y Educación de la Procuraduría de los Derechos 

Humanos, acciones encaminadas a promover y educar a la población infantil, joven y adulta 

en relación con los derechos y deberes del niño, niña y joven y sus mecanismos de protección 

elaborando para el efecto material didáctico apropiado, reproduciendo y publicando el mismo y 

logrando que tanto padres de familia comomaestros lleven a cabo acciones multiplicadoras para 

difundir tales derechos. 

g) Representar y acompañar al Procurador de los Derechos Humanos, cuando éste lo disponga, 

en actividades relacionadas con niños, niñas y adolescentes tanto a nivel nacional como 

internacional. 

h) Proveer al Procurador de los Derechos Humanos, la información de soporte necesaria a efecto 

de que éste proponga ante el Ministerio de Educación, un programa de readecuación curricular 

que contenga la educación en derechos humanos a nivel nacional con énfasis en los derechos 

de la niñez y la adolescencia. 

i) Coordinar con las asociaciones y sindicatos magisteriales acciones y programas de educación 

en derechos humanos de la niñez y la adolescencia. 

j) Otras funciones y atribuciones que aunque no figuren expresamente son inherentes a esta 

Defensoría. 

 

ARTICULO 93. Leyes especiales. Para los efectos de trámite de las denuncias presentadas o 
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acciones iniciadas de oficio se deberá actuar de conformidad con lo establecido en la Ley, la 

Comisión de Derechos Humanos del Congreso de la Repúblicay del Procurador de los Derechos 

Humanos, los reglamentos correspondientes y las disposiciones de carácter interno emitidas por 

el Procurador. 

 
 
 

CAPITULO IV 

UNIDAD DE PROTECCION A LA ADOLESCENCIA TRABAJADORA 

 
ARTICULO 94. Creación. Se crea la Unidad de Protección a la Adolescencia Trabajadora, para 

ejecutar los proyectos y programas que emprenda el Ministerio de Trabajo y Previsión Social por 

medio del viceministerio respectivo, teniendo en cuenta asimismo los lineamientos que la Comisión 

Nacional de la Niñez y Adolescencia establezca, comunicará a las autoridades competentes de 

cualquier incumplimiento, que al respecto tengan conocimiento, para su debida investigación y 

sanción si fuere el caso. 

 
Articulo 95. Coordinaci6n. La Unidad de Protección a la Adolescencia Trabajadora coordinará 

acciones con la Inspección de Trabajo y la Dirección General de Trabajo. 

 
 
 
 

CAPITULO V 

POLICIA NACIONAL CIVIL 

 

ARTICULO 96. Cooperación institucional. 

La Unidad Especializada de la Niñez y la 

Adolescencia de la Policía Nacional Civil, tendrá 

como objetivo principal, el capacitar y asesorar 

sistemáticamente a todos los miembros de la 

Institución, sobre los derechos y deberes de 

niños, niñas y adolescentes. 

 

ARTICULO 97. Principios. La Unidad Especializada de la Niñez y Adolescencia desarrollará 

programas de capacitación y asesoría de conformidad con los siguientes principios: 

 
a) Respeto irrestricto a la legislación nacional, así como a los tratados internacionales en materia de 

derechos humanos de la niñez y adolescencia, aceptados y ratificados por el Estado de Guatemala. 
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b) Protección y atención especializada de conformidad con el interés superior de niños, niñas y 

adolescentes. 
 

c) Naturaleza civil y vocación de servicio a la comunidad, abierto a rendir cuentas de 

sus actuaciones, principalmente en el control y prevención del delito contra niños, niñas y 

adolescentes y los cometidos por adolescentes. 

d) Alto contenido técnico y humano en el desempeño de sus funciones. 

 
 

LIBRO III 

DISPOSICIONES ADJETIVAS 

TITULO I 

NIÑEZ y ADOLESCENCIA AMENAZADA O VIOLADA EN SUS 

DERECHOS HUMANOS 

CAPITULO I 

JURISDICCION y COMPETENCIA 

 
SECCION I 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTICULO 98. Creaci6n. Se crearán los siguientes juzgados que sean necesarios en la 

República. 

 
a.) De la Niñez y la Adolescencia. 

b.) De Adolescentes en Conflicto con la Ley Penal. 

c.) De Control de Ejecución de Medidas; y, 

d.) Sala de la Corte de Apelaciones de la Niñez y Adolescencia. 

 

La Corte Suprema de Justicia creará las demás instancias necesarias para el cumplimiento 

efectivo de las disposiciones contenidas en la presente Ley. 

 
SECCION II 

INTEGRACION DE LA JURISDICCION 

ARTICULO 99. Organización. La jurisdicción de los tribunales de la Niñez y la Adolescencia y 
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de Adolescentes en Conflicto con la Ley Penal será especializada ytendrá la organización que 

dispone la Ley del Organismo Judicial y demás normas legales aplicables, su personal, al igual 

que el del Juzgado de Control de Ejecución de Medidas, deberá ser especialmente calificado y 

contará por lo menos con un psicólogo, trabajadores sociales y un pedagogo. Podrán auxiliarse de 

los especialistas de las instituciones de asistencia social y otras instituciones públicas o privadas, 

así como de intérpretes de idiomas mayenses, garífunas y xinkas, cuando sea necesario. Tendrán 

la naturaleza y categorías de los Juzgados de Primera Instancia. 

 
Para la integración de estos tribunales, se tomarán en cuenta las características socioculturales 

de los lugares donde funcionarán. 

 
ARTICULO 100. Requisitos. Para ser juez, magistrado o magistrada de la Niñez y la Adolescencia, 

se deberá reunir los requisitos exigidos por la Constitución Política de la 

 
República. Además, tener amplios conocimientos y experiencia en derechos humanos de la niñez 

y la adolescencia. 

 
La Sala de la Corte de Apelaciones de la Niñez y Adolescencia del ramo estaráintegrado por tres 

(3) magistrados titulares y un (1) suplente. 

 
SECCION III 

COMPETENCIA 

ARTICULO 101. Competencia. La competencia por razón del territorio deberá serdeterminada: 

 
1. Para los niños, niñas y adolescentes cuyos derechos sean amenazados o violados: 

 
a) Por el domicilio de los padres o responsables. 

 

b) Por el lugar donde se encuentra el niño, niña y adolescente, cuando falten los padres 0 el 

responsable. 
 

c) Por el lugar donde se realizó el hecho. 
 

2. Para los adolescentes en conflicto con la ley: 

 
a) Por el lugar donde se cometió el hecho. 

 
 

ARTICULO 102. Ejecución de medidas. La ejecución de la medida o medidas serádelegada por 

el juez que dictó la medida conforme: 

 
a) El lugar donde esté establecida la autoridad que el juez designe. 
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b) El domicilio de los padres o responsables. 
 

c) El lugar donde tenga su sede la entidad que abrigue al niño, niña y adolescente. 
 

d) El lugar donde se realizó el hecho. 

 
 

SECCION IV 

ATRIBUCIONES 

ARTICULO 103. Atribuciones de los juzgados de paz. Son atribuciones de los Juzgados de 

Paz, en materia de derechos de la niñez y adolescencia: 

 
A) En materia de protección de los derechos de la niñez y adolescencia : 

 
a) Conocer y resolver las solicitudes de medidas cautelares que sean necesarias para el cese de 

la amenaza o violación de un derecho humano de la niñez y adolescencia, pudiendo dictar las 

medidas establecidas en las literales e), g), h), e i) del artículo 112 yla contemplada en el artículo 

115. 

b) Supervisar la ejecución de las medidas cautelares y definitivas que el Juez de la Niñez y 

Adolescencia dicte y así le sea solicitado. 

c) Una vez decretada la medida cautelar, el expediente deberá ser remitido, a la primera hora 

hábil del día siguiente, al Juzgado de la Niñez y Adolescencia competente. 

 

B) En materia de adolescentes en conflicto con la ley penal: 

 
a) Conocer, tramitar, juzgar y resolver los hechos, atribuidos a los adolescentes, constitutivos de 

faltas, delitos contra la seguridad del tránsito y delitos cuya pena máxima de prisión no sea 

superior a los tres (3) años o consista en pena de multa, segúnel Código Penal o leyes penales 

especiales, de acuerdo al procedimiento específico del juicio de faltas señalado en el Código 

Procesal Penal. Respetando los principios, derechos y garantías especiales que por esta Ley se 

reconocen a los adolescentes. Enestos casos, están autorizados para promover y autorizar la 

conciliación, la remisión y el criterio de oportunidad. Al resolver, únicamente podrá imponer las 

siguientes medidas: 

 
i) Socioeducativas : 

 
 

1. Amonestación y advertencia. 

 
2. Prestación de servicios a la comunidad, por un período máximo de dos (2) meses; y, 



Compendio de Leyes en materia de niñez y adolescencia en contexto migratorio 155  

Ley de protección integral de la niñez y adolescencia 
 
 

 

3. Reparación de los daños. 

 

 
ii) Ordenes de orientación y supervisión, a excepción de las contempladas en las literales 

a) y g) de las órdenes de orientación y supervisión reguladas en el artículo 253de esta 

Ley. 
 

iii) En los demás casos realizarán las primeras diligencias y conocerán, a prevención, en 

donde no hubiere Juez de Adolescentes en Conflicto con la Ley o que se encuentre 

cerrado, por razón de horario, o por cualquier otra causa. Agotadas las primeras diligencias, 

remitirá lo actuado al Juez de Adolescentes en Conflicto con la Ley Penal, con dos copias. 

 
 

b) En los casos de flagrancia o de presentación del adolescente sindicado de la comisiónde un 

hecho calificado como delito, se pronunciará sobre su situación jurídica y procesal. Quedará 

sujeto al proceso de adolescente en conflicto con la ley penal cuando el caso lo amerite; en caso 

contrario, dictará una resolución por falta de merito y ordenará la inmediata libertad. 

 
C) Si el adolescente queda sujeto a proceso, podrá disponer la medida de coerción adecuada, de 

acuerdo a lo establecido por esta Ley y ordenará practicar las diligencias que sean necesarias 

para el esclarecimiento del caso concreto, según la naturaleza del delito. 

 
En todos los casos, remitirá lo actuado al Juez de Adolescentes en Conflicto con la LeyPenal 

competente, a la primera hora hábil del día siguiente. 

 
ARTICULO 104. Atribuciones de los juzgados de la niñez y la adolescencia. Son atribuciones de 

los juzgados de la Niñez y la Adolescencia las siguientes: 

 
a) Conocer, tramitar y resolver aquellos hechos o casos remitidos, denunciados o conocidos de 

oficio, que constituyan una amenaza o violación a los derechos de la niñezy adolescencia y que, 

a través de una resolución judicial, se restituya el derecho violadoo cese la amenaza o violación 

al mismo. 

b) Cuando sea necesario conocer, tramitar y resolver todas aquellas conductas que violen la ley 

penal, atribuibles a los niños o niñas menores de trece (13) años, dictandolas medidas de 

protección adecuadas que, en ningún caso, podrán ser de privación de libertad. 

c) Conocer y resolver de los casos remitidos por las Juntas Municipales de Protección Integral a 

la Niñez y la Adolescencia. 

d) Remitir, a quien corresponda, los informes estadísticos mensuales. 
 

e) Realizar el control judicial de la medida o medidas decretadas en forma provisional. 
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f) Las demás funciones y atribuciones que esta Ley u otras leyes le asignen. 

 
 

ARTICULO 105. Atribuciones de los juzgados de adolescentes en conflicto con la ley penal. Son 

atribuciones de los juzgados de Adolescentes en Conflicto con la Ley Penallas siguientes: 

 
a) Conocer, tramitar y resolver, con relación a aquellas conductas que violen la ley penal, 

atribuibles a adolescentes. 
 

b) Decidir las medidas aplicables a los adolescentes, considerando su formación integral y su 

reinserción a su familia o grupo de referencia. 

c) Ejercer el control jurisdiccional de la investigación que efectúe el Ministerio Público. 
 

d) Conocer, revisar y aprobar la suspensión del procedimiento, la remisión, la conciliación y el 

criterio de oportunidad, cuando concurran los requisitos que esta Ley señala. 
 

e) Conocer, tramitar y resolver lo relacionado a la acción civil, cuando ésta fuere promovida, 

pronunciándose en la sentencia, sobre la forma de reponer las cosas al estado anterior, la 

reparación de los daños materiales y morales y la indemnización de perjuicios. 

f) Remitir, a quien corresponda, los informes estadísticos mensuales. 
 

g) Realizar el control judicial de la medida o medidas decretadas en forma provisional. 
 

h) Conocer y resolver los recursos de apelación interpuestos en contra de las sentencias dictadas 

por el Juez de Paz, en ámbito de su competencia, según el plazo y procedimiento establecido 

en la presente Ley. 

i) Certificar lo conducente al Ministerio Público, cuando de lo actuado se desprenda la comisión 

de un hecho constitutivo de delito o falta. 

j) Las demás funciones y atribuciones que esta Ley u otras leyes le asignen. 

 
 

ARTICULO 106. Atribuciones de los jueces de control de ejecuci6n. Los jueces de Control de 

Ejecución de Medidas serán auxiliados en sus decisiones, por el psicólogo, el pedagogo y el 

trabajador social del Juzgado, teniendo las siguientes atribuciones, segúnsu competencia : 

 
a) Controlar que la ejecución de cualquier medida no restrinja derechos fundamentales que no se 

encuentren fijados en la resolución final. 

b) Vigilar que el plan individual para la ejecución de las medidas esté acorde con los objetivos de 

esta Ley. 
 

c) Realizar el control de legalidad de la ejecución de las medidas. 
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d) Velar porque no se vulneren los derechos de los adolescentes, mientras cumplen las medidas, 

especialmente en el caso de internamiento. 
 

e) Vigilar que las medidas se cumplan de acuerdo con lo dispuesto en la resolución que las 

ordena. 
 

f) Revisar obligatoriamente, bajo su estricta responsabilidad, cada tres (3) meses, las sanciones 

impuestas en audiencia oral, para b cual convocará al fiscal, al abogado defensor y al equipo 

técnico responsable de la ejecución de la medida y resolverá sobresu confirmación, revocación o 

modificación, expresando los motivos de su decisión. Revisará la medida cuando así sea 

solicitado por alguna de las partes o por el adolescente. 

g) Controlar el otorgamento o denegación de cualquier beneficio relacionado con las medidas 

impuestas en la resolución final, la cual se tramitará por la vía de los incidentes. 

h) Visitar y supervisar, cada seis (6) meses, los centros de privación de libertad y programas 

responsables de la ejecución de las medidas que se encuentren dentro del territorio de su 

jurisdicción, dictando las medidas que sean necesarias para laconservación y protección de los 

derechos de los adolescentes privados de libertad e informará de lo actuado a la Sala de la Niñez 

y Adolescencia competente. 

i) Solicitar, a donde corresponda, la supervisión periódica de los adolescentes. 
 

j) Las demás atribuciones que esta Ley y otras leyes les asignen. 

 
 

ARTICULO 107. Atribuciones de la Sala de la Corte de Apelaciones de la Niñez y Adolescencia. 

Son atribuciones de la Sala de la Corte de Apelaciones de la Niñez y Adolescencia las siguientes: 

 
a) Conocer y resolver las excusas y recusaciones que se presenten por la aplicación de esta Ley. 

 

b) Controlar el estricto cumplimiento de los plazos fijados por esta Ley. 
 

c) Conocer de los recursos de apelación que se interpongan contra las resoluciones que dicten 

los Jueces de Primera Instancia de este ramo. 
 

d) Resolver los conflictos de competencia que se presenten por la aplicación de estaLey. 
 

e) Velar porque en los centros de privación de libertad de adolescentes se respeten los derechos 

y garantías contemplados en la Constitución y tratados y convenios internacionales de la materia, 

ratificados por Guatemala. 

f) Ejecutar las demás atribuciones que le asigne la ley. 

 
 

ARTICULO 108. Atribuciones de la Procuraduría General de la Nación y del Ministerio Público. La 

Procuraduría General de la Nación, a través de la Procuraduría de la Niñez y la Adolescencia, 
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tendrá las siguientes atribuciones: 

 
a) Representar legalmente a aquellos niños, niñas y adolescentes que carecieren de ella. 

 

b) Dirigir, de oficio o a requerimiento de parte o del Juez competente, la investigación de los casos 

de niños, niñas y adolescentes amenazados o violados en sus derechos; interviniendo de forma 

activa en los procesos judiciales de protección. Para el efecto, deberá tener, como mínimo, un 

Procurador de la Niñez y Adolescencia, en la jurisdicción de cada Juzgado de la Niñez y 

Adolescencia. 

c) Presentar la denuncia, ante el Ministerio Público, de los casos de niños, niñas oadolescentes 

que han sido víctimas de delito y que carezcan de representante legal, apersonándose en el 

proceso penal para la defensa de los intereses de éstos. 

d) Evacuar audiencias y emitir opinión jurídica en todos los procesos judiciales, notariales y 

administrativos que la ley señala, haciendo valer los derechos y garantías que la Constitución 

Política, tratados y convenios internacionales, aceptados y ratificados por Guatemala, y esta 

Ley, reconocen a la niñez y adolescencia . 

Corresponderá al Ministerio Público, a través de la fiscalía especializada de la adolescencia, la 

investigación en aquellos hechos contrarios a la ley penal, atribuibles a los adolescentes. 

 
 
 

CAPITULO II 

MEDIDAS DE PROTECCION PARA LA NIÑEZ y LA ADOLESCENCIA, 
AMENAZADA O VIOLADA EN SUS DERECHOS HUMANOS 

 
SECCION I 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTICULO 109. Aplicabilidad de medidas. Las medidas de protección a los niños, niñas y 

adolescentes serán aplicables, siempre que los derechos reconocidos en esta Ley sean 

amenazados o violados. 
 

SECCION II 

MEDIDAS ESPECIFICAS DE PROTECCION ALA NIÑEZ y 

ADOLESCENCIA, PADRES y RESPONSABLES 

 
ARTICULO 110. Adopción y sustitución de medidas. Las medidas previstas 

en esta sección podrán adoptarse separada o conjuntamente, así como ser 
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sustituidas en cualquier tiempo. 

 
ARTICULO 111. Aplicaci6n de medidas. En la aplicación de las medidas se 

tendrán en cuenta las necesidades del afectado, prevaleciendo aquellas que 

tengan por objeto el fortalecimiento de los vínculos familiares y comunitarios, 

observando el respeto a la identidad personal y cultural. 

 

ARTICULO 112. Medidas. Los juzgados de la Niñez y la Adolescencia podrán determinar, entre 

otras, las siguientes medidas: 

 
a) Amonestación verbal o escrita al responsable de la violación o amenaza del derecho humano 

del niño, niña o adolescente. 
 

b) Declaración de responsabilidad a los padres, tutores o responsables. 
 

c) Remisión de la familia a programas oficiales o comunitarios de auxilio, orientación apoyo y 

seguimiento temporal. 
 

d) Ordenar la matrícula de niños, niñas y adolescentes, en establecimientos oficiales de enseñanza 

y observar su asistencia y aprovechamiento escolar. 

e) Ordenar tratamiento médico, psicológico o psiquiátrico, en régimen de internamiento en 

hospital o tratamiento ambulatorio. 
 

f) Ordenar a los padres, tutores o responsables, su inclusión en programas oficiales o comunitarios 

de auxilio, que impliquen orientación, tratamiento y rehabilitación a cualquier desviación de 

conducta, problemas de alcoholismo o drogadicción. 

g) Colocación provisional del niño, niña o adolescente en familia sustituta. 
 

h) Abrigo temporal del niño, niña o adolescente en entidad pública o privada, conforme las 

circunstancias particulares del caso. 
 

i) En caso de delito o falta cometido por adulto o adolescente, certificar lo conducente aun 

juzgado correspondiente. 

 

 
ARTICULO 113. Intervenci6n de otras partes. En caso de violaciones a 

derechos económicos, sociales y culturales, las organizaciones de derechos 

humanos podrán intervenir como partes en el proceso. 

 
ARTICULO 114. Abrigo provisional y excepcional. El abrigo será medida 

provisional y excepcional, utilizable como forma de transición para la 

colocación provisional o definitiva de niños, niñas y adolescentes en la 
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familia u hogar sustituto y no implicará en ningún caso privación de la 

libertad. 

 
ARTICULO 115. Retiro del agresor o separaci6n de la víctima del hogar. En 

caso de maltrato o abuso sexual realizado por los padres o responsables, la 

autoridad competente podrá determinar, corno medida cautelar, el retiro del 

agresor del hogar o la separación de la víctima de su núcleo familiar según 

las circunstancias. 

 

SECCION III 

DERECHOS Y GARANTIAS FUNDAMENTALES EN EL PROCESO DE 

LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA AMENAZADA O VIOLADA EN SUS 

DERECHOS HUMANOS 

ARTICULO 116. Garantías procesales. La niñez y la adolescencia amenazadas o violadas en 

sus derechos gozarán de las siguientes garantías procesales: 

 
a.) Ser escuchado en su idioma en todas las etapas 

del proceso y que su opinión y versiones sean 

tomadas en cuenta y consideradas en la resolución 

que dicte el juzgado, debiendo en su caso, estar 

presente un intérprete. 

b.) No ser abrigado en institución pública o privada, 

sino mediante declaración de autoridad competente, 

previo a agotar las demás opciones de colocación. 

Asimismo, no podrán, bajo ninguna circunstancia, 

ser internados en instituciones destinadas a 

adolescentes en conflicto con la ley penal, 

incurriendo en responsabilidad los funcionarios que 

no cumplieren esta disposición. 

c.) Asistir a las audiencias judiciales programadas, 

acompañado por un trabajador social, psicólogo o 

cualquier otro profesional similar. 

d.) Recibir información clara y precisa en su idioma materno, sobre el significado de cada 

una de las actuaciones procesales que se desarrollen en su presencia, así como del 

contenido y las razones de cada una de las decisiones. 
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e.) Que todo procedimiento sea desarrollado sin demora. 

f.) La justificación y determinación de la medida de protección ordenada. En la resolución 

en la que se le determine la medida de protección, el juez le deberá explicar, de acuerdo 

a su edad y madurez, el motivo por el cual fue seleccionada esta medida. 

g.) Una jurisdicción especializada. 

h.) La discreción y reserva de las actuaciones. 

i.) Tener y seleccionar un intérprete cuando fuere el caso. 

j.) A no ser separado de sus padres o responsables contra la voluntad de estos, excepto 

cuando el juez determine, previa investigación de los antecedentes, que tal separación 

es necesaria en el interés superior del niño, en caso en que éste sea objeto de maltrato 

o descuido. 

k.) A evitar que sea revictimizado al confrontarse con su agresor en cualquier etapa del 

proceso. 

 
 

SECCION IV 

INICIO DEL PROCESO DE LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA 

AMENAZADA O VIOLADA EN SUS DERECHOS HUMANOS 

 
ARTICULO 117. Inicio del proceso. El proceso judicial puede iniciarse: 

 

a.) Por remisión de la Comisión Municipal de la Niñez y Adolescencia respectiva y/o del 

Juzgado de Paz. 

b.) De oficio o por denuncia presentada por cualquier persona o autoridad. 

 
Durante el desarrollo del proceso, el juez deberá tomar en cuenta las garantías procesales 

establecidas en el artículo anterior. 
 

SECCION V 

MEDIDAS CAUTELARES 

 
ARTICULO 118. Medidas cautela res. Recibido el expediente, el Juez de la 

Niñez y la Adolescencia deberá dictar inmediatamente las medidas cautelares 

que correspondan, previstas en los artículos 112, 114 y 115 de esta Ley y 
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señalará día y hora para la audiencia, que deberá celebrarse dentro de los 

diez días siguientes. 

 
Debiendo ser notificadas las partes por lo menos con tres días de anticipación 

a la celebración de la misma. En caso de delito o falta cometida en contra de 

un niño, niña o adolescente, certificará lo conducente a donde corresponda. 

 
SECCION VI 

AUDIENCIA DE CONOCIMIENTO DE LOS HECHOS 

 

ARTICULO 119. Audiencia. El día y hora señalados para la audiencia, el juez procederá de la 

siguiente forma: 

 
a) Determinará si se encuentran presentes las partes. 

 

b) Instruirá en el idioma materno al niño, niña o adolescente sobre la importancia y el significado 

de la audiencia. Cuando se trate de asuntos que puedan causarle perjuicio psicológico, el juez 

podrá disponer su retiro transitorio de la misma. 

c) Oirá en su orden al niño, niña o adolescente, al representante de la Procuraduría General de 

la Nación, al representante de otras instituciones, terceros involucrados, médicos, psicólogos, 

trabajadores sociales, maestros o testigos que tengan conocimiento del hecho; ya los padres, 

tutores o encargados. En caso de ausencia injustificada de las personas citadas ala audiencia, 

se certificará lo conducente aun juzgado del orden penal. 

d) Habiendo oído a las partes y según la gravedad del caso, el juez podrá proponer una solución 

definitiva; y en caso de no ser aceptada ésta por las partes se suspenderá la audiencia, la que 

deberá continuar dentro de un plazo no mayor de treinta días. Para el efecto, las partes se darán 

por notificadas. Si hubiere que notificar a otra persona se hará dentro de los tres días siguientes 

a la suspensión. 

e) Si se prorroga la audiencia, el juez deberá revocar, confirmar o modificar las medidas cautelares 

dictadas. En caso contrario, dictará de inmediato la resolución que corresponda. 

 
 

SECCION VII 
MEDIOS DE PRUEBA 

 
ARTICULO 120. Investigación. En cualquier momento del proceso, el juez, de oficio oa petición 

de parte, ordenará ala Procuraduría General de la Nación realizar las diligencias que permitan 

recabar información necesaria para resolver el caso. 
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ARTICULO 121. Medios de prueba. La Procuraduría General de la Nación, a fin de proporcionar 

al juez la información requerida, realizará o solicitará entre otras, las siguientes diligencias: 

 
a) Estudios sobre situación socioeconómica y familiar del niño, niña y adolescente. 

 

b) Informes médicos y psicológicos de los padres, tutores 0 responsables. 
 

c) Requerir a cualquier institución o persona involucrada, cualquier información que contribuya a 

restablecer los derechos del afectado. 

 
 

SECCION VIII 

OFRECIMIENTO DE PRUEBAS 

 

ARTICULO 122. Proposición de pruebas. Cinco días antes de la continuación de la audiencia, las 

partes y el representante de la Procuraduría General de la Nación deberán presentar al juez un 

informe de los medios de prueba recabados que se aportarán en la audiencia definitiva. En esta 

diligencia las partes podrán proponer los medios de prueba siguientes: 

 
a) Declaración de las partes. 

 

b) Declaración de testigos. 
 

c) Dictamen de expertos. 
 

d) Reconocimiento judicial. 
 

e) Documentos. 
 

f) Medios científicos de prueba. 

 
 

 

SECCION IX 

AUDIENCIA DEFINITIVA 

 

ARTICULO 123. Audiencia. El día y hora señalados para la continuación de la audiencia, el juez 

procederá de la siguiente forma: 

 
a) Determinará si se encuentran presentes las partes. 

 

b) Oirá en su orden al niño, niña o adolescente, al representante de la Procuraduría General de 

la Nación, representantes de otras instituciones o terceros involucrados, profesionales, testigos y 

por último a los padres, tutores o encargados. 
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c) Una vez recibida la prueba el juez declarará por finalizada la audiencia. Inmediatamente 

después el juez dictará la sentencia valorando la prueba en base a la sana crítica, en la misma 

se pronunciará y declarará si los derechos del niño, niña o adolescente se encuentran 

amenazados o violados y la forma como deberán ser restituidos; en h misma confirmará o 

revocará la medida cautelar decretada. Si por la complejidad del asunto o lo avanzado de la 

hora se haga necesario diferir la redacciónde la sentencia, el juez leerá sólo su parte resolutiva 

y explicará de forma sintética los fundamentos de su decisión. La sentencia se notificará dentro 

de los tres días siguientes al pronunciamiento de la parte resolutiva. 

d) La sentencia deberá llenar los requisitos que establece la Ley del Organismo Judicial. 
 

En caso de que la declaración fuera positiva, el juez deberá: 

 
a) Fijar un plazo perentorio en el cual deberá restituirse el o los derechos violados. 

 

b) Vencido el plazo sin que se haya cumplido con la obligación, se certificará lo conducente al 

Ministerio Público para los efectos de la acción penal. 

 

SECCION X 
EJECUCION DE LA MEDIDA 

 
ARTICULO 124. Ejecución. El juez que dictó la resolución final será el encargado de velar por su 

cumplimiento, para el efecto, solicitará informes cada dos meses a donde corresponda sobre el 

cumplimiento de las medidas acordadas para la protección del niño, niña y adolescente. 

 

SECCION XI 
RECURSOS 

 
ARTICULO 125. Revisión. Las disposiciones o medidas acordadas por la Comisión Municipal de 

la Niñez y la Adolescencia respectiva, podrán ser revisadas, a petición de parte interesada, por el 

juez de la Niñez y Adolescencia correspondiente. 

 
Dicho recurso se interpondrá en forma verbal o por escrito dentro de los cinco días siguientes a 

su notificación. El juez correspondiente resolverá en el plazo de cinco días. 

 
ARTICULO 126. Revocatoria. Todas las resoluciones son revocables de oficio por el juez que 

las dictó o a instancia de parte, salvo las que pongan fin al procedimiento. 

 
La interposición del recurso puede hacerse en forma verbal o por escrito, dentro de las cuarenta 

y ocho horas siguientes a su notificación. 
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ARTICULO 127. Trámite de la revocatoria. El juez o tribunal ante quien se interpongael recurso 

de revocatoria, deberá resolverlo sin más trámite, dentro de las veinticuatro horas siguientes. 

 
ARTICULO 128. Apelación. Salvo disposición en contrario, únicamente son apelables los autos 

que resuelvan definitivamente el procedimiento o que determinen la separación del niño, niña 

y adolescente de sus padres, tutores o encargados. El plazo para interponer la apelación es de 

tres días posteriores al día de su notificación y podrá hacerse en forma verbal o por escrito ante 

el juzgado que conoció del asunto, el que lo remitirá junto con lo actuado a la Sala de la Corte de 

Apelaciones de la Niñez y Adolescencia. 

 
ARTICULO 129. Objeto. El Tribunal Superior confirmará, modificará o revocará la resolución 

apelada, únicamente en la parte que sea objeto del recurso, salvo que necesariamente requiera 

modificar otros de sus puntos como consecuencia de lo resuelto. 

 
ARTICULO 130. Trámite a la apelación. La Sala de la Corte de Apelaciones de la Niñez 

y Adolescencia señalará audiencia en un plazo de cinco días, para que las partes hagan uso del 

recurso y resolverá el mismo en un plazo de tres días. Lo resuelto deberá remitirse con 

certificación al juzgado de su origen. 

 
ARTICULO 131. Recurso de hecho. Cuando el juez de Primera Instancia haya negado el recurso 

de apelación, la parte interesada puede ocurrir de hecho dentro de tres días de notificada la 

denegatoria ante la Sala de la Corte de Apelaciones de la Niñez y Adolescencia. Recibido el 

recurso, se requerirá al juez respectivo la remisión de las actuaciones, las que serán expedidas 

dentro de veinticuatro horas. El Recurso será resuelto dentro de veinticuatro horas de recibidas 

las actuaciones. 

 
Si el recurso fuere desestimado, las actuaciones serán devueltas al tribunal de origen sin más 

trámite. Si se declara con lugar el recurso, se procederá conforme a lo prescrito para el 

recurso de apelación. 
 

TITULO II 

ADOLESCENTES EN CONFLICTO CON LA LEY PENAL 

CAPITULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

 
ARTICULO 132. Término conflicto con la ley penal. Debe entenderse como adolescentes en 

conflicto con la ley penal a aquel o aquella cuya conducta viole la ley penal. 

 
ARTICULO 133. Ambito de aplicación según los sujetos. Serán sujetos de esta Ley todas 
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las personas que tengan una edad comprendida entre los trece y menos de dieciocho años al 

momento de incurrir en una acción en conflicto con la ley penal o leyes especiales. 

 
ARTICULO 134. Aplicación de esta Ley. Se aplicarán las disposiciones de este título a todos 

los adolescentes que se encuentren en conflicto con la ley penal, así como a los que en el 

transcurso del proceso cumplan con la mayoría de edad. 

 
Igualmente se aplicará cuando los adolescentes sean acusados después de haber cumplido la 

mayoría de edad; siempre y cuando el hecho haya ocurrido dentro de las edades comprendidas 

para aplicarles esta Ley. 

 
ARTICULO 135. Ambito de aplicaci6n en el espacio. Esta ley se aplicará a quienes cometan U1 

hecho punible en el territorio de la República. El principio de extraterritorialidad se aplicará según 

las reglas establecidas en el Código Penal. 

 
ARTICULO 136. Grupos etarios. Para su aplicación, esta Ley diferenciará en cuanto al 

proceso, las medidas y su ejecución entre dos grupos, a partir de los trece y hasta los 

quince años de edad, ya partir de los quince hasta tanto no se hayan cumplido los dieciocho 

años de edad. 

 
ARTICULO 137. Presunci6n de minoridad. En los casos que por ningún medio pueda comprobarse 

la edad de una persona, presumiblemente menor de dieciocho años, ésta será considerada con-

o tal y quedará sujeta a las disposiciones de la presente Ley. 

 
ARTICULO 138. Menor de trece años. Los actos cometidos por un menor de trece años de edad, 

que constituyan delito o falta no serán objeto de este título, la responsabilidad civil quedará a salvo 

y se ejercerá ante los tribunales jurisdiccionales competentes. Dichos niños y niñas serán objeto 

de atenciones médicas, psicológicas y pedagógicas que fueren necesarias bajo el cuidado y 

custodia de los padres o encargados y deberán ser atendidos por los Juzgados de la Niñez y la 

Adolescencia. 

 
ARTICULO 139. Principios rectores. Serán principios rectores del presente proceso, la protección 

integral del adolescente, su interés superior, el respeto a sus derechos, su formación integral y la 

reinserción en su familia y la sociedad. El Estado, las Organizaciones No Gubernamentales, la 

Comisión Municipal de la Niñez y la Adolescencia respectiva, y las comunidades, promoverán 

conjuntamente, tanto los programas orientados a esos fines como la protección de los derechos 

e intereses de las víctimas del hecho. 

 
ARTICULO 140. Interpretación y aplicación. Este título deberá interpretarse y aplicarse en 

armonía con sus principios rectores, con lo dispuesto en la Constitución Política de la República, 

los convenios, tratados, pactos y demás instrumentos internacionales en materia de derechos 
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humanos aceptados y ratificados por Guatemala y Ley del Organismo Judicial. 

 
ARTICULO 141. Leyes supletorias. Todo lo que no se encuentra regulado de manera expresa en 

la presente Ley, deberá aplicarse supletoriamente la Legislación Penal y el Código Procesal 

Penal, en tanto no contradigan normas expresas de esta Ley. 

 
 
 

CAPITULO II 

DERECHOS y GARANTIAS FUNDAMENTALES EN EL PROCESO 

DE ADOLESCENTES EN CONFLICTO CON LA LEY PENAL 

 
ARTICULO 142. Garantías básicas y especiales. Desde el inicio de la investigación y durante la 

tramitación del proceso judicial, a los adolescentes les serán respetadas las garantías procesales 

básicas para el juzgamiento de adultos, además, las que les correspondan por su condición 

especial. Se consideran fundamentales, las garantías consagradas en la Constitución Política de 

la República, en los instrumentos internacionales aceptados y ratificados por Guatemala y en las 

leyes relacionadas con la materia objeto de esta Ley. 

 
Todas las actuaciones en el proceso de adolescentes en conflicto con la ley penal serán gratuitas 

y se efectuarán oralmente, de forma sucinta se hará un relato escrito de la audiencia, relación 

que podrá tomarse taquigráficamente o por otros medios técnicos, según las posibilidades y 

disposiciones del juzgado. 

 
El juez o tribunal en su caso, el fiscal, el abogado defensor, el adolescente acusado y las partes 

procesales deberán asistir personalmente al desarrollo íntegro de todas las audiencias que se 

señalen. 

 
ARTICULO 143. Derecho a la igualdad ya no ser discriminado. Durante la investigación y en el 

trámite del proceso, en la ejecución de las medidas, se respetará alos adolescentes el derecho a 

la igualdad ante la ley ya no ser discriminados por ningún motivo. 

 
El adolescente tiene derecho aun intérprete gratuito, para que lo asista en todas las diligencias 

en que sea necesaria su presencia y siempre que no comprenda o no hable el idioma utilizado. 

 
ARTICULO 144. Principio de justicia especializada. La aplicación de esta Ley, tanto enel proceso 

como en la ejecución, estará a cargo de órganos especializados en materia de derechos humanos. 

El personal que trabaja en los distintos órganos deberá tener una formación especializada en 

derecho, sociología, psicología, criminología y ciencias del comportamiento, en todos los casos 

orientada ala adolescencia en conflicto con la ley penal. 
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El adolescente tiene derecho durante el desarrollo del proceso y la ejecución de la sanción a 

recibir atención y orientación por parte de un equipo profesional multidisciplinario sobre aspectos 

legales, sociales, psicológicos, educativos y de salud. 

 
El adolescente tiene el derecho a recibir información clara y precisa de acuerdo a suedad y 

madurez, de todas las decisiones que se adopten en su contra y sobre la forma y plazo en que 

éstas puedan ser recurridas. 

 
ARTICULO 145. Principio de legalidad. Ningún adolescente podrá ser sometido aun proceso por 

hechos que no violen la ley penal. Tampoco podrá ser sometido a procedimientos, medidas ni 

sanciones, que la ley no haya establecido previamente. 

 
ARTICULO 146. Principio de lesividad. Ningún adolescente podrá ser sometido a ninguna medida 

establecida en esta Ley, si no se comprueba que su conducta daña o pone en peligro un bien 

jurídico tutelado. 

 
ARTICULO 147. Presunción de inocencia. Los adolescentes se presumirán inocentes hasta tanto 

no se les compruebe, por los medios establecidos en esta Ley u otros medios legales, su 

participación en los hechos que se le atribuyen. 

 
ARTICULO 148. Derecho al debido proceso. A los adolescentes se les debe respetar su derecho 

al debido proceso, tanto durante la tramitación del proceso, como al imponerles alguna medida o 

sanción. 

 
ARTICULO 149. Derecho de abstenerse de declarar. Ningún adolescente ; estará obligado a 

declarar contra sí mismo, ni contra su cónyuge o parientes dentro de los grados de ley. 

 
ARTICULO 150. Principio del “Non bis in ídem”. Ningún adolescente podrá ser perseguido más 

de una vez por el mismo hecho, aunque se modifique la calificación legal o se aporten nuevas 

evidencias. 

 
ARTICULO 151. Principio de interés superior. Cuando aun adolescente puedan aplicársele dos 

leyes o normas diferentes, siempre se optará por la que resulte másfavorable para sus derechos 

fundamentales. 

 
ARTICULO 152. Derecho ala privacidad. Los adolescentes tendrán derecho a que se les respete 

su vida privada y la de su familia. Consecuentemente, se prohíbe divulgar la identidad de un 

adolescente sometido a proceso. 

 
ARTICULO 153. Principio de confidencialidad. Serán confidenciales los datos sobrelos hechos 

cometidos por adolescentes sometidos a esta Ley. En todo momento, deberá respetarse la 

identidad y la imagen del adolescente. 
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Los Jueces de Adolescentes en Conflicto con la Ley Penal deberán procurar que la información 

que brinden, sobre estadísticas judiciales, no contravenga el principio de confidencialidad ni el 

derecho ala privacidad, consagrados en esta Ley. 

 
ARTICULO 154. Principio de inviolabilidad de la defensa. Los adolescentes tendrán el derecho a 

ser asistidos por un defensor, desde el inicio de la investigación y hasta que cumplan con la 

medida que les sea impuesta. 

 
Es prohibido divulgar por cualquier forma la identidad e imagen del adolescente acusado, 

procesado o sancionado y la de los miembros de su familia. A los infractores se les impondrá una 

multa entre cinco y veinticinco salarios mínimos del sector laboral al que pertenezcan. 

Dependiendo del daño provocado, ésta será cuantificada e impuesta por el Juez de Adolescentes 

en Conflicto con la Ley Penal de la jurisdicción en donde se realizó la infracción, a través del 

procedimiento de los incidentes. 

 
ARTICULO 155. Derecho de defensa. Los adolescentes tendrán el derecho de presentar las 

pruebas y los argumentos necesarios para su defensa y de rebatir cuanto sea contrario. En ningún 

caso podrá juzgárseles en ausencia. 

 
ARTICULO 156. Principio del contradictorio. Los adolescentes tendrán el derecho de ser oídos, 

de aportar pruebas e interrogar a los testigos y de refutar los argumentos del contrario. Lo anterior 

estará garantizado por la intervención de un defensor y del Ministerio Público dentro del proceso. 

 
Las medidas que constituyan privación de libertad se utilizarán únicamente en los casos que esta 

Ley establece, como último recurso, por el período más breve y sólo cuando no exista otra medida 

viable. 

 
ARTICULO 157. Principios de racionalidad y de proporcionalidad. Las sanciones que se 

impongan dentro del proceso, tendrán que ser racionales y proporcionales a la transgresión 

cometida por el adolescente que viole la ley penal. 

 
ARTICULO 158. Principios de determinación de las sanciones. No podrán imponerse, por ninguna 

circunstancia, sanciones no determinadas en esta Ley. Lo anterior no excluye la posibilidad de 

que cese la sanción antes de tiempo. 

 
ARTICULO 159. Internamiento en centros especializados. En caso de ser sometidos a una 

sanción privativa de libertad, de manera provisional o definitiva, los adolescentes tendrán derecho 

a ser ubicados en un centro adecuado, exclusivo para adolescentes; no en uno destinado para 

personas adultas. Deberá garantizárseles un intérprete y que el juicio se desarrolle en su idioma 

tal como esta previsto para los adultos. 
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CAPITULO III 

ORGANOS Y SUJETOS QUE INTERVIENEN EN EL PROCESO DE 
ADOLESCENTES EN CONFLICTO CON LA LEY PENAL 

 
SECCION I 

JUZGADOS Y TRIBUNALES DE ADOLESCENTES EN CONFLICTO 

CON L A LE Y PENAL 

ARTICULO 160. Juzgados y tribunales competentes. Las conductas cometidas por adolescentes 

que violen la ley penal, serán conocidas en primera instancia por los Juzgados de Paz, juzgados 

de Adolescentes en Conflicto con la Ley Penal y en segundo grado, por la Sala de la Corte de 

Apelaciones de la Niñez y Adolescencia y por el propio Juzgado de Adolescentes en el caso de 

los recursos interpuestos en contra de las resoluciones de los jueces de Paz. La Corte Suprema 

de Justicia será competente para conocer de los recursos que por esta Ley le corresponden, y el 

juez de Control deEjecución de Sanciones tendrá competencia para la fase de cumplimiento. 

 
SECCION II 

SUJETOS PROCESALES 

ARTICULO 161. Adolescentes. Los adolescentes a quienes se les atribuye alguna transgresión 

a la ley penal, tendrán derecho, desde el inicio de la investigación, a ser representados y oídos 

en el ejercicio de su defensa, a proponer prueba ya interponer recursos, así como a que se les 

haga saber el motivo de la sanción que se les aplicará, sin perjuicio de los demás derechos 

reconocidos en la presente Ley. 

 
ARTICULO 162. Rebeldía. Serán declarados rebeldes los adolescentes que, sin grave y legítimo 

impedimento, no comparezcan a la citación judicial, se fuguen del establecimiento o lugar donde 

están detenidos o se ausenten del lugar asignado para su residencia. 

 
Comprobada la fuga o la ausencia, se declarará en auto razonado la rebeldía y se expedirá una 

orden de presentación. Si ésta se incumple o no puede practicarse, seordenará su conducción. 

 
ARTICULO 163. Padres o representantes del adolescente. Los padres, tutores o responsables 

del adolescente podrán intervenir en el procedimiento, como coadyuvantes en la defensa o como 

testigos calificados, que complementen el respectivo estudio psicosocial. Esto no evita que 

participen también en su condición de testigos del hecho investigado. 

 
ARTICULO 164. El ofendido. De conformidad con lo establecido en esta Ley, el ofendido podrá 

participar en el proceso y podrá formular los recursos correspondientes, cuando lo crea necesario, 

para la defensa de sus intereses de conformidad con lo establecido por el Código Procesal Penal. 
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ARTICULO 165. Ofendidos en delitos de acción privada. Si un ofendido se considera perjudicado 

por un delito de acción privada podrá denunciarlo, directamente o por medio de un representante 

legal, ante el Juez de Adolescentes en Conflicto con la Ley Penal. Todo esto sin perjuicio del 

derecho del ofendido de recurrir a la vía civil correspondiente, para que se le reparen los daños. 

 
ARTICULO 166. Ofendido en transgresiones de acción pública perseguibles a instancia privada. 

En la tramitación de procesos por transgresiones, perseguibles sólo a instancia e interés del 

ofendido, se requerirá la denuncia de éste, conforme a las reglas establecidas en la legislación 

penal y procesal penal. El procedimiento será el mismo que para los delitos de acción pública. 

 
ARTICULO 167. Defensores. Desde el inicio de la investigación y durante todo el proceso, los 

adolescentes deberán ser asistidos por un defensor y no podrá recibírseles ninguna declaración 

sin la asistencia de éstos. 

 
El abogado defensor deberá: 

 
a) Hacer valer su intervención, desde el momento de la denuncia o sindicación de un adolescente 

por la comisión de un hecho delictivo. 

b) Mantener comunicación directa y continua con el adolescente. Estar presente en todas las 

audiencias del proceso, debiendo previamente en privado, asesorar al adolescente. 
 

c) Ser garante, bajo su estricta responsabilidad, del respeto de los derechos y garantías 

reconocidos por esta Ley para el adolescente. 
 

d) Mantener una comunicación directa y continua con la familia del adolescente, para informarles 

de la situación del proceso. 
 

e) Solicitar que se practiquen todas las diligencias que sean necesarias para proteger los intereses 

del adolescente conforme a los principios rectores de esta Ley. 

f) Velar, bajo su estricta responsabilidad, porque toda privación de libertad que se ordene en 

contra del adolescente, sea apegada a la ley. Que la misma se cumpla en condicionas de respeto 

a los derechos humanos del adolescente, para el efecto visitará el Centro y solicitará y accionará 

los recursos que sean necesarios para la protección y respeto de los derechos de su defendido. 

g) Denunciar y accionar ante las autoridades competentes, cualquier amenaza o violación de los 

derechos humanos del adolescente, que le sea comunicada o tenga conocimiento. 
 

h) Realizar las demás funciones que ésta y otras leyes le asignen. 
 

El adolescente o cualquiera de sus padres, tutores o responsables podrán nombrar un defensor 

particular. Si no cuenta con recursos económicos, el Estado le brindará un defensor público. Para 

tal efecto, el servicio público de defensa penal deberá tener una sección o grupo de defensores 

especializados en la materia. 
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ARTICULO 168. Ministerio Público. El Ministerio Público será el encargado de solicitar ante los 

Juzgados de Adolescentes en Conflicto con la Ley Penal, la aplicación de las presentes 

disposiciones mediante la realización de los actos necesarios para promover y ejercer de oficio, 

la acción penal pública; salvo las excepciones establecidas 

en el Código Procesal Penal y en esta Ley, para los delitos de acción privada se necesitará de 

la denuncia del ofendido. Para tal efecto, el Ministerio Público contará con fiscales especializados 

en la materia. 

 
Deberá coordinar con las demás instituciones y autoridades que todas las denuncias o prevenciones 

policiales relacionadas con la sindicación de un adolescente en un hecho tipificado como delito o 

falta, sean dirigidas a sus fiscales especiales, con la debida celeridad. 

 
ARTICULO 169. Funciones del Ministerio Público. Con relación al proceso de adolescentes 

en conflicto con la ley penal, serán funciones del Ministerio Público, a través de sus fiscales 

especializados: 

 
a) Velar por el cumplimiento de la presente Ley. 

 

b) Iniciar la investigación y la persecución penal del adolescente conforme al procedimiento 

establecido en esta Ley, practicando todas las diligencias pertinentes y útiles para determinar la 

existencia del hecho delictivo, la autoría o participación del adolescente o en su caso, de personas 

adultas y verificar el daño causado. Si se estableciere la participación de personas adultas deberá 

ponerlo en conocimiento, inmediatamente y bajo su responsabilidad, del fiscal competente. 

c) Realizar la investigación de las transgresiones cometidas por adolescentes. 
 

d) Promover la acción correspondiente. 
 

e) Solicitar pruebas, aportarlas y, cuando proceda, participar en su producción. 
 

f) Solicitar, cuando proceda, la cesación, modificación o sustitución de las sanciones decretadas 

o interponer recursos legales. 
 

g) Brindar orientación legal y psicológica, cuando sea necesario, a la víctima del delito y mantener 

una comunicación constante y directa con la misma, notificándole todas las diligencias que realice. 

h) Asesorar al ofendido, durante la conciliación, cuando éste lo solicite. 
 

i) Estar presente en la primera declaración del adolescente y pronunciarse sobre su situación 

jurídica y procesal. 
 

j) Las demás funciones que ésta y otras leyes le fijen. 
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En todas las fases del proceso el fiscal de adolescentes debe actuar con objetividad, imparcialidad 

y apego a los principios que esta Ley señala. 

 
ARTICULO 170. Unidad de Niñez y Adolescencia de la Policía Nacional Civil. 

 
La Policía Nacional Civil se encargará de auxiliar al Ministerio Público ya los tribunales de 

adolescentes en conflicto con la Ley Penal, en el descubrimiento y la verificación científica de las 

transgresiones y de sus presuntos responsables. 

 
La Policía Nacional Civil debe someter su actuación a los principios rectores, derechosy garantías 

reconocidos por esta Ley, respetando la dignidad, identidad, edad y sexo del adolescente. Queda 

prohibido el uso de medidas o actos denigrantes o humillantes, así como realizar cualquier tipo de 

interrogatorio, durante la aprehensión, detención e investigación. 

 
 
 

CAPITULO IV 

PROCEDIMIENTOS 

 
SECCION I 

DISPOSICIONES GENERALES 

 
ARTICULO 171. Objetivos del proceso. El proceso de adolescentes en conflicto con la ley penal 

tendrá como objetivos establecer la existencia de una transgresión a la ley penal, determinar 

quién es su autor o partícipe y ordenar la aplicación de las sanciones correspondientes. Asimismo, 

buscará la reinserción del adolescente en su familia y en la sociedad, según los principios rectores 

establecidos en esta Ley. 

 
ARTICULO 172. Calificación legal. La calificación legal de las transgresiones cometidas por 

adolescentes se determinará por las descripciones de conductas prohibidas que se establecen 

en el Código Penal y en las leyes especiales. 

 
ARTICULO 173. Comprobación de edad e identidad. La edad del adolescente se acreditará 

mediante certificación o constancia de la inscripción de su nacimiento en el Registro Civil. En 

caso de extranjeros, se pedirá información a la Embajada o delegación del país de origen del 

adolescente; en ambos casos, podrá lograrse la comprobación mediante cualquier documento 

oficial. 

 
El adolescente deberá suministrar los datos que permitan su identificación personal. De no 
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hacerlo o si se estima necesario, una oficina técnica practicará la identificación física, utilizando 

los datos personales, las impresiones digitales y señas particulares. 

 
También se podrá recurrir ala identificación por testigos en la forma prescrita para los 

reconocimientos o a otros medios que se consideren útiles. 

 
La duda sobre los datos obtenidos no alterará el curso del procedimiento y los errores, siempre y 

cuando se trate de adolescentes, podrán ser corregidos en cualquier momento, aún durante la 

ejecución de las sanciones. 

 
ARTICULO 174. Incompetencia y remisión. Si en el transcurso del procedimiento se comprueba 

que la persona a quien se le imputa el delito era mayor de edad en el momento de cometerlo, el 

Juez de Adolescentes en Conflicto con la Ley Penal se declarará incompetente y remitirá los 

autos a la jurisdicción penal de adultos. 

 
Si se trata de un menor de trece años, el procedimiento cesará y el juez de adolescentes en 

conflicto con la Ley Penal ordenará que se le brinde una asistencia adecuada y lo remitirá al Juez 

de la Niñez y la Adolescencia. 

 
ARTICULO 175. Validez de actuaciones. Las actuaciones que se remitan por causa de 

incompetencia, tanto en la jurisdicción de adolescentes como en la jurisdicción de adultos, serán 

válidas para su utilización en cada uno de los procesos, siempre que no contravengan los fines 

de esta Ley ni los derechos fundamentales de los niños, niñas y adolescentes. 

 
ARTICULO 176. Participaci6n de adolescentes con adultos. Cuando en un mismo hecho 

intervengan uno o más adolescentes con uno o varios adultos, las causas se separarán y los 

expedientes de los mayores de edad se remitirán a la jurisdicción penal de adultos. Para mantener 

en lo posible la conexión en estos casos, los distintos tribunales quedarán obligados a remitirse, 

recíprocamente, copias de las pruebas y las actuaciones pertinentes, firmadas por el Secretario. 

 
ARTICULO 177. Medios probatorios. Serán admisibles, dentro del presente proceso, todos los 

medios probatorios regulados en el Código Procesal Penal, en la sanción enque no afecten 

los fines y derechos consagrados en esta Ley. Las pruebas se valorarán de acuerdo con las 

reglas de la sana crítica razonada. 

 
ARTICULO 178. Responsabilidad civil. La acción civil podrá ser iniciada y resuelta en el 

procedimiento de adolescentes en conflicto con la ley penal conforme a las reglas establecidas 

en el Código Procesal Penal. 
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SECCION II 

MEDIDAS DE COERCION 

ARTICULO 179. Procedencia. Se podrá aplicar una medida de coerción preventiva únicamente 

cuando el adolescente está sujeto al proceso y con el objetivo de: 

 
a) Asegurar y garantizar la presencia del adolescente en el proceso; 

 

b) Asegurar las pruebas; o, 
 

c) Proteger a la víctima, al denunciante o testigos. 
 

La duración máxima de la medida de coerción en ningún caso podrá exceder de dos meses. 

Vencido este plazo, sólo podrán ser prorrogadas por el juez mediante auto motivado, a solicitud 

del fiscal, hasta por un máximo de dos meses más, a excepción dela sanción de privación de 

libertad provisional en centro de custodia, ésta en ningún caso podrá ser prorrogada. 

 
Al vencimiento del plazo, si no hay sentencia condenatoria de primera instancia, lasanción cesa 

de pleno derecho y el juez bajo su responsabilidad debe ordenar la inmediata libertad del 

adolescente. Si hay sentencia condenatoria de primera instancia y ésta ha sido apelada, la Sala 

de la Niñez y Adolescencia podrá prorrogar por una sola vez el plazo de duración de la sanción 

por el tiempo que sea necesario para resolver el caso, el cual no podrá exceder en ningún caso 

de un mes. 

 
ARTICULO 180. Tipos de medidas Cautelares. En el caso de que proceda dictarse una medida 

cautelar y haya necesidad de adoptar una conforme a los objetivos enunciados, el juez de oficio 

o a petición del fiscal podrá ordenar la aplicación de las siguientes medidas: 

 
a) La obligación del adolescente de presentarse periódicamente ante el tribunal o autoridad que 

el juez designe. 
 

b) La prohibición de salir sin autorización judicial del país, la localidad o ámbito territorial que el 

juez señale. 

c) La obligación de someterse al cuidado o vigilancia de una persona adulta e idónea, quien será 

la responsable de su cuidado y custodia, presentarlo ante el juez e informar de su situación 

cuantas veces le sea solicitado. 

d) Arresto domiciliario, en su propia residencia u otra idónea que el juez señale, bajo la 

responsabilidad de una persona adulta. 
 

e) Prohibición de concurrir a determinadas reuniones o de visitar ciertos lugares. 
 

f) Prohibición de comunicarse con personas determinadas, siempre que no se afecte su derecho 

de defensa. 
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g) Privación de libertad provisional en un centro especial de custodia. Unica y exclusivamente en 

los supuestos que esta Ley señala ya solicitud del fiscal. 

Deberá garantizarse que en ningún caso el cumplimiento de la medida impuesta interrumpa o 

perjudique el ámbito educativo, familiar y laboral del adolescente, salvo en los casos de privación 

de libertad provisional y de que el delito imputado tenga relación directa con alguno de esos 

ámbitos. 

 
ARTICULO 181 Obligación de cooperar. El juez está facultado para conminar a que las instituciones 

públicas o privadas hagan cumplir las medidas de coerción impuestas a los adolescentes. 

 
ARTICULO 182. Carácter excepciona1 de I. privación de libertad provisional. La privación de 

libertad provisional tiene carácter excepcional, especialmente para los mayores de trece años y 

menores de quince y sólo se aplicará cuando no sea posible aplicar otra medida menos gravosa. 

 
Esta medida de coerción sólo procede cuando sea necesaria, según los objetivos señalados, y 

cuando : 

 
a) Exista peligro de fuga y/o de obstaculizar la averiguación de la verdad; y, 

 

b) Que el hecho que se atribuya al adolescente sea constitutivo de un delito que implique grave 

violencia y sea contra la vida, a integridad física, la libertad individual o sexual de las personas. 

 

En todos los casos esta medida será acordada por el juez, en auto razonado, únicamente a 

solicitud del fiscal, quien deberá hacer valer los extremos mencionados. 

 
Los adolescentes a quienes se les aplique esta medida serán remitidos aun centro especial de 

custodia de adolescentes en conflicto con la ley penal. En ningún caso podrá ser el mismo lugar 

del centro especial de cumplimiento. Deberán existir centros adecuados para cada sexo. En los 

centros no se admitirá el ingreso del adolescente sin orden previa y escrita de autoridad judicial 

competente. 

 
El centro contará con un reglamento propio, en el cual deberá garantizarse la comunicación 

privada del adolescente con su defensor, visitas periódicas de sus familiares; la continuación de 

su actividad educativa, así como todos los derechos y garantías establecidos internacionalmente 

para los adolescentes privados de libertad. 

 
ARTICULO 183. Máxima prioridad. A fin de que el internamiento provisional sea lomás breve 

posible, los juzgados de adolescentes en conflicto con la ley penal y los órganos de investigación 

deberán considerar de máxima prioridad la tramitación efectiva de los casos en que se recurra 

a internar provisionalmente aun adolescente. 
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SECCION III 

FORMAS DE TERMINACION ANTICIPADA DEL PROCESO 

ARTICULO 184. Terminación del proceso. El proceso termina en forma anticipada por: 

 
a) Cumplimiento de las obligaciones impuestas en el acta de conciliación. 

 

b) Remisión. 
 

c) Criterio de oportunidad reglado. 

 
 

ARTICULO 185. Conciliación. Admiten conciliación todas las transgresiones a la ley penal donde 

no exista violencia grave contra las personas. 

 
ARTICULO 186. Naturaleza de la conciliación. La conciliación es un acto voluntario entre la parte 

ofendida y el adolescente o sus padres, tutores o responsables. 

 
Para el cumplimiento de las obligaciones de contenido patrimonial podrá obligarse cualquier 

persona. 

 
No podrá autorizarse la conciliación cuando se vulnere el interés superior del adolescente. 

 
ARTICULO 187. Procedencia. La conciliación procede de oficio o a instancia de parte, siempre 

que existan indicios o evidencias de la participación del adolescente en el hechoy no concurran 

causales excluyentes de responsabilidad. 

 
La conciliación procede hasta antes del debate ante el juez que esté conociendo. 

 
El fiscal podrá promover la conciliación y ésta será autorizada por el juez, previa opinión 

favorable del abogado defensor del adolescente. 

 
ARTICULO 188. Audiencia. de conciliación. Para realizar la audiencia conciliatoria se citará al 

adolescente, a su representante legal o persona responsable, a la parte ofendidao víctima, que 

si fuere adolescente, la citación comprenderá además a su representante legal. Se citará además 

al defensor y al fiscal, cuando ya hubieran tenido participaciónen el proceso. 

 
Si alguna de las partes indispensables dejase de concurrir a la audiencia de conciliación, se 

dejará constancia de ello y se continuará el procedimiento. Lo anterior no impediráque pueda 

realizarse una nueva audiencia de conciliación. 

 
ARTICULO 189. Acta de conciliación. Presentes las partes, se les explicará el objeto de la 
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diligencia, procediéndose a escuchar a los citados. Si se llegare a un acuerdo, se levantará acta 

que será firmada por los comparecientes. 

 
El arreglo conciliatorio suspende el procedimiento. Si no hubiese acuerdo se dejará constancia de 

ello y se continuará la tramitación del mismo. 

 
El cumplimiento de la conciliación extingue la acción ante los juzgados especializados yla acción 

civil ante los juzgados correspondientes. 

 
ARTICULO 190. Obligaciones. En el acta de conciliación se determinarán las obligaciones 

pactadas, entre las cuales se contemplará la reparación del daño ala víctimao ala parte ofendida, 

se señalará plazo para su cumplimiento y se constituirán las garantías, si fuera necesario. 

 
La certificación del acta de conciliación tendrá la calidad de título ejecutivo. 

 
ARTICULO 191. Responsabilidad de los representantes legales. Los representantes legales 

conjuntamente con el adolescente se comprometen solidariamente a cumplir con las obligaciones 

determinadas en el acta de conciliación, cuando se trate de obligaciones de contenido patrimonial. 

 
ARTICULO 192. Incumplimiento injustificado. Cuando el adolescente incumpliere sin causa 

justificada las obligaciones de contenido no patrimonial, determinadas en el actade conciliación, 

el procedimiento continuará como si no se hubiese conciliado. 

 
Si se trata de obligaciones de contenido patrimonial, la parte ofendida antes de promover 

la acción civil podrá pedir al juez que solicite el pago obligado para el cumplimiento de las 

obligaciones. 

 
ARTICULO 193. La remisión. El juez podrá examinar la posibilidad de no continuar el proceso, 

cuando la acción contenida estuviere sancionada en el Código Penal, con pena de prisión cuyo 

mínimo sea inferior a tres años, con base en el grado de participación enel daño causado y la 

reparación del mismo. 

 
Si el juez considera que no procede la continuación del proceso, citará a las partes a una audiencia 

común y previo acuerdo con ellos resolverá remitir al adolescente a programas comunitarios, 

con el apoyo de su familia y bajo control de la institución quelos realice, si no existiere acuerdo 

entre las partes se continuará el proceso. 

 
ARTICULO 194. Criterio de oportunidad reglado. El Ministerio Público tendrá la obligación de 

ejercer la acción pública ante los tribunales correspondientes, con arreglo a las disposiciones 

de esta Ley. 
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No obstante, podrán solicitar al juez que se prescinda, total o parcialmente de la persecución; la 

limite a una o varias infracciones o a alguna de las personas que han participado en el hecho, 

cuando se trate de un hecho que por su insignificancia, lo exiguo de la contribución como 

partícipe no afecte el interés público. 

 
CAPITULO V 

PROCESO DE ADOLESCENTES EN CONFLICTO CON LA LEY PENAL 

 
SECCION I 

FLAGRANCIA 

ARTICULO 195. Flagrancia. Cuando el adolescente sea aprehendido en flagrante violación a 

la ley penal, deberá ser presentado al Ministerio Público inmediatamente, a efecto de que éste lo 

ponga a disposición del juez competente, dentro de las seis horas siguientes a la detención, 

siempre que tenga medios de convicción sobre la existencia de una violación a la ley penal y que 

el adolescente la cometió o participó en ella. En caso de que no existan medios de convicción 

sobre la existencia de una violación ala ley penal y de la participación del adolescente en la 

misma, la autoridad ante quien fue presentado pondrá al adolescente en libertad e iniciará las 

diligencias de investigación para el esclarecimiento del hecho o dispondrá el archivo del caso. 

En los lugares en donde no exista representación del Ministerio Público el adolescente será 

puesto a disposición del juez inmediatamente a su detención, bajo responsabilidad del agente 

aprehensor. 

 
Cuando el adolescente sea puesto a disposición del juez, éste procederá a recibir la primera 

declaración inmediatamente. 

 
La primera declaración del adolescente deberá realizarse en una audiencia oral en donde luego 

de la declaración de los agentes captores, los testigos, la parte ofendida, si hubiere, y la 

presentación de otros medios de convicción que en ese momento tenga el Ministerio Público, 

procederá a escuchar al adolescente. En el mismo acto, deberá decidir sobre la conveniencia 

de aplicar el criterio de oportunidad, remisión o conciliación, o en su caso, disponer la libertad del 

adolescente. 

 
En los lugares donde no hubiere Ministerio Público el juez de paz resolverá la situación del 

adolescente y lo comunicará a éste en forma razonada, para que en el caso correspondiente 

continúe la investigación. Cuando el caso fuere de competencia, inmediatamente deberá poner al 

adolescente a disposición del juez competente y remitirá lo actuado en la primera hora hábil 

al juez de adolescentes en conflicto con laley penal que corresponda. 

 
En ningún caso el adolescente detenido puede ser llevado a cuerpo, cuartel o estación de policía 
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o centro de detención para adultos. Quien traslade o detenga aun adolescente a un lugar distinto 

al señalado incurrirá en el delito de abuso de autoridad. 

 
El juez bajo su estricta responsabilidad certificará lo conducente para los efectos de la persecución 

penal del responsable. En todos los casos, el juez al resolver el caso del adolescente se pronunciará 

sobre la legalidad de la detención . 

 
Una vez escuchado el adolescente, el juez podrá dictar auto de procesamiento en contra del 

mismo. Este procede sólo cuando exista información sobre la existencia de un hecho delictivo y 

motivos racionales suficientes para creer que el adolescente lo ha cometido o participado en él. 

 
El auto de procesamiento tiene como objeto sujetar al adolescente al proceso. Dicho auto debe 

contener los datos de identificación personal del mismo, una enunciación de los hechos que 

se atribuyen al mismo, la calificación legal del delito o falta y su fundamento legal, los motivos y 

fundamentos de la decisión, y la parte resolutiva. En el mismo auto, el juez deberá pronunciarse 

sobre la medida de coerción a adoptar y su justificación. 

 
ARTICULO 196. Libertad provisional. Cuando el adolescente fuere puesto en libertad después de 

su declaración, deberá presentarse ante el juez que conozca el caso y/o Ministerio Público, 

cuantas veces sea solicitado por ellos. Los padres, tutores o responsables asumirán dicha 

obligación cuando estuviere bajo su cuidado, en caso de incumplimiento, el juez podrá ordenar 

la conducción del adolescente si su presencia fuere estrictamente necesaria. En los casos en 

que el adolescente se oculte o se le halle en situación de rebeldía, el juez, aún sin declaración 

previa, podrá ordenar su conducción . 

 
ARTICULO 197. Faltas. En caso de faltas o delitos sancionados con pena de prisión que 

no supere los tres años o multa según el Código Penal o leyes penales especiales, si en su 

declaración el adolescente no aceptara los hechos o no fuera aplicable el criterio de oportunidad 

o remisión, el juez de paz convocará en un plazo no mayor de diez díasaun debate reservado 

al adolescente ofendido ya los agentes captores en el que se recibirá la prueba pertinente. Oirá 

brevemente a los comparecientes y dictará la resolución definitiva absolviendo o imponiendo una 

sanción si fuera procedente. 
 

SECCION II 

FASE PREPARATORIA 

ARTICULO 198. Iniciación. La investigación se iniciará de oficio o por denuncia. 

 
ARTICULO 199. Averiguación. El Ministerio Público deberá promover la averiguación de 

conformidad con la ley, teniendo en cuenta las restricciones que el procedimiento especial le 

impone. 
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ARTICULO 200. Plazo. Una vez establecida la denuncia, por cualquier medio, deberá iniciarse 

una investigación que tendrá por objeto determinar la existencia del hecho, así como establecer 

los autores, cómplices o instigadores. También se verificará el daño causado por el delito. 

 
El plazo para realizar las diligencias de averiguación no podrá exceder de dos meses. El Ministerio 

Público podrá solicitar la ampliación al juez por una sola vez hasta por el mismo plazo, sólo 

en el caso de que el adolescente se encuentre sujeto a una medida de coerción no privativa de 

su libertad. 

 
Sin perjuicio de la investigación desarrollada, el juez podrá ordenar: 

 
a) Que de oficio o a petición de parte, el Ministerio Público practique otras diligencias. 

 

b) La recepción de pruebas anticipadas. 

 
 

Mientras no exista vinculación procesal mediante el auto de procesamiento la investigación no 

estará sujeta a plazos. 

 
ARTICULO 201. Conocimiento per8on.1 del juez. Cuando el juez tuviese conocimiento que algún 

adolescente ha realizado un acto violatorio a la ley penal, solicitará al Ministerio Público el inicio 

de la averiguación. 

 
ARTICULO 202. Primeras diligencias. Al Iniciar la averiguación, el Ministerio Público procederá a: 

 
a) Comprobar la edad e informar de ello inmediatamente al juez. 

 

b) Informar al adolescente, a sus padres, representantes legales o responsables y al juez sobre la 

infracción que se le atribuye; y en su caso, la persona que lo acusa. 

c) Practicar los estudios que el caso amerite cuando sea necesario. 

 
 

Durante la averiguación, el Ministerio Público, podrá solicitar la conciliación, oportunidad y 

remisión. 

 
ARTICULO 203. Resolución del Ministerio Público. Agotada la averiguación o concluido el plazo 

para la misma, el Ministerio Público solicitará al juez, en forma breve o razonada según el caso: 

 
a) El sobreseimiento, clausura provisional o el archivo. 

 

b) La acusación y apertura a debate, en cuyo caso señalará los hechos sobre los cuales versará 

el proceso y adjuntará las investigaciones realizadas. En la acusación el fiscal deberá proponer 

la sanción que estima más adecuada para el adolescente, debiendo razonar los fundamentos 
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jurídicos y educativos de su solicitud. 
 

c) Solicitud de prórroga de la investigación. 
 

d) Aplicación del procedimiento abreviado. 

 
 

ARTICULO 204. Comunicación. Cuando se formule acusación y se requiera la apertura del juicio 

o el sobreseimiento el juez ordenará a más tardar un día después de su presentación, la 

notificación a todas las partes, incluso al agraviado, si hubiere. 

 
En la resolución donde ordena la notificación a que se refiere el párrafo anterior el juez señalará 

día y hora para la audiencia oral y reservada del procedimiento intermedio, la cual deberá 

celebrarse en un plazo no mayor de diez días contados a partir de la fechaen que se presentó 

el requerimiento del Ministerio Público. 

 
Entre la audiencia del procedimiento intermedio y la notificación de la solicitud del Ministerio 

Público, deberán mediar por lo menos cinco días, a efecto de que las partes puedan ejercer su 

derecho de defensa. 

 
El pedido del Ministerio Público y los medios de investigación practicados por el fiscal quedarán 

en el juzgado para su consulta a partir de la presentación de la solicitud. 

 
ARTICULO 205. Audiencia. del procedimiento intermedio. El día y hora fijados para la audiencia 

del procedimiento intermedio, el juez se constituirá en el lugar señalado para la audiencia, 

verificará la presencia del fiscal, del adolescente y su defensor, así como las demás partes que 

hubieren sido admitidas o que requieran su admisión. El juezdeclarará abierta la audiencia. 

Inmediatamente después, advertirá a las partes sobre la importancia y el significado de lo que 

sucederá, les indicará que presten atención y le concederá la palabra al fiscal para que fundamente 

su solicitud. Luego dará la palabra al agraviado o al querellante para que se manifieste sobre 

sus pretensiones y reproduzca los medios de convicción en que las funda . 

 
Concluida la intervención del agraviado o querellante, le dará la intervención al adolescente y al 

abogado defensor, para que se manifiesten sobre las pretensiones del fiscal y del querellante; y, 

en su caso, reproduzcan la prueba en que fundan sus pretensiones. 

 
Todas las cuestiones incidentales que se pudieran suscitar serán tratadas en un solo acto,en la 

audiencia, amenos que el juez resuelva hacerlo sucesivamente o diferir alguna, según convenga 

al orden de la audiencia. 

 
En la discusión de las cuestiones incidentales se les concederá la palabra solamente una vez, por 

el tiempo que establezca el juez, al fiscal, al defensor ya las demás partes. 



Compendio de Leyes en materia de niñez y adolescencia en contexto migratorio 183  

Ley de protección integral de la niñez y adolescencia 
 
 

 

ARTICULO 206. Otras solicitudes. Cuando el Ministerio Público requiera la clausura provisional, 

el archivo o la prórroga de la investigación el juez resolverá en un plazo que no exceda las 

cuarenta y ocho horas. 

 
ARTICULO 207. Admisión de la acusación. La resolución por la cual el juez decide admitir la 

acusación del fiscal, deberá contener: 

 
a) La descripción precisa del hecho objeto del juicio y la identidad del o losadolescentes. 

 

b) La calificación jurídica del hecho. 
 

c) La subsistencia o sustitución de las medidas preventivas. 
 

d) La descripción de la prueba que fundamenta la acusación . 

 
 

SECCION III 
FASE DEL JUICIO 

 
ARTICULO 208. Cit8ción .juicio. Resuelta favorablemente la concreción de los hechos y la 

apertura del proceso, el juez citará al fiscal, las partes y los defensores, a fin de queen el plazo 

de cinco días hábiles, comparezcan a juicio, examinen las actuaciones, los documentos y las 

cosas secuestradas, ofrezcan pruebas e interpongan las recusaciones que estimen pertinentes. 

 
ARTICULO 209. Ofrecimiento de Prueba. En el escrito de ofrecimiento de prueba, el Ministerio 

Público y el adolescente, su defensor o sus padres o representantes, podrán presentar todas las 

pruebas que consideren convenientes para ser evacuadas. 

 
ARTICULO 210. Admisión y rechazo de la prueba. Vencido el plazo para ofrecer pruebas, el juez 

deberá pronunciarse, mediante resolución razonada, sobre la admisión o rechazo de ellas. 

 
El juez podrá rechazar la prueba manifiestamente impertinente y ordenar, de oficio, la que 

considere necesaria. 

 
ARTICULO 211. Señalamiento para debate. En la misma resolución en la que se admita la 

prueba, el juez señalará el día y la hora para celebrar el debate, el cual se efectuará enun plazo 

no superior a diez días. 

 
ARTICULO 212. Oralidad y privacidad. La audiencia deberá ser oral y privada, so pena de nulidad. 

Se realizará con la presencia del adolescente, su defensor, el ofendido y el fiscal. Además podrán 

estar presentes los padres o representantes del adolescente; si es posible, los testigos, peritos, 

intérpretes y otras personas que el juez considere conveniente. 
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ARTICULO 213. El debate. El debate será reservado y se regirá, en cuanto sea aplicable, por 

el Código Procesal Penal. 

 
Al inicio, el juez instruirá al adolescente sobre la importancia y el significado del debate. 

 
Cuando sea necesario tratar asuntos que puedan causarle perjuicio psicológico, el juez, previa 

consulta a éste, a su defensor ya las partes, podrá disponer su retiro transitorio dela audiencia. 

 
El adolescente podrá comunicarse en todo momento con la defensa, de manera que deberá 

estar ubicado a su lado. 

 
En lo posible la sala de audiencia estará acondicionada de conformidad con el fin educativo que 

persigue este procedimiento especial. 

 
ARTICULO 214. División de debate. El juez dividirá el debate en dos etapas: 

 
a) Sobre el grado de responsabilidad del adolescente en el acto que viole la ley penall. 

 

b) Sobre la idoneidad y justificación de la sanción. 

 
 

Para la determinación de la sanción, el juez se asistirá de un psicólogo y un pedagogo. 

 
ARTICULO 215. Declaración del adolescente. Una vez que el juez haya constatado que el 

adolescente comprende el contenido de la acusación y verificada la identidad del mismo, le 

indicará que puede declarar o abstenerse de ello, sin que su silencio implique presunción de 

culpabilidad. 

 
Si el adolescente acepta declarar, después de hacerlo podrá ser interrogado por el fiscal y 

por su defensor. Igualmente podrá ser interrogado por el ofendido o su representante legal. Las 

preguntas deberán ser claras y directas y deberá constatarse que el adolescente las entiende. 

 
Durante el transcurso de la audiencia, el adolescente podrá rendir las declaraciones que 

considere oportunas, y las partes podrán formularle preguntas, con el objetivo de aclarar sus 

manifestaciones. 

 
ARTICULO 216. Recepción de pruebas. Después de la declaración del adolescente, el juez 

recibirá la prueba en el orden establecido en el Código Procesal Penal para la fasede debate, 

salvo que considere pertinente alterarlo . 

 
ARTICULO 217. Nuevas pruebas. El tribunal podrá ordenar a petición de parte, la recepción de 

nuevos medios de prueba, si en el curso del debate resultaren indispensables o manifiestamente 
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útiles para esclarecer la verdad. En este caso, la audiencia será suspendida a petición de alguna 

de las partes por un plazo no mayor de cinco días. 

 
También podrá citar a los peritos si sus dictámenes resultaren insuficientes. Las operaciones 

pericia les necesarias serán practicadas en la misma audiencia, cuando fuere posible. 

 
ARTICULO 218. Declaración de la primera etapa del debate. Probada la existencia de un 

hecho que viola la ley penal y el grado de participación en el mismo del adolescente, el juez lo 

declarará. 

 
ARTICULO 219. Conclusiones. Terminada la recepción de pruebas, el juez concederá la palabra 

al Ministerio Público y al defensor, para que en ese orden emitan sus conclusiones, tipo de 

sanción aplicable y su duración en el momento procesal oportuno. Además, invitará al transgresor 

y al ofendido a pronunciarse sobre lo que aconteció durante la audiencia . 

 
Las partes tendrán derecho a réplica, la cual deberá limitarse ala refutación de los argumentos 

adversos presentados en las conclusiones. 

 
ARTICULO 220. Debate sobre idoneidad de la sanción. Una vez concluida la primera etapa del 

debate y declarada la existencia del hecho que viola la ley penal y el grado de participación en el 

mismo del adolescente, se procederá a la discusión de la idoneidad de la sanción. El juez 

deberá determinar el grado de exigibilidad y justificar la sanción impuesta. 

 
En este mismo acto, el juez deberá establecer la finalidad de la sanción, el tiempo de duración y 

las condiciones en que debe ser cumplida; para el efecto, se asistirá de un psicólogo y un 

pedagogo. 

 
ARTICULO 221. Resolución sobre la responsabilidad trasgresional del adolescednte. El juez dictará 

resolución final inmediatamente después de concluida la audiencia, con base en los hechos 

probados, la existencia del hecho o su atipicidad, la autoría o la participación del adolescente, la 

existencia o la inexistencia de causales excluyentes de responsabilidad, las circunstancias o 

gravedad del hecho y el grado de exigibilidad. El juez podrá dictar la resolución final, hasta tres 

días después de finalizar la audiencia. 

 
ARTICULO 222. Principios rectores. La resolución definitiva se ajustará a los principios generales 

que orientan esta Ley; y en particular a los siguientes: 

 
a) La respuesta a los adolescentes en conflicto con la ley penal, será siempre proporcional a las 

circunstancias ya la gravedad del hecho, el grado de exigibilidad ya sus circunstancias y 

necesidades. 

Las sanciones de privación de libertad deberán ser siempre fundamentadas y se reducirán al 
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mínimo posible. 

 
b) El respeto de sus derechos humanos, su formación integral, su inserción familiar y social y su 

identidad personal y cultural. 
 

c) La privación de libertad sólo se impondrá como sanción de último recurso, previa justificación 

de la inexistencia de otra respuesta adecuada y siempre que concurran las causales señaladas 

en el artículo 252 de esta Ley. 

 

ARTICULO 223. Requisitos de la sentencia. Son requisitos de la sentencia los siguientes: 

 
a) El nombre, fecha y la ubicación del juzgado que dicta la resolución final. 

 

b) Los datos personales del adolescente y cualquier otro dato de identificación relevante. 
 

c) El razonamiento y la decisión del juez sobre cada una de las cuestiones planteadas durante la 

audiencia final, con exposición expresa de los motivos de hecho y de derecho en que se basa. 

d) La determinación precisa del hecho que el juez tenga por probado o no probado. 
 

e) Las sanciones legales aplicables. 
 

f) La determinación clara, precisa y fundamentada de la sanción impuesta. 
 

g) Deberán determinarse el tipo de sanción, su duración y el lugar donde debe ejecutarse. 
 

h) La firma del juez. 

 
 

ARTICULO 224. Notificación. El contenido de la resolución final se notificará personalmente a las 

partes en las mismas audiencias, dejándose constancia escrita del acto y la hora. 

 

 
CAPITULO VI 

PRESCRIPCION 

 
ARTICULO 225. Prescripción de8cción. La acción contra infracciones ala ley penal cometida por 

los adolescentes prescribirá a los cinco años en el caso de delitos contra la vida, delitos sexuales 

y delitos contra la integridad física; en tres años cuando se trate de cualquier otro tipo de delito de 

acción pública. En delitos de acción privada y contravenciones, prescribirá en seis meses. 

 
Los plazos señalados para la prescripción de la acción, se contarán a partir del día enque se 

cometió el delito o la contravención o desde el día en que se decretó la suspensión del proceso. 
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ARTICULO 226. Prescripción de las sanciones. Las sanciones ordenadas en forma definitiva 

prescribirán en un plazo igual al ordenado para cumplirlas. Este plazo empezará a contarse 

desde la fecha en que se encuentre firme la resolución respectiva, o desde aquella en que 

compruebe que comenzó el incumplimiento. 

 
 

CAPITULO VII 

RECURSOS 

 
ARTICULO 227. Tipo. de recursos. Las partes podrán recurrir las resoluciones del Juzgado de 

Adolescentes en Conflicto con la Ley Penal, sólo mediante los recursos de revocatoria, apelación, 

casación y revisión. 

 
ARTICULO 228. Revocatoria. Todas las resoluciones son revocables de oficio por el juez que 

las dictó o a instancia de parte, salvo las que pongan fin al procedimiento. 

 
La interposición del recurso puede hacerse en forma verbal o por escrito, dentro de las cuarenta 

y ocho horas siguientes a su notificación. 

 
El juez o tribunal ante quien se interponga el recurso de revocatoria, deberá resolverlo sin más 

trámite, dentro de las veinticuatro horas siguientes. 

 
ARTICULO 229. Reposición. El recurso de reposición se tramitará en las formas establecidas en 

el Código Procesal Penal. 

 
ARTICULO 230. Recurso de .apelación. Serán apelables las siguientes resoluciones: 

 
a) La que resuelva el conflicto de competencia. 

 

b) La que ordene una restricción provisional aun derecho fundamental. 
 

c) La que ordene la remisión. 
 

d) La que termine el proceso. 
 

e) La que modifique o substituya cualquier tipo de sanción en la etapa de ejecución. 
 

f) Las demás que causen gravamen irreparable. 

 
 

ARTICULO 231. Facultad de recurrir. El recurso de apelación procede sólo por los medios y 

en los casos establecidos de modo expreso. Las partes únicamente podrán recurrir cuando 

la resolución les produzca agravio. Cuando la resolución sólo haya sido recurrida a favor del 
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adolescente, no podrá ser modificada en su perjuicio. 

 
ARTICULO 232. Trámite de recurso de apelación. El recurso de apelación deberá interponerse 

por escrito, dentro del plazo de tres días, ante el Juez de Adolescentes en Conflicto con la Ley 

Penal que conoce el asunto. 

 
En el escrito, deberán expresarse los motivos en que se fundamenta y las disposiciones legales 

aplicables; además, deberá ofrecerse la prueba pertinente, cuando proceda. Recibido el memorial, 

deberá remitirse inmediatamente a la Sala de la Corte de Apelaciones de la Niñez y Adolescencia. 

 
Admitido el recurso, el tribunal emplazará a las partes para que comparezcan a una audiencia 

oral y fundamenten el recurso en un plazo de cinco días a partir de la notificación . 

 
El plazo será de diez días cuando existan razones por el término de la distancia. El mismo 

procedimiento y plazo se utilizará para el caso de las apelaciones que se interpongan en contra 

de las resoluciones dictadas en esta materia y en los casos previstos por los jueces de paz. 

 
ARTICULO 233. Decisión del recurso de apelación. Inmediatamente después de la audiencia oral, 

la Sala de la Corte de Apelaciones de la Niñez y Adolescencia resolveráel recurso planteado, 

salvo en casos complejos, según criterio de ésta, en cuyo caso podrá, en un plazo no mayor de 

tres días, resolver el recurso interpuesto. 

 
ARTICULO 234. Recurso de casación. El recurso de casación procede contra las resoluciones 

que terminen el proceso y contra las fijaciones ulteriores de la sanción, siempre que el hecho no 

constituya una falta. 

 
ARTICULO 235. Tramitación del recurso de casación. El recurso de casación se tramitará de 

acuerdo con las formalidades y los plazos fijados para los adultos en el Código Procesal Penal. La 

Corte Suprema de Justicia constituida en Tribunal de Casación será competente para conocer 

de este recurso. 

 
ARTICULO 236. Recurso de revisión. El recurso de revisión procederá por los motivos fijados en 

el Código Procesal Penal. El Tribunal de Casación será competente para conocer de este 

recurso. 

 
ARTICULO 237. Facultad de recurrir en revisión. Podrán promover la revisión: 

 
a) El defensor del adolescente sancionado. 

 

b) Los ascendientes, el cónyuge, o los hermanos del adolescente que fueren mayores de edad. 
 

c) El Ministerio Público. 
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CAPITULO VIII 

SANCIONES SOCIOEDUCATIVAS 

 
SECCION I 

DISPOSICIONES GENERALES 

 
ARTICULO 238. Tipo de sanciones. Verificada la comisión o la participación del 

adolescente en un hecho que transgreda la ley penal, el juez correspondiente 

podrá aplicar los siguientes tipos de sanciones: 

 

a) Sanciones socioeducativas: 

 
1. Amonestación y advertencia. 

 
2. Libertad asistida . 

 
3. Prestación de servicios a la comunidad. 

 
4. Reparación de loS daños al ofendido. 

 
b) Ordenes de orientación y supervisión: 

 
1. Instalarse en un lugar de residencia determinado o cambiarse de él. 

 
2. Abandonar el trato con determinadas personas. 

 
3. Eliminar la visita a centros de diversión determinados. 

 
4. Obligación de matricularse en un centro de educación formal o en otrocuyo objetivo sea 

enseñarle alguna profesión u oficio. 

 
5. Abstenerse de ingerir bebidas alcohólicas, sustancias alucinógenas, enervantes, 

estupefacientes o tóxicas que produzcan adicción o hábito. 

 
6. Obligación de someterse a programas de tipo formativo, cultural, educativo, profesional, laboral, 

de educación sexual, de educación vial u otros similares. 

 
c) Ordenar el internamiento terapéutico del niño, niña o adolescente o el tratamiento ambulatorio 

en un centro especializado de salud, público o privado, para desintoxicarloso eliminar su adicción 

a las drogas antes mencionadas. 
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d) Privación del permiso de conducir . 

 
1. Sanciones privativas de libertad. 

 
2. Privación de libertad domiciliaria. 

 
3. 3 Privación de libertad durante el tiempo libre. 

 
4. Privación de libertad en centros especializados durante fines de semana, comprendidodesde 

el sábado de las ocho horas hasta el domingo a las dieciocho horas. 

 
5. Privación de libertad en centros especializados de cumplimiento en régimen abierto, 

semiabierto o cerrado. 

 

 
ARTICULO 239. Determinación de la sanción aplicable. Para determinar la sanción aplicable se 

debe tener en cuenta : 

 
a) La Comprobación de una conducta que viole la ley penal. 

 

b) La Comprobación de que el adolescente ha realizado o participado en la transgresión a la 

ley penal. 

c) La capacidad para cumplir la sanción, asimismo, la proporcionalidad, racionalidad eidoneidad 

de ésta . 

d) La edad del adolescente, sexo, origen cultural y sus circunstancias personales, familiares y 

sociales. 
 

e) Los esfuerzos del adolescente por reparar loS daños. 
 

f) Los efectos de la sanción para la vida futura del adolescente. 

 
 

ARTICULO 240. Forma de aplicación. Las sanciones señaladas deberán tener una finalidad 

primordialmente educativa y aplicarse, en su caso, con la intervención de la familia y el apoyo de 

loS especialistas que se determinen. 

 
Las sanciones en ningún caso podrán superar el plazo señalado por esta Ley. 

 

SECCION II 

DEFINICION DE MEDIDAS O SANCIONES 

ARTICULO 241. Amonestación y advertencia. La amonestación es la llamada de atención que el 
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Juez dirige oralmente al adolescente haciéndole comprender la gravedad del hecho cometido y la 

consecuencia que ha tenido, podría haber tenido, tanto para él como para terceros, exhortándolo 

a no volver a cometer tales hechos en el futuro, paraque en lo sucesivo, se acoja a las normas de 

trato familiar y convivencia social. 

 
Cuando corresponda, deberá advertirles a los padres, tutores o responsables sobre la conducta 

seguida y les indicará que deben colaborar en el respeto de las normas legales y sociales. 

 
La amonestación y la advertencia deberán ser claras y directas, de manera que el adolescente y 

los responsables de su conducta comprendan lo ilícito de los hechos cometidos. 

 
ARTICULO 242. Libertad asistida. La libertad asistida es una sanción educativa, socializadora 

e individualizada, que consiste en otorgar la libertad del adolescente bajo la asistencia y 

supervisión de personal especializado. Se orientará al desarrollo de habilidades, capacidades y 

aptitudes para el desarrollo personal y social del adolescente. 

 
Su duración máxima será de dos años y su cumplimiento deberá iniciarse a más tardar quince 

días después de haber sido ordenada, tiempo en el cual el equipo técnico responsable elaborará 

el plan individual de la libertad asistida del adolescente. 

 
ARTICULO 243. Prestación de servicios a la comunidad. La prestación de servicios a la comunidad 

consiste en realizar tareas gratuitas, de interés general en entidades de asistencia, públicas o 

privadas, como hospitales, escuelas, parques nacionales y otros establecimientos similares. 

 
Las tareas deberán asignarse según las aptitudes de los adolescentes, procurando, cuando fuere 

posible, relacionar la naturaleza de la actividad con la del bien jurídico lesionado por el 

adolescente. Las tareas se cumplirán durante una jornada máxima deocho horas semanales, los 

sábados, domingos y días feriados o en días hábiles, pero sin perjudicar la asistencia a la escuela 

o la jornada normal de trabajo. 

 
Los servicios a la comunidad deberán prestarse durante un período máximo de seismeses. 

 
La sanción se mantendrá durante el tiempo necesario para que el servicio fijado se realice 

efectivamente o sea sustituido. La sanción será supervisada y orientada por la persona que el 

juez designe, quien elaborará un plan individual para el adolescente. 

 
ARTICULO 244. Obligación de reparar el daño. La reparación del daño consiste en una obligación 

de hacer del adolescente, a favor de la víctima, con el fin de resarcir el daño causado o restituir la 

cosa dañada por la conducta delictiva. Cuando el adolescente mayor de quince años realice un 

acto que afecte el patrimonio económico de la víctima,el juez podrá determinar, teniendo especial 

cuidado en su situación económica , que éste restituya la cosa, promueva el resarcimiento del 
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daño o compense el perjuicio causado a la víctima. Cuando dicho acto sea cometido por un 

adolescente de trece a catorce años de edad, el juez podrá también determinar la reparación del 

daño, quedando solidariamente obligados los padres, tutores o responsables. 

 
El juez sólo podrá imponer esta sanción, cuando la víctima y el adolescente hayan dado su 

consentimiento. Si ambas partes acuerdan sustituir el trabajo por una suma de dinero, el juez 

procederá a fijar la cuantía que se considere equivalente a los daños y perjuicios ocasionados por 

el delito o falta. La sanción se considerará cumplida cuando el juez determine que el daño ha 

sido reparado de la mejor forma posible. La reparación deldaño excluye la indemnización civil. 

 
ARTICULO 245. Orden de orientación y supervisión. Las órdenes de orientación y supervisión 

consisten en mandamientos o prohibiciones impuestas por el Juez de Adolescentes en Conflicto 

con la Ley Penal para regular la conducta de los adolescentes, así como promover y asegurar 

su formación. 

 
Las órdenes o prohibiciones durarán un período máximo de dos años y su cumplimiento deberá 

iniciarse a más tardar un mes después de ordenadas. 

 
Si se in cumple cualquiera de estas obligaciones, el juez podrá, de oficio o a petición de parte, 

modificar la orden o prohibición impuesta. 

 
ARTICULO 246. Privación del permiso de conducir. La privación del permiso de conducir consiste 

en privar temporalmente al adolescente de su permiso de conducir o de su derecho a obtenerlo. 

 
Esta sanción podrá imponerse cuando el delito o falta se hubiere cometido utilizando un vehículo 

automotor. Esta sanción podrá imponerse por un período máximo de dos años. 

 
ARTICULO 247. Tratamiento ambulatorio o internamiento terapéutico. El tratamiento ambulatorio 

terapéutico consiste en someter al adolescente aun tratamiento a cargo de un profesional 

o centro especializado. El adolescente queda obligado a asistir al lugar designado con la 

periodicidad requerida por los facultativos que lo atiendan, así como a seguir las pautas fijadas 

para el adecuado tratamiento de 

 
la adicción que padezca, o de las alteraciones en su percepción o anomalías o alteraciones 

psíquicas. 

 
El internamiento terapéutico consiste en el internamiento en un centro de atención terapéutica 

para que le brinden al adolescente una educación especializada o un tratamiento específico para 

la adicción o dependencia que padezca, o para tratar el padecimiento de anomalías o alteraciones 

psíquicas, o alteraciones en la percepción que determinen una alteración grave de la conciencia 

de la realidad. 
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En ambos casos deberá informarse periódicamente al juez de los avances del tratamiento. Si el 

adolescente rechaza el tratamiento de deshabituación, el juez deberá adoptar otra sanción 

adecuada a sus circunstancias. 

 
La duración máxima de la sanción, en el caso del tratamiento ambulatorio no podrá ser superior a 

los doce meses, y en el caso de internamiento terapéutico no podrá superarlos cuatro meses. 

 
ARTICULO 248. Sanciones privativas de libertad. La sanción privativa de libertad se utilizará 

como último recurso y sólo cuando no sea posible aplicar otro tipo de sanción. 

 
La privación de libertad tiene las modalidades siguientes: 

 
a) Privación de libertad domiciliaria. 

 

b) Privación de libertad durante el tiempo libre. 
 

c) Privación de libertad en centros especializados durante los fines de semana, comprendido 

desde el sábado de las ocho horas hasta el domingo a las dieciocho horas. 
 

d) Privación de libertad en centro especializado de cumplimiento en régimen abierto, semiabierto 

o cerrado. 

 
 

ARTICULO 249. Privación de libertad domiciliaria. La privación de libertad domiciliaria, consiste 

en la privación de libertad del adolescente en su casa de habitación, con su familia. De no poder 

cumplirse en su casa de habitación, por razones de inconveniencia o imposibilidad, se practicará 

en la casa de cualquier familiar. Cuando no se cuente con ningún familiar, podrá ordenarse la 

privación de libertad en una vivienda o ente privado, que se ocupe de cuidar al adolescente. En 

este último caso, deberá contarse con su consentimiento. 

 
La privación de libertad domiciliaria no debe afectar el cumplimiento del trabajo ni la asistencia a 

su centro educativo. Un trabajador social del Juzgado de Control de Ejecución de Sanciones 

supervisará el cumplimiento de esta sanción, cuya duración no será mayor de un año. 

 
ARTICULO 250. Privación de libertad durante el tiempo libre. La aprobación de libertad durante 

el tiempo libre debe cumplirse en un centro especializado, durante el tiempo libre de que disponga 

el adolescente en el transcurso de la semana. La duración de este internamiento no podrá exceder 

de ocho meses. Se considera tiempo libre aquel durante el cual el adolescente no debe cumplir 

con su horario de trabajo ni asistir aun centro educativo. 

ARTICULO 251. Privación de libertad durante los fines de semana. La privación de libertad durante 

los fines de semana debe cumplirse en un centro especializado, desde el sábado a las ocho horas 

hasta el domingo a las dieciocho horas. Durante ese período se programarán actividades 
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individuales para promover el proceso de responsabilización del adolescente. La duración 

máxima de esta sanción será de ocho meses. 

 
ARTICULO 252. Privación de libertad en centro especializado de cumplimiento. La sanción de 

privación de libertad en centro especializado de cumplimiento es de carácter excepcional. Puede 

ser aplicada sólo en los siguientes casos: 

 
a) Cuando se trate de una conducta realizada mediante grave amenaza o violencia hacia las 

personas y la propiedad y se trate de un delito contra la vida, la libertad sexual, la libertad 

individual, robo agravado y tráfico de estupefacientes. 

b) Cuando se trate de delitos dolosos sancionados en el Código Penal o leyes especiales, para 

mayores de edad con pena de prisión superior a seis años. 

La sanción de privación de libertad durará un período máximo de seis años para adolescentes 

entre los quince y los dieciocho años, y de dos años para adolescentes con edades entre los trece 

y los quince años. 

 
La sanción de privación de libertad nunca podrá aplicarse cuando no proceda para un adulto, 

según el Código Penal. 

 
Al aplicar una sanción de privación de libertad, el juez deberá considerar el período de detención 

provisional al que fue sometido el adolescente. 

 
La privación de libertad del adolescente se llevará a cabo de acuerdo al régimen que el juez 

señale, tomando en cuenta las circunstancias personales, familiares, sociales y educativas del 

adolescente. 

 
ARTICULO 253. Regímen de privación de libertad en centro especial de cumplimiento. La 

privación de libertad en centro especial de cumplimiento se podrá llevar a cabo en alguno de los 

siguientes regímenes: 

 
a) Régimen abierto, consiste en que el adolescente tendrá como residencia habitual el centro 

especial de cumplimiento, estableciéndose en su plan individual y proyecto educativo que todas 

sus actividades socio-educativas se llevarán acabo fuera del centro, en los servicios del entorno. 

b) Régimen semi-abierto, consiste en que el adolescente tendrá como residencia habitual el 

centro especial de cumplimiento, estableciéndose en su plan individual y proyecto educativo que 

algunas de sus actividades formativas, educativas, laborales y de descanso se llevarán acabo 

fuera del centro. 

c) Régimen cerrado, consiste en que el adolescente residirá en el centro, estableciéndose 

en su plan Individual y proyecto educativo que todas sus actividades socio-educativas serán 
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desarrolladas dentro del propio centro. 
 

La aplicación de los regímenes de privación de libertad pueden tener un carácter progresivo. 

 
ARTICULO 254. Suspensión condicional de la sanción de privación de libertad. El juez podrá 

ordenar la suspensión condicional de las sanciones privativas de libertad, porun período igual al 

doble de la sanción impuesta, tomando en cuenta los supuestossiguientes: 

 
a) Los esfuerzos del adolescente por reparar el daño causado. 

 

b) La falta de gravedad de los hechos cometidos. 
 

c) La conveniencia para el desarrollo educativo o laboral del adolescente. 
 

d) La situación familiar y social en que se desenvuelve. 
 

e) El hecho de que el adolescente haya podido constituir, independientemente un proyecto de 

vida alternativo. 
 

Si durante el cumplimiento de la suspensión condicional, el adolescente comete un nuevo hecho 

que constituya violación a la ley penal, se le revocará la suspensión condicional y cumplirá con la 

sanción impuesta. 
 

SECCION III 

EJECUCION Y CONTROL DE LAS SANCIONES 

ARTICULO 255. Objetivo de ..ejecución. La ejecución de las sanciones deberá fijar y fomentar las 

acciones sociales necesarias que le permitan al adolescente, sometido a algún tipo de sanción, 

su permanente desarrollo persona I y la reinserción en su familia y la sociedad, así como el 

desarrollo de sus capacidades y el sentido de su responsabilidad. 

 
Para la consecución del objetivo de la sanción, durante su ejecución se promoverá, como mínimo: 

 
a) Satisfacer las necesidades básicas de la persona sancionada. 

 

b) Posibilitar su desarrollo personal. 
 

c) Reforzar su sentido de dignidad y autoestima. 
 

d) Fomentar la participación del adolescente sancionado, en la elaboración y ejecución de su 

plan individual y proyecto educativo de cumplimiento. 

e) Minimizar los efectos negativos que la ejecución de la sanción pudieran provocar enla vida 

futura del adolescente. 
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f) Fomentar, cuando sea posible y conveniente, los vínculos familiares del adolescente. 
 

g) Promover contactos directos e indirectos entre el adolescente y la comunidad local ysociedad 

en general. 

 
 

ARTICULO 256. Plan individual y proyecto educativo para el cumplimiento de la sanción y su 

ejecución. La ejecución de las sanciones se realizará mediante un plan individual de ejecución 

para cada adolescente sancionado, el plan será elaborado por el equipo técnico o profesional 

responsable del programa o unidad responsable de la ejecución de cada sanción. 

 
El plan contendrá el proyecto educativo del adolescente y en el mismo se hará constar una 

descripción clara de los objetivos que se persiguen alcanzar y los pasos a seguir . En su 

elaboración se deberá tener en cuenta los aspectos personales, familiares, culturales, 

económicos y educativos del adolescente, así como los principios rectores de esta Ley y los 

objetivos que para el caso concreto el juez señale. 

 
El plan se elaborará con la participación y compromiso del adolescente y, de ser posible, necesario 

y útil, con el de sus padres, tutores, responsables o familiares, quienes también deberán 

suscribirlo. 

 
El plan deberá ser elaborado para toda sanción impuesta, en un plazo no mayor de quince (15) 

días, contados a partir de que la sentencia esté firme. Es deber del juez que dictó la sentencia, 

velar por el cumplimiento del plan y de que , éste sea a resultado dela correcta interpretación 

de la sentencia. El juez deberá aprobar el plan y ordenará su ejecución; si el juez considera 

necesario hacer alguna modificación al mismo, antes del inicio de su ejecución, lo hará saber al 

equipo técnico o profesional responsable de la ejecución. Para la aprobación del plan, el juez 

deberá consultar a su equipo técnico ytiene un plazo no mayor de tres (3) días para resolver. 

 
ARTICULO 257. Competencia. El Juzgado de Control de Ejecución de Sanciones será el 

encargado de controlar la ejecución de las sanciones impuestas al adolescente. 

 
Tendrá competencia para resolver las cuestiones o los incidentes que se susciten durante la 

ejecución y para controlar el cumplimiento de los objetivos fijados por esta Ley. 

 
Para verificar o controlar la ejecución de sanciones podrá delegarse a las juntas municipales 

u organizaciones gubernamentales y no gubernamentales que desarrollan programas en el 

municipio, quienes estarán obligados a rendir informes periódicos sobre el cumplimento de las 

mismas. 

ARTICULO 258. Funcionarios de los centros especializados. Los funcionarios de los centros 

especializados serán seleccionados de acuerdo con sus aptitudes y capacidades idóneas para el 

trabajo con adolescentes. Para el trabajo en los centros especializados de mujeres se preferirá, 
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en igualdad de condiciones, a las mujeres. 

 
En los centros especializados, la portación y el uso de armas de fuego, por parte de los funcionarios, 

deberá reglamentarse y restringirse sólo a casos excepcionales y de necesidad. 

 
ARTICULO 259. Autoridad competente en reinserción y resocialización. La Secretaría de 

Bienestar Social de la Presidencia de la República es la autoridad competente yresponsable de 

llevar a cabo todas las acciones relativas al cumplimiento de las sanciones impuestas a los 

adolescentes y de las sanciones de protección. 

 
En materia de responsabilidad penal de la adolescencia tendrá, entre otras, las siguientes 

funciones: 

 
a) Organizar y administrar los programas que sean necesarios para el cumplimiento de las 

sanciones establecidas en esta Ley. 
 

b) Brindar servicios de atención terapéutica y orientación psicosocial a los adolescentes que se 

encuentren cumpliendo una sanción o medida cautelar, así como a sus familiareso responsables. 

c) Informar periódicamente al juez sobre el avance del proceso de reinserción y resocialización 

del adolescente. 
 

d) Organizar y administrar los centros especiales de custodia y de cumplimiento de privación de 

libertad, en sus distintos regímenes, así como velar por el cumplimiento de sus reglamentos, bajo 

la corresponsabilidad del Secretario de Bienestar Social y el director de cada centro. 

e) Promover, organizar y crear, en concertación con la sociedad civil y participación activa de las 

comunidades, asociaciones y organizaciones privadas, públicas y no gubernamentales, 

programas y unidades de apoyo para la reinserción y resocialización de los adolescentes en 

conflicto con la ley penal. 

Garantizar que el personal encargado de la ejecución de las sanciones y en contacto directo con 

los adolescentes, sea competente y suficiente, el cual estará integrado por especialistas 

profesionales de los campos de educación, salud, trabajo social, psicología, psiquiatría y derecho, 

con formación especializada en derechos humanos de la niñez y adolescencia. Se promoverá su 

formación y capacitación continua. 

 
ARTICULO 260. Derechos del adolescente durante la ejecución. Durante la ejecución de las 

sanciones, el adolescente tendrá, como mínimo, los derechos siguientes: 

 
a) Derecho a la vida, la dignidad y la integridad física y moral. 

 

b) Derecho a la igualdad ante la ley ya no ser discriminado. 
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c) Derecho a permanecer, preferiblemente en su medio familiar, si éste reúne los requisitos 

adecuados para el desarrollo del adolescente. 
 

d) Derecho a recibir los servicios de salud, educativos y sociales, adecuados a su edad y 

condiciones ya que se los proporcionen personas con la fom1ación profesional requerida. 

e) Derecho a recibir infomación, desde el inicio de la ejecución de la sanción, sobre: 
 

1. Los reglamentos internos de comportamiento y vida en el centro, en especial la relativa a las 

sanciones disciplinarias que puedan aplicársele. 

 
2. Sus derechos en relación con los funcionarios responsables del centro especializado. 

 
3. El contenido del plan individual de ejecución para reinsertarlo en la sociedad. 

 
4. La forma y los medios de comunicación hacia exterior del centro, los permisos de salida y el 

régimen de visitas. 

 
5. Derecho a presentar peticiones ante cualquier autoridad ya que se le garantice respuesta. 

 
6. Derecho a que se le mantenga, en cualquier caso, separado de los delincuentes condenados 

por la legislación penal común. 

 
7. Derecho a que se le ubique en un lugar apto para el cumplimiento del plan de ejecución 

individual ya que no se le traslade arbitrariamente. 

 
8. Derecho a no ser incomunicado en ningún caso, ni a ser sometido al régimen de aislamiento ni a 

la imposición de penas corporales. Cuando la incomunicación o el aislamiento deben ser aplicados 

para evitar actos de violencia contra el adolescente o terceros, esta sanción se comunicará al juez 

de Control de Ejecución de Sanciones y al procurador de los Derechos Humanos, para que, de 

ser necesario, la revisen y la fiscalicen. 

 
9. Los demás derechos, especialmente los establecidos para los adultos y que sean aplicables 

a los adolescentes. 

 

 
ARTICULO 261. Continuación del internamiento de los mayores de edad. Si el adolescente 

privado de libertad cumple dieciocho (18) años de edad durante su internamiento, deberá ser 

ubicado separadamente de los adolescentes o ser trasladado aun centro especial para este fin. 

Por ningún motivo será trasladado aun centro penal de adultos. 

 
En los centros no se admitirán adolescentes sin orden previa y escrita de la autoridad competente. 

Deberán existir, dentro de estos centros, las separaciones necesarias según la edad. Se ubicará 
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a los adolescentes con edades comprendidas entre los quince (15) y los dieciocho (18) años, en 

lugar diferente del destinado a los adolescentes con edades comprendidas entre los trece 

(13) y los quince (15) años; igualmente, se separarán los que se encuentren en internamiento 

provisional y los de internamiento definitivo, los infractores primarios y los reincidentes. 

 
ARTICULO 262. Informe del director del centro. El director del centro especializado de internamiento, 

donde se interne al adolescente, a partir de su ingreso enviará, al Juez de Control de Ejecución de 

Sanciones, un infom1e bimensual sobre la situación del sancionado y el desarrollo del plan de 

ejecución individual, con recomendaciones para el cumplimiento de los objetivos de esta Ley. 

Además, indicará las posibilidades de queel adolescente sea sujeto a un régimen distinto, lo cual 

se hará de forma progresiva según los adelantos de éste. 

 
El incumplimiento de la obligación de enviar el referido informe será comunicado por el juez al jefe 

administrativo correspondiente, para que sancione al director. 

 
ARTICULO 263. Egreso del adolescente. Cuando el adolescente esté próximo a egresar del 

centro, deberá ser preparado para la salida, con la asistencia de especialistas en trabajo social, 

psicología y psiquiatría del centro; asimismo, con la colaboración de los padres o familiares, si es 

posible. 

 
ARTICULO 264. Derogatoria. Se deroga el Código de Menores, Decreto Número 78- 79 

del Congreso de la República, y el Decreto Número 78-96 del Congreso de la República y sus 

reformas. 

 
ARTICULO 265. Vigencia.. El presente Decreto entrará en vigencia al día siguiente de su 

publicación en el diario oficial. 
 

SECCION IV 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

 
ARTICULO 1. Las instituciones públicas especializadas, encargadas del tratamiento para la 

desintoxicación de niños, niñas y adolescentes con problemas de adicción adrogas, a que se 

refiere esta Ley, deberán ser creadas en un plazo no mayor de un (1) año, después de la entrada 

en vigor de esta Ley. 

 
ARTICULO 2. La Corte Suprema de Justicia deberá realizar los ajustes presupuestarios y 

técnicos, a fin de implementar los tribunales designados en esta Ley. 

 
ARTICULO 3. Al entrar en vigencia esta Ley, los procedimientos judiciales previstos en ella 

deberán aplicarse a todos los procesos pendientes, excepto a los que se encuentren listos 
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para dictar resolución final, los cuales seguirán tramitándose de conformidad con la legislación 

anterior. 

 
ARTICULO 4. El Organismo Ejecutivo deberá reglamentar dentro del plazo de noventa días, a 

todas las instituciones que brinden atención directa a los niños, niñas y adolescentes, dentro de 

los marcos de protección integral que establece esta Ley. 

 
ARTICULO 5. La Secretaría de Bienestar Social velará porque en el proyecto de Presupuesto de 

Ingresos y Egresos del Estado, se incorporen las partidas necesarias para financiar la creación y 

establecimiento de las instituciones que contempla esta Ley. 

 
ARTICULO 6. El Ministerio Público, la Procuraduría General de la Nación, la Policía Nacional Civil, 

el Ministerio de Trabajo y Previsión Social y la Oficina del Procurador los Derechos Humanos, 

deberán adecuar sus dependencias correspondientes o crearlas (2 acuerdo a los principios y 

disposiciones contenidas en esta Ley. 

 
ARTICULO 7. Todas aquellas disposiciones legales y/o reglamentarias, relativas a los menores de 

edad, en cuyo texto se utilice la palabra menor, deberá ser entendida ésta, enel sentido que se 

refiere a la niñez y adolescencia, a efecto de que la terminología utilizada esté acorde al presente 

Código. 

 
ARTICULO 8. El Servicio Público de Defensa Penal deberá fortalecer la unidad específica para 

defensa de los adolescentes en conflicto con la ley penal. 

 
ARTICULO 9. Los procesos en que se haya dictado una resolución final y esté pendiente de 

cumplir una sanción, se trasladará al Juzgado de Control de Ejecución de Sanciones, para el 

cumplimiento de lo dispuesto por esta Ley. 

 
ARTICULO 10. Los procesos sobre conductas que violen la ley penal, pendientes de dictar 

resolución final, serán trasladados al Tribunal de Primera Instancia de Adolescentes en Conflicto 

con la Ley Penal designado por la Corte Suprema de Justicia, para el control de la investigación 

y al Ministerio Público para continuar la misma. 

 
ARTICULO 11. La Comisión Nacional de la Niñez y la Adolescencia, así como las comisiones a 

nivel municipal, deberán estar integradas dentro de los seis meses siguientes de la entrada en 

vigencia de esta Ley. 

 
ARTICULO 12. La Comisión de la Mujer, el Menor y la Familia del Congreso de la República, 

convocará a todas las organizaciones sociales para la conformación de la Comisión Nacional, 

dentro de un plazo de cuatro meses contados a partir de la vigencia de la presente Ley. 
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ARTICULO 13. A nivel municipal, las corporaciones municipales convocarán a las organizaciones 

sociales de su municipio para la conformación de las comisiones municipales, dentro de un plazo 

de tres meses contados a partir de la vigencia de esta Ley. 

 
Asimismo, los consejos comunitarios de desarrollo velarán por la protección, promoción y 

desarrollo integral de la niñez y adolescencia, de conformidad con lo que preceptúa esta Ley. 

 
ARTICULO 14. La Presidencia del Organismo Judicial, a través de la unidad respectiva, deberá 

crear y facilitar el apoyo logístico necesario para el funcionamiento de los tribunales 

especializados que crea esta Ley. 

 
ARTICULO 15. Para la ejecución, control y eficacia de sus atribuciones, la Comisión Nacional de 

la Niñez y la Adolescencia deberá presentar su propuesta de reglamento interno a la Presidencia 

de la República para su promulgación dentro de los primerosseis meses de su conformación. 

 
ARTICULO 16. El Presidente de la República, en ejercicio de su facultad constitucional, deberá 

emitir en un plazo no mayor de noventa días a partir de la vigencia de esta Ley, el reglamento 

específico del presente Decreto, siempre atendiendo el principio de que lo contenido en estos 

instrumentos legales son 

 
garantías sociales mínimas. La aplicación y cumplimiento de dicho reglamento estará a cargo de 

la Inspección General de Trabajo. El reglamento contendrá, en atención al interés superior del 

adolescente, normas protectoras especialmente por: 

 
a) Jornadas de trabajo de adolescentes de catorce años o más. 

 

b) Trabajo nocturno y extraordinario. 
 

c) Trabajo en lugares insalubres o peligrosos. 
 

d) Descansos y vacaciones. 
 

e) Trabajo de aprendizaje. 
 

f) Registro y acreditación de adolescentes del sector informal. 
 

g) Salarios equitativos. 
 

h) Régimen de seguridad social. 
 

i) Capacitación técnica en horarios adecuados. 

 
 

ARTICULO 17. Todas las instituciones involucradas en la aplicación de esta Ley deberán 

implementar procesos periódicos de capacitación dirigidos a Su personal con relación al contenido 
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de los principios y procedimientos de esta Ley, loS que deberán iniciar inmediatamente a la 

vigencia de esta Ley. 

 
REMITASE AL ORGANISMO EJECUTIVO PARA SU SANCION, PROMULGACION Y 

PUBLICACION. 

 
EMITIDO EN EL PALACIO DEL ORGANISMO LEGISLATIVO, EN LA CIUDAD DE GUATEMALA, 

EL DIA CUATRO DEL MES DE JUNIO DEL AÑO DOS MIL TRES. 

 
JOSE EFRAIN RIOS MONTT 

PRESIDENTE 

 
CARLOS ENRIQUE TEVALAN DE LEON 

SECRETARIO 

 
GLORIA MARINA BARILLAS CARIAS 

SECRETARIA 



 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Observación general conjunta núm. 3 (2017) del Comité 

de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores 

Migratorios y de sus Familiares y núm. 22 (2017) del 
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Observación general conjunta núm. 3 (2017) del Comité 
de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores 

Migratorios y de sus Familiares y núm. 22 (2017) del Comité de 
los Derechos del Niño sobre los principios generales relativos a 

los derechos humanos de los niños en el contexto de la migración 
internacional* 

 

 
I. Introducción 

 
1. La presente observación general conjunta se aprobó al mismo tiempo que la observación 

general conjunta núm. 4 (2017) del Comité de Protección de los Derechos de Todos los 

Trabajadores Migratorios y de sus Familiares y núm. 23 (2017) del Comité de los Derechos 

del Niño sobre las obligaciones de los Estados relativas a los derechos humanos de los 

niños en el contexto de la migración internacional en los países de origen, tránsito, destino 

y retorno. Si bien esa observación general y la presente son documentos independientes por 

derecho propio, ambas se complementan y deben interpretarse y aplicarse de manera conjunta. 

El proceso de redacción incluyó una serie de consultas mundiales y regionales celebradas entre 

 

 

* EL presente observación general conjunta debe leerse en conjunción con la observación general conjunta núm. 4 (2017) del Comité 
de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares y núm. 23 (2017) del Comité de los Derechos 
del Niño sobre las obligaciones de los Estados relativas a los derechos humanos de los niños en el contexto de la migración 
internacional en los países de origen, tránsito, destino y retorno. GE.17-19871 (S) 211217 030118. 
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mayo y julio de 2017 con representantes de los principales interesados y expertos, incluidas 

organizaciones de niños y de migrantes, en Bangkok, Beirut, Berlín, Ciudad de México, Dakar, 

Ginebra y Madrid. Además, entre noviembre de 2015 y agosto de 2017 los Comités recibieron 

más de 80 contribuciones escritas de Estados, organismos y entidades de las Naciones Unidas, 

organizaciones de la sociedad civil, instituciones nacionales de derechos humanos y otras partes 

interesadas de todas las regiones del mundo. 

 
2. La Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores 

Migratorios y de sus Familiares y la Convención sobre los Derechos del Niño incluyen obligaciones 

jurídicamente vinculantes que se refieren en general y en términos específicos a la protección de 

los derechos de los niños en el contexto de la migración internacional. 

 
3. En el contexto de la migración internacional, los niños pueden encontrarse en una situación de 

doble vulnerabilidad como niños y como niños afectados por la migración que: a) son ellos mismos 

migrantes, ya sea solos o con sus familias; b) nacieron de padres migrantes en los países de 

destino; o c) permanecen en su país de origen mientras uno o ambos padres han migrado a otro 

país. Otras vulnerabilidades pueden estar relacionadas con su origen nacional, étnico o social; 

género; orientación sexual o identidad de género; religión; discapacidad; situación en materia de 

migración o residencia; situación en materia de ciudadanía; edad; situación económica; opinión 

política o de otra índole; u otra condición. 

 
4. En virtud de sus mandatos complementarios y el compromiso común de reforzar la protección 

de todos los niños en el contexto de la migración internacional, los dos Comités decidieron 

elaborar esas observaciones generales conjuntas. Aunque la presente observación se basa en 

las disposiciones de las dos Convenciones, es importante subrayar que las normas de derechos 

humanos que se clarifican en ella se basan en las disposiciones y principios de la Convención 

sobre los Derechos del Niño. Por consiguiente, la orientación autorizada que figura en la presente 

observación general conjunta se aplica por igual a todos los Estados partes en la Convención 

sobre los Derechos del Niño o la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos 

de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares. 

 
 

 
A. Antecedentes 

 
5. La presente observación general conjunta parte de la creciente atención que ambos Comités 

han prestado a los derechos de los niños en el contexto de la migración internacional por conducto 

de una serie de iniciativas, entre ellas las siguientes: 

 
a) La observación general núm. 6 (2005) del Comité de los Derechos del Niño sobre el trato de 

los menores no acompañados y separados de su familia fuera de su país de origen, que incluye 

un conjunto de recomendaciones específicamente para los niños migrantes fuera de su país de 
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origen no acompañados y separados; 

 
b) Un día de debate general celebrado en Ginebra en septiembre de 2012 por el Comité de los 

Derechos del Niño, sobre los derechos de todos los niños en el contexto de la migración 

internacional, para el que el Comité redactó un documento de antecedentes y aprobó un 

informe, con conclusiones y recomendaciones[1]; 

 
c) El pronunciamiento del Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores 

Migratorios y de sus Familiares en 2016 en favor de los principios recomendados para orientar 

las acciones relativas a los niños en tránsito y otros niños afectados por la migración.[2] Además, 

ambos Comités son miembros del Grupo de Trabajo Interinstitucional para Poner Fin a la 

Detención de Niños Inmigrantes; 

 
d) El número creciente de recomendaciones formuladas por ambos Comités en los últimos años 

a los Estados partes en sus respectivas Convenciones sobre diversas cuestiones de derechos 

humanos que afectan a los derechos de los niños en el contexto de la migración internacional. 

 
6. La presente observación general conjunta también parte de otras resoluciones e informes 

de las Naciones Unidas, diversos productos de los mecanismos de derechos humanos de las 

Naciones Unidas e iniciativas de las Naciones Unidas, intergubernamentales y de la sociedad civil 

relativas a los niños en el contexto de la migración internacional, entre ellas las siguientes: 

 
a) La declaración del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales sobre las 

obligaciones de los Estados con respecto a los refugiados y los migrantes en virtud del Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (E/C.12/2017/1), en la que el 

Comité recordó en particular que “la protección contra la discriminación no puede condicionarse 

al hecho de que una persona se encuentre en situación regular en el país de acogida”, y recordó 

también que “todos los niños de un Estado, incluidos los indocumentados, tienen derecho a 

recibir una educación y una alimentación adecuada y una atención sanitaria asequible”; 

 
b) La Declaración de Nueva York para los Refugiados y los Migrantes, en la que los Jefes de 

Estado y de Gobierno se comprometieron a proteger los derechos humanos y las libertades 

fundamentales de todos los niños refugiados y migrantes, independientemente de su condición, 

teniendo en cuenta en todo momento el interés superior del niño como consideración principal, 

y a cumplir las obligaciones que les incumbían en virtud de la Convención sobre los Derechos 

del Niño[3]. 

 

 
1. Véase www.ohchr.org/EN/HRBodies/CRC/Pages/Discussion2012.aspx. 

2. Pueden consultarse en la dirección http://www.ohchr.org/Documents/HRBodies/CMW/ Recommended-principle_SP.pdf. 

3. Resolución 71/1 de la Asamblea General, párr. 32. 

http://www.ohchr.org/EN/HRBodies/CRC/Pages/Discussion2012.aspx
http://www.ohchr.org/Documents/HRBodies/CMW/
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B. Objetivo y alcance de la observación general conjunta 

 
 

7. El objetivo de la presente observación general conjunta es proporcionar una 

orientación autorizada sobre las medidas legislativas y de políticas y otras medidas 

apropiadas que deben adoptarse para garantizar el pleno cumplimiento de las 

obligaciones contraídas en virtud de las Convenciones a fin de proteger plenamente 

los derechos de los niños en el contexto de la migración internacional. 

 
8. Los Comités reconocen que el fenómeno de la migración internacional afecta 

a todas las regiones del mundo y a todas las sociedades y, cada vez más, a millones 

de niños. Aunque la migración puede ser positiva para personas, familias y 

comunidades más amplias de los países de origen, tránsito, destino y retorno, las 

causas de la migración, en particular la migración en condiciones no seguras o 

irregular, a menudo están directamente relacionadas con violaciones de los 

derechos humanos, incluidos los derechos del niño reconocidos en varios tratados 

de derechos humanos, en particular la Convención sobre los Derechos del Niño. 

 
9. La presente observación general conjunta trata de los derechos humanos de todos 

los niños en el contexto de la migración internacional, ya sea que hayan migrado 

con sus padres o cuidadores habituales, no vayan acompañados o estén separados, 

hayan regresado a su país de origen, hayan nacido de padres migrantes en los 

países de tránsito o de destino, o permanezcan en su país de origen mientras que 

uno o ambos padres han migrado a otro país, y con independencia de su situación 

o la de sus padres en materia de migración o residencia (situación de residencia). 

 
El principio de no discriminación de la Convención sobre los Derechos del Niño obliga a los 

Estados partes a respetar y garantizar los derechos enunciados en la Convención a todos los niños, 

ya sean considerados, entre otras cosas, migrantes en situación regular o irregular, solicitantes 

de asilo, refugiados, apátridas o víctimas de la trata, inclusive en situaciones de devolución o 

expulsión al país de origen, y con independencia de la nacionalidad, la situación de residencia o 

la apatridia del niño o de sus padres o tutores[4]. 

 
10. La presente observación general conjunta debe leerse en conjunción con otras observaciones 

generales en la materia publicadas por los Comités; partiendo de esas observaciones generales 

y la evolución de los problemas a que se enfrentan los niños en el contexto de la migración 

internacional, debe leerse también como una orientación autorizada de los Comités en cuanto a 

los derechos de los niños en el contexto de la migración internacional. 

 

 
4. Véase Comité de los Derechos del Niño, observación general núm. 6, párr. 12. 
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II. Medidas generales de aplicación de la Convención Internacional sobre la 
Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus 
Familiares y la Convención sobre los Derechos del Niño para la protección 
de los niños en el contexto de la migración internacional 

 

11. Los Estados deben velar por que en el contexto de la migración 

internacional, los niños sean tratados ante todo como niños. Los Estados 

partes en las Convenciones tienen el deber de cumplir las obligaciones establecidas 

en ellas de respetar, proteger y hacer efectivos los derechos de los niños en el 

contexto de la migración internacional, con independencia de su situación de 

residencia o la de sus padres o tutores. 

 
12. Las obligaciones de los Estados partes en virtud 

de las Convenciones se aplican a todos los niños 

sujetos a su jurisdicción, incluida la jurisdicción 

derivada de que el Estado ejerza un control efectivo 

fuera de sus fronteras. Esas obligaciones no podrán 

ser recortadas arbitraria y unilateralmente, sea mediante 

la exclusión de zonas o áreas del territorio del Estado, 

sea estableciendo zonas o áreas específicas que 

quedan total o parcialmente fuera de la jurisdicción 

del Estado, inclusive en aguas internacionales u otras 

zonas de tránsito en las que los Estados establezcan 

mecanismos de control de la migración. Las obligaciones 

se aplican dentro de las fronteras del Estado, inclusive 

con respecto a los niños que queden sometidos a su 

jurisdicción al tratar de penetrar en su territorio. 

 
13. Los Comités destacan la primacía de los 

derechos del niño en el contexto de la migración 

internacional y, por lo tanto, la necesidad de que los 

Estados integren las Convenciones en los marcos, 

las políticas, las prácticas u otras medidas 

relacionados con la migración. 

 
14. Los Comités alientan a los Estados partes a velar por que las autoridades 

responsables de los derechos de los niños desempeñen una función rectora, 

con competencias claras para la adopción de decisiones, en las políticas, las 

prácticas y las decisiones que afectan a los derechos de los niños en el 

contexto de la migración internacional. 
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Los sistemas generales de protección infantil en los planos nacional y local deben incorporar 

en sus programas la situación de todos los niños en el contexto de la migración internacional, que 

incluye los países de origen, tránsito, destino y retorno. Además de los mandatos de los órganos 

encargados de la protección infantil, en todas las etapas de la formulación y aplicación de 

políticas, las autoridades responsables de la migración y otras políticas conexas que afectan a 

los derechos de los niños también deben analizar sistemáticamente los efectos sobre los niños y 

las necesidades de los niños en el contexto de la migración internacional, y darles respuesta. 

 
15. Los Estados partes deben elaborar políticas encaminadas a hacer efectivos 

los derechos de todos los niños en el contexto de la migración internacional, 

en particular por lo que se refiere a los objetivos de gestión de la migración u 

otras consideraciones administrativas o políticas. 

 
16. Los Estados partes deben elaborar una política sistemática basada en 

derechos con respecto a la reunión y difusión pública de datos cualitativos y 

cuantitativos sobre todos los niños en el contexto de la migración 

internacional a fin de que fundamenten una política global encaminada a 

proteger los derechos de los niños. 

 
Esos datos deben desglosarse por nacionalidad, situación de residencia, género, edad, origen 

étnico, discapacidad y todas las demás condiciones pertinentes para vigilar la discriminación 

interseccional. Los Comités destacan la importancia de elaborar indicadores que midan la 

observancia de los derechos de todos los niños en el contexto de la migración internacional, entre 

otras cosas aplicando un enfoque basado en los derechos humanos a la reunión y el análisis de 

datos sobre las causas de la migración en condiciones no seguras de los niños o las familias. Esa 

información debe ponerse a disposición de todos los interesados, incluidos los niños, respetando 

plenamente los derechos a la privacidad y las normas de protección de datos. Las organizaciones 

de la sociedad civil y otros agentes interesados deben tener la posibilidad de participar en el 

proceso de reunión y evaluación de los datos. 

 
17. Losdatospersonalesdelosniños, enparticularlosdatosbiométricos, deben 

utilizarse solo para fines de protección infantil, observando estrictamente las 

normas apropiadas sobre la reunión, el uso y la conservación de los datos y 

el acceso a ellos. 

 
Los Comités instan a observar la diligencia debida con respecto a las salvaguardias en la 

elaboración y aplicación de los sistemas de datos, y en el intercambio de datos entre autoridades 

o países. Los Estados partes deben establecer un “cortafuegos” y prohibir el intercambio y 

utilización a efectos de aplicación de las leyes de inmigración de los datos personales reunidos 

para otros fines, como la protección, la reparación, el registro civil y el acceso a servicios. Esto es 

necesario para defender los principios de protección de datos y proteger los derechos del niño, 

conforme a lo dispuesto en la Convención sobre los Derechos del Niño. 
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18. A juicio de los Comités, a fin de hacer efectivos los derechos de todos los niños en 

el contexto de la migración internacional, los elementos siguientes deben formar 

parte de las políticas y prácticas que se elaboren y apliquen: a) políticas 

amplias, interinstitucionales, entre las autoridades encargadas del bienestar y la 

protección infantil y otros órganos decisivos, en particular con respecto a la 

protección social, la salud, la educación, la justicia, la migración y las cuestiones de 

género, y entre las administraciones regionales, nacionales y locales; b) recursos 

suficientes, incluidos recursos presupuestarias, con miras a asegurar la aplicación 

efectiva de las políticas y programas; y c) una capacitación continua y periódica de 

los funcionarios encargados de la protección infantil, la migración y cuestiones 

conexas acerca de los derechos de los niños, los migrantes y los refugiados y 

acerca de la apatridia, incluida la discriminación interseccional. 

 
 

III. Principios fundamentales de las Convenciones con respecto a los 
derechos de los niños en el contexto de la migración internacional 

 

19. Los Estados partes en la Convención sobre los Derechos del Niño tienen el deber de garantizar 

que los principios y disposiciones que figuran en ella queden plenamente reflejados y surtan pleno 

efecto jurídico en la legislación, las políticas y las prácticas nacionales pertinentes (art. 4). En 

todas las medidas concernientes a los niños, 

 
los Estados deben guiarse por los principios dominantes de la no discriminación 

(art. 2); el interés superior del niño (art. 3); el derecho a la vida, a la supervivencia 

y al desarrollo (art. 6); y el derecho del niño a expresar su opinión en todos los 

asuntos que le afecten y a que sea tenida debidamente en cuenta (art. 12). 

 
Los Estados deben adoptar medidas, incluidos instrumentos legislativos y otros instrumentos de 

políticas, a fin de garantizar que esos principios se respeten en la práctica y se incorporen en 

todas las políticas que afectan a los niños en el contexto de la migración internacional, y en la 

interpretación y el análisis de las obligaciones específicas que se aclaran en la observación general 

conjunta núm. 4 (2017) del Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores 

Migratorios y de sus Familiares y núm. 23 (2017) del Comité de los Derechos del Niño sobre las 

obligaciones de los Estados relativas a los derechos humanos de los niños en el contexto de la 

migración internacional en los países de origen, tránsito, destino y retorno. 

 
20. Los Comités reafirman la aplicación del artículo 41 de la Convención sobre los Derechos del 

Niño y el artículo 81 de la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos 

los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, y reiteran que, cuando las normas difieran, se 

aplicarán las disposiciones de la legislación nacional e internacional que sean más conducentes 

al logro de la plena efectividad de los derechos de todos los niños en el contexto de la migración 
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internacional. Además, es necesaria una interpretación dinámica de las Convenciones sobre la 

base de un enfoque centrado en el niño a fin de garantizar su aplicación efectiva y el respeto, la 

protección y la efectividad de los derechos de todos los niños en el marco de los problemas cada 

vez mayores que plantea la migración para los niños. 

 
 

A. No discriminación (artículos 1 y 7 de la Convención Internacional sobre 

la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de 

sus Familiares; artículo 2 de la Convención sobre los Derechos del Niño) 

 

21. El principio de no discriminación es fundamental y, en todas sus facetas, se 

aplica con respecto a los niños en el contexto de la migración internacional[5]. 

 
Todos los niños que participan en la migración internacional o se ven afectados por ella tienen 

derecho al disfrute de sus derechos, con independencia de su edad, género, identidad de género 

u orientación sexual, origen étnico o nacional, discapacidad, religión, situación económica, 

situación de residencia o en materia de documentación, apatridia, raza, color, estado civil o 

situación familiar, estado de salud u otras condiciones sociales, actividades, opiniones expresadas 

o creencias o los de sus padres, tutores o familiares. Este principio es plenamente aplicable a 

cada niño y sus padres, con independencia de cuál sea la razón para trasladarse, ya sea que el 

niño esté acompañado o no acompañado, en tránsito o establecido de otro modo, documentado 

o indocumentado o en cualquier otra situación. 

 
22. El principio de no discriminación será el centro de todas las políticas y 

procedimientos de migración, incluidas las medidas de control de fronteras, 

e independientemente de la situación de residencia de los niños o de sus 

padres. 

 
Toda diferencia de trato que se aplique a los migrantes 

será conforme a derecho y proporcionada, en busca de 

un fin legítimo y ajustada al interés superior del niño y 

las normas y estándares internacionales de derechos 

humanos. Del mismo modo, los Estados partes deben 

velar por que los niños migrantes y sus familias se 

integren en las sociedades de acogida mediante la 

observancia efectiva de sus derechos humanos y el 

acceso a los servicios en igualdad de condiciones con 

los nacionales. 

 

 
5. Véase Comité de los Derechos del Niño, observación general núm. 6, párr. 18. 
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23. Los Comités recomiendan a los Estados partes que adopten medidas adecuadas para combatir 

la discriminación por cualquier motivo y proteger a los niños frente a formas de discriminación 

múltiples y concomitantes, a lo largo del proceso de migración, también en el país de origen y al 

regresar a él, o como consecuencia de su situación de residencia. A fin de alcanzar ese objetivo, 

los Estados partes deben redoblar los esfuerzos por luchar contra la xenofobia, el racismo y la 

discriminación y adoptar todas las medidas apropiadas para combatir esas actitudes y prácticas, 

y reunir y difundir datos e información exactos, fidedignos y actualizados al respecto. Los Estados 

también deben promover la inclusión social y la plena integración de las familias afectadas por la 

migración internacional en la sociedad de acogida y ejecutar programas para aumentar los 

conocimientos sobre la migración y contrarrestar cualesquiera percepciones negativas con 

respecto a los migrantes, con el objetivo de proteger a los niños afectados por la migración 

internacional y sus familias frente a la violencia, la discriminación, el acoso y la intimidación, y 

hacer efectivo su acceso a los derechos consagrados en las Convenciones y otras convenciones 

ratificadas por cada Estado[6]. Al hacerlo, se debe prestar atención especial a los problemas y 

vulnerabilidades específicos de cada género y de cualquier otra índole que puedan superponerse. 

 
24. Los Estados partes deben llevar a cabo un sólido análisis de género de los efectos concretos 

de las políticas y programas de migración sobre los niños de todos los géneros. Los Estados 

partes deben examinar y modificar cualquier restricción, en la ley o en la práctica, que se aplique 

a la migración y sea discriminatoria por razones de género y limite las oportunidades de las niñas 

o no reconozca su capacidad y autonomía para tomar sus propias decisiones. 

 
25. Los Comités recomiendan a los Estados partes que presten atención especial a las políticas 

y reglamentaciones conexas sobre la prevención de las prácticas discriminatorias hacia los niños 

migrantes y refugiados con discapacidad y la aplicación de las políticas y programas necesarios 

para garantizar el pleno disfrute de todos los derechos humanos y libertades fundamentales de 

los niños migrantes y refugiados con discapacidad en igualdad de condiciones con los niños que 

son nacionales de los Estados, y tomando en consideración las disposiciones consagradas en la 

Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 

 
26. Los Comités entienden que si solo se lucha contra la discriminación de iure no se garantizará 

necesariamente la igualdad de facto. Por consiguiente, los Estados partes harán efectivos 

los derechos reconocidos en las Convenciones para los niños en el contexto de la migración 

internacional adoptando medidas positivas para prevenir, reducir y eliminar las condiciones y 

actitudes que causen o perpetúen la discriminación de facto contra ellos. Deben registrar 

sistemáticamente los casos de discriminación contra niños o sus familias en el contexto de la 

migración internacional, e investigar y sancionar esas conductas de manera adecuada y eficaz. 

 
 
 

 
6. Ibid., párr. 70. 
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B. Interés superior del niño (artículo 3 de la Convención sobre los Derechos 
del Niño) 

 

27. El artículo 3, párrafo 1, de la Convención sobre los Derechos del Niño obliga a las esferas 

pública y privada, los tribunales, las autoridades administrativas y los órganos legislativos a velar 

por que se determine el interés superior del niño y se tome como consideración primordial en 

todas las medidas que afecten a los niños. 

 
Como ha señalado el Comité de los Derechos del Niño en el párrafo 6 de su 

observación general núm. 14, el derecho del niño a que su interés superior sea 

una consideración primordial que se tenga en cuenta es un derecho sustantivo, 

un principio jurídico interpretativo y una norma de procedimiento, y se aplica a 

los niños como individuos y como grupo. 

 
En esa observación general, que desde entonces se considera la principal orientación para los 

Estados partes sobre esa cuestión, el Comité también amplía detalles sobre la aplicación del 

principio del interés superior del niño. 

 
28. Reconociendo que el interés superior del niño, una vez evaluado y determinado, puede entrar 

en conflicto con otros intereses o derechos (por ejemplo, los de otros niños, el público o los padres) 

y que los posibles conflictos tienen que resolverse caso por caso, sopesando cuidadosamente los 

intereses de todas las partes y encontrando un compromiso adecuado, el Comité destaca en el 

párrafo 39 de su observación general núm. 14 que el derecho del niño a que su interés superior sea 

una consideración primordial significa que los intereses del niño tienen máxima prioridad y no son 

una de tantas consideraciones. Por tanto, se debe conceder más importancia a lo que sea mejor 

para el niño. Indica además en el párrafo 82 que el propósito de la evaluación y la determinación 

del interés superior del niño es garantizar el disfrute pleno y efectivo de los derechos reconocidos 

en la Convención sobre los Derechos del Niño, y el desarrollo holístico del niño. 

 
29. Los Estados partes deben velar por que el interés superior del niño se tome 

plenamente en consideración en la legislación de inmigración, la planificación, la 

ejecución y la evaluación de las políticas de migración y la adopción de decisiones 

sobre casos individuales, en especial al conceder o denegar las solicitudes de 

entrada o residencia en un país, las decisiones relativas a la aplicación de las leyes 

de migración y las restricciones de acceso a los derechos sociales por parte de los 

niños o sus padres o tutores, y las decisiones referentes a la unidad familiar y la 

guarda de los hijos; en todas esas esferas el interés superior del niño será una 

consideración primordial y, por lo tanto, tendrá máxima prioridad. 

 
30. En particular, el interés superior del niño debe garantizarse explícitamente mediante 

procedimientos individuales como parte esencial de toda decisión administrativa o judicial que se 
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refiera a la entrada, la residencia o la devolución de un niño, el acogimiento o el cuidado de un 

niño, o la detención o expulsión de un padre relacionada con su propia situación de residencia. 

 
31. A fin de aplicar el principio del interés superior en los procedimientos o decisiones relacionados 

con la migración que puedan afectar a los niños, los Comités destacan la necesidad de llevar 

a cabo sistemáticamente evaluaciones y procedimientos de determinación del interés superior 

como parte de las decisiones relacionadas con la migración y de otra índole que afectan a los 

niños migrantes, o para conformar esas decisiones. Como explica el Comité de los Derechos del 

Niño en su observación general núm. 14, cuando se tenga que adoptar una decisión se habrá de 

evaluar y determinar el interés superior del niño. La “evaluación del interés superior” entraña 

valorar y sopesar todos los elementos necesarios para tomar una decisión en una determinada 

situación para un niño o un grupo de niños en concreto. La “determinación del interés superior” 

es el proceso estructurado y con garantías estrictas concebido para determinar el interés superior 

del niño tomando como base la evaluación del interés superior. Además, 

 
la evaluación del interés superior del niño es una actividad singular que debe 

realizarse en cada caso y teniendo en cuenta las circunstancias concretas de 

cada niño o grupo de niños, entre ellas la edad, el sexo, el grado de madurez, 

si el niño o los niños pertenecen a un grupo minoritario y el contexto social y 

cultural en que se encuentra el niño o los niños. 

 
32. Los Comités destacan que los Estados partes deben: 

 
a) Conceder la máxima prioridad al interés superior del niño en su legislación, políticas 

y prácticas; 

 
b) Velar por que el principio del interés superior del niño se integre debidamente, se 

interprete de forma coherente y se aplique por conducto de procedimientos sólidos 

e individualizados en todas las actuaciones y decisiones legislativas, administrativas 

y judiciales, y en todas las políticas y programas migratorios pertinentes para los 

niños y que tienen efectos sobre ellos, con inclusión de las políticas y los servicios 

de protección consular. Deben establecerse recursos suficientes a fin de garantizar 

que ese principio se aplique en la práctica; 

 
c) Velar por que todas las evaluaciones y determinaciones del interés superior que 

se elaboren y lleven a cabo concedan la importancia apropiada a hacer efectivos 

los derechos del niño (a corto y largo plazo) en los procesos de adopción de 

decisiones que afectan a los niños; y velar por que se establezcan salvaguardias de 

las debidas garantías procesales, incluido el derecho a una representación letrada 

gratuita, cualificada e independiente. La evaluación del interés superior debe ser 

llevada a cabo por agentes independientes de las autoridades de migración de 

manera multidisciplinaria, incluida una participación significativa de las autoridades 
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responsables de la protección y el bienestar del niño y otros agentes pertinentes, 

como los padres, los tutores y los representantes legales, así como el niño; 

 
d) Elaborar procedimientos y definir criterios para proporcionar orientación a todas las personas 

pertinentes que intervienen en los procedimientos de migración sobre el modo de determinar 

el interés superior del niño y concederle la debida importancia como consideración primordial, 

especialmente en los procedimientos de entrada, residencia, reasentamiento y retorno, y 

elaborar mecanismos encaminados a vigilar su aplicación adecuada en la práctica; 

 
e) Evaluar y determinar el interés superior del niño en las distintas etapas de los procedimientos 

de migración y asilo que podrían dar lugar a la detención o la expulsión de los padres debido a 

su situación de residencia[7]. Deben establecerse procedimientos para determinar el interés 

superior en toda decisión que separaría a los niños de su familia, y los mismos criterios 

que se aplican para la guarda de los hijos, en la que el interés superior del niño debe ser 

una consideración primordial. En los casos de adopción, el interés superior del niño será la 

consideración suprema; 

 
f) Realizar una evaluación del interés superior en cada caso para decidir, si es necesario, y de 

conformidad con las Directrices sobre las Modalidades Alternativas de Cuidado de los Niños[8], 

el tipo de alojamiento que sería más apropiado para un niño no acompañado o separado, o niños 

con padres. En ese proceso, debe darse prioridad a las soluciones de cuidados comunitarios. 

Toda medida que limite la libertad de los niños a fin de protegerlos, por ejemplo, el acogimiento 

en establecimientos de seguridad, debe aplicarse dentro del sistema de protección infantil con 

las mismas normas y salvaguardias; ser estrictamente necesaria, legítima y proporcionada para 

el objetivo de proteger al niño concreto de hacerse daño a sí mismo o a otras personas; formar 

parte de un plan de atención holística; y estar desconectada de las políticas, prácticas y 

autoridades relacionadas con la aplicación de las leyes de migración; 

 
g) Realizar una determinación del interés superior en los casos que podrían conducir a la 

expulsión de familias migrantes debido a su situación de residencia, a fin de evaluar los efectos 

de la expulsión en los derechos y el desarrollo de los niños, incluida su salud mental; 

 
h) Velar por que se detecte rápidamente a los niños en los controles de fronteras y otros 

procedimientos de control de la migración dentro de la jurisdicción del Estado, y por que toda 

persona que afirme ser un niño sea tratada como tal, derivada rápidamente a las autoridades 

encargadas de la protección infantil y otros servicios pertinentes, y se le designe un tutor, si 

está separada o no acompañada; 

 

 
7. Véase Comité de los Derechos del Niño, informe del día de debate general de 2012 sobre los derechos de todos los niños en el 
contexto de la migración internacional, párrs. 73 y 74. Puede consultarse en la dirección www.ohchr.org/Documents/HRBodies/ 
CRC/Discussions/2012/DGD2012ReportAnd Recommendations.pdf. 

8. Resolución 64/142 de la Asamblea General, anexo. 

http://www.ohchr.org/Documents/HRBodies/
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i) Proporcionar orientación a todas las autoridades competentes sobre la puesta en práctica del 

principio del interés superior del niño para los niños migrantes, incluidos los niños en tránsito, y 

elaborar mecanismos encaminados a vigilar su aplicación adecuada en la práctica; 

 
j) Elaborar y poner en práctica, con respecto a los niños no acompañados y los niños con 

familias, un procedimiento de determinación del interés superior dirigido a encontrar y aplicar 

soluciones globales, seguras y sostenibles[9], como una integración y un asentamiento mayores 

en el país de residencia actual, la repatriación al país de origen o el reasentamiento en un tercer 

país. Entre esas soluciones también cabe citar opciones de mediano plazo y garantizar que 

existan posibilidades de que los niños y las familias logren obtener la residencia segura en el 

interés superior del niño. Los procedimientos de determinación del interés superior deben ser 

guiados por las autoridades encargadas de la protección infantil dentro de los sistemas de 

protección del niño. Las posibles soluciones y planes deben analizarse y elaborarse junto con 

el niño, de una manera adaptada a él y sensible, de conformidad con la observación general 

núm. 12 (2009) del Comité de los Derechos del Niño sobre el derecho del niño a ser escuchado; 

 
k) Si se determina que redunda en el interés superior del niño que sea devuelto, se debe preparar 

un plan individual, en la medida de lo posible junto con el niño, para su reintegración sostenible. 

Los Comités destacan que los países de origen, tránsito, destino y retorno deben elaborar 

marcos amplios con recursos específicos para la ejecución de las políticas y mecanismos 

globales de coordinación interinstitucional. Esos marcos deben garantizar, en los casos de los 

niños que regresan a sus países de origen o a terceros países, su reintegración efectiva 

mediante un enfoque basado en los derechos, incluidas medidas inmediatas de protección y 

soluciones a largo plazo, en particular el acceso efectivo a la educación, la salud, el apoyo 

psicosocial, la vida familiar, la inclusión social, el acceso a la justicia y la protección contra toda 

forma de violencia. En todas esas situaciones, debe garantizarse un seguimiento de calidad y 

basado en los derechos por parte de todas las autoridades intervinientes, incluidos un control 

y una evaluación independientes. Los Comités resaltan que las medidas de retorno y 

reintegración deben ser sostenibles desde el punto de vista del derecho del niño a la vida, a la 

supervivencia y al desarrollo. 

 
33. De conformidad con el artículo 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño, los Estados 

partes están obligados a velar por que cualquier decisión de devolver a un niño a su país de 

origen se tome sobre la base de consideraciones probatorias individuales y con arreglo a un 

procedimiento con las debidas garantías procesales, incluidas una evaluación y una determinación 

sólidas e individuales del interés superior del niño. Ese procedimiento debe garantizar, entre otras 

cosas, que a su regreso, el niño estará a salvo y se le proporcionará un disfrute de sus derechos y 

 

 
9. Una solución global, segura y sostenible es la que, en la mayor medida posible, atiende al interés superior y el bienestar del niño a 
largo plazo y es sostenible y segura desde esa perspectiva. El resultado debe tener por objetivo garantizar que el niño pueda 
convertirse en un adulto, en un entorno que satisfaga sus necesidades y haga efectivos sus derechos definidos en la Convención 
sobre los Derechos del Niño. 
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una atención adecuados. No pueden prevalecer sobre las consideraciones fundadas en el interés 

superior otras consideraciones como las relativas al control general de la migración. Los Comités 

destacan que el retorno es solo una de las diversas soluciones sostenibles para los niños no 

acompañados y separados y los niños con sus familias. Entre otras soluciones cabría señalar 

la integración en los países de residencia (ya sea temporal o permanentemente) conforme a las 

circunstancias de cada niño, su reasentamiento en un tercer país, por ejemplo por razones de 

reunificación familiar, u otras soluciones que puedan determinarse en cada caso, remitiéndose a 

mecanismos de cooperación en vigor, como el Convenio relativo a la Competencia, la Ley 

Aplicable, el Reconocimiento, la Ejecución y la Cooperación en materia de Responsabilidad 

Parental y de Medidas de Protección de los Niños. 

 
 

C. Derecho a ser oído, a expresar su opinión y participación (artículo 12 de 
la Convención sobre los Derechos del Niño) 

 

34. El artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño recalca 

la importancia de la participación de los niños, al disponer que los niños 

expresen sus opiniones libremente y que esas opiniones se tengan 

debidamente en cuenta, en función de la edad, la madurez y la evolución de 

las facultades del niño. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

35. El Comité de los Derechos del Niño, en su observación general núm. 12, 

subraya que en el contexto de la migración internacional, deben aplicarse 

medidas adecuadas para garantizar el derecho del niño a ser escuchado, 

ya que los niños que llegan a un país pueden encontrarse en una situación 

especialmente vulnerable y desfavorecida[10]. 

 
Por ese motivo, es fundamental aplicar medidas para hacer plenamente efectivo su derecho a 

expresar sus opiniones sobre todos los aspectos que afectan a sus vidas, especialmente como 

parte esencial de los procedimientos de inmigración y asilo, y que sus opiniones se tengan 

 
 
 

10. Véase Comité de los Derechos del Niño, observación general núm. 12, párr. 123. 
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debidamente en cuenta. Los niños pueden tener sus propios proyectos de migración y factores 

que los impulsan a migrar, y las políticas y decisiones no pueden ser eficaces ni adecuadas sin 

su participación. El Comité también pone de relieve que se debe proporcionar a esos niños toda 

la información pertinente, entre otras cosas, sobre sus derechos, los servicios disponibles, los 

medios de comunicación, los mecanismos de denuncia, los procesos de inmigración y asilo y sus 

resultados. La información debe proporcionarse en el propio idioma del niño en tiempo oportuno, 

de una manera adaptada a él y apropiada a su edad, para que se haga oír su voz y que su opinión 

se tenga debidamente en cuenta en los procedimientos[11]. 

 
36. Los Estados partes deben designar a un representante legal cualificado para todos 

los niños, incluidos los que están bajo cuidado parental, y un tutor capacitado para 

los niños no acompañados y separados, tan pronto como sea posible a su llegada, 

a título gratuito[12]. Deben garantizarse mecanismos de denuncia accesibles para 

los niños. A lo largo de todo el proceso, debe ofrecerse a los niños la posibilidad de 

contar con un traductor para que puedan expresarse plenamente en su idioma 

materno o recibir apoyo de una persona familiarizada con el origen étnico y el 

contexto religioso y cultural del niño. 

 
Esos profesionales deben recibir capacitación sobre las necesidades específicas de los niños en 

el contexto de la migración internacional; entre otros, sobre los aspectos de género, culturales, 

religiosos y otros aspectos concomitantes. 

 
37. Los Estados partes deben adoptar todas las medidas apropiadas para promover 

y facilitar plenamente la participación de los niños, entre otras cosas brindándoles 

la oportunidad de ser escuchados en todo procedimiento administrativo o judicial 

relacionado con su caso o el de sus familias, incluida toda decisión sobre la atención, 

el alojamiento o la situación de residencia. Los niños deben ser escuchados con 

independencia de sus padres y sus circunstancias particulares deben incluirse en 

el examen de los casos de la familia. 

 
En esos procedimientos deben llevarse a cabo evaluaciones específicas del interés superior y se 

deben tener en cuenta las razones concretas del niño para migrar. En cuanto a la importante 

relación entre el derecho a ser escuchado y el interés superior del niño, el Comité de los Derechos 

del Niño ya ha señalado que no es posible una aplicación correcta del artículo 3 si no se respetan 

los componentes del artículo 12. Del mismo modo, el artículo 3 refuerza la funcionalidad del 

artículo 12 al facilitar el papel esencial de los niños en todas las decisiones que afecten a su 

vida[13]. 

 

 
11. Ibid., párr. 124. 

12. Ibid., párrs. 123 y 124. 

13. Ibid., párr. 74. 
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38. Los Estados partes deben adoptar todas las medidas apropiadas para garantizar el derecho 

de los niños a ser escuchados en los procedimientos de inmigración relativos a sus padres, en 

particular cuando la decisión pueda afectar a los derechos de los niños, como el derecho a no ser 

separado de sus padres, salvo cuando la separación redunde en el interés superior del niño 

(véase el artículo 9 de la Convención sobre los Derechos del Niño). 

 
39. Los Estados partes deben adoptar medidas destinadas a facilitar la participación de todos los 

niños en el contexto de la migración internacional en la concepción, aplicación, seguimiento y 

evaluación de las políticas que les puedan afectar directa o indirectamente, como personas o 

como grupo, en particular en las esferas de las políticas sociales y los servicios sociales. Deben 

adoptarse iniciativas para preparar a los menores transgénero y a las niñas para participar, activa 

y eficazmente y en pie de igualdad con los niños varones, en todos los niveles de la dirección en 

las esferas social, económica, política y cultural. En los países de origen, la participación de los 

niños es fundamental en la elaboración de políticas que se ocupen de los factores que impulsan a 

los niños o sus padres a migrar, y en los procesos encaminados a ocuparse de esos factores y en 

la elaboración de políticas al respecto. Además, los Estados deben adoptar medidas destinadas 

a empoderar a los niños afectados por la migración internacional para que participen a diferentes 

niveles, mediante consultas, colaboraciones e iniciativas dirigidas por niños, y a garantizar que 

las organizaciones de la sociedad civil, incluidas las asociaciones de niños y las organizaciones 

dirigidas por niños, puedan participar de manera efectiva en los diálogos y procesos en materia 

de políticas sobre los niños en el contexto de la migración internacional, en los planos local, 

nacional, regional e internacional. Toda limitación a la libertad de asociación de los niños, por 

ejemplo estableciendo asociaciones legalmente, debe eliminarse. 

 
 

D. Derecho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo (artículo 9 de la 
Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los 
Trabajadores Migratorios y de sus Familiares; artículo 6 de la Convención 
sobre los Derechos del Niño) 

 

40. Elartículo6delaConvenciónsobrelosDerechosdelNiñoresaltalasobligacionesde 

los Estados partes de garantizar el derecho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo 

del niño, en particular las dimensiones físicas, mentales, morales, espirituales y 

sociales de su desarrollo[14]. En cualquier momento durante el proceso migratorio, 

el derecho del niño a la vida y a la supervivencia puede estar en riesgo debido, 

entre otras cosas, a la violencia como resultado de la delincuencia organizada, 

la violencia en los campamentos, las operaciones de rechazo o interceptación, el 

uso excesivo de la fuerza por parte de las autoridades de fronteras, la negativa de 

 
 

14. Véase Comité de los Derechos del Niño, observación general núm. 5 (2003) sobre las medidas generales de aplicación de la 
Convención, párr. 12. 
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buques a rescatarlos o las condiciones extremas de viaje y el acceso limitado a los 

servicios básicos. Los niños no acompañados y separados pueden enfrentarse a 

mayores vulnerabilidades y pueden estar más expuestos a riesgos, como formas 

de violencia por motivo de género, violencia sexual y otras formas de violencia y 

trata con fines de explotación sexual o laboral. Los niños que viajan con sus familias 

a menudo también son testigos de actos de violencia y los sufren. 

 
Aunque la migración puede ofrecer oportunidades de mejorar las condiciones de vida y escapar 

de los abusos, los procesos de migración pueden plantear riesgos, como el daño físico, el trauma 

psicológico, la marginación, la discriminación, la xenofobia y la explotación sexual y económica, 

la separación de la familia, las redadas contra la inmigración y la detención[15]. Al mismo tiempo, 

los obstáculos a que pueden enfrentarse los niños para acceder a la educación, a una vivienda 

adecuada, a alimentos y agua aptos para el consumo suficientes o a los servicios de salud pueden 

afectar negativamente al desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social de los niños migrantes 

y los niños que son hijos de migrantes. 

 
41. Los Comités reconocen que la falta de canales regulares y seguros para que migren los niños 

y las familias contribuye a que los niños emprendan viajes migratorios que ponen en riesgo sus 

vidas y son sumamente peligrosos. Lo mismo cabe decir de las medidas de control y vigilancia 

de fronteras que se centran en la represión en lugar de facilitar, regular y gestionar la movilidad, 

especialmente las prácticas en materia de detención y expulsión, la falta de oportunidades de 

reunificación familiar en tiempo oportuno y la falta de vías de regularización. 

 
42. A juicio de los Comités, la obligación de los Estados partes con arreglo al artículo 6 de la 

Convención sobre los Derechos del Niño y el artículo 9 de la Convención Internacional sobre la 

Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares incluye 

prevenir y reducir, en la máxima medida posible, los riesgos relacionados con la migración que 

afrontan los niños, que pueden poner en peligro el derecho del niño a la vida, a la supervivencia 

y al desarrollo. Los Estados, especialmente los de tránsito y destino, deben prestar atención 

especial a la protección de los niños indocumentados, ya sean niños no acompañados y separados 

o niños con familias, y a la protección de los niños solicitantes de asilo, los niños apátridas y 

los niños víctimas de la delincuencia organizada transnacional, especialmente de la trata, la venta 

de niños, la explotación sexual comercial de niños y el matrimonio infantil. Los Estados también 

deben considerar las circunstancias vulnerables concretas a que pueden enfrentarse los niños 

migrantes en razón de su género y otros factores, como la pobreza, el origen étnico, la 

discapacidad, la religión, la orientación sexual, la identidad de género u otros, que pueden agravar 

la vulnerabilidad del niño a los abusos sexuales, la explotación, la violencia, entre otros abusos 

contra los derechos humanos, durante todo el proceso migratorio. Deben establecerse políticas y 

medidas concretas, incluido el acceso a recursos judiciales y no judiciales seguros que tengan en 

 

 
15. Véase Comité de los Derechos del Niño, observación general núm. 20 (2016) sobre la efectividad de los derechos del niño 
durante la adolescencia, párr. 76. 
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cuenta las necesidades del niño y las cuestiones de género, a fin de proteger y asistir plenamente 

a esos niños, con el objetivo de facilitarles la capacidad de continuar sus vidas viendo plenamente 

respetados, protegidos y garantizados sus derechos como niños. 

 
43. Los Comités subrayan la interrelación entre los artículos 2, 6 y 27, párrafo 1, de la Convención 

sobre los Derechos del Niño; los Estados partes deben velar por que los niños en el contexto de 

la migración internacional, independientemente de su situación o la de sus padres, tengan un nivel 

de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual y moral. 

 
44. Preocupa a los Comités el hecho de que las políticas o prácticas que deniegan o restringen 

derechos básicos, como los derechos laborales y otros derechos sociales, a los migrantes adultos 

debido a su nacionalidad, apatridia, origen étnico o situación de residencia, pueden afectar directa 

o indirectamente al derecho de los niños a la vida, a la supervivencia y al desarrollo. Esas políticas 

también obstaculizarían la concepción de políticas migratorias globales y los esfuerzos realizados 

para integrar sistemáticamente la migración en las políticas de desarrollo. Por lo tanto, en 

consonancia con el artículo 18 de la Convención sobre los Derechos del Niño, los Estados partes 

deben velar por que el desarrollo del niño, y su interés superior, se tomen plenamente en cuenta 

en las políticas y decisiones encaminadas a regular el acceso de sus padres a los derechos sociales, 

con independencia de su situación de residencia. Del mismo modo, el derecho de los niños al 

desarrollo, y su interés superior, deben tenerse en cuenta cuando los Estados se ocupen, en 

general o individualmente, de la situación de los migrantes que residan de forma irregular, por 

ejemplo mediante la aplicación de mecanismos de regularización como medio de promover la 

integración y prevenir la explotación y marginación de los niños migrantes y sus familias. 

 

E. No devolución, prohibición de la expulsión colectiva (artículos 9, 10 y 
22 de la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de 
Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares; artículos 6, 22 y 37 
de la Convención sobre los Derechos del Niño) 

 
 
 
 
 
 
 
 

 
45. Los Estados partes deben respetar las obligaciones de no devolución 

resultantes del derecho internacional de los derechos humanos, el derecho 

humanitario, el derecho de los refugiados y el derecho internacional 
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consuetudinario[16] Los Comités resaltan que el principio de no devolución ha sido 

interpretado por órganos internacionales de derechos humanos, tribunales 

regionales de derechos humanos y tribunales nacionales como una garantía implícita 

derivada de las obligaciones de respetar, proteger y hacer efectivos los derechos 

humanos. Prohíbe a los Estados expulsar de su jurisdicción a las personas, con 

independencia de su situación de residencia o en materia de nacionalidad, asilo u 

otra condición, cuando correrían el riesgo de sufrir un daño irreparable al regresar, 

como persecución, tortura, violaciones graves de los derechos humanos u otro 

daño irreparable. 

 
46. Preocupa a los Comités el hecho de que algunos Estados partes deciden reconocer una 

definición restrictiva del principio de no devolución. Los Comités ya han apuntado[17] que los 

Estados no rechazarán a un niño en una frontera ni lo trasladarán a un país en el que haya 

motivos racionales para pensar que existe un peligro real de daño irreparable, por ejemplo, pero 

no solo, del tipo de los contemplados en los artículos 6, párrafo 1, y 37 de la Convención sobre 

los Derechos del Niño, sea en el país hacia el que se efectuará el traslado, sea a todo país al que 

el menor pueda ser trasladado ulteriormente. Las obligaciones antedichas de no devolución son 

aplicables con independencia de que las violaciones graves de los derechos garantizados por la 

Convención sean imputables a actores no estatales o de que las violaciones en cuestión sean 

directamente premeditadas o sean consecuencia indirecta de la acción o inacción de los Estados 

parte. 

 
47. Los Comités recuerdan que artículo 22, párrafo 1, de la Convención Internacional sobre la 

Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares y otros 

instrumentos internacionales y regionales de derechos humanos prohíben las expulsiones 

colectivas y exigen que cada caso que a la larga pueda terminar con la expulsión sea examinado 

y decidido individualmente, velando por el cumplimiento efectivo de todas las debidas garantías 

procesales y el derecho de acceso a la justicia. Los Estados partes deben adoptar todas las 

medidas necesarias para impedir las expulsiones colectivas de niños y familias migrantes. 

 
 

IV. Cooperación internacional 
 

48. Los Comités destacan que una interpretación global de las Convenciones debe 

conducir a los Estados partes a impulsar la cooperación bilateral, regional y mundial 

a fin de garantizar los derechos de todos los niños en el contexto de la migración 

 

 
16. Artículo 33 de la Convención de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados, artículo 3 de la Convención contra la Tortura y Otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes y artículo 16 de la Convención Internacional para la Protección de Todas las 
Personas contra las Desapariciones Forzadas. 

17. Véase Comité de los Derechos del Niño, observación general núm. 6, párr. 27, y Comité de Protección de los Derechos de Todos 
los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, observación general núm. 2 (2013) sobre los derechos de los trabajadores 
migratorios en situación irregular y de sus familiares, párr. 50. 
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internacional, teniendo en cuenta la orientación establecida en la presente 

observación general conjunta. 

 
49. Los Comités reconocen la importancia de que se coordinen las labores entre los países 

de origen, tránsito, destino y retorno, y sus funciones y responsabilidades para satisfacer las 

necesidades de los niños en el contexto de la migración internacional y salvaguardar sus derechos, 

siendo una consideración primordial el interés superior del niño. 

 
50. Los Comités reafirman que en todos los acuerdos de cooperación internacionales, regionales 

o bilaterales sobre gestión de fronteras y gobernanza de la migración, deben tomarse en 

consideración debidamente los efectos de esas iniciativas sobre los derechos de los niños y deben 

hacerse las adaptaciones que sean necesarias para promover los derechos del niño. Preocupa a 

los Comités el aumento de los acuerdos bilaterales o multilaterales de cooperación que se centran 

en restringir la migración, los cuales afectan negativamente de manera demostrable a los 

derechos de los niños, y en lugar de ellos, instan a una cooperación que facilite la migración 

segura, ordenada y regular, con pleno respeto de los derechos humanos. 

 
51. Los Estados partes también deben recurrir a la cooperación técnica de la comunidad 

internacional, en particular de los organismos y entidades de las Naciones Unidas y las 

organizaciones regionales, para la aplicación de las políticas de migración respecto de los niños 

de conformidad con la presente observación general conjunta. 

 

 

V. Difusión y uso de la observación general conjunta y presentación de 

informes 
 

52. Los Estados partes deben difundir ampliamente la presente observación general conjunta a 

todas las partes interesadas, en particular los parlamentos, las autoridades públicas, especialmente 

las autoridades y el personal encargados de la protección infantil y de la migración, y la judicatura, 

en los planos nacional, regional y local. Debe darse a conocer a todos los niños y todos los 

profesionales y partes interesadas pertinentes, especialmente quienes trabajan para los niños 

y con ellos (como jueces, abogados, la policía y otras entidades encargadas del cumplimiento de 

la ley, docentes, tutores, trabajadores sociales, personal de las instituciones de bienestar y 

centros de acogida públicos o privados, y dispensadores de atención de salud), los medios de 

comunicación y la sociedad civil en general. 

 
53. La presente observación general conjunta debe traducirse a los idiomas pertinentes y se 

deben ofrecer versiones y formatos adaptados a los niños o apropiados para ellos a los que 

puedan acceder las personas con discapacidad. Se han de celebrar conferencias, seminarios, 

talleres y otros eventos para difundir buenas prácticas sobre el mejor modo de darle aplicación 

También se debe incorporar en la capacitación oficial previa al empleo y en el empleo de todos 
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los profesionales concernidos y el personal técnico en particular, así como de las autoridades y 

el personal encargados de la protección infantil y de la migración, y debe ponerse a disposición 

de todas las instituciones nacionales y locales de derechos humanos, y otras organizaciones de 

derechos humanos de la sociedad civil. 

 
54. Los Estados partes deben incluir en sus informes periódicos en virtud del artículo 73 de 

la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores 

Migratorios y de sus Familiares y el artículo 44 de la Convención sobre los Derechos del Niño 

información sobre las medidas preconizadas por la presente observación general conjunta que 

hayan aplicado y sus resultados. 

 
 

VI. Ratificación de tratados o adhesión a estos y reservas 
 

55. Se alienta a los Estados que aún no lo hayan hecho a que ratifiquen los instrumentos siguientes 

o se adhieran a ellos: 

 
a) La Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores 

Migratorios y de sus Familiares, en particular formulando las declaraciones vinculantes en virtud 

de los artículos 76 y 77; 

b) La Convención sobre los Derechos del Niño; 
 

c) El Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de 

niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía; 

d) El Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la participación 

de niños en los conflictos armados; 

e) El Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a un procedimiento 

de comunicaciones. 
 

56. Se alienta a los Estados partes a examinar, modificar o retirar las reservas formuladas con 

ocasión de la ratificación o adhesión, con miras a garantizar que los niños en el contexto de la 

migración internacional gocen plenamente de sus derechos en virtud de ambas Convenciones. 



 

 



 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Observación general conjunta núm. 4 (2017) del Comité 

de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores 

Migratorios y de sus Familiares y núm. 23 (2017) del 

Comité de los Derechos del Niño sobre las obligaciones 

de los Estados relativas a los derechos humanos de los 

niños en el contexto de la migración internacional en los 

países de origen, tránsito, destino y retorno 
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Observación general conjunta núm. 4 (2017) del Comité 

de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores 

Migratorios y de sus Familiares y núm. 23 (2017) del Comité 

de los Derechos del Niño sobre las obligaciones de los Estados 

relativas a los derechos humanos de los niños en el contexto 

de la migración internacional en los países de origen, tránsito, 

destino y retorno* 

 
 

 
I. Introducción 

 
1. La Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores 

Migratorios y de sus Familiares y la Convención sobre los Derechos del Niño contienen obligaciones 

jurídicamente vinculantes que se refieren en general y en términos específicos a la protección de 

los derechos humanos de los niños y los migrantes. Ambas Convenciones contienen varias 

disposiciones que estipulan obligaciones concretas relacionadas con los derechos de los niños 

 

* La presente observación general conjunta debe leerse junto con la observación general conjunta núm. 3 (2017) del Comité de 
Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares y núm. 22 (2017) del Comité de los Derechos 
del Niño sobre los principios generales relativos a los derechos humanos de los niños en el contexto de la migración internacional. 
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en el contexto de la migración internacional en los países de origen, tránsito, destino y retorno[1]. 

 
2. La presente observación general conjunta fue aprobada al mismo tiempo que la observación 

general conjunta núm. 3 (2017) del Comité de Protección de los Derechos de Todos los 

Trabajadores Migratorios y de sus Familiares y núm. 22 (2017) del Comité de los Derechos del 

Niño sobre los principios generales relativos a los derechos humanos de los niños en el contexto 

de la migración internacional. Si bien esa observación general y la presente son documentos 

independientes por derecho propio, ambas se complementan y debe interpretarse y aplicarse de 

manera conjunta. El proceso de redacción incluyó una serie de consultas mundiales y regionales 

entre mayo y julio de 2017 con representantes de los principales interesados y expertos, incluidas 

organizaciones de niños y de migrantes, en Bangkok, Beirut, Berlín, Ciudad de México, Dakar, 

Ginebra y Madrid. Además, entre noviembre de 2015 y agosto de 2017 los Comités recibieron 

más de 80 contribuciones escritas de Estados, organismos y entidades de las Naciones Unidas, 

organizaciones de la sociedad civil, instituciones nacionales de derechos humanos y otras partes 

interesadas de todas las regiones del mundo. 

 
 

II. Obligaciones jurídicas de los Estados partes de proteger los derechos de 
los niños en el contexto de la migración internacional en su territorio 

 

A. Edad 

 

3. La definición de niño según la Convención sobre los Derechos del Niño prevé 

derechos y protección hasta los 18 años de edad. Los Comités están preocupados 

porque los niños de entre 15 y 18 años suelen recibir niveles mucho menores de 

protección y a veces son considerados como adultos o mantienen un estatuto 

migratorio ambiguo hasta que cumplen los 18 años de edad. Se insta a los Estados a 

que se aseguren de que se proporcionan niveles iguales de protección a cada niño, 

incluidos los mayores de 15 años e independientemente de cuál sea su situación 

migratoria. De conformidad con las Directrices sobre las Modalidades Alternativas 

de Cuidado de los Niños[2], los Estados deben tomar medidas adecuadas de 

seguimiento, apoyo y transición para los niños próximos a cumplir los 18 años de 

edad, en particular los que abandonan un contexto asistencial, garantizándoles el 

acceso a una situación migratoria regular a largo plazo y oportunidades razonables 

 

 
1. Los Estados partes en la Convención sobre los Derechos del Niño están obligados, según los términos del artículo 4 sobre la 
efectividad de los derechos, leído junto con el artículo 2 sobre la no discriminación, a adoptar medidas relativas a los derechos 
económicos, sociales y culturales para todos los niños que estén bajo su jurisdicción, en la mayor medida que lo permitan sus recursos 
disponibles y con el fin de lograr progresivamente el pleno ejercicio de esos derechos sin perjuicio de las obligaciones que son 
inmediatamente aplicables de acuerdo con el derecho internacional. Véase Comité de los Derechos del Niño, observación general 
núm. 19 (2016) sobre la elaboración de presupuestos públicos para hacer efectivos los derechos del niño, párrs. 28 a 34. 

2. Resolución 64/142 de la Asamblea General, anexo. 
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para terminar su educación, tener acceso a trabajos dignos e integrarse en la 

sociedad en la que viven[3]. 

 
Durante ese período de transición debería prepararse debidamente al niño para llevar una vida 

independiente y las autoridades competentes deben garantizar un seguimiento adecuado de la 

situación individual de cada niño. Los Comités alientan además a los Estados a que adopten 

medidas de protección y apoyo después de que los niños cumplan 18 años. 

 
4. Para efectuar una estimación bien fundada de la edad, los Estados deben proceder a una 

evaluación global del desarrollo físico y psicológico del niño, llevada a cabo por pediatras y 

especialistas u otros profesionales que sepan tener en cuenta al mismo tiempo diferentes 

aspectos del desarrollo. Esas evaluaciones deben realizarse con rapidez, de manera apropiada 

para el niño y teniendo en cuenta las cuestiones culturales y de género, entrevistando a los niños 

y, según proceda, a los adultos que los acompañen, en un idioma que el niño pueda entender. Los 

documentos disponibles deben considerarse auténticos salvo prueba contraria, y deben tenerse 

en cuenta las declaraciones de los niños y sus padres o familiares. Debe concederse el beneficio 

de la duda a la persona que se está evaluando. Los Estados deben abstenerse de utilizar métodos 

médicos basados, entre otras cosas, en el análisis de los huesos y el examen de los dientes, que 

pueden ser imprecisos, con amplios márgenes de error, y también pueden ser traumáticos y dar 

origen a procedimientos judiciales innecesarios. Asimismo, deben asegurarse de que sus 

determinaciones puedan ser revisadas o recurridas ante un órgano independiente adecuado. 

 

 

B. Derecho a la libertad (artículos 16 y 17 de la Convención Internacional 

sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios 

y de sus Familiares; artículo 37 de la Convención sobre los Derechos del 

Niño) 

 
 

5. Todo niño, en todo momento, tiene un derecho 

fundamental a la libertad y a no ser detenido como 

inmigrante[4]. El Comité sobre los Derechos del Niño ha 

afirmado que la detención de cualquier niño por la 

situación de residencia de sus padres constituye una 

violación de los derechos del niño y una contravención 

 

 
3. Véase Comité de los Derechos del Niño, informe del día de debate general de 2012 sobre los derechos de todos los niños 
en el contexto de la migración internacional, párrs. 68 y 69. Puede consultarse en www.ohchr.org/Documents/HRBodies/CRC/ 
Discussions/2012/DGD2012Report AndRecommendations.pdf. 

4. Convención sobre los Derechos del Niño, art. 37; Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos 
los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, arts. 16 y 17; Declaración Universal de Derechos Humanos, arts. 3 y 8; Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 9. 

http://www.ohchr.org/Documents/HRBodies/CRC/
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del principio del interés superior de este[5]. Desde ese punto vista, ambos Comités han afirmado 

reiteradamente que nunca debe detenerse a niños por razones relacionadas con su situación 

migratoria o la de sus padres y que los Estados deben cesar o erradicar de manera rápida y 

completa la detención de niños como inmigrantes. La detención de cualquier tipo de niño como 

inmigrante debería estar prohibida por la ley y esta prohibición debería aplicarse plenamente en 

la práctica. 

 
6. Los Comités entienden que la detención por razones de inmigración es cualquier situación en 

la que un niño se ve privado de libertad por motivos relacionados con su situación migratoria o la 

de sus padres, independientemente del nombre o la razón dada por la medida de privación de 

libertad del niño, o del nombre de la instalación o el lugar en el que el niño esté privado de 

libertad[6]. Los Comités entienden que las “razones relacionadas con la situación migratoria” se 

refieren al estatuto migratorio o de residencia de una persona, o a su ausencia, tenga que ver 

o no con su entrada o estancia irregulares, de manera compatible con la orientación impartida 

anteriormente por los Comités. 

 
7. Además, tanto el Comité de los Derechos del Niño como el Comité de Protección 

de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares han 

insistido en que no se debe criminalizar a los niños ni someterlos a medidas 

punitivas, como la detención, a causa de la situación migratoria de sus padres[7]. 

 
La entrada y estancia irregulares no constituyen en sí mismas delitos contra las personas, los 

bienes o la seguridad nacional[8]. Criminalizar la entrada y estancia irregulares va más allá del 

interés legítimo de los Estados partes por controlar y regular la migración y da lugar a detenciones 

arbitrarias. 

 
8. El Comité de los Derechos del Niño, respecto a los menores no acompañados y 

separados de sus familias, dijo en 2005 que no debía privarse a los niños de libertad 

y que la privación de libertad no podría justificarse solamente por que el menor 

estuviera solo o separado de su familia, ni por su condición de inmigrante o 

residente[9]. 

 

 
5. Véase Comité sobre los Derechos del Niño, informe del día de debate general de 2012, párr. 78. Véanse también los Principios 
y Directrices Básicos de las Naciones Unidas sobre los Recursos y Procedimientos relacionadas con el Derecho de Toda Persona 
Privada de Libertad a Recurrir ante un Tribunal (A/HRC/30/37, anexo), en particular el principio 21, párr. 46, y la directriz 21. 

6. Véase Comité sobre los Derechos del Niño, informe del día de debate general de 2012, párr. 78. Véanse también los Principios 
y Directrices Básicos de las Naciones Unidas sobre los Recursos y Procedimientos relacionadas con el Derecho de Toda Persona 
Privada de Libertad a Recurrir ante un Tribunal (A/HRC/30/37, anexo), en particular el principio 21, párr. 46, y la directriz 21. 

7. Véase Comité de los Derechos del Niño, informe del día de debate general de 2012, párr. 78. 

8. Véase Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, observación general núm. 
2 (2013) sobre los derechos de los trabajadores migratorios en situación irregular y de sus familiares, párr. 24. 

9. Véase Comité de los Derechos del Niño, observación general núm. 6 (2005) sobre el trato de los menores no acompañados y 
separados de su familia fuera de su país de origen, párr. 61. 
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9. Los Comités hacen hincapié en el daño inherente a cualquier privación de libertad y en la 

repercusión negativa que la detención como inmigrante puede tener en la salud física y mental de 

los niños y en su desarrollo, aunque estén detenidos por un breve período de tiempo o junto con 

sus familias. El Relator Especial sobre la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 

degradantes ha afirmado que “en el contexto de la detención administrativa por motivos de 

inmigración... la privación de libertad de niños a causa de la situación de migración de los padres 

nunca respeta el interés superior del niño, supera el requisito de necesidad, se convierte en 

extremadamente desproporcionada y puede ser constitutiva de trato cruel, inhumano o degradante 

de los niños migrantes”[10]. 

 
10. En el artículo 37 b) de la Convención sobre los 

Derechos del Niño se establece el principio general de 

que un niño podrá ser privado de libertad tan solo 

como medida de último recurso y durante el período 

más breve que proceda. Sin embargo, las infracciones 

relativas a la entrada o estancia irregulares no pueden 

tener en ninguna circunstancia consecuencias similares a 

las que se derivan de la comisión de un delito[11]. Por 

consiguiente, la posibilidad de detener a niños como 

medida de último recurso, que puede aplicarse en otros 

contextos como la justicia penal de menores, no es 

aplicable en los procedimientos relativos a la inmigración, 

ya que estaría en contradicción con el principio del interés 

superior del niño y el derecho al desarrollo. 

 
11. En cambio, los Estados deben adoptar soluciones que respeten el interés 

superior del niño, junto con sus derechos a la libertad y a la vida familiar, por 

medio de leyes, políticas y prácticas que permitan a los niños permanecer 

con los miembros de sus familias o sus tutores sin estar sometidos a custodia 

y en un entorno comunitario, mientras se resuelve su situación como 

inmigrantes y se evalúa cuáles son los intereses superiores de los niños[12], 

así como antes de su retorno. 

 
Cuando los niños no estén acompañados, tendrán derecho a recibir la protección y la asistencia 

especiales del Estado en forma de cuidados alternativos y alojamiento de conformidad con 
 
 

10. Véase A/HRC/28/68, párr. 80. 

11. Véase Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, observación general 
núm. 2, párr. 24. Véase también Comité de los Derechos del Niño, informe del día de debate general de 2012, párr. 78. En la misma 
tendencia, véase el informe del Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria (A/HRC/13/30), párr. 58; y el informe del Relator 
Especial sobre los derechos humanos de los migrantes (A/HRC/20/24), párrs. 31 y 38. 

12. Véase Comité de los Derechos del Niño, informe del día de debate general de 2012, párr. 79. 
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las Directrices sobre las Modalidades alternativas de Cuidado de los Niños[13]. Cuando están 

acompañados, la necesidad de mantener unida a la familia no es una razón válida que justifique 

la privación de libertad de un niño. Cuando el interés superior de este exija que se mantenga a la 

familia unida, la exigencia imperativa de no privar al niño de la libertad se hace extensiva a los 

padres del niño y requiere que las autoridades elijan soluciones para toda la familia que no 

entrañen custodia[14]. 

 
12. Por consiguiente, la detención de los niños y sus familias como inmigrantes debe estar 

prohibida por la ley y su abolición garantizada en teoría y en la práctica. Los recursos dedicados 

a la privación de libertad deben destinarse a soluciones que no entrañen custodia y que sean 

llevadas a la práctica por especialistas competentes en la protección del niño que estén en 

relación con este y, cuando proceda, con su familia. Las medidas ofrecidas al niño y a la familia 

no deben entrañar ningún tipo de privación de libertad del niño ni de la familia y deben basarse en 

una ética del cuidado y la protección, no de la represión[15]. Deben centrarse en resolver los casos 

en el interés superior del niño y facilitar todas las condiciones materiales, sociales y emocionales 

necesarias para garantizar la protección global de sus derechos, permitiendo su desarrollo 

integral. Los órganos públicos independientes, así como las organizaciones de la sociedad civil, 

deben poder supervisar de manera regular estos servicios o medidas. Los niños y las familias 

deben tener acceso a recursos efectivos cuando se efectúe algún tipo de detención por razones 

de inmigración. 

 
13. A juicio de los Comités, quienes se ocupan de la protección y el bienestar de los niños deben 

asumir la responsabilidad primordial de estos en el contexto de la migración internacional. Cuando 

las autoridades de inmigración detectan por primera vez a un niño migrante, debe informarse 

inmediatamente a los funcionarios encargados de la protección y el bienestar del niño, que deben 

atenderle para darle protección y acogida y atender a sus demás necesidades. Los niños no 

acompañados y separados de sus familias deben asignarse a un sistema de cuidados alternativos 

a nivel nacional o local, preferiblemente de tipo familiar con sus propias familias cuando sea 

posible, o bien a un servicio de asistencia social cuando no haya una familia disponible. Estas 

decisiones deben adoptarse en un marco con las debidas garantías procesales y adaptado a la 

infancia, incluidos los derechos del niño a ser escuchado, tener acceso a la justicia e impugnar 

ante un juez cualquier decisión que pueda privarle de la libertad[16], y deben tener en cuenta la 

vulnerabilidad y las necesidades del niño, incluidas las relacionadas con su género, discapacidad, 

edad, salud mental, embarazo u otras condiciones. 

 
 

13. Véase Comité de los Derechos del Niño, observación general núm. 6, párrs. 39 y 40. 

14. Véase A/HRC/20/24, párr. 40; Derechos y garantías de niñas y niños en el contexto de la migración y/o en necesidad de protección 
internacional, Opinión consultiva OC-21/14 de 19 de agosto de 2014, Corte Interamericana de Derechos Humanos, párr. 159; y 
A/HRC/28/68, párr. 80. 

15. Véanse las Directrices sobre las Modalidades Alternativas de Cuidado de los Niños. 

16. Véanse los Principios y Directrices Básicos de las Naciones Unidas sobre los Recursos y Procedimientos relacionados con el 
Derecho de Toda Persona Privada de Libertad a Recurrir ante un Tribunal, en particular la directriz 18 (véase A/HRC/30/37, párr. 
100). 
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C. Garantías procesales y acceso a la justicia (artículos 16, 17 y 18 de la 

Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos 
los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares; artículos 12 y 40 de la 

Convención sobre los Derechos del Niño) 

 
 

14. El acceso a la justicia es un derecho fundamental 

en sí mismo y una condición previa para la protección 

y promoción de todos los demás derechos humanos, y 

por eso es de capital importancia que cada niño en el 

contexto de la migración internacional esté facultado para 

reclamar sus derechos. La responsabilidad de los Estados 

partes requiere intervenciones estructurales y proactivas para 

garantizar un acceso a la justicia justo, efectivo y rápido. El 

Comité de los Derechos del Niño, en su observación general 

núm. 5 (2003) sobre medidas generales de aplicación de la 

Convención, sostuvo que un recurso efectivo requiere 

procedimientos eficaces y adaptados a los niños. También 

indicó que tales procedimientos deben garantizar la adopción 

de determinadas medidas concretas a fin de que las 

actuaciones administrativas y judiciales se adapten a las 

necesidades y al desarrollo de los niños y que en todos estos 

procedimientos el interés superior del niño sea una 

consideración primordial. 

 
15. Los Comités opinan que los Estados deben velar por que sus leyes, políticas, 

medidas y prácticas respeten garantías procesales adaptadas a los niños en todos 

los procedimientos administrativos y judiciales relacionados con la migración y el 

asilo que afecten a los derechos de estos o de sus padres. Todos los niños, incluidos 

los acompañados por sus padres u otros tutores legales, deben ser tratados como 

titulares de derechos individuales, sus necesidades específicas consideradas en 

términos de igualdad y de manera individual, y sus opiniones oídas como es debido 

y tenidas debidamente en cuenta. Deben tener acceso a recursos administrativos 

y judiciales contra las decisiones que afecten a su propia situación o a la de sus 

padres, a fin de que todas las decisiones se adopten teniendo en cuenta su interés 

superior[17]. 

 
Deben adoptarse medidas para evitar dilaciones indebidas en los procedimientos sobre la 

migración y el asilo que puedan afectar negativamente a los derechos de los niños, incluidos los 

 

 
17. Véase Comité de los Derechos del Niño, informe del día de debate general de 2012, párr. 75. 
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procedimientos sobre la reunificación familiar. Salvo que ello vaya en contra del interés superior 

del niño, deben alentarse procedimientos rápidos, siempre que de esta manera no se restrinjan 

las garantías procesales. 

 
16. Los niños deben poder presentar denuncias ante los tribunales de justicia, los 

tribunales administrativos u otros órganos de menor rango a los que puedan 

acceder fácilmente por ejemplo en instituciones de protección de la infancia y la 

juventud, escuelas e instituciones nacionales de derechos humanos, y deben poder 

recibir asesoramiento y representación adecuados a ellos de profesionales que 

tengan un conocimiento especializado de la infancia y de las cuestiones relativas a 

la migración cuando se violen sus derechos. 

 
Los Estados deben aplicar políticas uniformes para orientar a las autoridades a fin de que puedan 

ofrecer asesoramiento y representación legal gratuita y de calidad a los niños migrantes, 

solicitantes de asilo y refugiados, incluida igualdad de acceso para los niños no acompañados 

y separados de sus familias que estén bajo el cuidado de las autoridades locales, y los niños 

indocumentados[18]. 

 
17. Más concretamente, y en particular en el contexto de la evaluación de su interés superior 

y en los procedimientos de determinación de este interés superior, debe garantizarse a los 

niños el derecho de: 

 
a) Acceder al territorio, cualquiera que sea la documentación que posean o de la que carezcan, 

y ser remitidos a las autoridades encargadas de evaluar las necesidades de protección de sus 

derechos, sin merma de las garantías procesales; 

 
b) Ser notificados de la existencia de un procedimiento y de la decisión adoptada en el contexto 

de los procedimientos de inmigración y asilo, sus implicaciones y las posibilidades de recurso; 

 
c) Contar con un funcionario o juez especializado que se ocupe del procedimiento de 

inmigración y poder realizar en persona cualquier entrevista con profesionales formados en 

cómo comunicarse con niños; 

 
d) Ser oídos y participar en todas las fases de los procedimientos y disponer de la asistencia 

gratuita de un traductor o intérprete; 

 
e) Tener acceso efectivo a la comunicación con funcionarios consulares y recibir asistencia 

consular, así como protección consular de sus derechos adaptada a las necesidades de la 

infancia; 

 
f) Contar con la asistencia de un procurador que tenga formación y experiencia en la 

 
 

18. Resolución 25/6 del Consejo de Derechos Humanos. Véase también Opinión consultiva OC-21/14 de 19 de agosto de 2014, 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, párrs. 108 a 143. 
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representación de niños en todas las fases de los procedimientos y comunicarse libremente 

con su representante, y tener acceso a asistencia letrada gratuita; 

 
g) Conseguir que se considere una prioridad la aplicación de medidas y procedimientos 

relacionados con la infancia, y también disponer de tiempo suficiente para preparar esos 

procedimientos y contar con todas las garantías procesales; 

 
h) Recurrir la decisión ante un tribunal superior o una autoridad independiente, con efecto 

suspensivo; 

 
i) En el caso de niños no acompañados y separados de sus familias, recibir el nombramiento 

de un tutor competente, lo antes posible, que sirva de garantía procesal básica para el respeto 

de su interés superior[19]; 

 
j) Ser plenamente informados durante todo el procedimiento, junto con su tutor y asesor 

jurídico, y recibir también información sobre sus derechos y cualquier otra información que 

pueda afectarles. 

 
18. Los Comités reconocen las repercusiones negativas que tiene en el bienestar 

de los niños el hecho de estar en una situación migratoria insegura y precaria. Por 

consiguiente, recomiendan que los Estados garanticen la existencia de 

procedimientos claros y accesibles para determinar la situación de los niños a fin de 

que puedan regularizarla por diversos motivos (como la duración de la residencia). 

 
19. Los Comités opinan que una interpretación global de la Convención sobre los Derechos del 

Niño junto con los artículos 7 a), 23 y 65, párrafo 2, de la Convención Internacional sobre la 

Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares debe 

conllevar la elaboración y aplicación de políticas efectivas de protección consular que incluyan 

medidas concretas encaminadas a proteger los derechos de los niños, como impartir formación 

continua al personal consular acerca de las dos Convenciones, y también sobre otros instrumentos 

de derechos humanos, y fomentar protocolos para los servicios de protección consular. 

 
 

D. Derecho a un nombre, una identidad y una nacionalidad (artículo 29 de 
la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos 
los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares; artículos 7 y 8 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño) 

 

1. Inscripción de los nacimientos 

20. La falta de inscripción de los nacimientos puede tener repercusiones negativas en el disfrute 
 
 

19. Véase Comité de los Derechos del Niño, observación general núm. 6, párrs. 20, 21 y 33 a 38. 
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de los derechos de los niños, como el matrimonio infantil, la trata de niños, los reclutamientos 

forzosos y el trabajo infantil. Las inscripciones de los nacimientos también pueden contribuir a 

lograr la condena de quienes hayan maltratado a un niño. Los niños no inscritos en un registro 

corren especial riesgo de convertirse en apátridas cuando han nacido de padres que se encuentran 

en una situación migratoria irregular, debido a los obstáculos existentes para adquirir la nacionalidad 

en el país de origen de los padres y también de poder inscribirse en el registro y recibir la 

nacionalidad en su lugar de nacimiento[20]. 

21. Los Comités instan a los Estados partes a 

adoptar todas las medidas necesarias para que 

todos los niños sean inscritos inmediatamente en 

el registro civil al nacer y reciban certificados de 

nacimiento, cualquiera que sea su situación 

migratoria o la de sus padres. Deben eliminarse los 

obstáculos jurídicos y prácticos a la inscripción de los 

nacimientos, por ejemplo prohibiendo el intercambio de 

datos entre quienes prestan servicios de salud o los 

funcionarios encargados del registro y las autoridades de 

inmigración, y no exigiendo a los padres que presenten 

documentos relativos a su situación migratoria. También 

deben adoptarse medidas para facilitar la inscripción 

posterior de nacimientos y evitar sanciones pecuniarias 

por esta inscripción tardía. Los niños que no han sido 

inscritos en el registro deben tener igualdad de acceso a 

la atención de salud, la protección, la educación y otros 

servicios sociales. 

 
22. En caso de que se hayan obtenido para un niño documentos de identidad de manera 

irregular y el niño solicite la recuperación de sus documentos de identidad, se alienta 

a los Estados partes a que adopten medidas flexibles en el interés superior del niño, 

en particular expidiendo documentos corregidos y evitando el enjuiciamiento cuando se 

haya cometido una falsificación. 

 

 
2. Derecho a una nacionalidad y salvaguardias contra la apatridia 

 
23. El artículo 7 sobre la Convención sobre los Derechos del Niño hace hincapié en 

la prevención de la apatridia especificando que los Estados partes velarán por 

la aplicación de los derechos del niño a ser inscrito en el registro, tener un 

 

 
20. Según el artículo 1 de la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas, el término apátrida designa a “toda persona que no sea 
considerada como nacional suyo por ningún Estado, conforme a su legislación”. 
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nombre, adquirir una nacionalidad y conocer a sus padres y ser cuidado por ellos. 

Se consagra el mismo derecho para todos los hijos de trabajadores migratorios en 

el artículo 29 de la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos 

de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares. 

 
24. Aunque los Estados no están obligados a conceder su nacionalidad a todos los niños nacidos 

en su territorio, se les exige que adopten todas las medidas apropiadas, tanto a nivel nacional 

como en cooperación con otros Estados, para que todos los niños tengan una nacionalidad al 

nacer. Una medida fundamental es la concesión de la nacionalidad a un niño nacido en el territorio 

del Estado, en el momento de nacer o lo antes posible después del nacimiento, si de otro modo 

el niño fuera apátrida. 

 
25. Debenrevocarselasleyessobrelanacionalidadquediscriminenenloquerespecta  a 

la transmisión o adquisición de la nacionalidad por razones prohibidas, entre otras en 

relación con la raza, el origen étnico, la religión, el género, la discapacidad y la 

situación migratoria del niño y/o sus padres. Además, todas las leyes sobre la 

nacionalidad deben aplicarse sin ningún tipo de discriminación, por ejemplo con 

respecto a la situación de residencia y a las exigencias de duración de esta, a fin 

de que se respete, proteja y haga efectivo el derecho de todos los niños a una 

nacionalidad. 

 
26. Los Estados deben reforzar las medidas para conceder la nacionalidad a los niños 

nacidos en su territorio, en situaciones en las que de otro modo serían apátridas. Cuando 

la ley del país de la nacionalidad de la madre no reconoce el derecho de esta a transmitir la 

nacionalidad a su hijo ni a su cónyuge, el niño puede correr peligro de ser apátrida. Asimismo, 

cuando las leyes sobre la nacionalidad no garantizan el derecho autónomo de las mujeres a 

adquirir, cambiar o conservar su nacionalidad en el matrimonio, las jóvenes en situación de 

migración internacional que contraen matrimonio siendo menores de 18 años pueden correr el 

riesgo de ser apátridas o verse confinadas en matrimonios forzosos por el temor a serlo. Los 

Estados deben adoptar medidas inmediatas para reformar las leyes sobre la nacionalidad que 

discriminen a la mujer y conceder igualdad de derechos a hombres y mujeres para que puedan 

conferir su nacionalidad a los hijos y los cónyuges, y también en lo que respecta a la adquisición, 

el cambio o la conservación de su nacionalidad. 

 
 

E. Vida familiar (artículos 14, 17 y 44 de la Convención Internacional sobre 
la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y 
de sus Familiares; artículos 9, 10, 11, 16, 18 19, 20 y 27, párrafo 4, de la 
Convención sobre los Derechos del Niño) 

 
27. El derecho a la protección de la vida familiar se reconoce en los instrumentos 

internacionales y regionales de derechos humanos, como la Convención sobre los 
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Derechos del Niño y la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos 

de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares. Por consiguiente, ese 

derecho debe ser plenamente respetado, protegido y aplicado en relación con todos 

los niños sin ningún tipo de discriminación, sea cual fuere su situación en lo que 

respecta a la residencia o la nacionalidad. 

 
Los Estados deben cumplir con sus obligaciones jurídicas internacionales en cuanto al 

mantenimiento de la unidad familiar, incluidos los hermanos, y prevenir la separación, que debe 

ser objeto de atención primordial, de conformidad con las Directrices sobre las Modalidades 

Alternativas de Cuidado de los Niños. La protección del derecho a tener un entorno familiar suele 

exigir a los Estados que no solo se abstengan de tomar medidas que puedan provocar una 

separación de la familia u otra injerencia arbitraria en el derecho a la vida familiar, sino que 

intervengan de manera positiva para mantener la unidad de la familia, incluida la reunión de 

familiares separados. El Comité de los Derechos del Niño, en su observación general núm. 14 

(2013) sobre el derecho del niño a que su interés superior sea una consideración primordial, 

afirma que el término “padres” debe interpretarse en un sentido amplio que incluya a los padres 

biológicos, adoptivos o de acogida o, en su caso, a los miembros de la familia ampliada o la 

comunidad, según establezca la costumbre local. 

 
1. No separación 

 
28. El derecho a la unidad de la familia para los migrantes puede interferir con los intereses 

legítimos de los Estados que adopten decisiones acerca de la entrada o la estancia en su territorio 

de personas que no tienen su nacionalidad. 

 
Sin embargo, los niños en el contexto de la migración internacional y las familias no 

deberían ser objeto de injerencias arbitrarias o ilegítimas en su vida privada y familiar[21]. 

Separar a una familia mediante la deportación o expulsión de uno de sus miembros del 

territorio de un Estado parte, o bien negándose a que un miembro de la familia entre o 

permanezca en el territorio, puede constituir una injerencia arbitraria o ilegítima en la 

vida familiar[22]. 

 
29. Los Comités opinan que la ruptura de la unidad familiar por la expulsión de uno o ambos 

progenitores a causa de una infracción de las leyes sobre la inmigración relacionadas con la 

entrada o la estancia es desproporcionada, ya que el sacrificio que supone la restricción de la vida 

familiar y la repercusión en la vida y el desarrollo del niño no se ve compensado por las ventajas 

 

 
21. Véase Comité de Derechos Humanos, observación general núm. 15 (1986) sobre la situación de los extranjeros con arreglo al 
Pacto, párr. 7. 

22. Comité de Derechos Humanos, comunicaciones núm. 2009/2010, Ilyasov c. Kazajstán, dictamen aprobado el 23 de julio de 2014; 
núm. 2243/2013, Husseini c. Dinamarca, dictamen aprobado el 24 de octubre de 2014; núm. 1875/2009, M. G. C. c. Australia, dictamen 
aprobado el 26 de marzo de 2015; núm. 1937/2010, Leghaei y otros c. Australia, dictamen aprobado el 26 de marzo de 2015; y núm. 
2081/2011, D. T. c. el Canadá, dictamen aprobado el 15 de julio de 2006. 



Compendio de Leyes en materia de niñez y adolescencia en contexto migratorio 241  

Observación general conjunta núm. 4 (2017) 
 
 

 

obtenidas al obligar a uno de los padres a abandonar el territorio debido a la infracción cometida 

contra las normas sobre inmigración[23]. Los niños migrantes y sus familias también deben estar 

protegidos en los casos en que las expulsiones constituyan una injerencia arbitraria en el derecho 

a la vida familiar y privada[24]. Los Comités recomiendan a los Estados que faciliten vías para la 

regularización de los migrantes en situación irregular que residan con sus hijos, en particular 

cuando ha nacido un hijo o cuando un hijo ha vivido en el país de destino durante un largo período 

de tiempo, o cuando el retorno al país de origen de uno de los progenitores iría contra el interés 

superior del niño. Cuando la expulsión de los padres se debe a infracciones penales, deben 

garantizarse los derechos de los hijos, incluido el derecho a que su interés superior sea una 

consideración primordial y el derecho a ser oídos y a que sus opiniones se tomen en serio, 

teniendo también en cuenta el principio de proporcionalidad y otros principios y normas de 

derechos humanos. 

 
30. Los Comités expresan su preocupación por los casos en que los niños están 

separados de sus padres y son objeto de cuidados alternativos en sistemas de 

protección de la infancia cuando no hay ningún problema de abuso ni abandono 

por parte de los progenitores. La pobreza financiera y material, o las condiciones 

directa y exclusivamente atribuibles a dicha pobreza, nunca deben ser la única 

justificación para retirar a un niño del cuidado de los padres, para someterlo a 

cuidados alternativos o para prevenir su reinserción social. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

A este respecto, los Estados deben prestar asistencia apropiada a los padres y los tutores para 

que puedan cumplir sus responsabilidades de criar al niño, entre otros medios proporcionando 

prestaciones sociales y subsidios para la infancia y otros servicios de apoyo social 

independientemente de la situación migratoria de los padres o del niño. 

 
31. Los Comités opinan también que, sobre la base del artículo 18 de la Convención sobre los 

Derechos del Niño, un enfoque global del derecho del niño a un entorno familiar en el contexto 

de la migración debe contemplar medidas encaminadas a que los padres puedan cumplir sus 

 
 

23. Véase Opinión consultiva OC-21/14 de 19 de agosto de 2014, Corte Interamericana de Derechos Humanos, párr. 280. 

24. Véase Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, observación general 
núm. 2 (2013), párr. 50. 
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deberes relativos al desarrollo del niño. Dado que una situación migratoria irregular de los niños o 

de sus padres puede constituir un obstáculo para alcanzar esos fines, los Estados deben facilitar 

canales migratorios regulares y no discriminatorios, y proporcionar mecanismos permanentes y 

accesibles a los niños y sus familias para que regularicen su situación migratoria a largo plazo o 

consigan permisos de residencia por razones tales como la unidad de la familia, las relaciones 

laborales, la integración social u otros motivos[25]. 

 
2. Reunificación familiar 

 
32. En virtud del artículo 10 de la Convención sobre los Derechos del Niño, 

 
los Estados partes tienen que garantizar que las solicitudes de reunificación 

de las familias sean atendidas de manera positiva, humanitaria y expeditiva, 

incluida la facilitación de la reunificación de los niños con sus padres. 

 
Cuando las relaciones del niño con sus padres o hermanos se vean interrumpidas por la migración 

(tanto en el caso de los padres sin el niño como en el del niño sin sus padres o hermanos), deberá 

tenerse en cuenta la preservación de la unidad de la familia al determinar el interés superior del 

niño en las decisiones relativas a la reunificación familiar[26]. 

 
33. En el caso de niños indocumentados en el contexto de la migración internacional, 

los Estados prepararán y aplicarán directrices, procurando especialmente que los 

límites temporales, las facultades discrecionales o la falta de transparencia en los 

procedimientos administrativos no obstaculicen el derecho del niño a la reunificación 

familiar. 

 
34. Enelcasodeniñosnoacompañadososeparadosdesusfamilias,incluidoslosniños 

separados de sus padres debido a la aplicación de las leyes sobre la inmigración, 

por ejemplo por la detención de los padres, deberán tomarse y aplicarse sin demora 

iniciativas para encontrar soluciones sostenibles y basadas en derechos, incluida la 

posibilidad de una reunificación de la familia. 

 
Si el niño tiene familiares en el país de destino, el país de origen o un tercer país, las autoridades 

encargadas de su protección y bienestar en los países de tránsito o de destino deberán ponerse 

en contacto con dichos familiares lo antes posible. La decisión acerca de si un niño ha de reunirse 

con su familia en el país de origen, de tránsito o de destino deberá basarse en una evaluación 

sólida en la que el interés superior del niño sea una consideración primordial y se tenga en cuenta 

la posibilidad de una reunificación de la familia, y que incluya un plan de reinserción sostenible 

 
 

25. Véase Comité de los Derechos del Niño, informe del día de debate general de 2012, párr. 91. Véase también el artículo 69 de la 
Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares. 

26. Véase Comité de los Derechos del Niño, observación general núm. 14 (2013) sobre el derecho del niño a que su interés superior 
sea una consideración primordial, párr. 66. 
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que garantice la participación del niño en el proceso. 

 
35. No deberá buscarse la reunificación familiar en el país de origen cuando exista un 

“riesgo razonable” de que este retorno daría lugar a una violación de los derechos 

humanos del niño. Si la reunificación familiar en el país de origen no es en el interés 

superior del niño o no es posible a causa de obstáculos jurídicos o de otra índole al retorno, 

las obligaciones derivadas de los artículos 9 y 10 de la Convención sobre los Derechos del Niño 

se hacen efectivas y deben regir las decisiones del Estado sobre la reunificación de la familia en 

dicho país. Deben adoptarse medidas para que los padres se reúnan con sus hijos y/o regularicen 

su situación sobre la base del interés superior del niño. Los países deben facilitar los 

procedimientos de reunificación familiar a fin de completarlos de manera rápida, de acuerdo con 

dicho interés superior. Se recomienda que los Estados utilicen procedimientos para determinar el 

interés superior del niño al encargarse de la reunificación familiar. 

 
36. Un país de destino, cuando no autorice la reunificación familiar al niño o a 

su familia, debe proporcionar información detallada al niño, de una manera 

apropiada a su edad y su condición, acerca de las razones de la negativa y 

del derecho que tiene a recurrir. 

 
37. Los niños que permanecen en sus países de origen pueden acabar emigrando de manera 

irregular e insegura, en el intento de reunirse con sus padres o sus hermanos mayores en 

los países de destino. Los Estados deben preparar procedimientos efectivos y accesibles de 

reunificación familiar que permitan a los niños migrar de manera regular, incluidos los niños que 

permanecen en los países de origen y que podrían hacerlo de manera irregular. Se alienta a los 

Estados a que preparen políticas que permitan a los migrantes estar acompañados de manera 

regular por sus familias a fin de evitar la separación. Deben buscarse procedimientos que faciliten 

la vida familiar y garanticen que cualesquiera restricciones que se impongan sean legítimas, 

necesarias y proporcionales. Si bien este deber incumbe primordialmente a los países receptores 

y de tránsito, los Estados de origen también deben tomar medidas para facilitar la reunificación 

de las familias. 

 
38. Los Comités son conscientes de que la falta de recursos financieros a menudo obstaculiza el 

ejercicio del derecho a la reunificación familiar y de que la falta de pruebas de que se perciben 

unos ingresos familiares suficientes puede constituir un obstáculo para la reunión. Se alienta a los 

Estados a que proporcionen un apoyo financiero adecuado y otros servicios sociales a esos niños 

y sus padres, hermanos y, cuando proceda, otros familiares. 

 
 

F. Protección contra todas las formas de violencia y abuso, incluida la 
explotación, el trabajo infantil y el secuestro, y la venta o trata de niños 
(artículos 11 y 27 de la Convención Internacional sobre la Protección de 
los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares; 
artículos 19, 26, 32, 34, 35 y 36 de la Convención sobre los Derechos del 
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39. Los niños en el contexto de la migración internacional, en particular los 

indocumentados, apátridas, no acompañados o separados de sus familias, son 

especialmente vulnerables, durante todo el proceso migratorio, a diferentes formas 

de violencia, como el abandono, el maltrato, el secuestro, el rapto y la extorsión, la 

trata, la explotación sexual, la explotación económica, el trabajo infantil, la 

mendicidad o la participación en actividades criminales e ilegales, en los países de 

origen, tránsito, destino y retorno. Estos niños corren peligro de ser objeto de 

violencia por el Estado o agentes no estatales o de ser testigos de actos de violencia 

contra sus padres u otras personas, sobre todo cuando viajan o residen en un país 

de manera irregular. 

 
Los Comités señalan a la atención de los Estados el artículo 6 del Convenio de La Haya de 19 de 

octubre de 1996 relativo a la Competencia, la Ley Aplicable, el Reconocimiento, la Ejecución y la 

Cooperación en Materia de Responsabilidad Parental y de Medidas de Protección de los Niños, 

según el cual las autoridades judiciales o administrativas del Estado contratante son competentes 

para adoptar las medidas para la protección de la persona o los bienes del niño cuando se trata de 

niños refugiados y de aquellos niños que, como consecuencia de desórdenes en sus respectivos 

países, están internacionalmente desplazados y se encuentran en el territorio como consecuencia 

del desplazamiento. 

 
40. Los Comités son también conscientes de que las políticas de migración o asilo restrictivas, 

como la penalización de la migración irregular, la falta de suficientes canales de migración 

seguros, ordenados, accesibles y asequibles o la ausencia de sistemas adecuados de protección 

de la infancia, hacen que los niños migrantes y solicitantes de asilo, incluidos los no acompañados 

o separados de sus familias, sean especialmente vulnerables a los actos de violencia y malos 

tratos durante su migración y en los países de destino. 

 
41. Es esencial que los Estados adopten todas las medidas necesarias para prevenir y 

combatir el traslado ilícito y la retención ilícita de niños, así como las peores formas 

de trabajo infantil, incluidas todas las formas de esclavitud, explotación sexual 

comercial, utilización de niños en actividades ilícitas como la mendicidad, y trabajos 

peligrosos, y protegerlos de la violencia y la explotación económica. 

 
Los Comités reconocen que los niños afrontan riesgos y peligros específicos por razones de 

género que deben ser identificados y abordados de manera concreta. 

 
En muchos contextos, las niñas pueden ser incluso más vulnerables a la trata, en 

especial con fines de explotación sexual. Deben tomarse medidas adicionales para 

hacer frente a la especial vulnerabilidad de las niñas y los niños, incluidos los que 
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puedan tener una discapacidad, así como los niños y niñas que son lesbianas, gais, 

bisexuales, transgénero o intersexuales, y que pueden ser objeto de trata con fines 

de explotación y abusos sexuales. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

42. Los niños migrantes indocumentados y los padres que dependen de permisos de residencia 

o de trabajo, y que su patrocinador o empleador puede convertir fácilmente en indocumentados, 

corren el peligro de ser denunciados a las autoridades de inmigración por los proveedores de 

servicios públicos u otros funcionarios o por particulares. Esto limita su disfrute de los derechos 

humanos, incluidos la protección y el acceso a la justicia, y los hace más vulnerables a la violencia 

y a la explotación laboral y otros tipos de explotación y abuso[27], y puede ser el resultado de 

políticas que dan prioridad a la detección de migrantes en situación irregular en vez de a su 

protección frente a la violencia, el maltrato y la explotación, lo que hace a los niños más vulnerables 

a las experiencias de violencia y puede convertirlos en testigos de actos de violencia contra algún 

familiar. Entre otras medidas, debe asegurarse la existencia de separaciones efectivas entre los 

servicios de protección de la infancia y las autoridades de inmigración. 

 
43. Respecto de los niños migrantes sobre los que hay indicios de trata, venta 

u otras formas de explotación sexual o que pueden correr riesgo de sufrir tales 

actos o ser objeto de un matrimonio infantil, los Estados deben adoptar las 

medidas siguientes: 

 
• Establecer rápidas medidas de identificación para detectar a las víctimas de la venta, la trata 

y el abuso, así como mecanismos de remisión, y a este respecto impartir formación 

obligatoria a los trabajadores sociales, la policía de fronteras, los abogados, los médicos y 

todos los demás funcionarios que estén en contacto con niños. 

 
• Cuando existan diferentes estatutos migratorios, aplicar el más protector (es decir, el asilo o 

la residencia por razones humanitarias) y la concesión de dicho estatuto debe determinarse 

caso por caso de conformidad con el interés superior del niño. 

 
 

27. Véase Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, observación general 
núm. 2, párr. 2. 
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• Asegurarse de que la concesión del permiso de residencia o de la asistencia a los niños 

migrantes víctimas de la venta, la trata u otras formas de explotación sexual no dependa del 

inicio de ningún procedimiento penal ni de su cooperación con las autoridades encargadas 

de aplicar la ley. 

 
44. Además, los Estados deben tomar las medidas siguientes para garantizar la 

protección plena y efectiva de los niños migrantes contra todas las formas de 

violencia y maltrato: 

 
• Adoptar medidas efectivas para que estén protegidos frente a cualquier forma de esclavitud 

y explotación sexual comercial y a su utilización para actividades ilícitas o en cualquier 

trabajo que ponga en peligro su salud, seguridad o moral, entre otras formas suscribiendo 

los convenios pertinentes de la Organización Internacional del Trabajo. 

 
• Adoptar medidas efectivas para protegerlos frente a todas las formas de violencia y maltrato, 

independientemente de su situación migratoria. 

 
• Reconocer y abordar las situaciones de vulnerabilidad por razones de género de las niñas y 

los niños y los menores con discapacidad que son víctimas potenciales de la trata con fines 

de explotación sexual, laboral y de otros tipos. 

 
• Garantizar la protección global, los servicios de apoyo y el acceso a mecanismos efectivos de 

reparación, incluida la asistencia psicosocial y la información acerca de estos recursos, para 

los niños migrantes y sus familias que denuncien casos de violencia, abuso o explotación a 

la policía u otras autoridades pertinentes, cualquiera que sea su situación migratoria; los 

niños y los padres deben poder presentar denuncias de manera segura a la policía u otras 

autoridades en su condición de víctimas o testigos sin ningún riesgo de que por ello se les 

apliquen las normas sobre inmigración. Reconocer el papel importante que pueden 

desempeñar los servicios sociales y las organizaciones de la sociedad civil en la protección 

de los niños migrantes. 

 
• Formular políticas integrales encaminadas a abordar las causas profundas de todas las 

formas de violencia, explotación y maltrato contra niños migrantes, asignando recursos 

suficientes para su aplicación apropiada. 

 
 

G. Derecho a la protección contra la explotación económica, incluidos los 
trabajos prematuros y peligrosos, a condiciones de empleo y a la seguridad 
social (artículos 25, 27, 52, 53, 54 y 55 de la Convención Internacional sobre 
la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de 
sus Familiares; artículos 26 y 32 de la Convención sobre los Derechos del 
Niño) 



Compendio de Leyes en materia de niñez y adolescencia en contexto migratorio 247  

Observación general conjunta núm. 4 (2017) 
 
 
 
 

45. Con el debido respeto a las normas laborales internacionales relativas a la edad 

mínima para la admisión al empleo y la prohibición y eliminación de las peores 

formas de trabajo infantil, no todos los trabajos realizados por niños migrantes que 

tienen edad de trabajar constituyen explotación o se llevan a cabo en condiciones 

peligrosas. Los Comités recuerdan a los Estados que los niños migrantes que 

tienen edad de trabajar, cualquiera que sea su situación, deben disfrutar del 

mismo trato que los niños nacionales en lo que respecta a remuneración y 

otras condiciones de trabajo y de empleo. 

 
46. Los Estados deben adoptar todas las medidas legislativas y administrativas oportunas, teniendo 

en cuenta una dimensión de género, para regular y proteger el empleo de los niños migrantes en 

lo que respecta a la edad mínima para trabajar y los trabajos peligrosos. En vista del riesgo 

concreto que corren los niños migrantes, los Estados deberán asegurarse también de que, tanto 

en la ley como en la práctica, las autoridades competentes adopten todas las medidas necesarias, 

incluida la imposición de sanciones apropiadas, con el fin de garantizar la aplicación efectiva de 

las disposiciones de la Convención sobre los Derechos del Niño y las normas internacionales 

pertinentes, y de que los niños migrantes: 

 
• Tengan condiciones de empleo justas, así como condiciones de trabajo dignas, de 

conformidad con las normas internacionalmente aceptadas. 

 
• Disfruten de medidas específicas de protección que regulen sus horas y condiciones de 

trabajo. 

 
• Estén sujetos a exámenes médicos periódicos que certifiquen su aptitud para el trabajo. 

 
• Tengan acceso a la justicia en caso violación de sus derechos por funcionarios públicos o 

particulares, incluidos mecanismos efectivos de presentación de denuncias y una separación 

clara entre los derechos laborales y la aplicación de las normas sobre inmigración. 

 
47. Con respecto a la seguridad social, los niños migrantes y sus familias tendrán 

derecho al mismo trato concedido a los nacionales, en la medida en que cumplan 

los requisitos previstos por la legislación vigente del Estado y los tratados bilaterales 

y multilaterales aplicables. Los Comités consideran que, en caso de necesidad, los 

Estados deben ofrecer asistencia social de emergencia a los niños migrantes y sus 

familias sea cual fuere su situación migratoria, sin ningún tipo de discriminación. 

 
48. En los casos de familias migrantes, incluidas las que tienen hijos nacidos de padres migrantes, 

los Comités subrayan la interdependencia entre las responsabilidades parentales para la crianza 

y el desarrollo del niño en virtud de los artículos 5 y 18 de la Convención sobre los Derechos del 

Niño y los derechos laborales de los trabajadores migrantes con arreglo a las disposiciones 
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pertinentes de la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los 

Trabajadores Migratorios y de sus Familiares. Por consiguiente, en la medida de lo posible, los 

Estados deben adoptar medidas para que se respeten plenamente los derechos al trabajo de los 

padres migrantes, incluidos los que se encuentran en situación irregular. 

 
 

H. Derecho a un nivel de vida adecuado (artículo 45 de la Convención 
Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los 
Trabajadores Migratorios y de sus Familiares; artículo 27 de la Convención 
sobre los Derechos del Niño) 

 
49. Los Estados deben garantizar que los niños que se encuentran en el contexto de 

la migración internacional tengan un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, 

psíquico, espiritual y moral. Tal como está previsto en el artículo 27, párrafo 3, de la Convención 

sobre los Derechos del Niño, los Estados, de acuerdo con las condiciones nacionales y con 

arreglo a sus medios, adoptarán medidas apropiadas para ayudar a los padres y a otras personas 

responsables del niño a dar efectividad a este derecho y, en caso necesario, proporcionarán 

asistencia material y programas de apoyo, en particular con respecto a la nutrición, el 

vestuario y la vivienda. 

 
50. Los Estados partes deben preparar directrices detalladas sobre las normas de 

los servicios de recepción, garantizando un espacio y una privacidad adecuados a 

los niños y a sus familias. Deben adoptar medidas para garantizar un nivel de vida 

adecuado en ubicaciones temporales, como los centros de recepción y los 

campamentos formales e informales, asegurándose de que estos sean accesibles 

a los niños y sus padres, incluidas las personas con discapacidad, las mujeres 

embarazadas y las madres lactantes. Asimismo, deben asegurarse de que los 

alojamientos no restringen de manera innecesaria los movimientos cotidianos de 

los niños, imponiéndoles de hecho restricciones a la circulación. 

 
51. Los Estados no deben injerirse en el derecho de los niños a la vivienda adoptando 

medidas que impidan a los migrantes alquilar inmuebles. Deben adoptarse medidas 

para que los niños migrantes, cualquiera que sea su situación, puedan acceder a 

alojamientos para personas sin hogar. 

 
52. Los Estados deben preparar procedimientos y normas para establecer separaciones claras 

entre los proveedores públicos y privados de servicios, incluidos los proveedores públicos y 

privados de viviendas, y las autoridades encargadas de aplicar las normas sobre inmigración. De 

manera análoga, deben procurar que los niños migrantes en situación irregular no sean 

penalizados por ejercer su derecho a la vivienda, y que tampoco se penalice a las personas y 

entidades privadas, como los propietarios de inmuebles y las organizaciones de la sociedad civil, 

que faciliten el ejercicio de este derecho. 
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53. La Convención sobre los Derechos del Niño estipula que los Estados partes respetarán y 

garantizarán los derechos enunciados en la Convención para cada niño que esté dentro de su 

jurisdicción sin ningún tipo de discriminación; esto incluye la discriminación de los niños a causa 

de su situación migratoria o la de sus padres. Por consiguiente, los Comités instan a los Estados 

partes a que proporcionen un acceso equitativo a los derechos económicos, sociales y culturales. 

Se alienta a los Estados a que reformen con rapidez las leyes, políticas y prácticas que discriminen 

a los niños migrantes y sus familias, incluidos los que se encuentren en situación irregular, o les 

impidan tener un acceso efectivo a los servicios y prestaciones, por ejemplo a la asistencia 

social[28]. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

I. Derecho a la salud (artículos 28 y 45 de la Convención Internacional sobre 
la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de 
sus Familiares; artículos 23, 24 y 39 de la Convención sobre los Derechos 
del Niño) 

 

54. Los Comités reconocen que la salud física y mental de un niño puede verse 

afectada por diversos factores, incluidos factores determinantes estructurales como 

la pobreza, el desempleo, la migración y los desplazamientos de población, la 

violencia, la discriminación y la marginación. También son conscientes de que 

los niños migrantes y los refugiados pueden experimentar graves tensiones 

emocionales y tener necesidades de salud mental especiales y a menudo urgentes. 

Por consiguiente, los niños deben tener acceso a una atención específica y un 

apoyo psicológico, teniendo en cuenta que padecen la tensión de manera distinta 

de los adultos. 

 
55. Todos los niños migrantes deben tener el mismo acceso que los nacionales 

a la atención de la salud, sea cual fuere su situación migratoria. Esto comprende 

todos los servicios de salud, ya sean preventivos o terapéuticos, y la atención 

mental, física o psicosocial que se presta en centros sociales o en instituciones de 

asistencia sanitaria. 

 
 
 

28. Véase Comité de los Derechos del Niño, informe del día de debate general de 2012, párr. 86. 
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Los Estados tienen la obligación de velar por que la salud de los niños no se vea afectada como 

consecuencia de la discriminación, que es un factor significativo que agrava la vulnerabilidad; 

también deben tenerse en cuenta las consecuencias de las múltiples formas de discriminación[29]. 

Debe prestarse atención a las repercusiones que las cuestiones de género tienen en la reducción 

del acceso a los servicios[30]. Además, debe facilitarse a los niños migrantes pleno acceso a 

información y servicios de salud sexual y reproductiva adaptados a su edad. 

 
56. Se alienta a los Estados a que hagan hincapié en adoptar un enfoque integral del derecho 

a la salud. Sus planes, políticas y estrategias nacionales deben hacer frente a las necesidades 

en materia de salud de los niños migrantes y a las situaciones vulnerables en las que pueden 

encontrarse. Dichos niños deben tener acceso a los servicios de salud sin tener que presentar un 

permiso de residencia o un registro de solicitud de asilo. Deben eliminarse las barreras 

administrativas y financieras que impiden el acceso a los servicios, por ejemplo mediante la 

aceptación de medios alternativos de demostrar la identidad y la residencia, como las pruebas 

testimoniales[31]. Además, los Comités instan a los Estados a que prohíban que las instituciones 

sanitarias y las autoridades de inmigración intercambien datos de los pacientes y también que se 

realicen operaciones de control de la inmigración en los centros de atención de la salud o en 

sus inmediaciones, ya que ello limita o priva efectivamente de su derecho a la salud a los niños 

migrantes o niños nacidos de padres migrantes que se encuentran en situación irregular[32]. Deben 

establecerse separaciones efectivas a fin de garantizar su derecho a la salud. 

 
57. La discriminación puede exacerbar a menudo la insuficiencia de la protección financiera 

y jurídica y obligar a los niños migrantes a aplazar un tratamiento hasta que se encuentran 

gravemente enfermos. Hay que intentar resolver las cuestiones que se plantean en unos servicios 

de salud complicados que requieren respuestas rápidas y amplias, y en los que las medidas 

discriminatorias pueden afectar de manera grave a la salud de los niños migrantes y retrasar 

de manera significativa su tratamiento y su período de recuperación. El compromiso de los 

profesionales de la salud debe centrarse en primer lugar en los pacientes y en la defensa de la 

salud de los niños como uno de los derechos humanos. 

 
58. Las restricciones impuestas al derecho a la salud de los migrantes adultos a causa de su 

nacionalidad o su situación migratoria podrían afectar también al derecho a la salud, la vida 

y el desarrollo de sus hijos. Por consiguiente, un enfoque global de los derechos de los niños 

debe incluir medidas encaminadas a garantizar el derecho a la salud de todos los trabajadores 

migratorios y sus familias, cualquiera que sea su situación migratoria, así como medidas dirigidas 

a la adopción de un enfoque intercultural de las políticas, programas y prácticas de atención de 

 

 
29. Véase la observación general núm. 15 (2013) sobre el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud, párrs. 5 y 8. 

30. Véase Comité de los Derechos de Niño, informe del día de debate general de 2012, párr. 86. 

31. Véase Comité de los Derechos de Niño, informe del día de debate general de 2012, párr. 86. 

32. Véase Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, observación general 
núm. 2, párr. 74. 
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la salud. 

 

 
J. Derecho a la educación y la formación profesional (artículos 30, 43 y 45 

de la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de 

Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares; artículos 28, 29, 30 
y 31 de la Convención sobre los Derechos del Niño) 

 

59. Todos los niños en el contexto de la migración internacional, independientemente 

de su situación, tendrán pleno acceso a todos los niveles y todos los aspectos de la 

educación, incluida la educación para la primera infancia y la formación profesional, 

en condiciones de igualdad con los nacionales del país en el que vivan. 

 
Esta obligación implica que los Estados deben garantizar la igualdad de acceso a una educación 

inclusiva y de calidad para todos los niños migrantes, cualquiera que sea su situación migratoria. 

Los niños migrantes deben disponer de programas de aprendizaje alternativos cuando sea 

necesario, y participar plenamente en los exámenes y recibir certificados de sus estudios. 

 
60. Los Comités instan enérgicamente a los Estados a que reformen de inmediato los 

reglamentos y las prácticas que impidan a los niños migrantes, en particular a los 

indocumentados, matricularse en escuelas e instituciones educativas. 

 
Los Estados también deben establecer separaciones efectivas entre tales instituciones y las 

autoridades de inmigración y prohibir el intercambio de datos sobre los estudiantes, así como las 

operaciones de control de la inmigración en los centros escolares o en sus inmediaciones, ya 

que estas prácticas limitan o privan de su derecho a la educación a los niños migrantes o a los 

hijos de trabajadores migrantes que están en situación irregular. A fin de respetar el derecho de 

los niños a la educación, se alienta también a los Estados a evitar interrupciones durante los 

procedimientos relacionados con la inmigración, procurando en lo posible que los niños no tengan 

que desplazarse durante el año escolar, y también prestándoles apoyo para que terminen los 

cursos escolares inacabados y obligatorios cuando alcancen la mayoría de edad. Si bien el 

acceso a la enseñanza superior no es obligatorio, el principio de no discriminación obliga a los 

Estados a facilitar los servicios disponibles a todos los niños sin discriminación alguna a causa de 

su situación migratoria o por otros motivos. 

 
61. Los Estados deben poner en marcha medidas adecuadas para reconocer los 

estudios anteriores del niño, aceptando los certificados escolares conseguidos 

previamente o expidiendo nuevos certificados basados en sus capacidades y 

competencias, a fin de no crear estigmatización ni penalización. 

 
Esto se aplica igualmente a los países de origen o a terceros países en caso de retorno. 
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62. El principio de la igualdad de trato requiere que los Estados eliminen toda 

discriminación contra los niños migrantes y adopten disposiciones 

apropiadas que tengan en cuenta las cuestiones de género para superar las 

barreras a la educación. Esto significa que, en caso de necesidad, se requieren 

medidas con objetivos específicos, incluida la enseñanza suplementaria de 

lenguas[33], 

 
personal de refuerzo y demás apoyo intercultural, sin ningún tipo de discriminación. Se alienta a 

los Estados a que asignen personal para facilitar el acceso a la educación de los niños migrantes 

y promover la integración de dichos niños en las escuelas. Además, los Estados deben adoptar 

medidas encaminadas a prohibir y prevenir cualquier tipo de segregación en la educación, a 

fin de que los niños migrantes aprendan la nueva lengua como medio de integración efectiva. 

Entre otras iniciativas, deben impartir enseñanza para la primera infancia, así como prestar apoyo 

psicosocial. También deben ofrecer oportunidades de aprendizaje formal e informal, formación de 

profesores y clases de preparación para la vida activa. 

 
63. LosEstadosdebenadoptarmedidasconcretasparafomentareldiálogointercultural 

entre los migrantes y los países de acogida, y prevenir y combatir la xenofobia y 

cualquier tipo de discriminación o intolerancia contra los niños migrantes. 

 
Además, la integración de la enseñanza de los derechos humanos, incluida la no discriminación, 

así como del fenómeno de la migración y los derechos de los migrantes y los derechos de los 

niños, en los planes de estudio contribuiría a prevenir actitudes xenófobas o discriminatorias que 

pudieran afectar a la integración de los migrantes a largo plazo. 

 
 

III. Cooperación internacional 
 

64. Los Comités reafirman la necesidad de abordar la migración internacional por medio de 

la cooperación y el diálogo a nivel internacional, regional o bilateral y de un enfoque amplio y 

equilibrado, que reconozca las funciones y responsabilidades de los países de origen, tránsito, 

destino y retorno en la promoción y protección de los derechos humanos de los niños en el 

contexto de la migración internacional, a fin de conseguir una migración segura, ordenada y 

regular, en el pleno respeto de los derechos humanos y evitando actitudes que podrían agravar 

su vulnerabilidad. En particular, deben establecerse de inmediato procedimientos para la gestión 

de los casos transfronterizos de conformidad con la Convención sobre los Derechos del Niño, la 

Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores 

Migratorios y de sus Familiares, la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y el 

Convenio de La Haya de 1996 relativo a la Competencia, la Ley Aplicable, el Reconocimiento, la 

 

 
33. Véase el artículo 45 de la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios 
y de sus Familiares. 
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Ejecución y la Cooperación en materia de Responsabilidad Parental y de Medidas de Protección 

de los Niños. Además, la cooperación podía incluir iniciativas encaminadas a reforzar la asistencia 

financiera y técnica, así como programas de reasentamiento en países que acogen un gran 

número de personas desplazadas, incluidos niños, procedentes de otros países y que necesitan 

asistencia. Todas las prácticas deben estar plenamente en consonancia con los derechos 

humanos internacionales y las obligaciones que imponen las leyes sobre los refugiados. 

 
65. A fin de asegurar que este enfoque amplio y equilibrado sea compatible con el interés superior 

de los niños, los organismos encargados de la protección y el bienestar del niño deben desempeñar 

un papel fundamental en la preparación de cualesquiera acuerdos internacionales, regionales 

o bilaterales que afecten a los derechos y el trato de los niños en el contexto de la migración 

internacional. Deben alentarse iniciativas bilaterales, regionales e internacionales a fin de facilitar 

la reunificación de las familias, proceder a la evaluación y determinación del interés superior de 

los niños y garantizar el derecho de estos a ser oídos, así como las debidas garantías procesales. 

Estas iniciativas deben garantizar el acceso a la justicia en situaciones transfronterizas en las que 

los niños cuyos derechos se ven afectados en el país de tránsito o de destino necesitan atención 

después de haber regresado al país de origen o haber ido a un tercer país. Además, los Estados 

deben garantizar la participación de los niños y las organizaciones de la sociedad civil, incluidas 

las instituciones intergubernamentales, en estos procesos. Asimismo, deben valerse de la 

cooperación técnica de la comunidad internacional y los organismos y entidades de las Naciones 

Unidas, incluidos el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y la Organización Internacional 

para las Migraciones, a fin de aplicar políticas de migración relativas a los niños que se ajusten a 

la presente observación general conjunta. 

 
 

IV. Difusión y uso de la observación general conjunta y presentación de 
informes 

 
66. Los Estados partes deben difundir ampliamente la presente observación general conjunta entre 

todas las partes interesadas, en particular los parlamentos, las autoridades gubernamentales, 

incluidas las autoridades y el personal encargados de la protección infantil y de la migración, y la 

judicatura, en los planos, nacional regional y local. Debe darse a conocer a todos los niños y todos 

los profesionales y partes interesadas pertinentes, especialmente los que trabajan para los niños 

y con ellos (como jueces, abogados, la policía y otras entidades encargadas de hacer cumplir la 

ley, docentes, tutores, trabajadores sociales, personal de las instituciones de bienestar social y 

centros de acogida públicos o privados, y personal sanitario), los medios de comunicación y la 

sociedad civil en general. 

 
67. La presente observación general conjunta debe traducirse a los idiomas pertinentes y se deben 

ofrecer versiones y formatos adaptados a los niños o apropiados para ellos a los que puedan 

acceder las personas con discapacidad. Se han de celebrar conferencias, seminarios, talleres 

y otros eventos para intercambiar buenas prácticas sobre el mejor modo de darle aplicación. 



254 Compendio de Leyes en materia de niñez y adolescencia en contexto migratorio  

Observación general conjunta núm. 4 (2017) 
 
 

 

También se debe incorporar en la capacitación oficial previa al empleo y durante este de todos 

los profesionales concernidos y el personal técnico en particular, así como de las autoridades y 

el personal encargados de la protección infantil, la migración y la aplicación de la ley, y se debe 

poner a disposición de todas las instituciones nacionales y locales de derechos humanos y otras 

organizaciones de derechos humanos de la sociedad civil. 

 
68. Los Estados partes deben incluir en sus informes presentados en virtud del artículo 73 de 

la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores 

Migratorios y de sus Familiares y el artículo 44 de la Convención sobre los Derechos del Niño 

información sobre las medidas preconizadas por la presente observación general conjunta que 

hayan aplicado y los resultados conseguidos. 



 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

OBSERVACIÓN GENERAL Nº 6 (2005) Trato 

de los menores no acompañados y separados 

de su familia fuera de su país de origen 
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OBSERVACIÓN GENERAL Nº 6 (2005) 

Trato de los menores no acompañados y separados 

de su familia fuera de su país de origen 

 
 

 
I. OBJETIVOS DE LA OBSERVACIÓN GENERAL 

 
1. El objetivo de la presente observación general es poner de manifiesto la situación particularmente 

vulnerable de los menores no acompañados y separados de su familia, exponer la multiplicidad 

de problemas que experimentan los Estados y otros actores para conseguir que esos menores 

tengan acceso a sus derechos y puedan disfrutar de los mismos, así como proporcionar orientación 

sobre la protección, atención y trato adecuado de los referidos menores a la luz de todo el contexto 

jurídico que representa la Convención de los Derechos del Niño (la “Convención”), con particular 

referencia a los principios de no discriminación, el interés superior del niño y el derecho de éste a 

manifestar libremente sus opiniones. 

 
2. La publicación de la presente observación general tiene su causa en la comprobación por parte 

del Comité de que son cada vez más los menores que se encuentran en las situaciones descritas. 

Las razones de que un menor esté en situación de no acompañado o separado de su familia son 

variadas y numerosas y entre ellas figuran la persecución del menor o de sus padres, un conflicto 
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internacional o una guerra civil, la trata en diversos contextos y manifestaciones, sin olvidar la 

venta por los padres y la búsqueda de mejores oportunidades económicas. 

 
3. La presente observación general responde también a la identificación por el Comité de una 

serie de lagunas en lo que concierne a la protección de estos menores, entre las que se citan 

mayor exposición a la explotación y abusos sexuales, al reclutamiento en fuerzas armadas, al 

trabajo infantil (también a beneficio de sus familias de adopción) y a la privación de libertad. 

También sufren con frecuencia discriminación y no tienen acceso a la alimentación, al cobijo, a la 

vivienda, a los servicios sanitarios y a la educación. En cuanto a las menores no acompañadas y 

separadas de sus familias, están particularmente expuestas a la violencia de género y, en particular, 

a la violencia doméstica. En algunos casos, estos menores no pueden obtener documentos de 

identidad apropiados, no tienen acceso a registros, su edad no puede determinarse, ni pueden 

tampoco solicitar documentos, instar la localización de la familia, ni acceder a sistemas de tutela 

o asesoramiento jurídico. En muchos países, se rehúsa sistemáticamente la entrada a los 

menores no acompañados o separados de su familia o son detenidos por funcionarios de los 

servicios de fronteras o de inmigración. En otros casos, son admitidos, pero se les deniega el 

acceso a los procedimientos de solicitud de asilo o sus solicitudes no se tramitan de forma que 

se tenga en cuenta su edad y sexo. En algunos países se prohíbe a los menores separados que 

han sido reconocidos como refugiados solicitar la reunificación familiar; en otros se permite la 

reunificación, pero se imponen unas condiciones tan restrictivas que resulta prácticamente 

imposible de conseguir. Son también muchos los menores que disfrutan de un régimen sólo 

temporal que finaliza al cumplir los 18 años y se encuentran entonces con que existen muy pocos 

programas eficaces de retorno. 

 
4. Cuestiones como las mencionadas han llevado al Comité a suscitar con frecuencia en sus 

observaciones finales aspectos relacionados con los menores no acompañados y separados de 

sus familias. En la presente observación general se recogen las normas elaboradas, en particular, 

a lo largo de la labor supervisora del Comité, con objeto de proporcionar a los Estados una clara 

orientación sobre las obligaciones resultantes de la Convención en lo que concierne a este grupo 

de menores particularmente vulnerable. Al aplicar estas normas, los Estados Partes deben tener 

en cuenta su naturaleza evolutiva y, por tanto, reconocer que sus obligaciones pueden ir más allá 

de las normas que se articulan, las cuales en modo alguno impedirán que los menores no 

acompañados y separados de su familia puedan disfrutar de derechos y beneficios más amplios 

al amparo de instrumentos regionales o de sistemas nacionales de derechos humanos, las normas 

internacionales y regionales sobre refugiados o el derecho internacional humanitario. 

 
 

II. ESTRUCTURA Y ALCANCE DE LA OBSERVACIÓN GENERAL 
 

5. La presente observación general se aplica a los menores no acompañados y 

separados de su familia que se encuentran fuera de su país de nacionalidad (art. 7) 

o, si fueren apátridas, fuera del país de residencia habitual. La observación general 
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se aplica a todos los menores descritos, con independencia del régimen de 

residencia y de las razones de encontrarse en el extranjero, estén o no acompañados 

o separados de su familia. Sin embargo, no se aplica a los menores que no hayan 

cruzado una frontera internacional, aun cuando el Comité es consciente de los 

numerosos problemas análogos que plantean los menores no acompañados y 

separados de su familia en situación de desplazados internos; reconoce, pues, el 

interés que presentan las orientaciones ofrecidas también en esa situación y anima 

vivamente a los Estados a que adopten los aspectos pertinentes de la presente 

observación general de cara a la protección, asistencia y trato de los menores no 

acompañados y separados de su familia que se encuentran en situación de 

desplazados dentro de su propio país. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
6. Si bien el mandato del Comité se circunscribe a una función supervisora con referencia a 

la Convención, su labor interpretadora debe realizarse en el contexto de todo el derecho 

internacional de los derechos humanos y, por consiguiente, la presente observación general se 

centra exclusivamente en el trato adecuado de los menores no acompañados y separados de su 

familia. Se reconoce así que todos los derechos humanos y, en particular, los recogidos en la 

Convención, son indivisibles e interdependientes. Por su parte, el Preámbulo de la Convención 

reconoce también la importancia de otros instrumentos internacionales de derechos humanos 

referentes a la protección del niño. 

 
 

III. DEFINICIONES 
 

7. Se entiende por “niños no acompañados” (llamados también “menores no 

acompañados”) de acuerdo con la definición del artículo 1 de la Convención, los 

menores que están separados de ambos padres y otros parientes y no están al 

cuidado de un adulto al que, por ley o costumbre, incumbe esa responsabilidad. 

 
8. Se entiende por niños separados, en el sentido del artículo 1 de la Convención, 
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los menores separados de ambos padres o de sus tutores legales o habituales, 

pero no necesariamente de otros parientes. Por tanto, puede tratarse de menores 

acompañados por otros miembros adultos de la familia. 

 
9. Se entiende por “niño”, a los efectos del artículo 1 de la Convención, “todo ser humano menor 

de 18 años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado 

antes la mayoría de edad”. Ello quiere decir que los instrumentos legales que rigen la situación 

de los menores dentro del territorio del Estado no pueden definir al niño de una manera que se 

aparte de las normas que determinan la mayoría de edad en ese Estado. 

 
10. Salvo indicación en contrario, los principios que se recogen a continuación se aplican por igual 

a los menores no acompañados y a los separados de sus familias. 

 
11. Se entiende por “país de origen” el país de nacionalidad o, en el supuesto de la 

apatridia, el país de residencia habitual del menor. 

 
 

IV. PRINCIPIOS APLICABLES 

k) Obligaciones jurídicas de los Estados Partes con referencia a todos los 

menores no acompañados o separados de su familia que se encuentren 

dentro de su territorio y medidas para el cumplimiento de las mismas 
 

12. Las obligaciones del Estado en virtud de la Convención se aplican con referencia 

a todos los menores que se encuentren dentro de su territorio y a los que estén por 

otro concepto sujetos a su jurisdicción (art. 2). Estas obligaciones a cargo del 

Estado no podrán ser arbitraria y unilateralmente recortadas, sea mediante la 

exclusión de zonas o áreas del territorio del Estado, sea estableciendo zonas o áreas 

específicas que quedan total o parcialmente fuera de la jurisdicción del Estado. Por 

otra parte, las obligaciones del Estado de acuerdo con la Convención se aplican 

dentro de las fronteras de ese Estado, incluso con respecto a los menores que 

queden sometidos a la jurisdicción del Estado al tratar de penetrar en el territorio 

nacional. Por tanto, el disfrute de los derechos estipulados en la Convención no 

está limitado a los menores que sean nacionales del Estado Parte, de modo que, 

salvo estipulación expresa en contrario en la Convención, serán también aplicables 

a todos los menores -sin excluir a los solicitantes de asilo, los refugiados y los niños 

migrantes- con independencia de su nacionalidad o apatridia, y situación en 

términos de inmigración. 

 
13. Las obligaciones resultantes de la Convención en lo que concierne a los menores no 

acompañados y separados de su familia se extienden a todos los poderes del Estado (ejecutivo, 

legislativo y judicial).  Se incluyen entre ellas la obligación de promulgar legislación, crear 
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estructuras administrativas, y articular las actividades de investigación, información, acopio 

de datos y de formación general, necesarias para apoyar estas medidas. Estas obligaciones 

jurídicas tienen carácter tanto negativo como positivo, pues obligan a los Estados no sólo a 

abstenerse de medidas que infrinjan los derechos del menor, sino también a tomar medidas que 

garanticen el disfrute de estos derechos sin discriminación. Las referidas responsabilidades no 

se circunscriben a dar protección y asistencia a los menores que están ya en situación de no 

acompañados o separados de su familia, pues incluyen también medidas preventivas de la 

separación (en particular, la aplicación de salvaguardias en caso de evacuación). El aspecto 

positivo de estos deberes de protección incluye también que los Estados han de tomar todas las 

disposiciones necesarias para identificar a los menores en situación de no acompañados o 

separados de su familia lo antes posible, particularmente en la frontera, a procurar la localización 

y, si resulta posible y redunda en el interés superior del menor, reunir lo antes posible a éste con 

su familia. 

 
14. Como se reitera en la Observación general Nº 5 (2003) (párrs. 18 a 23), los Estados Partes en 

la Convención velarán por que las disposiciones y los principios del tratado queden plenamente 

reflejados y surtan pleno efecto jurídico en la legislación nacional pertinente. En caso de conflicto 

entre la legislación nacional y la Convención, debe prevalecer esta última de acuerdo con el 

artículo 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. 

 
15. Con objeto de crear un entorno jurídico propicio y a la luz de lo dispuesto en el apartado b) 

del artículo 41 de la Convención, se alienta también a los Estados Partes a que ratifiquen otros 

instrumentos internacionales que regulan aspectos relativos a los menores no acompañados y 

separados de su familia y, en especial, los dos Protocolos Facultativos de la Convención sobre los 

Derechos del Niño (sobre la participación de los niños en los conflictos armados y sobre la venta 

de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía), la Convención contra 

la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (CAT), la Convención sobre 

la eliminación de todas las formas de discriminación racial contra la mujer, la Convención sobre 

el Estatuto de los Refugiados (en lo sucesivo “la Convención de 1951 sobre los Refugiados”) y el 

Protocolo sobre el estatuto de los refugiados, la Convención para reducir los casos de apatridia, 

la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas, el Convenio de La Haya relativo a la protección 

del niño y a la cooperación en materia de adopción internacional, el Convenio de La Haya relativo 

a la competencia, la ley aplicable y el reconocimiento, la ejecución y la cooperación en materia 

de responsabilidad parental y de medidas de protección de los niños, los cuatro Convenios de 

Ginebra de 12 de agosto de 1949, el Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra de 12 de 

agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales 

(Protocolo I) de 8 de junio de 1977, el Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra de 12 

de agosto de 1949 y relativo a la protección de las víctimas de conflictos armados sin carácter 

internacional (Protocolo II) de 8 de junio de 1997. El Comité alienta también a los Estados Partes 

en la Convención y otros países interesados a que tengan en cuenta las Directrices del ACNUR 

sobre Protección y Cuidado (1994), los Principios rectores interorganizaciones en materia de 
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menores no acompañados y separados[1]. 

 
16. En vista del carácter absoluto de las obligaciones derivadas de la Convención y del carácter de 

lex specialis de ésta, el párrafo 3 del artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales no será aplicable a los menores no acompañados y separados de su familia. 

En lo que concierne al artículo 4 de la Convención, habrá de tenerse en cuenta la especial 

vulnerabilidad de los menores no acompañados y separados de su familia, expresamente 

reconocida en el artículo 20 de la Convención, y deberá traducirse en la asignación prioritaria de 

recursos a dichos menores. Conviene que los Estados acepten y faciliten la asistencia que, en el 

marco de sus mandatos respectivos, ofrecen el UNICEF, el ACNUR y otros organismos (párrafo 

2 del artículo 22 de la Convención) con objeto de atender las necesidades de los niños no 

acompañados y separados de su familia. 

 
17. El Comité entiende que las reservas formuladas por los Estados Partes en la Convención no 

deberían limitar en modo alguno los derechos de los menores no acompañados y separados de 

su familia. Con arreglo a la práctica sistemáticamente seguida con los Estados Partes en el curso 

del proceso de presentación de informes, el Comité recomienda que, de acuerdo con la 

Declaración y Programa de Acción adoptados en la Conferencia Mundial de Derechos Humanos 

de Viena (1993)[2], se proceda al examen y, en su caso, al retiro de las reservas que limitan los 

derechos de los menores no acompañados y separados. 

 
 

l) No discriminación (artículo 2) 
 

18. El principio de no discriminación, en todas sus manifestaciones, se aplica a todos 

los aspectos del trato de los menores separados y no acompañados. En particular, 

prohíbe toda discriminación basada en la situación de no acompañado o separado 

del menor o en su condición de refugiado, solicitante de asilo o migrante. Este 

principio no excluye -e incluso puede exigir- la diferenciación fundada en la diversidad 

de necesidades de protección, como las asociadas a la edad o al género. 

 
Deben tomarse también disposiciones en previsión de hipótesis de prejuicios o de actitudes de 

rechazo social de los menores no acompañados o separados. A propósito de los menores no 

acompañados o separados, las medidas de policía o de otro carácter con referencia al orden 

público sólo son admisibles si se ajustan a la ley, suponen una apreciación individual y no colectiva, 

respetan el principio de proporcionalidad y representan la opción menos intrusiva. A fin de no 

infringir el mandato de no discriminación, las medidas descritas nunca podrán ser aplicadas a un 

 

 
1. Estos principios rectores han sido aceptados conjuntamente por el Comité Internacional de la Cruz Roja, el Comité Internacional de 
Rescate, Save the Children del Reino Unido, el UNICEF, el ACNUR y Visión Mundial Internacional. Tienen por objeto orientar la 
actividad de todos los miembros del Comité Permanente Interorganismos para los niños no acompañados y separados. 

2. Conferencia Mundial de Derechos Humanos, Viena, 14 a 25 de junio de 1993, Declaración y Programa de Acción de Viena (A/ 
CONF.157/23). 
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grupo o sobre una base colectiva. 

 

 
m) El interés superior del niño como consideración primordial en la 

búsqueda de soluciones a corto y a largo plazo (artículo 3) 
 

19. De acuerdo con el artículo 3, “En todas las medidas concernientes a los niños que 

tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las 

autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial 

a que se atenderá será el interés superior del niño”. 

 
Si se trata de un menor desplazado, el principio ha de respetarse durante todos los momentos de 

la situación de desplazamiento. En todos esos momentos, al preparar una decisión que tenga 

repercusiones fundamentales en la vida del menor no acompañado o separado, se documentará 

la determinación del interés superior. 

 
20. La determinación del interés superior del niño exige una evaluación clara y a fondo de la 

identidad de éste y, en particular, de su nacionalidad, crianza, antecedentes étnicos, culturales y 

lingüísticos, así como las vulnerabilidades y necesidades especiales de protección. Así pues, 

permitir el acceso del menor al territorio es condición previa de este proceso de evaluación inicial, 

el cual debe efectuarse en un ambiente de amistad y seguridad y a cargo de profesionales 

competentes formados en técnicas de entrevistas que tengan en cuenta la edad y el género. 

 
21. Decisiones subsiguientes, como el nombramiento de un tutor competente lo antes posible, 

constituyen una garantía procesal importantísima para el respeto del interés superior de los 

menores no acompañados o separados de su familia. Así pues, el menor no podrá entablar los 

procedimientos de obtención del asilo u otros procedimientos sino después del nombramiento de 

un tutor. Si el menor separado o no acompañado solicita el asilo o entabla otros procesos o 

actuaciones administrativas o judiciales, además del tutor, se le nombrará un representante legal. 

 
22. El respeto del interés superior exige también que, si las autoridades competentes han 

internado al menor separado o no acompañado en un establecimiento “para los fines de atención, 

protección o tratamiento de su salud física o mental”, el Estado reconoce el derecho del menor a 

“un examen periódico” del tratamiento “y de todas las demás circunstancias propias de su 

internación” (artículo 25 de la Convención). 

 
 

n) El derecho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo (artículo 6) 
 

23. La obligación del Estado Parte en virtud del artículo 6 incluye la protección máxima 

posible contra la violencia y la explotación, que pondría en peligro el derecho 

del menor a la vida, la supervivencia y el desarrollo.  Los menores separados 
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y no acompañados están expuestos a diversos riesgos que afectan a la vida, 

supervivencia y desarrollo, por ejemplo, la trata dirigida a la explotación sexual o 

de otra índole o la participación en actividades delictivas de las que puede resultar 

perjuicio para el menor o, en casos extremos, la muerte. 

 
Así pues, el artículo 6 exige la vigilancia de los Estados Partes a este respecto, especialmente en 

presencia del crimen organizado. Aunque la cuestión de la trata de menores queda fuera de la 

presente observación general, el Comité observa que existe a menudo una relación entre la trata 

y la situación de menor separado y no acompañado de familia. 

 
24. El Comité considera que deben adoptarse disposiciones prácticas a todos los niveles 

para proteger a los menores contra los peligros descritos. Entre dichas disposiciones podrían 

incluirse la institución de procedimientos prioritarios aplicables a los menores víctimas de trata, el 

nombramiento sin demora de tutores, informar a los menores de los peligros que corren y la 

articulación de medidas para la observación de los menores particularmente expuestos. Estas 

medidas deben evaluarse periódicamente en términos de eficacia. 

 
 

o) Derecho del niño a expresar su opinión libremente (artículo 12) 
 

25. De acuerdo con el artículo 12 de la Convención, al determinar las disposiciones 

que han de adoptarse respecto de los menores no acompañados o separados, 

se recabarán y tendrán debidamente en cuenta los deseos y las opiniones del 

menor (párrafo 1 del artículo 12). De cara a la expresión informada de tales deseos 

y opiniones, es imperativo que los menores dispongan de toda la información 

pertinente acerca de, por ejemplo, sus derechos, servicios existentes, en especial 

medios de comunicación, el procedimiento para solicitar el asilo, la localización de 

la familia y la situación en el país de origen (artículos 13, 17 y párrafo 2 del artículo 

22). 

 
En lo que concierne a la tutela, custodia y alojamiento y representación legal del menor, deben 

tenerse también en cuenta las opiniones de éste. La información antedicha se proporcionará en 

forma que sea acorde con la madurez y el nivel de comprensión del menor. Dado que la 

participación está en función de una comunicación fiable, se proveerá en su caso interpretación 

en todas las fases del procedimiento. 

 
 

p) Respeto del principio de no devolución 
 

26. En el marco del trato adecuado de los menores no acompañados o separados, los 

Estados deben respetar íntegramente las obligaciones de no devolución resultantes 

de los instrumentos internacionales de derechos humanos, del derecho humanitario 
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y el relativo a los refugiados y, en particular, deben atenerse a las obligaciones 

recogidas en el artículo 33 de la Convención de 1951 sobre los Refugiados y en el 

artículo 3 de la Convención contra la Tortura. 

 
27. Asimismo, en cumplimiento de las obligaciones resultantes de la Convención, los Estados no 

trasladarán al menor a un país en el que haya motivos racionales para pensar que existe un 

peligro real de daño irreparable para el menor, por ejemplo, pero no sólo, del tipo de los 

contemplados en los artículos 6 y 37 de la Convención, sea en el país hacia el que se efectuará 

el traslado, sea a todo país al que el menor pueda ser ulteriormente trasladado. Las obligaciones 

antedichas de no devolución son aplicables con independencia de que las violaciones graves de 

los derechos garantizados por la Convención sean imputables a actores no estatales o de que 

las violaciones en cuestión sean directamente premeditadas o sean consecuencia indirecta de la 

acción o inacción. La evaluación del riesgo de dichas violaciones graves deberá efectuarse 

teniendo en cuenta la edad y el género y tomando asimismo en consideración, por ejemplo, las 

consecuencias particularmente graves para los menores que presenta la insuficiencia de servicios 

alimentarios o sanitarios. 

 
28. Como el reclutamiento de menores en las fuerzas armadas y su participación en las hostilidades 

entrañan un grave peligro de daño irreparable en el marco de los derechos humanos fundamentales 

y, en particular, del derecho a la vida, las obligaciones que impone a los Estados el artículo 38 de 

la Convención, juntamente con los artículos 3 y 4 del Protocolo Facultativo de la Convención 

sobre los Derechos del Niño relativo a la participación de niños en los conflictos armados, tienen 

efectos extraterritoriales, por lo que los Estados se abstendrán de trasladar al menor de cualquier 

manera a la frontera de un Estado en el que exista un riesgo real de reclutamiento de menores 

para las fuerzas armadas, no sólo a título de combatiente, sino también con la finalidad de ofrecer 

servicios sexuales a los miembros de las fuerzas armadas, o si existe peligro real de participación 

directa o indirecta en las hostilidades, sea como combatiente o realizando cualesquiera otras 

funciones militares. 

 
 

q) Confidencialidad 
 

29. Los Estados Partes deben proteger el carácter confidencial de 

la información recibida con referencia al menor no acompañado o 

separado, de acuerdo con la obligación de proteger los derechos 

del niño, con inclusión del derecho a la intimidad (art. 16). Esta 

obligación se aplica en todos los campos y señaladamente en 

el de la asistencia sanitaria y social. Se ejercerá diligencia para 

evitar que la información recabada e intercambiada legítimamente 

con una finalidad no sea impropiamente utilizada para otra distinta. 

 
30. La confidencialidad alude también al respeto de los derechos 

RESERVA
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ajenos. Por ejemplo, al obtener, intercambiar y preservar la información reunida con respecto 

a menores no acompañados y separados, se procurará especialmente no poner en peligro 

el bienestar de las personas que permanecen en el país de origen del menor, sobre todo sus 

familiares. Por otra parte, la información relativa al paradero del menor sólo podrá ser retenida 

frente a sus padres cuando lo requiera la seguridad del menor o proteja el “interés superior” de 

éste. 

 
 

V. RESPUESTA A NECESIDADES DE PROTECCIÓN 
GENERALES Y CONCRETAS 

a) Evaluación y medidas iniciales 
 

31. Las medidas que se adopten para atender las necesidades de protección de los 

menores no acompañados y separados de su familia, su secuencia y prioridad, se 

regirán por el principio del interés superior del menor. El necesario proceso de 

evaluación inicial comprende las siguientes etapas: 

 

i) Determinación, con carácter prioritario, de la condición de menor no acompañado 

o separado de su familia inmediatamente tras su llegada al puerto de entrada o tan 

pronto como las autoridades tomen conocimiento de su presencia en el país (art. 8). 

Las medidas incluirán la determinación de la edad, para lo cual no sólo debe tenerse en 

cuenta el aspecto físico del individuo, sino también su madurez psicológica. Además, 

la evaluación deberá realizarse con criterios científicos, seguridad e imparcialidad, 

atendiendo al interés del menor y a consideraciones de género, evitando todo riesgo de 

violación de su integridad física, respetando debidamente su dignidad humana, y, en 

caso de incertidumbre, otorgando al individuo el beneficio de la duda, de manera que, en 

la hipótesis de que se trate de un menor, se lo trate como tal. 

ii) Inspección inmediata en el registro tras una entrevista inicial adaptada a las 

necesidades, edad y sexo del menor, realizada por profesionales calificados en un idioma 

que el menor pueda comprender, que permita reunir datos y antecedentes personales 

para determinar la identidad del menor, e incluso, de ser posible, la identidad de los 

padres y otros hermanos, y la ciudadanía del menor, sus hermanos y padres. 

iii) Continuando con el proceso de inscripción y a fin de atender a la situación concreta 

del menor, debe consignarse la siguiente información adicional: 
 

• Razones por las que está separado de su familia o no acompañado; 

 
• Evaluación de aspectos particulares de vulnerabilidad, en especial relativos a la salud, y de 

índole física, psicosocial y material, y de otras necesidades de protección como las derivadas 

de la violencia en el hogar, la trata o el trauma; 
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• Toda la información de que se disponga para determinar la posible existencia de necesidades 

de protección internacional, como las basadas en “fundados temores de ser perseguido por 

motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones 

políticas” en el país de origen (párrafo 2 de la sección A del artículo 1 de la Convención de 1951 

sobre el Estatuto de los Refugiados), las derivadas de una agresión exterior, ocupación, 

dominación extranjera o hechos que perturben gravemente el orden público (párrafo 2 del 

artículo 1 de la Convención Africana sobre Aspectos Específicos de los Problemas de los 

Refugiados en África), o las provocadas por los efectos indiscriminados de la violencia 

generalizada. 

 

iv) Tan pronto como sea posible, entrega a los menores no acompañados o separados 

de su familia de documentos personales de identidad. 

v) Comienzo inmediato de la localización de los miembros de la familia (párrafo 2 del 

artículo 22, párrafo 3 del artículo 9 y párrafo 2 del artículo 10). 
 

32. Todas las decisiones ulteriores acerca de la residencia y el estatuto del menor en el territorio 

del Estado se basarán en las conclusiones de una evaluación inicial de las medidas de protección, 

realizada con arreglo a los procedimientos mencionados supra. Los Estados se abstendrán de 

hacer seguir a los menores no acompañados y separados de su familia los procedimientos de 

solicitud de asilo si su presencia en el territorio no plantea problemas de protección internacional 

de los refugiados, sin perjuicio de la obligación de los Estados de invitar a los menores no 

acompañados o separados de su familia a que se conformen a los procedimientos pertinentes de 

protección del menor, como los previstos en la legislación de protección de la infancia. 

 
 

b) Nombramiento de tutor, asesor y representante legal (párrafo 2 del 

artículo 18 y párrafo 1 del artículo 20) 
 

33. Los Estados deben crear un marco jurídico de base y 

adoptar las medidas necesarias para que el interés superior del 

menor no acompañado o separado de su familia esté 

debidamente representado. Por lo tanto, tan pronto como se 

determine la condición de menor no acompañado o separado de 

su familia, se nombrará un tutor o asesor que desempeñarán sus 

funciones hasta que el menor llegue a la mayoría de edad o 

abandone permanentemente el territorio o la jurisdicción del 

Estado de conformidad con la Convención u otras obligaciones 

internacionales. Se consultará e informará al tutor de todas las 

medidas adoptadas en relación con el menor. El tutor estará 

autorizado a asistir a todos los procedimientos de planificación 

y adopción de decisiones, incluidas las comparecencias ante 
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los servicios de inmigración y órganos de recurso, los encaminados a definir la atención del menor 

y buscar una solución duradera. El tutor o asesor tendrá los conocimientos necesarios 

especializados en atención de la infancia, para que los intereses del menor estén protegidos 

y sus necesidades en materia jurídica, social, sanitaria, psicológica, material y educativa, etc., 

debidamente satisfechas. Servirá de vínculo entre el niño y los especialistas, organismos e 

individuos que prestan la atención permanente que el menor necesita. No podrán ejercer la 

función de tutor los organismos o individuos cuyos intereses puedan entrar en conflicto con los 

del menor. Por ejemplo, quedarán excluidos de la función de tutor los adultos no pertenecientes 

a la familia cuya relación principal con el menor sea la de empleador. 

 
34. En el caso de un menor separado de su familia, normalmente se nombrará tutor 

al familiar adulto que lo acompañe o quien le dispense cuidados sin ser familiar 

directo, salvo que haya indicios de que ese arreglo no va a beneficiar al menor, por 

ejemplo, cuando éste haya sido maltratado por el adulto acompañante. 

 
Cuando un menor esté acompañado por un adulto o una persona que lo cuida sin ser pariente, 

deberá analizarse con más detenimiento la idoneidad de éste para actuar de tutor. Si el tutor 

puede atender al menor cotidianamente y está dispuesto a hacerlo, pero no puede representar 

debidamente el superior interés del menor en todos los campos y ámbitos de su vida, deberán 

adoptarse medidas complementarias (por ejemplo, el nombramiento de un asesor o representante 

legal). 

 
35. Deberán establecerse y aplicarse mecanismos que permitan evaluar el ejercicio de la tutoría, 

a fin de que el interés superior del menor esté representado durante todo el proceso de adopción 

de decisiones y, en particular, se prevengan los malos tratos. 

 
36. Cuando un menor sea parte en procedimientos de asilo u otros procedimientos administrativos 

o judiciales, además del tutor, se le nombrará un representante legal. 

 
37. Se informará en todo caso al menor de las decisiones tomadas respecto de la tutela y la 

representación legal, y se tendrá en cuenta su opinión. 

 
38. En las emergencias de gran escala, cuando sea difícil nombrar tutores individuales, los Estados 

y las organizaciones de ayuda a la infancia deberán proteger y promover el interés superior de los 

menores separados de su familia. 

 
 

c) Atención y alojamiento (artículos 20 y 22) 
 

39. Los menores no acompañados o separados de su familia están privados, temporal 

o permanentemente, de su medio familiar y, por tanto, son los destinatarios de las 

obligaciones que impone el Estado en el artículo 20 de la Convención, y tendrán 
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derecho a recibir la protección y la asistencia especiales del Estado en cuestión. 

 
40. Los mecanismos establecidos en el derecho nacional para ofrecer otras formas de atención 

a los menores no acompañados o separados de su familia con arreglo al artículo 22 de la 

Convención también ampararán a los menores fuera de su país de origen. Existe un amplio 

abanico de opciones para la atención y el alojamiento, que se reconocen expresamente en 

el párrafo 3 del artículo 20: “… entre otras cosas, la colocación en los hogares de guarda, la 

kafala del derecho islámico, la adopción o, de ser necesario, la colocación en instituciones 

adecuadas de protección de menores”. Al elegir una de esas opciones, se tendrán en cuenta las 

vulnerabilidades particulares del menor, no sólo por haber quedado desconectado de su medio 

familiar, sino también por encontrarse fuera de su país de origen, así como la edad y el sexo del 

menor. En particular, se prestará particular atención a la conveniencia de que haya continuidad 

en la crianza del menor, así como a su origen étnico, religioso, cultural y lingüístico, que se habrá 

evaluado en el proceso de identificación, registro y documentación. Al tomar las medidas de 

atención y alojamiento, deberán tenerse en cuenta los parámetros siguientes: 

 
• Por regla general, no se privará de libertad a los menores. 

 
• Para que haya continuidad en la atención y atendiendo al interés superior del niño, sólo se 

cambiará la residencia de los menores no acompañados o separados de su familia cuando 

con el cambio se preserve el interés superior del menor. 

 

• De acuerdo con el principio de unidad familiar, se mantendrá juntos a los hermanos. 

 
• Se permitirá al menor que llegue acompañado de parientes o los tenga en el país de asilo 

permanecer con éstos, salvo si ello es contrario al interés superior del menor. Dada la 

particular vulnerabilidad del menor, el personal de asistencia social realizará evaluaciones 

periódicas. 

 

• Independientemente de los cuidados que se dispensen a los menores no acompañados o 

separados de su familia, se mantendrán una supervisión y evaluación periódicas por parte 

de personal calificado para velar por su salud física y psicológica, la protección contra la 

violencia en el hogar o la explotación, y el acceso a formación profesional y educativa, y las 

oportunidades correspondientes. 

 

• Los Estados y otras organizaciones adoptarán medidas que garanticen la protección eficaz 

de los derechos de los menores no acompañados o separados de su familia que viven en 

hogares encabezados por un menor. 

 

• En las emergencias de grandes proporciones, se prestará asistencia provisional durante el 

período más breve, acorde con las necesidades de los menores no acompañados. Esta 

atención provisional está orientada a su seguridad y equilibrio físico y emocional, en un 

ambiente que estimule su desarrollo general. 
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• Se mantendrá informados a los menores de las disposiciones para su atención y se tendrán 

en cuenta sus opiniones. 

 
 

d) Pleno acceso a la educación (artículos 28, 29 1) c), 30 y 32) 
 

41. Los Estados garantizarán el acceso permanente a la educación durante todas 

las etapas del ciclo de desplazamiento. Todo menor no acompañado o separado 

de su familia, independientemente de su estatuto, tendrá pleno acceso a la educación 

en el país de acogida a tenor del artículo 28, apartado c) del párrafo 1 del artículo 

29, y artículos 30 y 32 de la Convención, así como de los principios generales 

formulados por el Comité. El acceso será sin discriminación y, en particular, las 

niñas no acompañadas y separadas de su familia tendrán acceso igualitario a la 

enseñanza formal y la no académica, incluida la formación profesional a todos los 

niveles. También se garantizará el acceso a la educación de calidad a los niños con 

necesidades especiales, en particular los niños con discapacidad. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
42. Lo antes posible, se inscribirá a los menores no acompañados o separados de 

su familia ante las autoridades escolares competentes y se les ayudará a que 

aprovechen al máximo las oportunidades de aprendizaje. Los menores no 

acompañados o separados de su familia tienen derecho a mantener su identidad y 

sus valores culturales, y, en especial, a conservar y cultivar su idioma nativo. 

 
Todos los adolescentes tendrán acceso a cursos de formación o educación profesional y, los más 

pequeños, a programas de estimulación precoz del aprendizaje. Los Estados velarán por que los 

menores no acompañados o separados de su familia reciban certificados escolares u otros 

documentos donde conste su nivel de educación, en particular cuando se preparan para la 

reinstalación, el reasentamiento o el retorno. 

 
43. En especial cuando su capacidad no sea suficiente, los Estados aceptarán y facilitarán la ayuda 

ofrecida por el UNICEF, la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y 

la Cultura (UNESCO), el ACNUR y otros organismos de las Naciones Unidas en el marco de sus 

respectivos mandatos y, cuando corresponda, de otras organizaciones intergubernamentales o 
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no gubernamentales competentes (párrafo 2 del artículo 22) a fin de satisfacer las necesidades 

de educación de los menores no acompañados o separados de su familia. 

 
 

e) Derecho a un nivel de vida adecuado (artículo 27) 
 

44. Los Estados velarán por que los menores no acompañados o separados de su 

familia tengan un nivel de vida acorde con su desarrollo físico, mental, espiritual y 

moral. 

 
Según lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 27 de la Convención, los Estados proporcionarán 

asistencia material y programas de apoyo, particularmente con respecto a la nutrición, el vestuario 

y la vivienda. 

 
45. Sobre todo cuando su capacidad no sea suficiente, los Estados aceptarán y facilitarán la 

ayuda ofrecida por el UNICEF, la UNESCO, el ACNUR y otras organizaciones de las Naciones 

Unidas en el marco de sus respectivos mandatos y, cuando proceda, de otras organizaciones 

intergubernamentales o no gubernamentales competentes (párrafo 2 del artículo 22), a fin de que 

los menores no acompañados o separados de su familia tengan un nivel de vida adecuado. 

 
 

f) Derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud y a servicios para 

el tratamiento de enfermedades y la rehabilitación de la salud (artículos 23, 

24 y 39) 
 

46. Al reconocer el derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud y a servicios para el 

tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la salud con arreglo al artículo 24 de 

la Convención, los Estados se obligan a proporcionar a los menores no acompañados o 

separados de su familia el mismo acceso a la atención de la salud que los nacionales. 

 
47. A este respecto, los Estados examinarán y evaluarán las dificultades y 

vulnerabilidades peculiares de los menores. Tendrán en cuenta, en particular, 

el hecho de que un menor no acompañado ha quedado separado de su familia 

y también, en mayor o menor grado, ha experimentado pérdidas, traumas, 

perturbaciones y violencia. Muchos de esos menores, en especial los refugiados, 

han experimentado además la violencia generalizada y la tensión asociada con un 

país en guerra, lo que puede haberles creado sentimientos profundos de desamparo 

y haber socavado su confianza infantil en los demás. Por otro lado, las niñas son 

particularmente susceptibles a la marginación, la pobreza y el sufrimiento 

durante los conflictos armados, y muchas habrán sufrido la violencia por 

motivos de género en ese contexto. El trauma profundo sufrido por muchos 

niños afectados exige una especial sensibilidad y cuidado en su atención y 
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rehabilitación. 

 
48. En el artículo 39 de la Convención se establece la obligación de los Estados de proporcionar 

servicios de rehabilitación a los menores víctimas de cualquier forma de abandono, explotación 

o abuso; tortura u otra forma de tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; o conflictos 

armados. Para facilitar la recuperación y reintegración, se establecerán servicios de atención de 

la salud mental culturalmente adecuados y atentos a las cuestiones de género, y se prestará 

asesoramiento psicosocial calificado. 

 
49. Los Estados aceptarán y facilitarán, sobre todo cuando su capacidad no sea suficiente, la ayuda 

ofrecida por el UNICEF, la Organización Mundial de la Salud (OMS), el Programa Conjunto de 

las Naciones Unidas sobre el VIH/SIDA (ONUSIDA), el ACNUR y otros organismos (párrafo 2 del 

artículo 22) en lo atinente a sus respectivos mandatos y, cuando proceda, de otras organizaciones 

intergubernamentales o no gubernamentales competentes, a fin de satisfacer las necesidades 

sanitarias y de atención de la salud de los menores no acompañados o separados de su familia. 

 
 

g) Prevención de la trata y de la explotación sexual y de otra naturaleza, así 
como de los malos tratos y de la violencia (artículos 34, 35 y 36) 

 
50. Los menores no acompañados o separados de su familia que se encuentran 

fuera de su país de origen son particularmente vulnerables a la explotación y los 

malos tratos. Las niñas corren peligro mayor de ser objeto de trata, en especial 

para la explotación sexual. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

51. Los artículos 34 a 36 de la Convención deben leerse juntamente con las obligaciones 

especiales de protección y asistencia que impone el artículo 20 de la Convención, a fin de que los 

menores no acompañados o separados de su familia estén al abrigo de la trata y de toda forma 

de explotación, malos tratos y violencia, de índole sexual u otra. 

 
52. Uno de los muchos peligros que amenazan a los menores no acompañados 
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o separados de su familia es la trata, sea por primera vez o recayendo de nuevo en 

ella. La trata de niños atenta contra el derecho a la vida, la supervivencia y el 

desarrollo (art. 6). Según el artículo 35 de la Convención, los Estados Partes 

adoptarán las medidas necesarias para impedir la trata. Entre esas medidas figuran 

la identificación de los menores no acompañados o separados de su familia, la 

averiguación periódica de su paradero y las campañas de información adaptadas a 

todas las edades, que tengan en cuenta las cuestiones de género, en un idioma y 

un medio comprensibles para el niño víctima de la trata. Deberá promulgarse 

legislación adecuada y establecerse mecanismos eficaces para cumplir los 

reglamentos laborales y las normas sobre movimiento fronterizo. 

 
53. También corre graves riesgos el menor que ya haya sido víctima de la trata, de resultas de la 

cual ha adquirido el estatuto de menor no acompañado o separado de su familia. No deberá 

penalizárselo, sino prestarle asistencia como víctima de una grave violación de sus derechos 

humanos. Algunos menores sometidos a trata pueden solicitar el estatuto de refugiado, con 

arreglo a la Convención de 1951. Los Estados velarán por que los menores no acompañados 

o separados de su familia que, habiendo sido víctimas de trata, deseen solicitar asilo o sobre 

quienes haya otros indicios de que necesitan protección internacional, tengan acceso a los 

procedimientos de solicitud de asilo. Los menores que corren peligro de recaer en la trata no 

serán devueltos a su país de origen, salvo si lo aconseja su interés superior y a condición de que 

se adopten medidas adecuadas para protegerlos. Los Estados considerarán la conveniencia de 

adoptar formas complementarias de protección de los menores víctimas de la trata cuando el 

regreso no venga indicado por el interés superior. 

 
 

h) Prevención del reclutamiento militar y protección de las consecuencias 
de la guerra (artículos 38 y 39) 

 

Prevención del reclutamiento 

 
54. Las obligaciones de los Estados previstas en el artículo 38 de la Convención y en los artículos 

3 y 4 del Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño sobre la participación 

de niños en los conflictos armados también se aplican a los menores no acompañados o separados 

de su familia. Todo Estado adoptará las medidas necesarias para prevenir el reclutamiento o la 

utilización de esos niños por cualquiera de las partes en un conflicto. La norma también se aplica 

a los ex niños soldados que han desertado de sus unidades y deben ser protegidos contra un 

nuevo reclutamiento. 

 

Disposiciones para la atención de los menores 

 
55. Las disposiciones para la atención de los menores no acompañados o separados de su 
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familia estarán enderezadas a impedir que sean reclutados, alistados de nuevo o utilizados por 

cualquiera de las partes en un conflicto. No se nombrará tutor a ninguna persona u organización 

que participe directa o indirectamente en un conflicto. 

 

Ex niños soldados 

 
56. Ante todo, los niños soldados se considerarán víctimas de un conflicto armado. Se prestarán 

todos los servicios de apoyo necesarios a los ex niños soldados que a menudo se encuentran no 

acompañados o separados de su familia cuando cesa el conflicto o tras su deserción, en especial 

el asesoramiento psicosocial necesario, con objeto de que se reintegren a la vida normal. Se 

dará prioridad a la identificación y desmovilización de esos menores durante las operaciones de 

identificación y separación. Los niños soldados, en particular los que están solos o separados 

de su familia, no serán internados, sino que gozarán de medidas especiales de protección y 

asistencia, sobre todo en lo relativo a su desmovilización y reinserción social. Deberán realizarse 

esfuerzos especiales para apoyar a las niñas que han formado parte de las fuerzas militares, 

como combatientes o en cualquier otro carácter, y facilitar su reintegración. 

 
57. Si, en determinadas circunstancias, fuera inevitable y acorde con el derecho internacional 

humanitario y de los derechos humanos decretar a título excepcional el internamiento de un niño 

soldado mayor de 15 años, por ejemplo, porque representa una grave amenaza para la seguridad, 

las condiciones del internamiento se ajustarán a las normas internacionales, en especial el 

artículo 37 de la Convención, y a los principios de la responsabilidad penal de menores, pero sin 

renunciar a la localización de la familia y sin perjuicio de su participación prioritaria en programas 

de reinserción social. 

 

No devolución 

 
58. Como el reclutamiento y la participación de menores en las hostilidades conlleva un grave 

riesgo de violaciones irreparables de los derechos 

humanos fundamentales, sobre todo el derecho a la vida, 

las obligaciones que imponen a los Estados el artículo 

38 de la Convención y los artículos 3 y 4 del Protocolo 

Facultativo de la Convención sobre los Derechos del 

Niño sobre la participación de niños en los conflictos 

armados tienen efectos extraterritoriales, por lo que los 

Estados se abstendrán absolutamente de trasladar al 

menor a las fronteras de un Estado donde exista un 

peligro verdadero de reclutamiento de menores 

o de participación directa o indirecta de éstos en 

operaciones militares. 

 

Formas y manifestaciones de la 
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persecución específicamente dirigida a la infancia[3]
 

 
59. Recordando a los Estados la necesidad de que en los procedimientos de obtención del asilo 

se tengan en cuenta la edad y el género, y que la definición de refugiado se interprete también a 

la luz de la edad y el género, el Comité subraya que el reclutamiento de menores de edad (y 

señaladamente de niñas para servicios sexuales y matrimonios forzados con militares) y la 

participación directa o indirecta en las hostilidades constituyen graves infracciones punibles de 

los derechos humanos, por lo que deberá otorgarse el estatuto de refugiado toda vez que exista el 

temor fundado de que el reclutamiento o la participación en las hostilidades responden a “motivos 

de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas” 

(párrafo 2 de la sección A del artículo 1 de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 

1951). 

 

Rehabilitación y reinserción social 

 
60. Los Estados elaborarán, en cooperación, en su caso, con los organismos internacionales y las 

ONG, un sistema general, adaptado a cada edad y género, de apoyo y asistencia psicológicos 

para los menores no acompañados o separados de su familia que se vean afectados por conflictos 

armados. 

 
 

i) Prevención de la privación de libertad y tratamiento de estas hipótesis 
 

61. En aplicación del artículo 37 de la Convención y del principio del interés superior del menor, 

no deberá privarse de libertad, por regla general, a los menores no acompañados o separados 

de su familia. La privación de libertad no podrá justificarse solamente por que el menor esté solo 

o separado de su familia, ni por su condición de inmigrante o residente. Cuando la privación 

de libertad esté excepcionalmente justificada por otras razones, se ajustará a lo dispuesto en el 

párrafo b) del artículo 37 de la Convención, en cuyos términos se llevará a cabo de conformidad 

con la ley y se utilizará tan sólo como medida de último recurso y durante el período más breve 

que proceda. Por consiguiente, deberá hacerse todo lo posible, incluso acelerar los procesos 

pertinentes, con objeto de que los menores no acompañados o separados de su familia sean 

puestos en libertad y colocados en otras instituciones de alojamiento. 

 
62. La privación de libertad se rige por las disposiciones nacionales completadas por las 

obligaciones internacionales. En relación con los menores no acompañados o separados de su 

familia que solicitan asilo, los Estados deberán, en particular, respetar las obligaciones previstas 

en el párrafo 1 del artículo 31 de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951. 

 

 
3. Para una visión más general de las formas y manifestaciones de la persecución específicamente dirigida a la infancia, véase 
el apartado d) de la sección VI “Evaluación individualizada de las necesidades de protección del menor, teniendo en cuenta la 
persecución específicamente dirigida hacia los menores”. 
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Además, los Estados deberán tener en cuenta que la entrada o la estancia ilegales en un país de 

un menor no acompañado o separado de su familia también pueden justificarse a la luz de los 

principios generales del derecho, cuando la entrada o la estancia sean la única forma de impedir 

una violación de los derechos humanos fundamentales del menor. En un plano más general, al 

articular los principios aplicables a los menores no acompañados o separados de su familia, en 

especial los que son víctimas de la trata y la explotación, los Estados velarán por que esos niños 

no sean considerados delincuentes por el solo hecho de haber entrado o encontrarse ilegalmente 

en el país. 

 
63. Las condiciones de la privación de libertad, si se llegara al caso excepcionalmente, se regirán 

por el interés superior del menor y se atendrán en todo a lo previsto en los apartados a) y c) del 

artículo 37 de la Convención y otros instrumentos internacionales. Se dispondrá lo necesario para 

que el alojamiento sea adecuado para los menores y esté separado del de los adultos, a menos 

que lo contrario se considere conveniente en interés superior del menor. Efectivamente, el 

programa tendrá como fundamento la “atención” y no la “privación de libertad”. Los centros de 

detención no deberán localizarse en zonas aisladas donde no pueda accederse a recursos 

comunitarios adecuados desde el punto de vista cultural ni a asesoramiento jurídico. Los menores 

deberán tener oportunidad de establecer contactos periódicos con amigos y parientes y con su 

tutor y recibir la visita de éstos, así como asistencia espiritual, religiosa, social y jurídica. También 

podrán recibir productos de primera necesidad y, de ser necesario, tratamiento médico adecuado 

y ayuda psicológica. Durante el período de privación de libertad, los menores tendrán derecho a 

recibir enseñanza, de ser posible fuera del lugar de detención, a fin de facilitarles la continuación 

de su educación una vez en libertad. También tendrán derecho al esparcimiento y el juego con 

arreglo al artículo 31 de la Convención. Para garantizar eficazmente los derechos previstos en 

el apartado d) del artículo 37 de la Convención, deberá darse a los menores no acompañados o 

separados de su familia privados de libertad acceso rápido y gratuito a asistencia jurídica y de otra 

índole, y especialmente deberá nombrárseles un representante legal. 

 
 

VI. ACCESO AL PROCEDIMIENTO PARA OBTENER EL ASILO, 

GARANTÍAS JURÍDICAS Y DERECHOS EN LA MATERIA 

a) Consideraciones generales 
 

64. La obligación recogida en el artículo 22 de la Convención de adoptar “medidas adecuadas”, 

para que el niño, acompañado o no acompañado, que trate de obtener el asilo, reciba la protección 

adecuada, lleva consigo en particular la obligación de establecer un sistema operante en materia 

de asilo, así como de promulgar legislación en la que se refleje el trato especial de los menores no 

acompañados y separados y crear las capacidades necesarias para poner en práctica este trato 

de acuerdo con los derechos pertinentes recogidos en la Convención y en otros instrumentos 

internacionales de derechos humanos, o referentes a la protección de los refugiados o al derecho 
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humanitario en que el Estado sea Parte. Se anima vivamente a los Estados cuyos recursos para 

iniciar la labor de creación de capacidad sean insuficientes a que recaben asistencia internacional, 

en particular, del ACNUR. 

 
65. Habida cuenta de la naturaleza complementaria de las obligaciones recogidas en el artículo 22 

y las derivadas del derecho internacional en materia de refugiados, así como la conveniencia de 

unificar las normas, al aplicar el artículo 22 de la Convención, los Estados deberían aplicar en lo 

que concierne a los refugiados las normas internacionales teniendo en cuenta su evolución 

progresiva. 

 

b) Acceso a los procedimientos para obtener el asilo, con independencia de 

la edad 
 

66. Los menores que soliciten el asilo, con inclusión de los no acompañados o separados, podrán 

entablar, con independencia de la edad, los procedimientos correspondientes y recurrir a otros 

mecanismos complementarios orientados a la protección internacional. Si, en el curso del 

proceso de identificación e inscripción, viniera a saberse que el menor puede tener un temor 

fundado o, incluso en el caso de que éste no pudiera articular expresamente un temor concreto, 

que puede encontrarse objetivamente en peligro de persecución por razones de raza, religión, 

nacionalidad, pertenencia a un grupo social concreto, opinión política, o si necesitara por otras 

razones protección internacional, se debe entablar en favor del menor el procedimiento para la 

obtención del asilo y, en su caso, aplicar mecanismos de protección complementaria al amparo 

del derecho internacional y del derecho interno. 

 
67. Respecto de los menores no acompañados o separados sobre los que no exista ningún indicio 

de que necesiten protección internacional no se iniciarán automáticamente o de otra forma 

procedimientos para la obtención del asilo, aunque recibirán protección al amparo de otros 

mecanismo pertinentes de protección de la infancia, como los previstos en la legislación sobre 

protección de la juventud. 

 
 

c) Garantías de procedimiento y medidas de apoyo (párrafo 3 del artículo 3) 
 

68. Las medidas adecuadas previstas en el párrafo 1 del artículo 22 de la Convención deberán 

tener en cuenta la vulnerabilidad particular de los menores no acompañados y separados, así 

como el marco jurídico y las condiciones nacionales. Dichas medidas se inspirarán en las 

consideraciones siguientes. 

 
69. El menor que solicite el asilo debe estar representado por un adulto que esté al corriente de los 

antecedentes del menor y que sea competente y capaz para representar a éste o a sus intereses 

superiores (véase la sección V, ii) b), “Nombramiento de tutor, asesor y representante legal”). 

El menor no acompañado o separado tendrá en todo caso acceso gratuito a un representante 
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jurídico competente, incluso si la solicitud de asilo se tramita con arreglo al procedimiento 

normalmente aplicable a los adultos. 

 
70. Las solicitudes de asilo presentadas por menores no acompañados o separados de su familia 

gozarán de prioridad y se procurará por todos los medios que recaiga sobre la misma una decisión 

justa y sin dilación. 

 
71. Entre las garantías procesales mínimas debe figurar que la solicitud sea resuelta por una 

autoridad competente en asuntos de asilo y en la situación de refugiado. Si lo permiten la edad y 

madurez del menor, antes de que se adopte una decisión definitiva, debería existir la oportunidad 

de una entrevista personal con un funcionario competente. Si el menor no pudiera comunicar 

directamente con aquél en un idioma común, se solicitará la intervención de un intérprete. 

Asimismo, si el relato del menor adoleciera de problemas de credibilidad, se concederá a éste el 

“beneficio de la duda”, así como la posibilidad de recurrir en debida forma contra la decisión 

recaída. 

 
72. Efectuarán las entrevistas funcionarios del servicio competente en materia de asilo, los cuales 

tendrán en cuenta la situación especial de los menores no acompañados a la hora de evaluar la 

condición de refugiado y deberán tener un conocimiento de la historia, cultura y antecedentes del 

menor. El proceso de evaluación entrañará el examen individualizado de la combinación singular 

de factores que presenta cada menor y, en particular, los antecedentes personales, familiares y 

culturales de éste. En todas las entrevistas deben estar presentes el tutor y el representante legal. 

 
73. En los supuestos de grandes movimientos de personas en busca de asilo, en los que no es 

posible efectuar una determinación individual de la condición de refugiado, los Estados podrán 

reconocer dicha condición a todos los miembros de un grupo. En esos casos, los menores no 

acompañados o separados tendrán derecho a idéntica condición que los demás miembros del 

grupo de que se trate. 

 
 

d) Evaluación individualizada de las necesidades de protección del menor, 

teniendo en cuenta la persecución dirigida específicamente hacia los 

menores 
 

74. Al examinar las solicitudes de asilo de los menores no acompañados o separados, los Estados 

tendrán en cuenta la evolución y la interrelación entre las normas internacionales en materia de 

derechos humanos y el derecho de los refugiados, con inclusión de las normas elaboradas por el 

ACNUR, con objeto de ejercer sus facultades supervisoras al amparo de la Convención sobre el 

Estatuto de los Refugiados de 1951. En particular, la definición de refugiado que figura en la misma 

debe interpretarse teniendo presentes la edad y el género y a la luz de los motivos concretos, las 

formas y manifestaciones de la persecución sufrida por los menores. La persecución por razones 

de parentesco, el reclutamiento de menores en las fuerzas armadas, el trato de menores con 
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fines de prostitución, la explotación sexual de los menores o la mutilación genital de las hembras, 

constituyen todas ellas formas y manifestaciones de persecución específicamente infantil, que 

pueden justificar la concesión de la condición de refugiado si esos actos son subsumibles en uno 

de los motivos estipulados en la Convención de 1951. Por consiguiente, en los procedimientos 

nacionales aplicables para la concesión de la condición de refugiado, los Estados deben prestar 

la máxima atención a estas formas y manifestaciones de persecución específicamente infantil, así 

como a la violencia de género. 

 
75. Los funcionarios que participan en los procedimientos de asilo aplicables a los menores, en 

particular los no acompañados o separados de su familia, deben recibir, con miras a la aplicación 

de las normas internacionales y nacionales en materia de refugiados, una formación que tenga 

en cuenta las necesidades específicas de los menores, así como sus particularidades culturales 

y de género. A fin de tramitar adecuadamente las solicitudes de asilo de los menores, cuando los 

gobiernos traten de reunir información sobre el país de origen, se incluirá la referente a la situación 

de la infancia y, en especial, de la perteneciente a minorías o grupos marginados. 

 
 

e) Pleno disfrute de todos los derechos internacionales de derechos 
humanos y de refugiados por parte de los menores que disfruten de la 
condición de refugiado (artículo 22) 

 
76. Los menores no acompañados o separados de su familia, reconocidos como refugiados y que 

hayan obtenido asilo no sólo disfrutarán de los derechos previstos en la Convención sobre el 

Estatuto de los Refugiados de 1951, sino que también gozarán, en la máxima medida posible, de 

todos los derechos humanos reconocidos a los niños en el territorio perteneciente o sujeto a la 

jurisdicción del Estado, con inclusión de los derechos que presuponen la estancia legal en ese 

territorio. 

 
 

f) Formas complementarias de protección en favor de los menores 
 

77. Si no se cumplieran los requisitos para obtener la condición de refugiado al amparo de la 

Convención de 1951, los menores separados o no acompañados disfrutarán de la protección 

complementaria disponible en la medida determinada por sus necesidades de protección. La 

aplicación de estas formas complementarias de protección no exonerará a los Estados de la 

obligación de atender las necesidades específicas de protección del menor no acompañado y 

separado de su familia. Por consiguiente, los menores que disfruten de formas complementarias 

de protección disfrutarán, en la máxima medida posible, de todos los derechos humanos que 

se reconocen a los niños en el territorio perteneciente o sujeto a la jurisdicción del Estado, con 

inclusión de los derechos que presuponen la estancia legal en dicho territorio. 

 
78. De acuerdo con los principios generalmente aplicables y, en especial, los relativos a las 

obligaciones de los Estados en lo que concierne a los menores no acompañados o separados 
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que se encuentren dentro de su territorio, los menores que no ostenten la condición de refugiado 

ni disfruten de formas complementarias de protección, podrán seguir acogiéndose a la protección 

estipulada en todas las normas de la Convención mientras se encuentren de facto dentro del 

territorio perteneciente o sujeto a la jurisdicción del Estado. 

 
 

VII. REUNIÓN FAMILIAR, RETORNO Y OTRAS SOLUCIONES DURADERAS 

a) Consideraciones generales 
 

79. El objetivo final de regular la situación de los menores no acompañados o 

separados de su familia es identificar una solución duradera que resuelva todas sus 

necesidades de protección, tenga en cuenta las opiniones del menor y, en su caso, 

conduzca a resolver la situación del menor no acompañado o separado de su 

familia. 

 
Los intentos de hallar soluciones duraderas para los menores no acompañados o separados 

comenzarán y se pondrán en práctica sin dilación y, de ser posible, inmediatamente después de 

que se determine que se trata de un menor no acompañado o separado de su familia. De acuerdo 

con un criterio basado en los derechos, la búsqueda de una solución duradera comienza con un 

análisis de las posibilidades de reunificación familiar. 

 
80. La localización de la familia es un ingrediente esencial de la búsqueda de una solución 

duradera y debe gozar de prioridad, salvo cuando el acto de localización o la forma en que ésta 

se realiza van contra el interés superior del menor o ponen en peligro los derechos fundamentales 

de las personas que se trata de localizar. En todo caso, al efectuar la localización, no se hará 

ninguna referencia a la condición del menor como candidato al asilo o refugiado. Sobre la base 

de estas condiciones, los intentos de localización proseguirán también durante el procedimiento 

para obtener la condición de refugiado. En el caso de los menores que se encuentren en 

el territorio del Estado de acogida, sea a título de asilo, de formas complementarias de 

protección o debido a obstáculo de hecho o de derecho a la expulsión, debe buscarse una 

solución duradera. 

 
 

b) Reunión de la familia 
 

81. Con objeto de respetar plenamente la obligación que impone a los Estados el artículo 9 de la 

Convención de impedir que un menor sea separado de sus padres contra su voluntad, debe 

procurarse por todos los medios que el menor no acompañado o separado se reúna con 

sus padres salvo cuando el interés superior de aquél requiera prolongar la separación, 

habida cuenta del derecho del menor a manifestar su opinión (art. 12) (véase también la 

sección IV e), “El derecho del niño a expresar su opinión libremente “). Si bien las circunstancias 
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expresamente recogidas en la segunda frase del párrafo 1 del artículo 9, esto es, los casos en 

que el niño sea objeto de maltrato o descuido por parte de sus padres, pueden desaconsejar 

la reunión en cualquier lugar, otras consideraciones fundadas en el interés superior del menor 

pueden constituir un obstáculo para la reunión sólo en lugares específicos. 

 
82. La reunión familiar en el país de origen no favorece el interés superior del menor y, por tanto, 

no debe procurarse cuando exista un “riesgo razonable” de que el retorno se traduzca en la 

violación de los derechos humanos fundamentales del menor. Ese riesgo debe indiscutiblemente 

consignarse al reconocer la condición de refugiado o cuando las autoridades competentes 

resuelven sobre la aplicabilidad de las obligaciones de no devolución (incluidas las derivadas del 

artículo 3 de la Convención contra la Tortura y los artículos 6 y 7 del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos). Por consiguiente, el reconocimiento de la condición de refugiado 

constituye un obstáculo jurídico a la devolución al país de origen y, por tanto, a la reunión familiar 

en éste. Si las circunstancias en el país de origen presentan riesgos de nivel inferior y, por 

ejemplo, puede sospecharse que el menor se verá afectado por los efectos indiscriminados de una 

violencia generalizada, se prestará plena atención a estos riesgos frente a otras consideraciones 

fundadas en derechos como las consecuencias de una prolongación de la separación. En este 

contexto, debe recordarse que la supervivencia del menor es primordial y presupuesto del disfrute 

de los demás derechos. 

 
83. Si no es posible la reunión familiar en el país de origen, sea a causa de obstáculos jurídicos 

que impidan el retorno, sea porque la ponderación del retorno contra el interés superior del menor 

inclina la balanza en favor de este último, entran en juego las obligaciones estipuladas en los 

artículos 9 y 10 de la Convención, que deben regir las decisiones del Estado de acogida sobre la 

reunión familiar en su propio territorio. En este contexto, se recuerda especialmente a los Estados 

Partes “toda solicitud hecha por un niño o por sus padres para entrar en un Estado Parte o para 

salir de él a los efectos de la reunión de la familia será atendida por los Estados Partes de manera 

positiva, humanitaria y expeditiva” y “no traerá consecuencias desfavorables para los peticionarios 

ni para sus familiares” (párrafo 1 del artículo 10). Según el párrafo 2 del mismo artículo, los países 

de origen deben respetar “el derecho del niño y de sus padres a salir de cualquier país, incluido 

del propio, y a entrar en su propio país”. 

 
 

c) Retorno al país de origen 
 

84. El retorno al país de origen no entra en consideración si produce un “riesgo razonable” 

de traducirse en la violación de los derechos humanos fundamentales del menor y, en 

particular, si es aplicable el principio de no devolución. El retorno al país de origen sólo 

podrá contemplarse en principio si redunda en el interés superior del menor. A fin de 

determinar esta circunstancia, se tendrá en cuenta, entre otras cosas: 

 
• La seguridad personal y pública y otras condiciones, en particular socioeconómicas, que 
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encontrará el niño a su regreso, efectuando, en su caso, las organizaciones sociales un 

estudio sobre las condiciones en el país; 

 
• La existencia de mecanismos para la atención individual del menor; 

 
• Las opiniones del menor manifestadas al amparo de su derecho en virtud del artículo 12, así 

como las de las personas que le atienden; 

 
• El nivel de integración del menor en el país de acogida y el período de ausencia de su país 

de origen; 

 
• El derecho del menor a “preservar su identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las 

relaciones familiares” (art. 8); 

 
• La “conveniencia de que haya continuidad en la educación del niño” y se preste atención 

“a su origen étnico, religioso, cultural y lingüístico” (art. 20). 

 
85. Si los padres o miembros del círculo familiar ampliado no estuvieran en condiciones de 

atender al menor, el retorno al país de origen no se efectuará, en principio, sin tomar previamente 

disposiciones seguras y concretas de atención y custodia al regreso al país de origen. 

 
86. Excepcionalmente, el retorno al país de origen podrá decidirse, una vez ponderados 

debidamente el interés superior del menor y otras consideraciones, si estas últimas están fundadas 

en derechos y prevalecen sobre el interés superior del menor. Así puede suceder cuando éste 

representa un grave peligro para la seguridad del Estado o de la sociedad. Los argumentos no 

fundados en derechos, por ejemplo, los basados en la limitación general de la inmigración, no 

pueden prevalecer sobre las consideraciones fundadas en el interés superior. 

 
87. En todo caso, las medidas de retorno se llevarán a efecto de una manera segura y teniendo 

presentes las necesidades específicas del menor y consideraciones de género. 

 
88. En este contexto, se recuerda también a los países de origen la obligación que les incumbe 

según el artículo 10 de la Convención, en particular, la de respetar “el derecho del niño y de sus 

padres a salir de cualquier país, incluido el propio, y a entrar en su propio país”. 

 
 

d) Integración en el país de acogida 
 

89. La integración en el país de acogida constituye la opción principal si el retorno al 

país de origen se revela imposible por razones jurídicas o de hecho. 

 
La integración en el país de acogida debe basarse en un régimen jurídico estable (con inclusión 
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del permiso de residencia) y estar regida por los derechos previstos en la Convención que son 

plenamente aplicables a todos los menores que permanecen en el país, con independencia de 

que sea en razón de su reconocimiento como refugiados, de otros obstáculos jurídicos al retorno 

o de si el análisis de los intereses superiores del niño desaconseja el retorno. 

 
90. Una vez que se ha decidido que el menor separado o no acompañado va a permanecer 

en la comunidad, las autoridades interesadas procederán a evaluar la situación del menor y 

posteriormente, en consulta con éste o con su tutor, determinarán las disposiciones apropiadas a 

largo plazo dentro de la nueva comunidad y demás medidas necesarias para facilitar la integración. 

La colocación a largo plazo en un establecimiento debe responder al interés superior del menor; 

en esta fase, la atención en un establecimiento debe ser, en la medida de lo posible, sólo una 

solución de última instancia. El menor separado o no acompañado debe tener acceso a los 

mismos derechos (educación, formación, empleo y asistencia sanitaria) que los niños nacionales 

y en pie de igualdad con éstos. Con objeto de que el menor no acompañado o separado disfrute 

plenamente de estos derechos, el país de acogida quizás tenga que prestar atención especial a 

otras consideraciones a la luz de la situación vulnerable del niño, organizando, por ejemplo, una 

formación adicional en el idioma del país. 

 
 

e) Adopción internacional (artículo 21) 
 

91. Los Estados deben respetar plenamente las condiciones estipuladas en el artículo 21 de 

la Convención, así como las recogidas en otros instrumentos internacionales pertinentes, con 

inclusión en particular del Convenio de La Haya relativo a la protección del niño y a la cooperación 

en materia de adopción internacional y en la Recomendación de 1994 relativa a su aplicación a 

los niños refugiados y otros niños internacionalmente desplazados en la hipótesis de la 

adopción de niños no acompañados y separados. En particular, los Estados deben observar las 

disposiciones siguientes: 

 
• La adopción de menores no acompañados o separados sólo debe contemplarse una vez 

que se ha verificado que el menor es adoptable. En la práctica, ello quiere decir en particular 

que han resultado infructuosas las tentativas de localización y reunión de la familia o que los 

padres han dado su consentimiento a la adopción. El consentimiento de los padres, así 

como el de otras personas, instituciones y autoridades que requiere la adopción, debe ser 

libre e informado. Ello supone en particular que el consentimiento no se ha obtenido 

mediante pago o contraprestación de ningún género ni ha sido retirado. 

 
• Los menores no acompañados o separados no deben ser adoptados con precipitación en 

medio de una emergencia. 

 
• Toda adopción exige la previa determinación de que responde al interés superior del menor 

y debe ajustarse al derecho nacional e internacional y a la costumbre. 
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• En todos los procedimientos de adopción debe solicitarse y tenerse en cuenta las opiniones 

del menor, teniendo presente su edad y madurez. Esta exigencia lleva implícito que el menor 

ha sido asesorado y debidamente informado de las consecuencias de la adopción y de su 

consentimiento a la misma, si éste fuera necesario. El consentimiento debe ser libre y no 

estar asociado a pago o contraprestación de ninguna especie. 

 
• Debe darse prioridad a la adopción por parte de parientes en el país de residencia. Si ello no 

fuera posible, se dará preferencia a la adopción en el seno de la comunidad de procedencia 

del menor o al menos dentro de su propia cultura. 

 
• La adopción no debe entrar en consideración: 

 
• Si existe esperanza razonable de localizar a la familia y la reunión con ésta responde 

al interés superior del menor. 

 
• Si es contraria a los deseos expresamente manifestados por el menor o sus padres. 

 
• Salvo si ha transcurrido un período razonable en el curso del cual se han tomado 

todas las disposiciones factibles para localizar a los padres u otros miembros 

supervivientes de la familia. Este lapso puede variar en función de las circunstancias 

y, en particular, de la posibilidad de proceder a una localización adecuada; sin 

embargo, el proceso de localización debe finalizar al cabo de un período razonable. 

 
• No procede la adopción en el país de asilo si existe la posibilidad de repatriación 

voluntaria en un futuro próximo en condiciones de seguridad y dignidad. 

 
 

f) Reasentamiento en un tercer país 
 

92. El reasentamiento en un tercer país puede ofrecer una solución duradera al menor no 

acompañado o separado que no pueda retornar a su país de origen y para el que no sea posible 

contemplar una solución duradera en el país de acogida. La decisión de reasentar al menor no 

acompañado o separado debe basarse en una evaluación actualizada, exhaustiva y fundada en el 

interés superior, habida cuenta en particular de las circunstancias internacionales del momento y 

demás imperativos de protección. El reasentamiento está particularmente indicado si constituye el 

único medio para proteger efectiva y establemente al menor contra la devolución o la persecución 

u otras graves violaciones de los derechos humanos en el país de estancia. El reasentamiento 

responde también al interés superior del menor no acompañado y separado si contribuye a la 

reunión familiar en el país de reasentamiento. 

 
93. Al evaluar el interés superior antes de resolver sobre el reasentamiento deben tenerse 

también en cuenta otros factores, como la duración prevista de los obstáculos jurídicos o de 
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otra índole al retorno del menor a su país de origen, el derecho de éste a preservar su identidad, 

incluida la nacionalidad y el nombre (art. 8), la edad, el sexo, el estado emocional, la educación y 

los antecedentes familiares del menor, la continuidad o discontinuidad de la atención en el país 

de acogida, la conveniencia de la continuidad en la crianza del menor, los antecedentes étnicos, 

religiosos, culturales y lingüísticos del menor (art. 20), el derecho de éste a preservar sus 

relaciones familiares (art. 8) y las posibilidades a medio y largo plazo de reunión familiar sea en el 

país de origen, en el de acogida o en el de reasentamiento. El menor no acompañado o separado 

no debe nunca ser trasladado para reasentamiento a un tercer país si ello va en menoscabo o 

pone gravemente en peligro la futura reunión con su familia. 

 
94. Se alienta a los Estados a que ofrezcan oportunidades para el reasentamiento de los menores 

no acompañados y separados de su familia. 

 
 

VIII. FORMACIÓN, DATOS Y ESTADÍSTICAS 

a) Formación del personal que se ocupa de los menores no acompañados y 

separados 
 

95. Debe prestarse especial atención a la formación del personal que se ocupa de los menores 

separados y no acompañados y de su situación. Es asimismo importante articular una formación 

especializada en el caso de los representantes legales, tutores, intérpretes y otras personas que 

se ocupan de los menores separados y no acompañados. 

 
96. Esta formación debe adaptarse específicamente a las necesidades y los derechos de los 

grupos interesados. No obstante, en todos los programas de formación deben figurar ciertos 

elementos esenciales y, en particular: 

 
• Los principios y las disposiciones de la Convención; 

 
• El conocimiento del país de origen de los menores separados y no acompañados; 

 
• Técnicas apropiadas de entrevista; 

 
• Desarrollo y psicología infantiles; 

 
• Sensibilidad cultural y comunicación intercultural. 

 
97. Los programas de formación deben evaluarse periódicamente, incluso mediante el 

perfeccionamiento profesional en el empleo y la ayuda de redes profesionales. 
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b) Datos y estadísticas sobre los menores separados y no acompañados 
 

98. Según la experiencia del Comité, los datos y estadísticas reunidos acerca de los menores no 

acompañados y separados de sus familias tienden a limitarse al número de llegadas o al número 

de solicitudes de asilo. Estos datos son insuficientes para un análisis detallado del ejercicio de los 

derechos de estos menores. Por otra parte, con frecuencia el acopio de datos y de estadísticas 

corre a cargo de diferentes ministerios u organismos, lo cual puede dificultar su análisis y presenta 

problemas potenciales en lo que respecta a la confidencialidad y el derecho a la intimidad del 

menor. 

 
99. Por tanto, la realización de un sistema detallado e integrado de acopio de datos sobre los 

menores no acompañados y separados es presupuesto de la articulación de políticas eficaces 

para el ejercicio de los derechos de estos menores. 

 
100. En términos ideales, el sistema contemplado debería permitir el acopio, entre otros, de 

los datos siguientes: datos biográficos básicos de cada menor (edad, sexo, país de origen y 

nacionalidad, grupo étnico, etc.), número total de menores no acompañados y separados que tratan 

de entrar en el país y número de entradas denegadas, número de solicitudes de asilo, número de 

representantes legales y tutores asignados a estos menores, situación jurídica y en términos de 

inmigración (es decir, solicitantes de asilo, refugiados, titulares de permiso de residencia 

temporal), alojamiento (es decir, en establecimientos, con familias o independiente), asistencia a 

la escuela o a la formación profesional, reunión familiar y número de menores retornados a su 

país de origen. Asimismo, los Estados Partes deberían examinar la conveniencia de reunir datos 

cualitativos que permitan analizar aspectos a los que se presta una atención insuficiente, por 

ejemplo, desapariciones de menores no acompañados y separados y repercusiones de la trata. 
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